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El Programa de las Naciones Unidas
para el Desarrollo, PNUD, presenta un nue-
vo Informe de Desarrollo Humano sobre
Bolivia por tercera vez en los últimos cinco
años. Lo que en 1998 fue un primer paso
ahora es un andar seguro y constante que está
plasmado en este tercer análisis.

Bolivia ha avanzado, a veces con dificul-
tades, pero firmemente en la democracia, en
la estabilidad económica y en la apertura
hacia una economía moderna. Resulta fun-
damental consolidar y profundizar dichos
avances con y para la gente. El Informe de
Desarrollo Humano Bolivia 2002 quiere
contribuir con ideas y con proyectos para
que esto sea posible. Las ideas desarrolladas
en este Informe también se eslabonan con las
principales preocupaciones y propuestas rea-
lizadas en los dos anteriores. El Informe del
98 buscó un horizonte estratégico para en-
trelazar competitividad, equidad e institu-
cionalidad. En ese estudio el eje articulador
propuesto era un salto educativo en la socie-
dad boliviana. En el Informe del 2000 se
argumentó que los valores y las aspiraciones
de unidad, respeto a la diversidad y equidad
en la diferencia —que los bolivianos mani-
festaban como suyos— podían sustentar un
desarrollo humano como resultado de com-
promisos prácticos. Las investigaciones son
acumulativas y dinámicas; son parte de un
proceso integral con visión de futuro.

La economía y la política se interrela-
cionan indisolublemente en la mirada que
pone el Informe de Desarrollo Humano
Bolivia 2002. Se parte de la idea de que
Bolivia hoy vive un tiempo de inflexión en
las tendencias económicas y políticas que se
iniciaron en el pasado y que es momento de
administrar las tensiones que provocan las
fuerzas de la continuidad y el cambio. La
propuesta que resume el Informe es que
Bolivia podría impulsar sostenidamente su

desarrollo y consolidar su gobernabilidad
democrática si lo hace a través de compro-
misos que se generen en procesos delibe-
rativos donde la sociedad participe.

El Informe analiza y proyecta en forma
novedosa las distintas opciones futuras de
Bolivia y propone una nueva ética del desa-
rrollo en función de una relación fértil en-
tre dignidad y confianza sustentada en las
capacidades políticas de la gente. Se afirma
que el desarrollo debe nutrirse de la misma
historia boliviana.

Coincidentemente el PNUD, a nivel
mundial, viene impulsando un nuevo perfil
institucional referido al desarrollo de sus
capacidades sustantivas y prácticas para pro-
mover gobernabilidad, desarrollo humano,
lucha contra la pobreza, prevención de con-
flictos e inserción fecunda de nuestros paí-
ses en las redes mundiales de información y
conocimiento. Todo esto es posible pero se
debe trabajar por ello, se debe hacerlo a par-
tir del diálogo y el compromiso con la gen-
te. El Informe Mundial sobre Desarrollo Hu-
mano, que se presentará a mediados de año,
trata justamente el tema de la gobernabilidad
y nosotros aquí en Bolivia también tomamos
por opción dar ese vistazo desde nuestra rea-
lidad.

Para el Administrador del PNUD, Mark
Malloch Brown, los informes sobre desarro-
llo humano son parámetros indispensables
para la elaboración de políticas públicas por-
que son instrumentos capaces de introducir
temas como la equidad, la productividad, la
gobernabilidad y la ampliación de oportuni-
dades y capacidades de la gente. Temas que
hacen la diferencia y la esencia misma de la
vida de las personas. Entregamos este nue-
vo Informe como un aporte a la discusión y
a la reflexión del país que todos queremos ver
en el futuro.

P r e s e n t a c i ó n
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Este Informe se ha hecho posible gracias
a un equipo de profesionales jóvenes compro-
metidos con su labor, con su país y con la idea
del desarrollo humano. La coordinación gene-
ral del Informe estuvo a cargo de Fernando
Calderón G. quien con el más alto profe-
sionalismo y dedicación nuevamente entrega
al país una investigación que estamos seguros
pondrá el debate sobre la mesa. El PNUD
agradece y felicita a todo el equipo así como
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ñado durante toda la elaboración del mismo.
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cido con los aportes de consultores nacio-
nales e internacionales. Va para ellos nues-
tro agradecimiento.

El Informe de Desarrollo Humano Bo-
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ños y realizaciones de los y las bolivianas.
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Representante Residente del PNUD en Bolivia
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P r ó l o g o

Bolivia resalta en el contexto latinoame-
ricano por la velocidad y la intensidad de sus
reformas institucionales y económicas ope-
radas en los últimos veinte años. Los avan-
ces en muchos planos han sido significativos,
sugerentes y de fuerte impacto histórico. Va-
rias de las reformas permanecen inconclusas
y no se sabe aún cuán sostenibles serán en el
largo plazo. Por otra parte los resultados en
términos de equidad y reducción de la po-
breza como también en crecimiento econó-
mico han resultado insuficientes, pero Boli-
via ha cambiado y seguirá cambiando al
ritmo de las transformaciones globales  y al
de las necesidades, demandas y posibilidades
de su gente y su economía.

Cabalmente, el presente informe elabo-
rado desde el enfoque de desarrollo huma-
no pretende caracterizar y comprender di-
chos cambios y detectar las tendencias que
de ellos emergen. Y de esta manera contri-
buir al debate sobre las opciones de desarro-
llo del país a partir de los hallazgos empíri-
cos encontrados en este informe.

Desde nuestra perspectiva, un país con
una heterogeneidad estructural y una diver-
sidad socio cultural y regional como Bolivia,
necesita de la deliberación y el compromiso
social para evolucionar en su desarrollo hu-
mano. Una lógica de acuerdos en este senti-
do constituye la principal garantía de una
articulación fecunda entre democracia y de-
sarrollo. Aquí se está abogando por el forta-
lecimiento del régimen institucional, los
mecanismos de representación y los sistemas
de participación ciudadana a través de expe-
riencias deliberativas. Se busca, asimismo,
que estas experiencias se traduzcan en acuer-
dos y éstos en resultados que fortalezcan el
desarrollo humano del país. En este senti-
do, no se está ni contra el mercado ni con-
tra el Estado, sino más bien se pretende
que mercado y Estado trabajen en función
de la gente.

El Informe está sustentado en una me-
todología vinculada al enfoque del rela-
tivismo metodológico, en el cual se busca
entender un hecho social desde variadas
perspectivas de construcción de la realidad,
aunque conscientes de que ella misma es
inaprensible.

Se ha partido de los resultados y pregun-
tas planteadas por los informes de los años
1998 y 2000, referidas a la importancia de
la política para el desarrollo. Se continuó con
un intenso trabajo teórico sobre las explica-
ciones de esa relación y, mediante el méto-
do de intervención sociológica, se trató de
auscultar las características de esa relación en
cuatro actores estratégicos en la vida del país:
indígenas del Oriente, movimientos de mu-
jeres y en menor medida empresarios moder-
nos y jóvenes de barrios marginales de La
Paz. Todo esto permitió una primera aproxi-
mación histórica y conceptual sobre la rela-
ción entre política, más precisamente capa-
cidades políticas, y desarrollo.

Armados con estos instrumentos se ela-
boró una estrategia de investigación que
combinó técnicas de análisis de datos secun-
darios sobre la evolución de la economía y
la sociedad y técnicas diversas para detectar
las tendencias sobre las capacidades políticas
de la sociedad boliviana. Así se realizaron 90
entrevistas a líderes políticos y sociales, 25
grupos focales de los sectores pobres de la so-
ciedad boliviana y una encuesta sociológica
sobre capacidades políticas aplicada a una
muestra representativa de 3.285 casos; 25 es-
tudios de caso encargados a variados especia-
listas complementaron el panorama. Por otra
parte el trabajo metodológico fue comple-
mentado por talleres de control y validación
con distintos actores políticos y sociales
como también con consultores nacionales e
internacionales, además de contar con una
importante asesoría de expertos reconocidos.
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Todo esto puede ser consultado en detalle en
el anexo metodológico.

Se hizo pues un esfuerzo importante
para comprender al menos en parte la situa-
ción y las tendencias socioeconómicas y po-
líticas que vive el país. Se trata de un traba-
jo que quiere ir mas allá de la coyuntura. En
realidad deseamos colocar modestamente
sobre la mesa de la democracia algunas cues-
tiones centrales y de largo plazo sobre el
desarrollo de nuestro país. Aspiramos a que
este Informe constituya un instrumento de
referencia para todos los actores involucrados
en el desarrollo del país.

El Informe parte con una Introducción
donde se plantean las reflexiones, preguntas
iniciales e hipótesis centrales del estudio que
luego fueron retomadas en todos los  capítu-
los. Así el 1 y 2 realizan 15 años del balance
económico social del desarrollo humano de
Bolivia. El capítulo 3 hace lo propio desde la

perspectiva institucional y el 4 trata el nuevo
rol de los medios en la política y el desarrollo.
Los capítulos 5, 6 y 7 tratan las capacidades
políticas en relación a los líderes, los pobres y
la opinión pública. El capítulo 8 sintetiza va-
rios de los hallazgos encontrados bajo la for-
ma de escenarios de futuro. El Informe está
antecedido por una Sinopsis que integra la
síntesis y la propuesta del mismo.

A nombre del equipo y mío propio
deseo agradecer a todas las personas que
nos apoyaron en esta empresa y especial-
mente al PNUD, por promover la consti-
tución de este grupo de estudio boliviano.
Estamos conscientes de que hemos desa-
rrollado un trabajo incompleto, a veces
ingenuo y seguramente con varios errores;
pero también estamos convencidos de que
nuestro esfuerzo ha estado inspirado por
la búsqueda de una Bolivia mejor, que
creemos sinceramente es posible.

Fernando Calderón Gutiérrez
Coordinador del IDH
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1. Inflexión y cambio
El año 2001 y con él, el cambio de si-

glo, producen estupor y desconcierto políti-
co. Estupor porque lo que se creía agotado
volvió a renacer con el ruido de las multitu-
des en las calles y en los caminos de Bolivia,
y desconcierto porque tales voces no anun-
cian las rutas del progreso sino la incerti-
dumbre ante el futuro. No se sabe hacia don-
de se viaja, y tampoco qué se cargará sobre
las espaldas, pero sí hay un sentimiento ge-
neralizado de que el viaje es ineludible. Esta
incertidumbre se ha acentuado más aún des-
pués del 11 de septiembre de 2001.

Para Bolivia el siglo XX tuvo su epicen-
tro histórico de largo plazo en la Guerra del
Chaco, ya que ella expresó un cambio de
tendencia histórica y anunció transformacio-
nes estructurales (siendo la Revolución Na-
cional de 1952 el hito fundamental entre
ellas). Es muy posible, por otra parte, que la
democracia iniciada en 1982 y las posterio-
res reformas económicas asociadas con los
procesos de mundialización de la economía,
marquen también el inicio de un nuevo ci-
clo histórico de larga duración. El siglo XX
fue pues, para Bolivia, un ciclo histórico re-
lativamente corto1.

El siglo XXI, sociológicamente hablan-
do, se originó a nivel mundial con las pro-
testas estudiantiles y obreras de fines de los
602. En América Latina, sus expresiones más
importantes fueron las protestas obrero-es-
tudiantiles de Córdoba en 1968 y las deman-
das estudiantiles de la Plaza de las tres cul-
turas en México3. Ambas muy vinculadas a
la crisis de los regímenes nacional populares
y la orfandad política de las sociedades lati-
noamericanas.

Más adelante la era de la información,
para usar una metáfora de Manuel Castells4,
marca la instalación de la sociedad de redes,
fenómeno asociado con importantes trans-
formaciones tecno-ecológicas a escala mun-
dial. Se trata de una sociedad que tiene como
epicentro la información y el conocimiento
en un contexto ecológico impactado a nivel
global. Hoy la sociedad contemporánea vive
una extraña mutación en sus múltiples for-
mas de organización y poder.

En este contexto se puede decir, muy
sintéticamente, que la economía y la tecno-
logía impulsadas por la racionalidad instru-
mental, por un lado, y el pluriculturalismo
y las subjetividades cotidianas, por el otro,
marcan las tensiones del nuevo siglo. Al

Desarrollo y democracia: La hora de la inflexión

1 En el siglo XIX, el concepto del ciclo histórico dentro del mundo de la historiografía occidental era muy fácil de definir, pues los
historiadores de esa época se dedicaban sobre todo a la historia política del Estado-Nación. Pero ahora en el siglo XXI, la tarea
de definir ciclos se ha puesto mucho más complicada, debido al movimiento dentro de la historiografía hacia lo económico y
social –los ciclos económicos son más difíciles de definir que los políticos, y los sociales más difíciles todavía. Hay algunas
excepciones en la historia social donde las inflexiones son fáciles de demarcar, por ejemplo la abolición de la esclavitud en varios
países de América y de la servidumbre en Rusia. Pero en la mayor parte de la historia social, los períodos son muy difíciles de
delinear.
Aquí es necesario distinguir entre los ciclos históricos cortos y los largos. Hay consenso entre historiadores sociales de que los
ciclos cortos se definen por momentos de certidumbre e incertidumbre. Cuando los miembros de una sociedad pueden imaginar
con algo de certeza cómo será el futuro cercano, están viviendo un ciclo corto; cuando no lo pueden imaginar, están viviendo
una inflexión. La tarea para los historiadores es determinar cuándo y quién vive esta certidumbre o incertidumbre.
También es importante destacar que aunque esta definición de inflexión se refiere específicamente a lo social, hay importantes
coincidencias con la política y economía. La guerra fría, por ejemplo, representa un ciclo corto no sólo para la historia política
sino para la historia social también, por el impacto que tuvo en las sociedades de los países involucrados. Lo mismo se puede
decir de las crisis económicas. En contraste con los ciclos históricos cortos, los largos tienen más que ver con revoluciones
tecnológicas e institucionales que con elementos efímeros de la política o economía, y sus efectos normalmente no se entienden
hasta años o décadas después de que ocurren.

2 Véase Touraine y otros, 1978; y Bell, 1996.
3 Delich, 1994 y Zermeño 1978.
4 Castells, 1999.
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mismo tiempo, la política, por lo menos a
escala nacional, es cada vez menos importan-
te y ha perdido su fuerza de nexo entre am-
bos mundos5. Este fenómeno alcanza un
nuevo nivel de complejidad después del 11
de septiembre, cuando se inicia la primera
guerra internacional que muestra, con gran
crudeza, la fantasmagórica figura de la «gue-
rra red» y el abismo tecno-cultural entre el
occidente desarrollado y la periferia. Bolivia
no es ajena a todo esto, tampoco lo es el
enfoque del desarrollo humano.

¿Qué es pues lo que le espera a Bolivia?
Es decir, a una sociedad con múltiples mati-
ces regionales y variadas diferencias socio-
culturales, con clases sociales escasamente
constituidas, con élites dominantes que no
alcanzan a hacerse dirigentes, con mayorías
étnicas culturalmente discriminadas y rela-
tivamente ausentes de las decisiones. Vale la
pena pues preguntarse sobre el papel que
podría tener este país en una historia mun-
dial y regional cada vez más mutante e inter-
dependiente, pero socialmente menos inte-
grada, y preguntarse además qué puede
proponer al respecto la política desde la óp-
tica del desarrollo humano.

Aquí interesa explorar las respuestas
dadas por los actores y la sociedad misma. Es
muy posible que esto permita auscultar al-
gunas de las chances más humanas que se

presentan en este mundo menos ancho que
antes, pero más ajeno que nunca, y para col-
mo en guerra. Así, pues, cambio e inflexión
aparecen como dos constantes en la nueva
historia.

Con la noción de “inflexión” se preten-
de describir un momento de cambio en las
tendencias estructurales derivadas de la de-
mocracia y la economía de mercado, y que
se iniciaron en la década del 80. Parecería
que en la coyuntura actual se revelan con un
poco más de claridad tanto las fuerzas que
limitan, como las que potencian el desarro-
llo humano. Pero a la vez también se des-
cubren las limitaciones económicas y polí-
ticas que hacen insostenible la idea de una
continuidad, sin cambio, de lo iniciado en
1982. Desde la perspectiva del desarrollo
humano se trata, entonces, de abrir caminos
de innovación que favorezcan a las personas
y a las comunidades. Da la impresión de que
la crisis en curso ha permitido ver con clari-
dad no sólo el alto grado de interdependen-
cia entre el funcionamiento de la economía
y la política a nivel nacional y global, sino
también el papel que juega la política como
condición para el desarrollo. Para que la in-
flexión se asocie con una salida progresiva,
parece fundamental que ésta sea producto de
la innovación de la política, es decir de la ca-
pacidad constructiva de la política para ac-

El concepto de “desarrollo humano” que se utiliza en el presente Informe está asocia-
do a las nociones de “libertad real” e “ igualdad compleja”.

Libertad real se entiende como el desarrollo de las diversas capacidades humanas para
que las personas y las comunidades, de acuerdo a sus valores, decidan el tipo de vida que
desean llevar.

Igualdad compleja se entiende como la participación que r ealizan  unos y otros
ciudadanos en el ámbito político con vistas a pr eser var o a cambiar el sistema de
inter eses dominantes, construyendo así el vínculo de la comunidad de ciudadanos.

Este enfoque no supone una noción lineal del progreso, sino una redefinición de lo
que se puede y se desea hacer, en función de la complejidad del mundo moderno y de los
valores culturales de la sociedad de la que se habla.

5 Los Informes de Desarrollo Humano de 1994 y 1999, promovidos por el PNUD, plantean, el primero, que los conflictos étnico
culturales y religiosos y en general aquellos vinculados a la seguridad humana, son los conflictos fundamentales en la vida
moderna, y, el segundo, que la mundialización afecta cada vez más la vida cotidiana de las sociedades. Para una visión socioló-
gica del asunto, véase Touraine, 1999; Castells, 1998; Giddens, 1994; Morin, 1993; Beck, 1998; Calderón, Hopenhayn y Ottone,
1996.

Recuadro 0.1

El concepto de desarrollo humano

Fuente: Sen 2000; Pizzorno 1979; Walzer 1993; y Calderón 2000.
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tuar en función del desarrollo. Más particu-
larmente, se habla de políticas que busquen
la construcción de espacios públicos deli-
berativos, en donde las personas actúen
como iguales, con sus diferencias sociocul-
turales, sin duda, pero en función del bien
común, es decir, del desarrollo de todos y
muy especialmente de los más pobres y ex-
cluidos6.

La deliberación es un mecanismo que
mejora la calidad del sistema de toma de
decisiones en democracia, pues busca au-
mentar la capacidad política de los ciuda-
danos como actores del desarrollo, tanto en
el plano reflexivo como en el plano de la
acción. Esto, obviamente, no supone inven-
tar una nueva parafernalia escatológica, sino

tan sólo mostrar un camino abierto, y no
hacia metas preconcebidas, sino hacia nue-
vas formas democráticas e institucionales que
permitan vivir colectivamente el cambio
moderno, o al menos parte de él7. La deli-
beración es un importante recurso para el
desarrollo humano, pero también tiene va-
rios límites que es importante tomar en
cuenta.

Esta Introducción planteará una visión
contextual del Informe y tratará brevemen-
te los cambios post Guerra del Chaco y los
rasgos generales del ciclo estatal patrimo-
nialista iniciado en 1952; luego se tratará de
dibujar las tendencias generales del nuevo
ciclo iniciado en 1982. Posteriormente, se
caracterizará la coyuntura actual de crisis, es-

6 Como se detectó en el Informe de Desarrollo Humano de Bolivia 2000, las aspiraciones centrales de los bolivianos, en cuanto
valores compartidos para el desarrollo, están orientadas a la búsqueda de la igualdad en la diferencia, el reconocimiento de la
diversidad y la unión como fuerza para el desarrollo.

7 Para una discusión más teórica sobre la deliberación, véase Calderón, 2002.

Recuadro 0.2

Fuente: Calderón 2002.

Hacia un balance de la deliberación
Límites

Refuerza intereses cor porativos.
No logra eficacia en los resultados.
Es difícil lograr consensos y el debate
puede terminar en asambleísmo.
No todos comparten este fin moral. Asi-
mismo, la deliberación enfatiza los
medios y no los fines, ya que en la prác-
tica no se discuten valores sino instru-
mentos de políticas.
No siempre se opta por lo más eficaz y/
o legítimo (si no se llega al consenso);
esto más bien le resta legitimidad a la
deliberación, cuando se conocen opcio-
nes mejores.
No convencer a otros de mi propuesta
no implica abandonarla; el debate se
puede trabar y puede no elegirse lo más
eficiente y racional.
No toma en cuenta la manipulación de
la información para tomar decisiones e
inducir preferencias.
La cultura de la desigualdad no se dis-
cute, pues se parte del supuesto de que
se delibera entre sujetos libres e iguales.

Potencialidades

Refuerza el espacio público.
Crea opciones.
Logra eficacia en los resultados.
Facilita la viabilidad para elaborar de-
mandas y lograr consensos.
Es un fin moral en sí. A partir de él
deben rediscutirse las ideas de bien co-
mún y responsabilidad pública y los
principios básicos sobre los cuales des-
cansan las decisiones políticas.
Mejora la acción colectiva racional,
porque es legítima y eficiente. Asimis-
mo, legitima procesos de justicia distri-
butiva.
Implica un debate argumentativo de
ideas donde puede ganar la opción más
eficiente y racional, porque así es me-
jor para todos.
Se parte del supuesto de que la infor-
mación está lo más equitativamente
distribuida y es lo más trasparente po-
sible para todos.
Se parte del principio de que todos los
individuos son considerados libres e
iguales.
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pecialmente en los planos económico y po-
lítico, y más adelante se relievará uno de los
temas transversales de la crisis: la desconfian-
za social generalizada. Finalmente, se plan-
tearán las preguntas e ideas iniciales que se
analizarán a lo largo del Informe.

2. Los cambios post Guerra del Chaco y
el estilo del desarrollo

Dicho en términos muy amplios, hay
hechos históricos fuertes que caracterizan
este período: por una parte, la alta conflic-
tualidad socio política asociada con la des-
composición del régimen oligárquico8; por
otra, la Revolución del 52 y sus cambios.
Ambos fenómenos se articularon en torno a
las siguientes orientaciones: la integración
regional, la movilidad y la integración social
y la instauración de una comunidad nacio-
nal organizada e impulsada por un nuevo
tipo de Estado.

Más adelante, un tercer hecho histórico
fue la reemergencia de las Fuerzas Armadas
en el escenario político nacional y la disputa
al interior de ellas por la dirección del Esta-
do, ya fuera en función de las ideologías
nacional populares y distributivas, o en fun-
ción de las ideologías de la acumulación y la
vinculación con intereses transnacionales9.

Desde el fin de la Guerra del Chaco, el
poder del Estado estuvo en el centro de las
preocupaciones políticas de la sociedad bo-
liviana. (En Bolivia, el Estado hizo más a la
sociedad que la sociedad al Estado, y quizás
por eso los bolivianos tienden, de una u otra
manera, a ser “estatólatras”10). Sin embargo,
es a partir de la Revolución Nacional que el
Estado se coloca definitivamente en el cen-
tro de la vida nacional. Primero como prin-
cipal propietario y gestor empresarial, fenó-
meno asociado con la existencia de redes de
intereses burocrático-empresariales en las
distintas empresa públicas. Segundo, como
regulador de un sistema de intermediación
entre la sociedad y el Estado conocido como
clientelismo burocrático, por el que se entre-

ga legitimidad a cambio de prebendas. (Más
adelante, en el capítulo 4, se tratará cabal-
mente de la presencia estructural de este
Estado, denominado «cartorial», en la vida
institucional boliviana). Y, tercero, como
concentrador de los conflictos y de los inte-
reses políticos, especialmente en la Presiden-
cia de la República. En gran medida, poder
político y poder estatal fueron sinónimos.

Desde una perspectiva socio analítica,
las ideas que promovieron y acompañaron
estos cambios estuvieron hermanadas a la
emergencia del nacionalismo en América
Latina11. En el plano nacional, una referen-
cia histórica de largo plazo fue el pensamien-
to de Tamayo sobre lo nacional. Sin embar-
go, varios intelectuales de la post Guerra del
Chaco, como Montenegro, Céspedes y
Guevara, entre otros, tuvieron también una
influencia notable12. En un plano más eco-
nómico, fue fundamental la visión desa-
rrollista e industrializadora que impulsaron
las misiones Kramer y Keenleyside13 y otras
a mediados de siglo: ellas fijaron una visión
de largo plazo sobre los grandes cambios que
necesitaba la economía y la institucionalidad
boliviana.

En términos de resultados, como se verá
en el próximo capítulo, los avances de la
Revolución fueron relativamente importan-
tes, pero las frustraciones aún mayores; con
todo, el país dejó de funcionar en torno a la
hacienda y a los enclaves mineros. Hasta las
viejas oligarquías empezaron a pensar de
manera distinta, con nostalgia, es cierto, pero
de manera diferente.

Como varios estudios han señalado14,
Bolivia se caracterizó por un patrón de de-
sarrollo de escasa capacidad para incorporar
nuevas tecnologías e incrementar los niveles
del crecimiento tecnológico, o para promo-
ver suficientes mecanismos de integración y
de equidad socio-cultural. Al final de la jor-
nada, y a pesar de las importantes reformas
que se hicieron, las demandas de los pueblos
indígenas y otros grupos excluidos permane-

8 Klein, 1968.
9 Malloy y Seligson (ed.), 1987.
10 Según la encuesta de aspiraciones (ENAP) del IDH Bolivia 2000, el 61% de los bolivianos piensan que el Estado debería ser el

principal responsable del desarrollo del país, el 30% cree que son los ciudadanos los responsables y un 9% piensa que las
empresas tienen esa responsabilidad. Así mismo, según la encuesta de capacidades políticas  (ECP-01) del IDH Bolivia 2002, el
74% de los bolivianos piensa que el gobierno central debería resolver los problemas de educación, el 72.2% piensa que debería
resolver también los problemas de salud y el 81.5% los de empleo.

11 Aricó, 1989.
12 Véase, Mayorga, 1985; Montenegro, 1953; Guevara; Tamayo, 1910; García Pabón, 1998.
13 Véase el «Informe Keenleyside», 1950.
14 IDH 98 y otros.
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cieron como una mortal deuda que la Revo-
lución se había comprometido a saldar. La
economía boliviana siguió y sigue viviendo
de la extracción de recursos naturales (el es-
taño, la coca y ahora el gas), sin lograr que
su uso produzca una transformación produc-
tiva socialmente incluyente. A lo largo del
siglo XX se experimentaron varios caminos
sin lograr avanzar decisivamente ni en pro-
ductividad ni en integración sociocultural15.

Ciertamente, esto puede ser explicado
por razones de bloqueo político dentro del
mismo MNR, por razones de debilidad
institucional crónica o por el predominio de
intereses particularistas sobre la idea de na-
ción que se aspiraba construir.

Lo que aquí interesa resaltar es que el
agotamiento “del estilo de desarrollo nacio-
nalista ” y su falta de resultados decisivos en
temas de crecimiento, no es ajeno a ciertos
cambios en la política y en la economía
mundial. Estos marcaron un borrascoso sín-
drome de agotamiento del Estado-Nación
promovido por la Revolución Nacional. Por
otro lado, es necesario asumir la tesis de que
el desarrollo puede gestarse principalmente
a través de un esfuerzo propio, es decir,
movilizando las fuerzas socio-culturales que
hacen que una sociedad se sienta responsa-
ble por su acción y por los resultados que esta
acción logra.

En el plano de la psicología política,
el relativo fracaso de la experiencia nacio-
nalista y otros traumas de largo alcance
(asociados con el autoritarismo y las gue-
rras internacionales) que sufrió Bolivia,
parecieron haber gestado una suerte de
fatalismo, una impotencia que anidó en

las élites y se expandió a relativamente
todo el tejido social, produciendo impor-
tantes niveles de baja autoestima. Éstos,
cual cerrojos de acero, impiden reconocer
y asumir plenamente que la existencia de
un tejido multicultural histórico de origen
colonial16 (se trata de un «chenko»17, es de-
cir, de un tejido cultural enredado y com-
plejo que refleja un desorden mutante y
vivo) puede ser una suerte de palanca cul-
tural para el desarrollo.

Además, en Bolivia como en el conjun-
to de América Latina, se ha instalado, como
mecanismo de defensa, una cultura de la
queja que tiende a colocar todos los males de
la patria como ajenos a la propia vida. Para
lograr un genuino desarrollo con equidad,
como dijo José Aricó, es necesario terminar
con el pensamiento de la queja y la imitación
del otro18.

Cuando en 1982 el Presidente Siles ini-
ció la democracia con grandes expectativas
sociales, los dados de la historia para el viejo
orden estatal ya estaban irremisiblemente
cargados.

3. Un nuevo ciclo

1982 marca el inicio de un nuevo ciclo
histórico. Efectivamente, la democracia con-
quistada a sangre y fuego instala una nueva
lógica política, centrada en el juego democrá-
tico en base a arreglos político institucionales
y acuerdos interpartidarios. Ciertamente,
como se analizará en el capítulo 4, la experien-
cia boliviana en la ola democrática mundial
fue notoria, pero no estuvo separada de lo
que ocurrió en América Latina, aunque,
como en otras partes, guarda relación con la

15 El Informe de Desarrollo Humano de Bolivia 1998 remarca la relación entre competitividad y Desarrollo Humano señalando que
“las ventajas competitivas se vuelven más sostenibles y sistémicas si los países ponen énfasis en el Desarrollo Humano, en la
medida en que este desarrollo aspira a compatibilizar una competitividad auténtica (que genera empleos más productivos), con
una inversión mayor en educación. A su vez, los países con baja competitividad muy difícilmente pueden alcanzar mayores
niveles de Desarrollo Humano. Tienden a deteriorar sus condiciones de bienestar a medida que pierden su capacidad para
generar empleos y disminuyen sus recursos para atender las necesidades básicas de educación y salud. Si bien el Desarrollo
Humano genera competitividad y la falta de competitividad inhibe el Desarrollo Humano, mayores niveles de competitividad no
cristalizan necesariamente en mayor Desarrollo Humano”. Para un análisis en detalle de la competitividad económica en Bolivia
y para una visión histórica del Desarrollo Humano véase PNUD, 1998. Además véase la serie de Cuadernos de Futuro, volúmenes
2, 3 y 10, del PNUD.

16 Para apreciar algunos rasgos empíricos de la baja autoestima y del fatalismo, ver PNUD, 2000 y PNUD, 1996.
17 Es un concepto quechua que ilustra situaciones de confusión y de desorden aparente generado por la presencia de elementos

multiformes que se mezclan, se entremezclan y se articulan con una dinámica propia. Calderón y Dos Santos, 1995. Véase
también Zapp, 2000.

18 “Es el pensamiento de lo que América Latina no puede ser porque alguien nos condena a no ser. Las teorías fueron para
argumentar esta especie de sueño de una Europa que nunca se llegó a alcanzar. La teoría de la dependencia, la teoría del
subdesarrollo, venían a explicarnos que el centro de nuestros males provenía de otra parte. No de nuestra capacidad de gobier-
no, no de nuestra capacidad de administración, no de nuestro propio desarrollo. No digo que la dependencia no exista, no digo
que el subdesarrollo no exista, estoy hablando del uso ideológico y político de ese tipo de categorización. Nuestros males
estaban colocados afuera” (1992).
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propia historia nacional. En este ámbito,
cinco tendencias parecen ser particularmente
significativas.

En primer lugar: Si las políticas demo-
cráticas buscan en general un equilibrio y
una articulación entre i) la construcción
institucional de corte liberal, ii) los sistemas
partidarios de representación y iii) la expan-
sión de una ciudadanía moderna que facili-
te la equidad, en Bolivia se ha avanzado par-
ticularmente en el primer punto, mientras
que en los otros se permanece rezagado o con
serios problemas. Efectivamente, estamos
ante la instalación en 1982, reafirmada en
1991-92, de una democracia política mono-
polizada por la representación partidaria y
por pactos entre los partidos para lograr ni-
veles aceptables de estabilidad. Esta búsque-
da de estabilidad estuvo además fuertemen-
te asociada con políticas promovidas por
organismos internacionales de coopera-
ción19. El predecible resultado fue una tre-
menda tensión entre eficacia y legitimidad de
la democracia. En gran medida, este impul-
so de democracia interpartidaria ha perdido
legitimidad, y hoy está agotado y con serios
problemas de sostenibilidad.

En segundo lugar: Vale la pena enfati-
zar que las reformas de estabilización de la
economía, la apertura de mercados iniciada
en 1985 y, más adelante, las reformas estruc-
turales, especialmente la capitalización, lo-
graron una nueva integración de la econo-
mía boliviana en la economía mundial. En
este contexto, la economía de mercado em-
pezó a gravitar fuertemente en la vida y las
políticas económicas del país. Asimismo, un
nuevo actor comenzó a pisar fuerte en el es-
cenario nacional: las empresas transnacio-
nales. Así Bolivia se integró rápidamente a
una lógica desigual de economía de merca-
do altamente internacionalizada, sin que esto
signifique ni coincida con una transforma-
ción económica socialmente compartida
(Véase el Cuadro 0.1).

En tercer lugar, ni la política ni la eco-
nomía lograron suficientes resultados en los
planos productivos ni en la articulación e
integración social, manteniéndose, e inclu-
so en algunos casos ampliándose, las brechas
socioculturales. El resultado es un tremen-

do malestar socio-cultural respecto a la po-
lítica y la economía, malestar asociado ade-
más con una percepción generalizada de que
hay corrupción en el sistema de partidos (te-
mas estos que serán analizados en detalle en
los capítulos posteriores). Parece que la ges-
tión económica fue vista como eje del actuar
político y la política misma entendida sola-
mente como una mera gobernabilidad de la
economía, lo que al final terminó deslegiti-
mando al régimen y a los acuerdos políticos
que le dieron lugar. Parece que la gestión po-
lítica de la economía, a pesar de sus importan-
tes avances en los planos institucional y de
estabilidad económica, no tuvo suficiente ca-
pacidad como para promover un crecimiento
económico sostenido que produzca mayor
equidad. Ciertamente, la debilidad de la eco-
nomía nacional y la fuerza desorganizadora de
las crisis internacionales, sobre todo financie-
ras, incidieron decisivamente en los magros
resultados del desarrollo humano.

Una carencia particularmente crítica en
un mundo como el actual, del conocimien-
to y de la información, fue la ausencia de
políticas de desarrollo tecnológico (de gran
potencial multiplicador tanto en el plano
productivo como en el de la equidad).

En este sentido, se puede afirmar que
también resulta fundamental buscar sinergia
entre las nuevas tecnologías, la democracia
y el desarrollo. Desde la óptica del desarro-
llo humano, la información y la educación
para el desarrollo van de la mano de un ré-
gimen democrático, ya que las democracias
modernas no sólo descansan en un cierto
tipo de economía sino también en el uso de
la tecnología, la información y la comunica-
ción. Por eso, constituye un consenso cada
vez más generalizado que las formas políti-
co-económicas pretéritas resultan insuficien-
tes para enfrentar los nuevos desafíos de la
globalización del conocimiento y del desa-
rrollo humano20.

En cuarto lugar: Las protestas del año
2000 y otras en Cochabamba y La Paz eviden-
ciaron la situación de malestar y colocaron nue-
vamente sobre el tapete nacional la cuestión de
la equidad en el desarrollo21. No obstante, es-
tas protestas no lograron transformar sus de-

19 Véase Calderón y Dos Santos, 1995, especialmente el capítulo 6.
20 Véase PNUD, 2001 y Calderón y Araníbar, 2001.
21 Véase Daroca, 2001 y Rojas, 2001.
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mandas y críticas en pautas unificadas de
acción y menos en ofertas posibles y viables
de desarrollo. Da la impresión de que la alta
conflictualidad vivida ha estado más bien
asociada a una tremenda desagregación de
los conflictos, lo que expresa la debilidad de
los actores para construir nuevas opciones de
cambio. Parece también que esa multiplica-
ción de conflictos ha estado correlacionada,
en la arena política, con un faccionalismo
ideológico.

Finalmente, una quinta tendencia está
asociada con las reformas del Estado. El país
ha cambiado y, como se vera más adelante,
también ha avanzado en varios planos polí-
tico-institucionales y socio-económicos.
Entre dichos avances vale la pena destacar la
reforma del Estado (que, aunque parcial, li-
mitó las bases estructurales del clientelismo
burocrático), la Ley de Participación Popu-
lar que inició un proceso de descentralización
inédito a escala global, la reforma educativa
y su búsqueda de mayor integración nacio-
nal respetando el plurilingüismo boliviano,
y varias otras medidas que modernizaron la
sociedad y el Estado, y que crearon algunas
condiciones para profundizar un cambio en
favor del desarrollo humano.

Hay, pues, condiciones para la confor-
mación de un nuevo espacio político donde
puedan entrecruzarse lógicas duras como las
de las reformas económicas y del sistema de
partidos, con el malestar cultural y el incre-
mento de los conflictos. Todo, además, en los
albores de una campaña electoral incierta y
abierta. Una situación de crisis e inflexión
está emergiendo en la política boliviana;

parafraseando una vieja sentencia: algo no
acaba de morir y algo tampoco termina de
nacer.

4. La crisis

A continuación, se analizarán muy bre-
vemente rasgos de las crisis económica y
política. Ambas crisis son las que crean con-
diciones para la inflexión. El gráfico 0.1 sin-
tetiza los dos niveles de análisis.

Desde la perspectiva socioeconómica,
como se verá en detalle en el capítulo 3, es
posible identificar dos factores o síntomas
que caracterizan la situación actual de la
economía boliviana: una marcada contrac-
ción de los componentes de la demanda
agregada22 y una drástica reducción del cré-
dito en el sector financiero. Esto se refleja
en el desempeño insatisfactorio de algunos
indicadores en los dos últimos años: por un
lado, el consumo de hogares, que represen-
ta aproximadamente tres cuartos del PIB,
creció a un ritmo sensiblemente igual al cre-
cimiento demográfico (lo que denota un no-
table estancamiento en la capacidad de con-
sumo de los hogares) y la inversión privada
nacional alcanzó mínimos históricos. Por el
otro lado, la cartera bancaria se contrajo, y
la mora bancaria se incrementó fuertemente.

Existe un cierto consenso en cuanto a los
factores que desencadenaron esta “crisis”: la
misma se explicaría por la combinación de
un contexto externo desfavorable y de cier-
tos shocks específicos que aumentaron la
vulnerabilidad de la economía boliviana. En
ese sentido, el fenómeno climatólogico de

22 La demanda agregada está constituida por el consumo privado de hogares, el consumo público, la inversión y las importaciones
netas.
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«El Niño”, la crisis asiática (a través de su
impacto sobre los términos de intercambio
de los principales productos primarios de
exportación) y la crisis rusa (vía la reducción
del flujo de capitales hacia las economías
emergentes), son los fenómenos externos que
han afectado el desempeño del país de ma-
nera similar que al resto de la región. En
cambio, la reducción de la inversión extran-
jera directa por la maduración del proceso de
capitalización, la lucha contra el contraban-
do y, principalmente, la reducción de culti-
vos de hoja de coca fueron los elementos
internos de las crisis, los cuales afectaron
directamente la capacidad de generación de

momento de lógica incertidumbre ante lo
nuevo que está naciendo y lo viejo que no
termina de morir, pero que no cuestionaría
en absoluto el sentido mismo del cambio,
dado el carácter estrictamente coyuntural de
las actuales dificultades. Según esta opinión,
el núcleo del debate político se situaría esen-
cialmente en la efectividad, la secuencia y las
condiciones políticas de medidas de corto
plazo que puedan actuar contra los síntomas
de la crisis, por ejemplo a través del alivio fi-
nanciero a las empresas23, y/o a través de
agresivas políticas de empleo de emergencia
que garanticen un ingreso mínimo a amplios
sectores de la población, a fin de aumentar

ingresos de los hogares y, por tanto, el con-
sumo privado y la demanda agregada.

Frente a este panorama, no existe unani-
midad en cuanto a las medidas más adecua-
das para reactivar sostenidamente la economía
boliviana, y hay desacuerdos aún más impor-
tantes sobre la interpretación de la crisis como
un resultado que permite evaluar los 15 años
de reformas económicas. Esta discusión pare-
ce organizarse en torno a dos juicios polares,
que resaltan respectivamente el carácter coyun-
tural o estructural de la crisis.

Una primera posición identifica a la cri-
sis como una etapa más (quizás la última) de
la difícil transición hacia una economía
abierta, transición iniciada en 1985. Sería un

de esta manera la demanda agregada (inde-
pendientemente del contexto externo).

El largo plazo estaría asegurado por los
cambios realizados en los últimos años y por
las perspectivas halagüeñas de la industria de
hidrocarburos del país.

Una segunda interpretación plantea
que, si bien la crisis fue agravada por fenó-
menos coyunturales externos, éstos sólo ha-
brían puesto al descubierto el “verdadero
problema de la economía de Bolivia”: el es-
tancamiento o la pérdida de productividad
de la gran mayoría de las unidades produc-
tivas, incluso en los sectores más modernos
y favorecidos por la lógica de las reformas24.
Este hecho estaría en el centro de la “preca-

23 En este sentido, el Banco Mundial sugiere realizar un proceso selectivo de reprogramación de deudas ligado a un proceso de
capitalización de los bancos, para no dañar la cultura del crédito en Bolivia y para fortalecer el sistema financiero. Además, otras
voces sugieren que la Ley FERE debería, de forma ideal, reprogramar las deudas de las empresas imponiendo a la vez condicio-
nes sobre productividad y empleo.

24 Morales, R., 2001.
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Recuadro 0.3

ria capacidad de respuesta de la estructura
productiva nacional” y explicaría la “comple-
jidad de la crisis que debe enfrentarse”25.

La versión más moderada de esta posi-
ción argumenta que existirían problemas es-
tructurales en la economía boliviana que las

25 CEDLA, 2000.

En agosto de 2001, Edgar Morin, en
una visita a Bolivia, ofreció en el PNUD
una conferencia sobre «la noción de crisis».
Previamente, el Equipo del Informe de De-
sarrollo Humano compartió una mañana
de trabajo con el pensador francés. Ambas
actividades permitieron profundizar varios
temas, sobre todo los de crisis y cambio.

Morin señala que es preciso realizar
una revisión de estas nociones para evitar
la idea de que el porvenir es “como un río
majestuoso que se adelanta de un modo
frontal”, y la idea de que el cambio tiene
una dirección evidente.

Todos los cambios que se producen en
cada campo comienzan con una desviación
en el proceso existente previamente, la cual
provoca la crisis del sistema dominante he-
gemónico.

En la noción original de crisis, ésta es
una perturbación. Así, en la medicina
hipocrática antigua, la crisis es el momen-
to decisivo en el que el médico da el diag-
nóstico y el remedio; por tanto, la crisis es
un momento positivo, ya que posibilita
salir de la enfermedad.

Hoy en día la palabra crisis tiene un
significado inverso: la crisis significa la lle-
gada de la incertidumbre. Es decir, incer-
tidumbre por lo que ha de llegar : algo más
grave o, al contrario, algo mejor.

La crisis es una ruptura en el proceso
de regulación, vale decir, ocurre cuando las
regulaciones del sistema no funcionan y
entonces se permite que las desviaciones se
desarrollen.

La crisis puede estar limitada a algún
sector de la sociedad o puede desarrollarse

La noción de crisis
Conversaciones con Edgar Morin

Fuente: Conferencia y reunión de trabajo con el profesor Morin en el PNUD-Bolivia, agosto 2001; y Morin 1976: pág.299.

en cadena y tocar varios sectores, pudien-
do así paralizar a la sociedad.

Una situación de crisis favorece la
imaginación, puesto que se buscan solucio-
nes nuevas. En cierto sentido, la crisis es un
factor que favorece las posibilidades crea-
tivas y progresivas del hombre, porque una
solución a la crisis permite suprimir algu-
nos defectos importantes del sistema social
en el que se vive. La solución en este caso es
progresiva y más compleja, más fresca, más
rica para la sociedad.

Infelizmente, la crisis también favore-
ce las soluciones regresivas, que implican la
destrucción de las libertades. En esta pers-
pectiva, existe un culpable. En cada socie-
dad se encuentran los culpables a los que se
les puede acusar de la crisis. Asociado al cul-
pable está el salvador, una persona que por
su prestigio y carisma puede traer una so-
lución. Sin embargo, el salvador puede ser
un dictador que empeoraría la situación.

Morin advierte, además, que no sólo
hay que dar importancia a las visiones pro-
gresistas y deterministas del cambio. Exis-
ten factores muy importantes que son los
aleatorios, aquellos que “llegan brutalmen-
te y que pueden cambiar el sentido de al-
guna evolución”.

Es en este marco general que se da la
posibilidad y la utilidad de una «crisiología».
Esta debería ser, según Morin, un método
de observación/intervención ligado a la teo-
ría de la sociedad. “Se trata de profundi-
zar la crisis de la conciencia para hacer
emerger por fin la conciencia de la crisis.
La crisis del concepto de crisis es el comienzo
de la teoría de la crisis”.
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reformas no tuvieron la capacidad de resol-
ver; mientras que una versión más crítica
afirma que las reformas estarían incluso pro-
fundizando los problemas y obstaculizando
su solución.

Desde este punto de vista, las acciones
de corto plazo para estimular la demanda26,
o para apoyar a la reestructuración financiera
de las empresas, resultarían insuficientes e
incluso contraproducentes, si el centro de la
estrategia no se orienta a “mejorar las con-
diciones en las que se desarrolla el proceso
productivo, [...] particularmente agrope-
cuario y manufacturero”27.

De esta forma, el carácter estructural de
la crisis requeriría, según CEDLA (2000),
“emprender tareas de transformación pro-
ductiva, aún bajo las restricciones de recur-
sos y la orientación del esquema de políticas
en uso, [en el marco de una] estrategia de de-
sarrollo que integre medidas de corto y lar-
go plazo, que involucre al conjunto de sec-
tores económicos y sociales, y abarque tareas
de desarrollo económico y social”28.

Evidentemente, la discusión no se limi-
ta a la polarización señalada, pues existen
múltiples matices entre las dos posiciones
extremas que son los que, en definitiva, pue-
den aportar más a una profundización del
debate. En este contexto, la hipótesis que se
trabajará en el capítulo 2 plantea la existen-
cia de un círculo vicioso entre crecimiento
económico, distribución del ingreso y pobre-
za en Bolivia, el mismo que estaría al centro
de la crisis actual y que caracterizaría la in-
flexión desde el punto de vista económico.

Se sugiere que la dinámica de dicho cir-
culo vicioso estaría alimentada por la baja pro-
ductividad de los sectores tradicionales de la
economía (i.e. las economías campesinas y las
economías informales urbanas) , que, a pesar
de constituir la base del crecimiento económi-
co y la mayor fuente de generación de empleo
y de ingresos para el conjunto de la población,
la política económica ha abandonado a su
suerte. A todo esto, la pobreza no aparece
como un fenómeno marginal y, por lo tanto,

la necesidad de su reducción como un mero
objetivo político: En Bolivia, lo marginal es lo
central y su permanente exclusión parece cons-
tituir un freno estructural al crecimiento eco-
nómico.

Desde la perspectiva político-social, los
efectos de la crisis económica, factores de
exclusión y el manejo político han aumen-
tado los niveles de desconfianza institu-
cional y disminuido la credibilidad política,
incrementándose la intensidad de las protes-
tas sociales. En gran medida, a lo largo de los
últimos dos años se ha acelerado el círculo
vicioso entre conflictos y la insatisfactoria
atención de los mismos por instituciones
visualizadas como ineficaces.

Según el conflictograma del CERES29,
entre 1970 a 1998, es decir, en 28 años, la
prensa registró 7.647 conflictos, más o me-
nos unos 273 conflictos por año. Sin embar-
go, se tiene un promedio de 472 conflictos
por año bajo regímenes democráticos30. Asi-
mismo, los ciclos y los períodos de inestabi-
lidad han sido muy irregulares, observándose
que éstos tienden a ascender en los momen-
tos de crisis o deterioro de la economía. En
su gran mayoría, los conflictos han estado di-
rigidos contra el Estado para satisfacer rei-
vindicaciones mínimas de los demandan-
tes. Un rasgo fundamental de los conflictos
es que tienden a estar fragmentados, lo que
expresa la debilidad de los actores sociales,
particularmente la pérdida de peso político
de la Central Obrera Boliviana. Probable-
mente los conflictos empezaron a incre-
mentarse en el año 1999, para convertirse en
una explosión de protestas en el año 2000,
cuyos puntos principales de referencia fue-
ron las jornadas de marzo a abril y las de
septiembre y octubre de 2000 en Cocha-
bamba, y los paros y bloqueos de caminos en
julio de 2001 en La Paz31. Da la impresión
de que estos conflictos, como las presiones
de la Confederación de Empresarios, con sus
múltiples demandas políticas y corporativas,
fueron más agregados y tuvieron efectos

26 Por ejemplo, programas de empleo de emergencia, de obras públicas o de transferencia de recursos a ciertos grupos de pobla-
ción.

27 “Cualquier empujón importante de la demanda en un contexto de caída de la productividad provocará un incremento en los
precios, o un incremento de las importaciones sin relanzar el crecimiento”. Morales, 2001.

28 2000.
29 Calderón y Szmukler, 2000.
30 Según estimaciones de la policía, el número de conflictos reales es mucho mayor.
31 Véase Daroca, 2001, y Rojas, 2001.
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sistémicos sobre el conjunto del sistema
político boliviano.

En Bolivia, según varios estudios sobre
cultura política, el 70% de los bolivianos
asocia el ejercicio institucional de la políti-
ca democrática con actividades poco hones-
tas. Según la ECP-0132, el 54,1% desconfía
de las instituciones en general; por otro lado,
el grado de confianza que la mayoría de los
bolivianos expresa con relación a los parti-
dos políticos es de 2,7 y con relación al Par-
lamento es de 2,9 en una escala de 1 a 7,
mientras que la opinión generalizada es que
los partidos políticos pueden desaparecer,
pues no son necesarios ni harían falta a na-
die33 (ver datos sobre clima político en el
Anexo II).

A esto se suma un porcentaje importan-
te, un tercio de los bolivianos, que expresa
tanto un bajo interés por la actividad políti-
ca como un débil conocimiento del funcio-
namiento de las instituciones. Una expresión
de esto es el creciente abstencionismo en las
elecciones generales que, según fuentes cita-
das en Cheresky, pasó de 18% en 1985 a
30% en 199734.

Sin embargo, según esta misma fuente,
Bolivia se encuentra entre los países de Amé-
rica Latina en los que más se valora la demo-
cracia y al mismo tiempo entre aquellos que
más críticos son con la forma de su ejercicio
actual35.

Por otra parte, la exacerbación de la des-
confianza entre los partidos políticos y, espe-
cíficamente, entre los partidos de gobierno y
la oposición, dificultó de manera importante
el establecimiento de canales de comunicación
y pacto interpartidario (que fue precisamente
el mecanismo a través del cual se logró garan-
tizar un ciclo de gobernabilidad, que aparen-
temente hoy se agota). Este fenómeno inclu-
so es reconocido por varios de los principales
líderes políticos. Así, por ejemplo, para Gon-
zalo Sánchez de Lozada del MNR, la política
se encuentra en un proceso acelerado de de-
gradación. Se ha roto el consenso a nivel de las
élites partidarias y la democracia pactada se
hallaría seriamente cuestionada36. Jaime Paz
Zamora, del MIR, sostiene que la democracia
pactada, “que parecía tan sólida”, se ha roto
debido a su carácter elitario y excluyente de la
participación, principalmente de los indíge-

Aymara:
El concepto de crisis está asociado a la austeridad: faltan alimentos, la cosecha está

mal, el ganado está enfermo, no hay dinero. La crisis lleva a la comunidad a dialogar
(aruskipaña) para buscar una solución. Entonces, los conceptos de crisis y diálogo se re-
fuerzan mutuamente.

Quechua:
La noción quechua de crisis está asociada a dos ideas: la desesperación y la creen-

cia. La primera se refiere a la impotencia de no poder hacer nada ante la situación o a la
dificultad de no ser escuchado y no tener algo que pueda producir un efecto ante la situa-
ción. La segunda se refiere a la fe o la esperanza de que se podrá superar la situación.

Guaraní:
No existe una traducción de la noción de crisis en el guaraní; sin embargo este tér-

mino, en cuanto al mundo de los objetos, puede asimilarse al desequilibrio ecológico y a
la falta de alimentos. Teko pïchii: vocablo general que engloba la hambruna, los con-
flictos comunales, las catástrofes naturales y los problemas políticos. Se utiliza esta pala-
bra, por ejemplo, cuando se presentan demasiadas demandas y conflictos ante el
Mburuvicha (autoridad o capitán comunal).

Recuadro 0.4

32 Encuesta de Capacidades Políticas del IDH 2002.
33 Para profundizar en estos datos, véase: Freedom in the world. The annual Survey of Polítical rights and civil liberties (1998-

1999); Encuestas y Estudios, 1990 y 1999; Rojas y Verdesoto, 1997; Seligson, 2001; Lazarte, 2000.
34 Cheresky, 2000.
35 Según datos del Latinobarómetro del 2001, el 54% de los bolivianos manifiesta que apoya a la democracia; sin embargo, sólo el

16% está satisfecho con su funcionamiento. El promedio latinoamericano respecto a estas dos variables es de 48% y 25%,
respectivamente. Para mayores detalles y/o comparaciones entre los países latinoamericanos; ver www.latinobarometro.org

36 Entrevista en profundidad con Gonzalo Sánchez de Lozada. IDH Bolivia 2002, abril 2001.

Distintas nociones de crisis

Fuente: Elaboración propia.
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nas37. Al igual que Sánchez de Lozada, Paz
Zamora plantea la necesidad de cambiar el
persistente carácter prebendalista de los par-
tidos, fomentando una mayor participación y
el cambio generacional dentro de sus estruc-
turas. En su visión se requiere un nuevo rela-
to político en torno al cual contruir una arti-
culación entre democracia representativa y
democracia participativa.

Jorge Quiroga Ramírez, Presidente Cons-
titucional de la República, por su parte, per-
cibe que los pactos de gobernabilidad se han
agotado y sostiene que se requieren cambios
que permitan acelerar los procesos de moder-
nización del Estado y los partidos políticos,
en función de una democracia de lo públi-
co. Para él es crucial profundizar las refor-
mas institucionales y las reformas dentro de
los propios partidos políticos, tendiendo
hacia la constitución de partidos cada vez más
chicos, más de opinión y de política pública38.

Como se verá con detalle en los próxi-
mos capítulos y en los estudios de caso que
ha promovido el Informe, los líderes de or-
ganizaciones sociales en todas las regiones del
país manifiestan reiteradamente y de varia-
das formas una crítica moral a los líderes
políticos, desconfianza hacia lo que denomi-
nan “la clase política” y hacia las institucio-
nes del Estado39. Empero, la intensidad de
los conflictos, las protestas y las múltiples
demostraciones de desconfianza están acom-
pañadas de tendencias a la fragmentación y
al fortalecimiento de posiciones particula-
ristas, muy a menudo contrarias a los valo-
res de la tolerancia. Un fenómeno especial-
mente notable radica en la espontaneidad de
las protestas, que incluso en algunos mo-
mentos superaron las estructuras orgánicas

de los movimientos. La desconfianza tam-
bién está instalada en la relación entre líde-
res, y entre éstos y la comunidad. Por expe-
riencia propia, los comunarios piensan que
sus dirigentes pueden ser cooptados40.

Las tendencias duras de la crisis econó-
mica y de la desconfianza política, que mar-
can la insostenibilidad de las políticas socio-
económicas y por tanto la necesidad de la
inflexión, deben también ser asociadas con
las nuevas iniciativas políticas en curso.

A lo largo del año 2001, cuatro factores
parecen atenuar los escenarios pesimistas de
la inflexión. En primer lugar, el acuerdo
político promovido por la Iglesia Católica,
que se tradujo en una concertación de corto
plazo entre gobierno y buena parte de la
oposición en torno a temas institucionales,
económicos y participativos. En segundo
lugar, el cambio presidencial generó un cli-
ma político de confianza en torno a la figu-
ra del Presidente de la República y su capa-
cidad de viabilizar acuerdos41. En tercer
lugar, los acuerdos alcanzados entre el go-
bierno y la Confederación Sindical Unica de
Trabajadores Campesinos de Bolivia42. Y en
cuarto lugar, las nuevas expectativas econó-
micas creadas por los hallazgos de reservas de
gas y la potencial apertura de nuevos mer-
cados de comercialización en Estados Uni-
dos. Probablemente, dada la magnitud de las
reservas de gas y las potencialidades del mer-
cado, la situación de Bolivia en el mediano
plazo tienda a ser radicalmente distinta. En
este sentido, la inflexión ya sería un hecho.
La gran cuestión es cuánto esto va a incidir
en el desarrollo humano del país y qué pa-
pel puede jugar al respecto la deliberación
pública43 .

37 Entrevista en profundidad con Jaime Paz Zamora. IDH Bolivia 2002, abril 2001.
38 Entrevista en profundidad con Jorge Quiroga Ramírez. IDH Bolivia 2002, abril 2001.
39 En las entrevistas en profundidad realizadas con distintos líderes sociales, éstos muestran desconfianza hacia “la clase política”,

la cual se refleja en frases como: “se ha mentido mucho, se habla mucho y se hace poco... la gente está molesta con los
partidos”; “los políticos para lo único que entran es para rascarse para arriba, deterioran la economía”, etc. Esta desconfianza de
los líderes sociales respecto a la clase política también se evidenció en las discusiones realizadas durante la aprobación del Acta
de Entendimiento que impulsó la Iglesia Católica este año.
Ejemplos de las conductas que alimentan la desconfianza son los sucesos de abril del 2000 en Cochabamba, cuando el gobierno
apresó a los dirigentes de la Coordinadora durante una reunión de negociación, o cuando el Prefecto de ese departamento hizo
declaraciones falsas anunciando el retiro de Aguas del Tunari de Cochabamba, hecho que a las pocas horas fue desmentido.

40 Es variada la literatura boliviana sobre las relaciones de cooptación entre Estado y sindicatos campesinos. Véase por ejemplo,
Lavaud, 1986.

41 Según datos de la empresa Control, el índice de aceptación de Jorge Quiroga como presidente, el 29 de septiembre de 2001, fue
de 70%.

42 Véase Rojas, 2001.
43 Según Müller, “Bolivia cuenta con 46,83 trillones de pies cúbicos (TCF). Las reservas de gas comprometidas para los próximos 20

años corresponden al siguiente detalle: Mercado interno = 2 TCF, Contrato al Brasil = 7,5 TCF, Gasoducto Cuiba = 0,32 TCF,
Contrato a la Argentina = 0,77 TCF. Total comprometido a la fecha = 10,59 TCF. Es decir que Bolivia tiene 36,24 TCF de reservas
no comprometidas, que eventualmente aumentarán hasta fines de 2001 a 46,24 TCF, lo que equivale a seis veces el volumen
comprometido en el contrato actual de venta de gas al Brasil”. Para apreciar la importancia de este tema ver Müller, 2001.
(Documento de Trabajo)
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No se sabe cómo va a evolucionar la
coyuntura, pero cada vez se percibe con más
claridad que no sólo la crisis económica in-
duce al cambio del estilo de desarrollo, sino
que también existen fuertes limitaciones de
la política en curso, ésta necesita ser urgen-
temente renovada y fortalecida. Hay tam-
bién una cierta crisis de la misma idea del
cambio. En el centro de tal crisis habita la
desconfianza.

5. La desconfianza en el corazón de la
sociedad

Una serie de fenómenos de la mun-
dialización alimentan una situación de incer-
tidumbre social permanente. Se trata de lí-
mites tanto en la soberanía de los Estados
nacionales, como en los sistemas de represen-
tación política. Fenómenos, además, no aje-
nos a los cambios culturales en la vida coti-
diana, y que se asocian con una formidable
expansión de la industria y el mercado cul-
tural. En este contexto, la política pierde
centralidad y es más bien la economía la que
juega un papel fundamental en las decisio-

nes políticas y en la conformación de un
imaginario internacional que funciona en tor-
no de la sociedad y la economía del consumo44.

En Bolivia y en las sociedades latinoa-
mericanas estos fenómenos se acentúan por
la debilidad de las formaciones socioeconó-
micas y de las instituciones. En realidad, la
capacidad de enfrentar mejor el cambio des-
de la perspectiva del desarrollo humano está
asociada con la calidad del tejido sociocul-
tural de estas sociedades y la fortaleza de sus
instituciones y de su cultura democrática.
Mientras más sólidas sean éstas, mayor será
la capacidad de vivir en el riesgo.

Precisamente por esto la cuestión de la
confianza está en el corazón de las relacio-
nes socieconómicas y políticas. Está vincu-
lada con la posibilidad de que una persona
o un actor social se vincule con el otro y con
ello aumente sus propias capacidades de ac-
ción. En este sentido, como argumenta
Antimo Farro, la confianza se definiría como
una “ apuesta sobre las acciones futuras de
los otros”45, idea que también podría ser apli-

Recuadro 0.5

44 Para un análisis de la mundialización y el fenómeno del consumo, véase PNUD, 1998. Por otra parte, Beck trabaja la idea de la
“sociedad del riesgo” que produce la destrucción de la naturaleza, los cambios en las relaciones de trabajo, la deslocalización de
las clases sociales tradicionales, la ruptura del orden entre sexos, las guerras, la agudización de las desigualdades sociales y las
nuevas tecnologías que generan riesgos catastróficos. La política no podría dar cuenta de tales cambios y el riesgo vendría a ser
constitutivo de la sociedad moderna (Beck, Ulrich, 1998). Este fenómeno (el riesgo) se agudizó aún más a raíz de la guerra red.

45 Farro, 2001.

Bolivia y sus problemas pendientes

Fuente: Informe Keenleyside 1951 y Fifer 2000

El crecimiento económico se constituye en un problema crónico de Bolivia. Ya el «Infor-
me Keenleyside», de octubre de 1950, decía en una de sus partes: “Bolivia hasta ahora no ha
podido desarrollar la forma de vida que podría esperarse naturalmente de su patrimonio
nacional... la debilidad gubernamental y la debilidad económica actuales forman los dos
sectores de un círculo vicioso; cada uno apoya y contiene al otro... Mientras no se rompa uno
de esos dos sectores o ambos, Bolivia seguirá siendo un país de pobreza, disturbios y desalien-
to... Para mejorar las bases de la economía del país deben adoptarse medidas rígidas, pero
prácticas; y gran parte de este informe se refiere a las medidas encaminadas a este fin. Pero
también cree que es igualmente esencial hacer un esfuerzo desapasionado, realista e inteli-
gente para reducir desde adentro la inestabilidad de la política y de la práctica gubernamen-
tal. Solamente dentro de una estructura gubernamental más sólida será posible realizar las
obras de desarrollo que tan urgentemente necesita Bolivia”.

Por otra parte, una tesis dura sobre la viabilidad histórica de Bolivia argumenta que
sus dificultades residen en una crónica desestructuración territorial: Bolivia no tiene puerto
que la comunique con el mundo desarrollado de manera eficiente y sostenible, y su deficiente
estructura caminera no permite que las regiones se comuniquen flui-amente entre sí, situa-
ción que alimentó históricamente la formación de autarquías locales.
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cada a diversas instituciones de la sociedad
como la economía, la justicia, la medicina,
etc. La confianza puede ser asumida como
el sustento de la comunicación que se da en-
tre diferentes sujetos que, además de tener
subjetividad y experiencias afines, pueden
llegar a acuerdos y producir resultados que
beneficien a ambos. El éxito de cualquier
proceso deliberativo está muy ligado a la
construcción social de la confianza. Pero ésta
se puede malograr cuando las condiciones
que generaron la confianza se deterioran o
cambian. En realidad, la vida moderna pue-

de ser asumida como una constante tensión
entre seguridad y confianza46. En este con-
texto, la confianza política no sólo se refiere
a las instituciones o al dinamismo de la eco-
nomía, sino a las seguridades que pueda dar
una trama intra-societal sobre sí misma.

Como se verá con detalle en el penúlti-
mo capítulo, dedicado a las capacidades po-
líticas, Bolivia se destaca por una paradójica
relación entre los relativamente altos niveles
de confianza en las relaciones cara a cara y
niveles muy bajos en las relaciones a medi-
da que éstas se hacen secundarias e institu-

Recuadro 0.6

46 Véase UNDP, 1994.

Nociones de confianza

Fuente: Elaboración propia.

Quechua:
La noción quechua de confianza sur-

ge en oposición a la palabra mana kanchu,
que remite a la no existencia de algo y a la
palabra llaquiskga, que significa «preo-
cupado». Vale decir que la confianza se
fundamentaría en la existencia de algo, es
decir, una certidumbre que provoca des-
preocupación. En otras palabras, la con-
fianza consiste en realizar algo perdiendo
el miedo al otro o a sí mismo.

Aymara:
El concepto se refiere a una relación

interpersonal: «se puede sin miedo hablar
e inclusive confiarse» al otro, prestarle he-
rramientas que serán devueltas en el mis-
mo estado, prestarse dinero de él, etc. La
confianza está relacionada a la delegación
de poderes a una autoridad. El individuo
que no da confianza es observado y vigila-
do por el conjunto de la comunidad.

Los términos aymaras asociados al
concepto de confianza son: Jan axsaras
yaqhanakar (sin miedo a otros), yatt’-
ayasiña (comentar, informar), arst’asiña
(confesiones intimas), mayt’asiña (pres-
tarse), mayt’aña (prestar a otro), utt’-
ayaña (delegar poder es).

Guaraní:
Ayererovia katu (confianza en mí

mismo):  Seguridad de poder hacer algo por
uno mismo. En las comunidades guaraníes
este concepto se relaciona con la indepen-
dencia; por ejemplo, se usa cuando el joven
se siente capaz de tener su propio chaco y
de mantener una familia, y cuando la jo-
ven está preparada para asumir el rol de
esposa y madre.

Arovia kaaipo ani ivipo iya retare
(Confío en los dueños de la naturaleza):
Por ejemplo, los cazadores se encomiendan
a los dueños del monte o bosque; así obtie-
nen su permiso y la seguridad de que serán
acompañados durante la búsqueda de pre-
sas. Igualmente, el canto de los pájaros tie-
ne una gran credibilidad. Se confía en lo
que el pájaro dice, pero eso no quiere decir
que el pájaro sea intrínsecamente benéfico,
ya que puede dar malas noticias.

Chevia irü (amistad): Las familias
guaraníes pueden despilfarrar sus ganancias
y desprenderse de sus bienes porque saben que
otras familias y los mburuvichas (autorida-
des o capitanes comunales) las ayudarán en
caso de necesidad, de lo cual se origina la au-
sencia de una cultura de ahorro.
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cionales47. Probablemente los altos niveles de
conflictualidad sociopolítica, muy a menu-
do asociados a ciclos de inestabilidad eco-
nómica, estén también vinculados con los
bajos niveles de confianza.

¿Qué es lo que está en juego? Como se
verá a lo largo del texto, en la percepción de
varios de los actores político-económicos y
socioculturales, lo que está en juego son los
escasos resultados en términos de desarrollo
económico y equidad social, así como la ca-
pacidad de gestión de la política y, más pre-
cisamente, la racionalidad del sistema de
toma de decisiones políticas. La pregunta es
si esta situación es coyuntural o si, por el
contrario, es la expresión de una crisis más
profunda y estructural. Aquí se debe argu-
mentar que si bien existen factores de orden
coyuntural que contribuyen a exacerbar los
rasgos de la crisis, existen elementos que per-
miten pensar en la necesidad de un cambio
más profundo.

6. Preguntas iniciales
La democracia necesita de un arraigo

histórico, pues mientras más tradiciones y
culturas tenga, más sólida será para enfren-
tar los problemas derivados del cambio mo-
derno. Esto es particularmente importante
para un país como Bolivia, donde ha existi-
do una inestabilidad y una desconfianza
políticas crónicas. Se trata de una democra-
cia que debe dejar de copiar mecánicamen-
te modelos de política y más bien debe in-
tegrar las propias tradiciones culturales
bolivianas con los desafíos de una sociedad
moderna, que además necesita internacio-
nalizarse urgentemente.

En este contexto, las preguntas centra-
les del Informe son:

— ¿Existe una coherencia en las tendencias
socioeconómicas del desarrollo humano
en Bolivia? ¿Cuál es el papel de la econo-
mía al respecto? ¿Es posible pensar en un
diseño económico renovado que busque
vincular positivamente la equidad con el
crecimiento económico?

— ¿Existe una fatiga en las instituciones bo-
livianas? ¿Cuáles son sus características?

¿Es necesario un cambio en las institu-
ciones de la democracia? ¿Qué papel jue-
ga la cultura política en ello?

— ¿Cuál es el papel de los medios de comu-
nicación en la política? ¿Cómo influyen
éstos en los procesos deliberativos?

— ¿Se podría haber resuelto la precariedad
socioeconómica e institucional con la
práctica política experimentada en los úl-
timos 20 años?

— ¿Existen potencialidades arraigadas en las
orientaciones políticas de la sociedad bo-
liviana para impulsar procesos delibe-
rativos que promuevan el desarrollo huma-
no y la integración social? ¿Cuáles son
éstas? ¿Cuáles son las principales limitacio-
nes y barreras para lograr tal desarrollo?

— ¿Cuál sería el papel del Estado en gene-
ral, y de la política pública en particular,
en sus potencialidades y limitaciones, en
las respuestas a las preguntas anterior-
mente planteadas?

— ¿Es posible un escenario de desarrollo
humano sustentado en compromisos
políticos deliberativos?

La cuestión es la siguiente: Parece que,
en los marcos de los actuales patrones de
desarrollo, las características del desarrollo
humano no son sostenibles para el futuro. Se
produce entonces un cuestionamiento social
sobre la legitimidad del Estado y las propues-
tas de desarrollo.

Da la impresión, como a menudo se in-
terrogará a lo largo de todo el Informe, de que
la sociedad boliviana vive un momento de
inflexión, que supone, a la vez, la necesidad de
cambios y la aparición de oportunidades re-
novadas para su desarrollo. Por tanto, si bien
es preciso realizar reformas sustantivas que ace-
leren el desarrollo humano, también se debe
valorizar los avances logrados por el país en las
últimas décadas y las políticas que los promo-
vieron. Se trata de buscar continuidad con
renovación.

En definitiva, el enfoque del desarrollo
humano aspira a desarrollar las capacidades
políticas, en cuanto ellas se refieren a la capa-

47 Según la encuesta de capacidades políticas (ECP-01) del IDH Bolivia 2002, el 68,4% de los bolivianos manifiesta que es en el
hogar donde tiene más confianza para expresarse. Por otra parte, el 48,1% de los bolivianos tiene una visión fatalista de la vida.
“La desconfianza es profunda y está vinculada a una hipervaloración de las relaciones cara a cara, especialmente familiares. Da
la impresión de que el mundo y sus cambios se les presenta como algo ajeno y amenazante. Quizá también por esto se refuerza
una suerte de conciencia de comunidad aislada que desconfía de todo lo distante y ajeno a ella. Si bien esto fortalece el lazo
social, limita también el reconocimiento del “otro”, lo que se hace más evidente cuando ‘el otro’ es la élite: ricos, políticos o
empresarios”. (PNUD, 1996)
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cidad de las personas y los actores para cons-
truir escenarios de vida de acuerdo a sus valo-
res y aspiraciones. Es decir, parece necesario
definir las capacidades políticas en función de
las instituciones y los actores. O, dicho de otro
modo: la relación reglas-ciudadanos fija en
gran medida las capacidades de acción políti-
ca de una sociedad, y esto está asociado con la
cultura política de la misma y el desarrollo.

Resulta fundamental construir un nuevo
consenso nacional en torno a un estilo reno-
vado de desarrollo económico socialmente
compartido, y ésta es una tarea de la política,
es decir, de los líderes y de los actores que de-
ben reflexionar sobre la realidad y construir
propuestas concertadas de futuro.

La apuesta del presente Informe es por
una política deliberativa que se constituya
en el eje del desarrollo humano. En esta lí-
nea, se insiste en que las capacidades polí-
ticas democráticas, especialmente las que se
refieren a una deliberación que busca acuer-
dos y resultados, promoverán el desarrollo
humano del país y consecuentemente una
mayor articulación social y una menor po-
breza. El compromiso entre las diferentes
parcialidades nacionales resulta fundamen-
tal para el desarrollo de todos.

Se plantea que, paradójicamente, es a
partir de los núcleos y las fortalezas cultura-
les, económicos y sociales internos, impul-
sados por procesos deliberativos y pactos que
un país en desarrollo podrá lograr una inser-
ción fecunda en la mundialización que tien-
de a diluir las fronteras nacionales.

La cuestión radica en explorar las orien-
taciones y capacidades políticas de las élites,

los grupos excluidos y la sociedad en gene-
ral, explorar sus posibilidades de convergen-
cia para transformar la trayectoria del desa-
rrollo humano y más particularmente la
trayectoria de la economía para que esté en
función del desarrollo humano. En este con-
texto, las posibilidades del desarrollo huma-
no sostenible serán mayores en la medida en
que las capacidades políticas de la sociedad
y sus agentes y actores estén orientados ha-
cia una articulación entre el Estado y la eco-
nomía y que dicha articulación se opere
tanto a nivel estructural como particular, ge-
nerando metas y visiones de largo y media-
no plazo.

El texto que sigue indaga los temas aquí
planteados. Una primera parte está organi-
zada en torno a cuatro capítulos de carácter
estructural, los dos primeros referidos al de-
sarrollo humano y a la economía, el tercero
referido al marco institucional y el cuarto a
los medios de comunicación de masas y la
política. La segunda parte está referida a las
orientaciones y capacidades políticas de los
actores del desarrollo: los dirigentes partida-
rios y sociales, los grupos pobres y excluidos
y la opinión pública nacional organizada en
categorías socio-económicas, regionales, de
género, generacionales y urbano rurales.

El texto finaliza con la construcción de
escenarios pospectivos construidos sobre la
base empírica de los hallazgos encontrados
a lo largo del Informe.

Si bien la dinámica estructural condicio-
na de manera insoslayable los comporta-
mientos de los sujetos, éstos también tienen
un campo de libertad para transformar la
realidad.
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Recuadro 0.7

La discusión teórica del concepto
de deliberación ha generado un impor-
tante debate, en el cual la argumenta-
ción sobre este concepto y sus impli-
cancias tiene diferentes exponentes y
vertientes. En otras palabras, la delibe-
ración no es una construcción teórica
acabada, no es un concepto con una
definición que deje contentos a todos.

A continuación se presenta un pe-
queño esbozo del significado de este
concepto según algunos autores en esta
materia. Sin embargo, si se desea pro-
fundizar más en la discusión sobre la
deliberación puede consultarse a Elster,
2001.

Jon Elster

En el libro Democracia Deli-
berativa, varios autores “ofrecen defi-
niciones explícitas e implícitas de la
democracia deliberativa que difieren
ampliamente unas de otras”. Sin em-
bargo, Elster considera que todas ellas
concuerdan “en que el concepto inclu-
ye la toma colectiva de decisiones con
la participación de todos los que han de
ser afectados por la decisión o por sus
representantes: esta es la parte democrá-
tica. Todas, asimismo, concuerdan que
en que incluyen la toma de decisiones
por medio de argumentos ofrecidos por
y para los participantes que están com-
prometidos con los valores de raciona-
lidad e imparcialidad: esta es la parte
deliberativa.” Estas características, dice
Elster, “son algo rudimentarias, pero
captan razonablemente bien la inter-
sección de los elementos extensionales.
Sin embargo, los elementos intencio-
nales divergen mucho, especialmente en
lo que se refiere a lo que debe entenderse
por deliberación.” (Pág. 21)

Amartya Sen
En el libro Desarrollo y Libertad,

Sen hace énfasis en que “la política de
consenso social no sólo requiere que las
decisiones se basen en unas preferencias
individuales dadas, sino también que
las decisiones sociales sean sensibles al

Enfoques sobre la deliberación

desarrollo de las preferencias y las nor-
mas individuales. En este contexto, hay
que conceder especial importancia al
papel del debate público y de las in-
teracciones sociales en la formación de
unos valores y compromisos comparti-
dos. Nuestras ideas de lo que es justo y
de lo que no lo es pueden reaccionar a
los argumentos que se someten a un
debate público y unas veces tienden a
reaccionar a las ideas de otros con una
solución de compromiso o incluso con
un acuerdo y otras con una implacable
inflexibilidad y terquedad.”

Sen continúa diciendo que “es im-
portante reconocer que las instituciones
sociales acordadas y las medidas econó-
micas y sociales adecuadas no requieren
que haya una única “ordenación social”
que ordene totalmente todas las posibi-
lidades sociales. Los acuerdos parciales
también sirven para distinguir las op-
ciones aceptables (y descartar las inacep-
tables), y una solución viable puede ba-
sarse en la aceptación condicionada de
determinadas cláusulas sin que sea ne-
cesaria una absoluta unanimidad so-
cial.” (Pág. 304)

Jürgen Habermas

Habermas define a la deliberación
como el procedimiento democrático
ideal para la toma de decisiones, pues-
to que implica negociaciones, discursos
de autocomprensión y discursos referen-
tes a la justicia.

El resultado de la deliberación, se-
gún Habermas, son decisiones racionales
y equitativas. En este sentido, la ra-
cionalización discursiva de las decisiones
de un gobierno está sujeta al derecho y la
ley. Además, la retroalimentación es po-
sible mediante una formación demo-
crática de la opinión y de la voluntad
común. Ello permitiría controlar y pro-
gramar el poder político.

Entonces, la deliberación hace re-
ferencia a una cierta actitud propicia
a la cooperación social, a saber : a esa
disposición abierta a ser persuadido
mediante razones relativas a la deman-

da de los otros tanto como a las propias.
El medio deliberativo es un medio
bienintencionado para el intercambio
de puntos de vista, incluyendo los dic-
támenes de los participantes acerca de
su manera de comprender sus respecti-
vos intereses vitales.

James Bohman
Bohman discute la teoría proce-

dimental de la democracia delibe-
rativa, la cual señala que la calidad de
ésta se mide por los procedimientos que
se siguen. Bohman señala que los pro-
cedimientos generan oportunidades
para la deliberación, pero que no ase-
guran la calidad del proceso delibe-
rativo. Por ejemplo, los ciudadanos in-
dígenas son iguales a todos, puesto que
existe un marco jurídico que así lo es-
tablece. Sin embargo, existen desigual-
dades sociales que implican que no sean
reconocidos, no participen de igual for-
ma en los procesos deliberativos, etc.

Para la democracia deliberativa
hay que generar oportunidades (proce-
dimientos), pero también hay que ge-
nerar capacidades. Las capacidades eco-
nómicas no aseguran la deliberación,
son más importantes para ésta las ca-
pacidades comunicacionales.

Son tres elementos que tienen que
estar dentro del proceso deliberativo:

1. Procedimientos adecuados
que generen las oportunidades para
deliberar.

2. Capacidades políticas de las
personas.

3. Prestar atención al contexto,
puesto que son importantes los objeti-
vos sociales, ya que implican no utili-
zar las capacidades políticas con fines
individualistas.

El mejor indicador para medir las
capacidades deliberativas es la capaci-
dad social para iniciar la deliberación
pública sobre temas que le conciernen
o interesan a un particular. En otras
palabras de llevar a lo público algo
particular. Esto ya es un indicador de
igualdad pública.
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Joshua Cohen
Para Cohen, los ciudadanos con-

sideran sus instituciones como legítimas
si estas instituciones establecen un mar-
co para la deliberación pública.

Según Cohen, existen tres caracte-
rísticas en la democracia deliberativa:

1. Proceso independiente de asocia-
ción. Los miembros de este pro-
ceso esperan que el proceso conti-
núe indefinidamente.

2. Los participantes comparten un
compromiso para la deliberación,
incluyendo un compromiso de
respetar los resultados del proce-
so. Esto significa que la base de
la legitimidad del proceso es la li-
bre deliberación entre iguales (en
la deliberación).

3. Es una asociación pluralista. Los
miembros tienen preferencias,
convicciones e ideales diferentes.
No hay posición previa necesaria
para entrar en la deliberación.

Entonces, para Cohen, la delibera-
ción ideal consistiría en que:

a ) La deliberación es libre porque
los participantes solamente esta-
rían restringidos por los resulta-
dos de la misma deliberación y
pueden actuar sobre la base de
este resultado.

b ) La deliberación es razonada
puesto que se espera que las par-
tes involucradas expliquen las
razones de sus planteamientos.
La base no es el poder o el dinero
sino las razones que presentan.

c ) Las partes son formalmente
iguales puesto que las reglas se
aplican a todos y no excluyen a
nadie. Además, las partes son
substancialmente iguales ya que
la distribución existente de poder
y de dinero no afecta sus chances
de participar en la deliberación.

d ) El objetivo de la deliberación ideal
es llegar a un consenso motivado
racionalmente, en encontrar ra-

zones que puedan convencen a
todos los que están involucrados, a
actuar sobre los resultados de un li-
bre y razonable asesoramiento de
las alternativas de iguales.

Esto significa que la democracia
deliberativa tiene un compromiso ha-
cia la toma de decisiones deliberativas;
pero también tiene un compromiso con
el bien común y con la autonomía in-
dividual.

Adam Przeworski
Przeworski define la deliberación

como la forma de discusión que tiene
como objetivo cambiar las preferencias
sobre las cuales la gente decide como ac-
tuar. La deliberación puede llevar a una
decisión razonada, puede poner luz so-
bre las decisiones que deben tomarse,
puede guiar la implementación y la ac-
ción del gobierno, pero la legitimidad de
estas acciones viene dada siempre por la
votación. En democracia lo que manda
es el voto no la discusión, es mediante la
votación que se autoriza a los gobiernos
a gobernar. En este sentido, en la discu-
sión pública lo que está en juego son los
medios no los fines.

Lo central en el proceso de decisio-
nes para Przeworski son los medios y no
los objetivos. Por ejemplo, todos estamos
de acuerdo en reducir la pobreza o de
proveer de mayor salud a los pobres, el
tema de deliberación sería cómo llegar
a estos objetivos, cuáles sería el medio
para lograrlo.

La deliberación lleva a la gente
a adoptar creencias que no responden
a sus “verdaderos” intereses. En este
sentido la deliberación puede l le var
a una dominación ideológica según
dos modelos: 1) adoctrinamiento y 2)
manipulación. En este modelo el
adoctrinamiento pr oviene del poder,
tanto el poder de propiedad sobre los
medios de pr oducción como el poder
de la ideología. El dinero sir ve para
persuadir y ef ect ivamente lo hace.

Bernard Manin
Manin argumenta que el concep-

to de la voluntad predefinida es erró-
neo, puesto que los individuos sí tienen
preferencias, pero éstas están basadas en
información incompleta. A través de la
deliberación estas preferencias pueden
clarificarse. Por ello, es necesario cam-
biar radicalmente la perspectiva que
tanto teorías liberales como el pensa-
miento democrático tienen en común:
que la fuente de la legitimidad no es la
voluntad predeterminada de los indi-
viduos, sino el proceso de su formación,
la deliberación en sí misma.

Para Manin es necesario refutar la
conclusión de Rousseau, Sieyes y Rawls,
respecto a que una decisión legítima no
representa la voluntad de todos, si no
es una decisión que resulta de la deli-
beración de todos. Este principio es tan-
to individualista como democrático.
Aunque esto contradice una larga tra-
dición, hay que afirmar que la ley le-
gítima es el resultado de la deliberación
general, y no una expresión de la volun-
tad general.

El concepto de deliberación no jus-
tifica la soberanía de la mayoría. Hay
acciones que la mayoría no debe tomar :
no debe quitar los derechos al voto o a
la deliberación. Tampoco debe reprimir
los derechos de conciencia, opinión,
expresión o asociación. Más que nada,
la mayoría no debe excluir a un grupo
del proceso deliberativo, bajo el pretexto
de que está en contra de la mayoría. En
este sentido, la mayoría tampoco debe
eliminar la diversidad de soluciones
propuestas.

Aunque la deliberación ofrece un
modelo imperfecto para llevar a cabo el
proceso de toma de decisiones lo más
razonable posible, sigue siendo mejor
que teorías de unanimidad o universa-
lidad. La deliberación permite evitar
los requisitos exorbitantes de estos dos,
y a la vez le hace caso a la legitimidad
basada en el individuo.
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Introducción

El concepto de desarrollo humano es
promovido por el PNUD desde finales de la
década de los 80, y es el referente conceptual
utilizado en los periódicos informes de de-
sarrollo que esta entidad realiza. Este concep-
to define al desarrollo como un proceso de
generación de capacidades para que las per-
sonas puedan lograr el tipo de vidas que ellas
más valoran.

El desarrollo humano tiene su origen en
la crítica a los enfoques que asocian el bien-
estar exclusivamente con avances económi-
cos o materiales1. Por tanto, se revalora y
enfatiza la importancia de los progresos so-
ciales, de las libertades políticas y de los vín-
culos sociales como elementos constitutivos
del bienestar de las personas.

De igual manera, los factores determi-
nantes del desarrollo se entienden y analizan
desde una óptica integral y compleja. Es
decir, el desarrollo es comprendido como el
resultado de múltiples vínculos y articulacio-
nes entre avances sociales (mayor educación
y longevidad, por ejemplo), dinamismo eco-
nómico, libertades políticas y cambios socia-
les e institucionales. Por tanto, el análisis de
tales interacciones y las políticas más adecua-
das para promoverlas, deberían ser igual o
más importantes que la discusión sobre las
políticas específicas en cada una de estas di-
mensiones.

Una de las interacciones más importan-
tes es la que relaciona al desarrollo humano
con el crecimiento económico. En el presen-
te capítulo, se enfatizará el análisis de esta
relación en el marco de una evaluación de los
indicadores de desarrollo humano de Boli-

via. Considerando además que los problemas
de pobreza están en el núcleo de esta rela-
ción, se prestará particular interés a su tra-
tamiento en este capítulo.

De manera general, se considera que el
crecimiento económico debería ser un me-
dio para enriquecer la vida de la gente. Sin
embargo, como lo afirma el Informe de
Desarrollo Humano 1997, la experiencia de
las últimas décadas “ha puesto claramente de
manifiesto que no existe un vínculo automá-
tico entre crecimiento económico y desarro-
llo humano. Incluso cuando tal vínculo se
establece, puede ir erosionándose gradual-
mente, a menos que se lo refuerce en forma
constante por medio de una gestión políti-
ca hábil e inteligente”. Este vínculo puede
además asumir diferentes características de
acuerdo a las especificidades nacionales, a la
etapa de desarrollo en que se encuentra el
país y al momento histórico.

En ese sentido, una pregunta crucial se
refiere al tipo de políticas que se adecúan
mejor al tipo de vinculación entre crecimien-
to económico y desarrollo humano existen-
te en el país; o, dicho de otra manera, al tipo
de acciones que permiten transitar de una
relación caracterizada por un bajo creci-
miento y un simultáneo deterioro del de-
sarrollo humano, hacia una en la cual estos
dos factores se refuercen mutuamente de
manera positiva. Tales combinaciones de
políticas irán por supuesto evolucionando y
cambiando a medida que el carácter del vín-
culo vaya transformándose como resultado
de los mismos progresos realizados o de nue-
vas exigencias del entorno internacional en
el cual se desenvuelve el país.

En resumen, la evaluación de las carac-
terísticas de esta relación en el país es una

Perfil del desarrollo humano y la pobreza en Bolivia

1 Para una revisión de los orígenes del concepto de Desarrollo Humano y su relación con importantes debates en la economía del
desarrollo, ver Streeten 2000. Para una discusión sobre el bienestar desde la óptica de la ampliación de libertades: Sen 1999.
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tarea crítica a la hora de realizar un perfil del
desarrollo humano de Bolivia que identifi-
que algunos de los desafíos que la política
debe enfrentar en la construcción de mejo-
res condiciones de vida para los ciudadanos.

En el marco de estas consideraciones de
concepto, las preguntas que orientan el pre-
sente capítulo y que el mismo busca respon-
der son las siguientes:

—¿Cuáles son los niveles de desarrollo
humano de Bolivia? ¿Cómo podríamos ca-
racterizar el desarrollo humano boliviano en
sus diferentes dimensiones? En particular,
¿cuál es la relación entre crecimiento econó-
mico y desarrollo humano?

—¿Cómo ha evolucionado el desarrollo
humano de Bolivia en los últimos veinte
años? ¿Hay diferencias en el desempeño del
país en las diferentes dimensiones del desa-
rrollo humano?

—Desde el punto de vista específico de
las carencias, ¿cuál es el perfil de la situación
boliviana? ¿Cómo ha evolucionado la pobre-
za en los últimos veinte años? ¿Cuál es la
relación entre las carencias monetarias y no
monetarias?

—¿Hay diferencias entre las regiones
bolivianas? ¿Cuál es la dimensión de estas
diferencias? ¿Cómo han evolucionado en los
últimos años? ¿Cuál es el panorama regional
de la relación entre mejoras en indicadores
sociales y el crecimiento económico regional?

—¿Qué factores pueden explicar el tipo
de perfil de desarrollo humano identificado?
¿Cuáles son algunos de los temas estratégi-
cos que se deben enfrentar para mejorar el
desarrollo humano de Bolivia en los próxi-
mos años?

Estos puntos son desarrollados en cada
una de las secciones de este capítulo. La Parte
1 construye un perfil comparativo del desa-
rrollo humano boliviano respecto de otros
países y regiones. La Parte 2 analiza las ten-
dencias históricas del desarrollo humano y de
la pobreza bolivianas. La Parte 3 explora las
diferencias regionales de desarrollo en Boli-
via. Finalmente, la Parte 4 extrae las princi-
pales implicaciones y conclusiones de las
partes precedentes, enfatizando la relación
entre crecimiento económico y desarrollo
humano, y los desafíos que esta relación le
impone a Bolivia en los próximos años.

1. El desarrollo humano en Bolivia: ca-
racterísticas y análisis comparativo inter-
nacional

En el trabajo con el paradigma del de-
sarrollo humano, una de las primeras pre-
ocupaciones metodológicas fue (y sigue sien-
do) construir herramientas que permitan
monitorear y evaluar los avances de los paí-
ses en términos de desarrollo humano. Tra-
dicionalmente, la medición y evaluación del
desarrollo se realizaba a partir de indicadores
vinculados al crecimiento económico y al au-
mento de los ingresos de las personas. El
desarrollo humano plantea la importancia de
otras dimensiones, además de la económica,
que deberían también ser consideradas y que
pueden reflejar de manera más directa el
bienestar de las personas. Por ejemplo la lon-
gevidad, el acceso a conocimientos o las li-
bertades políticas.

 Un indicador de bienestar debería in-
tentar reflejar el carácter integral y multidi-
mensional del desarrollo humano. Al mismo
tiempo, este indicador o indicadores debe-
rían ser lo suficientemente simples para po-
der ser aplicados en diversos contextos y
países. En consecuencia, el PNUD ha crea-
do en 1990 un indicador agregado llamado
Indice de Desarrollo Humano (IDH), que
ha sido utilizado en múltiples estudios en la
última década (véase el recuadro 1.1).

Un perfil del desarrollo humano tiene al
índice de desarrollo humano (IDH) como
una de sus principales herramientas. No
obstante, el enfoque de desarrollo humano
no se agota en el IDH. La comprensión de
las condiciones del desarrollo de un país re-
quiere de un análisis combinado de diferen-
tes indicadores, muchos de ellos incluso no
cuantitativos.

Aún más, como se dijo ya, lo que deter-
mina el nivel global y las oportunidades de
bienestar en una sociedad son las interaccio-
nes entre las diferentes dimensiones del de-
sarrollo, lo que exige una exploración más
intensa de las vinculaciones entre los indi-
cadores del desarrollo.

Se realizará entonces el trabajo a partir
de una evaluación del IDH, pero comple-
mentándola con el uso de otros indicadores:

De manera general, Bolivia se ubica en
el grupo de países calificados por el PNUD
como de Desarrollo Humano Medio, aun-
que por su posición (puesto 104 de 162 paí-
ses) se encuentra más cerca de aquellas na-
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ciones con Bajo Desarrollo Humano. Con
un IDH de 0,648 en 1999, Bolivia está to-
davía lejos del promedio de América Latina
(0,760), superando solamente a Nicaragua,
Honduras, Guatemala y Haití.

El cuadro 1.1 muestra que si bien Boli-
via no está muy lejos de los promedios lati-
noamericanos en lo que se refiere a la tasa
bruta de matriculación combinada2, la espe-
ranza de vida y el alfabetismo, existe una no-
table diferencia de su PIB per cápita con el
promedio de la región.

De manera muy esquemática, si se quie-
re ubicar a Bolivia en relación al desarrollo
humano de ciertas regiones del mundo, ve-
mos que está cerca de los promedios del Asia
Oriental y de los Estado Arabes, comparte
similitudes con el grupo más avanzado de
países del Asia Meridional (India o Pakistán)
y del Africa Subsahariana (Mauricio y Sud-
áfrica), y con el grupo de países con menor
desarrollo humano de Europa Oriental/CEI
y de América Latina (véase el gráfico 1.1.)

Si se realiza una comparación similar
con el Índice de PIB per cápita, se observa
importantes cambios en el panorama global
y el posicionamiento de Bolivia (véase el grá-
fico 1.2.)

—En primer lugar, las desigualdades en-
tre los países de cada región tienden a ampli-
ficarse con la sola excepción del Asia Meri-
dional y los países desarrollados.

—En cuanto al PIB per cápita, Bolivia
se encuentra en una posición similar a los
países menos avanzados del Asia Oriental, de
Europa Oriental/CEI y de los Estados Ara-
bes, en el promedio de las naciones de Asia
Meridional y apenas algo por encima del
promedio africano.

Si bien Bolivia tiene un índice de PIB per
cápita muy inferior a la media latinoameri-
cana, la brecha es significativamente menor
en el nivel del IDH agregado, el cual está
compuesto por indicadores de educación y de
salud, además del Índice de PIB per cápita.

2 Valor calculado a partir de la matriculación en los niveles primario, secundario y terciario, en relación a la población en edad de
asistir a estos ciclos. La esperanza de vida se define como el número de años que un recién nacido vivirá si se le aplican las tasas
de mortalidad por edad prevalecientes en la actualidad. Finalmente, la tasa de alfabetismo es el porcentaje de personas mayores
de 15 años que saben leer y escribir.

Indice de desarrollo humano
El IDH intenta evaluar algunas de las dimensiones más esenciales y factibles de medir del

desarrollo humano. Este indicador no pretende agotar todas las dimensiones que hacen al desarro-
llo. Como se sabe, las necesidades de las personas suelen ser múltiples y cambiar en el tiempo. Exis-
ten, sin embargo, algunas condiciones básicas que son comunes a todas las sociedades y en todo tiempo:
(1) Tener una vida larga y sana, (2) poseer los conocimientos necesarios para comprender y relacio-
narse con el entorno social y (3) poseer los ingresos suficientes para acceder a un nivel de vida de-
cente. Son estas dimensiones que están en la base de los indicadores específicos que componen el
IDH. El índice busca  reflejar características estructurales y de largo plazo del desarrollo: no tan
sensible a situaciones o cambios coyunturales

Los indicadores que sirven para medir las tres dimensiones que refleja el IDH son los siguien-
tes:

1. Longevidad (Tener una vida larga y sana): Esperanza de vida al nacer.
2. Nivel educacional (Poseer conocimientos necesarios): Combinación de la tasa de alfabe-

tización de adultos (ponderación de dos tercios) y la tasa bruta de matriculación combi-
nada primaria, secundaria y terciaria (ponderación de un tercio).

3. Nivel de vida (Tener ingresos suficientes): PIB real per capita (PPA en dólares).
El IDH es un valor que varía del 0 al 1. A medida que se acerca a 1 el nivel de desarrollo

humano se aproxima al óptimo.

Fuente: Elaboración propia

Recuadro 1.1
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Para precisar las tendencias identificadas
anteriormente, se realizaron comparaciones de
los principales indicadores de desarrollo hu-
mano de Bolivia con los valores promedios
existentes en América Latina, en el grupo de
naciones con Desarrollo Humano Medio y en
los países de Ingreso Medio. Finalmente, se
comparó a Bolivia con dos países con buenos
desempeños económicos y sociales en los úl-
timos decenios: Chile y Malasia (Cuadro 1.2).

Los resultados de la comparación sugie-
ren que:

—Es el bajo nivel del PIB per cápita y
en menor medida su rezago en la variable

esperanza de vida, lo que explica la diferen-
cia entre el IDH boliviano y el promedio de
América Latina.

—Frente a los países de desarrollo hu-
mano medio, Bolivia aparece con un IDH
menor fundamentalmente debido a una
menor esperanza de vida y una gran dife-
rencia en el PIB per cápita.

—La comparación entre Bolivia y los
países de ingreso medio (que tienen un PIB
per cápita medio de $US 5.310, casi dos
veces el de Bolivia) permite plantear hipóte-
sis sobre el tipo de relación que existiría en-
tre niveles de logro social y económico en el
caso boliviano: Se ve que con la excepción
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de una diferencia importante en la esperan-
za de vida3 (62 en Bolivia frente a 69,5 en el
grupo), las otras variables sociales (funda-
mentalmente educativas) son similares a los
promedios del grupo. Por tanto, existirían
otros factores además de los que describen
estos indicadores sociales que deberían expli-
car el relativamente menor nivel de PIB per
cápita del país.

Esta última tendencia se verifica igual-
mente en la comparación entre Bolivia y
Malasia: fuerte desigualdad en PIB per cápita
y esperanza de vida, e importantes similitu-
des en indicadores de educación.

En resumen, Bolivia se ubica en un ni-
vel de Desarrollo Humano Medio, aunque
más cerca de las naciones con bajo desarro-
llo humano. Su perfil, basado en este indi-
cador, le acerca a países que tienen indica-
dores sociales relativamente elevados pero
niveles de PIB per cápita más modestos en
relación a su grupo (por ejemplo Sri Lanka).

Se ha evidenciado además un relativo
mayor rezago del país en la variable esperan-
za de vida, y logros significativos en los
indicadores educativos que componen el
IDH. Es perceptible un desequilibrio entre el
mejoramiento de los indicadores educativos
y los niveles de PIB per cápita en Bolivia, pues
países con niveles similares de educación tie-
nen un mayor nivel de PIB per cápita4.

2. Tendencias del desarrollo humano
y de la pobreza (1975-1999)

1. Tendencias del desarrollo humano 1975-
1999

Bolivia ha aumentado sostenidamente su
IDH entre 1975 y 1999 (véase el gráfico 1.3);
este valor ha pasado de 0,512 a 0,648 en el pe-
ríodo, lo que significa una Reducción del Reza-
go5 en desarrollo humano de 28% en 24 años.

Si bien el IDH ha aumentado, este in-
cremento no ha tenido un comportamiento
proporcional, si consideramos sus compo-
nentes de logro social (índice de avance o
progreso social6) y económico (índice del
PIB per cápita7). El índice de logro social se
ha incrementado a un ritmo sostenido y ele-
vado: entre 1975 y 1999 la esperanza de
vida ha pasado de 47 a 62 años, y la tasa de
alfabetización y de matriculación combina-
da de 63 a 85%, y de 56 a 70%, respectiva-
mente. Los avances de Bolivia en estos dos
indicadores educativos son muy importan-
tes. En cambio, el índice del PIB per cápita
ha tenido un comportamiento extremada-
mente volátil y su crecimiento en el perío-
do ha sido modesto (véase el gráfico 1.3).

Las anteriores tendencias pueden apre-
ciarse mejor en una serie de datos que com-
prenden el período 1950-1995 (véase los
gráficos 1.4 y 1.5).

3 La esperanza de vida es sensible a mejoras en el acceso a servicios de salud (mejor atención a niños y madres embarazadas por
ejemplo, que afecta a las tasas de mortalidad infantil), pero también a cambios demográficos (transición demográfica), aspectos
nutricionales y de calidad de vida, muchos de ellos afectados a su vez por variables económicas o de acceso a bienes básicos. Por
tanto, es muy general referirse a este indicador como resultado solamente de acciones en el ámbito de la salud pública, como a
veces se cree.

4 Esto no significa que los logros en educación no sirvan para aumentar las oportunidades económicas. Probablemente nos
sugiere más bien que existen factores vinculados a la calidad de la educación y desagregaciones en los indicadores de educación
seleccionados que explican esta relación. De todas maneras, el dato obliga a analizar el tema educativo en dimensiones más
complejas, afectando eventualmente la lógica de las políticas educativas y sobre todo de las acciones que deben acompañarlas
o complementarlas en otras áreas.

5 Reducción del Rezago: (IDH99 – IDH75) / (1 – IDH75)
6 Indice de avance social = (Indice de Esperanza de vida + Indice de avance educativo) / 2, donde: Indice de avance educativo =

(Indice de alfabetismo) * 2/3 + (Indice de tasa bruta de matriculación) + 1/3.
7 Índice de PIB per cápita = (log (PIBpc) – log (100)) / (log (40000) – log (100)).
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—Se observa que en general Bolivia casi
ha eliminado la enorme brecha entre su ni-
vel de analfabetismo y el promedio prevale-
ciente en América Latina en esos 45 años.
Igualmente, la esperanza de vida ha mejora-
do continuamente, aunque se mantiene to-
davía una significativa brecha en relación al
promedio latinoamericano (gráfico 1.4).

—En cambio el nivel del PIB per cápita
(en $PPA) ha crecido levemente en los últi-
mos 45 años: este valor se ha incrementado
en 19% pasando de $261 a $3108. El pro-
medio latinoamericano está muy por enci-
ma del PIB per cápita boliviano, y la bre-
cha entre Bolivia y los países de la región en
este aspecto se ha ampliado sensiblemente.
En el gráfico 1.5 se ve cómo un país también
mediterráneo como Paraguay ha logrado un
mejor desempeño que Bolivia. Los datos de
Thorp, 1998, indican que solo Haití y Ni-
caragua han experimentado un comporta-
miento económico menos satisfactorio que
Bolivia (su PIB per cápita disminuyó en el
período). La mayoría de países sudamerica-
nos muestran incrementos muy superiores
en esos 45 años.

Se debe también resaltar que en 1950
Bolivia era uno de los países que tenía los
más altos niveles de analfabetismo de la
región, la esperanza de vida era también
una de las más bajas aunque esta brecha
no era tan marcada como en el caso del
analfabetismo.

Si bien Bolivia logró progresos en el
IDH, es necesario analizar igualmente el rit-
mo de disminución del rezago para tener un
panorama completo de su desempeño. La
disminución del rezago en DH (28%) sitúa
a Bolivia en un rango medio considerando
que Corea experimentó una reducción de
54% en el mismo periodo, Malasia, Indo-
nesia y Mauricio una reducción de 39%,
38% y 35%9 respectivamente y, en contras-
te, numerosos países africanos y otros de
Europa Oriental (como Rumania) sólo dis-
minuyeron su rezago entre un 8 y 10%.

En particular: ¿Qué paso con aquellos
países que estaban en una posición similar a
la boliviana en 1975?

En el gráfico 1.6 se observa que el gru-
po tuvo desempeños disímiles:

8 Esta llamativa tendencia se verifica con el análisis de la serie histórica de PIB per cápita en $US de Morales 2000, donde se
observa que este valor creció entre 1950 y 1995 en 9%, porcentaje todavía más bajo que el obtenido en el estudio de Thorp
1998, editado por el BID y que es utilizado en el presente estudio.

9 Informe Desarrollo Humano Mundial 2000.
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—La mayoría de los países vieron au-
mentar su IDH en esos 24 años, con la no-
table excepción de algunos casos africanos
que se vieron profundamente afectados por
la epidemia del sida desde mediados de los
80. No obstante, los ritmos de incremento
del IDH fueron muy diferenciados: Túnez
e Indonesia tuvieron por ejemplo una diná-
mica de aumento de su DH muy superior a
la experimentada por Bolivia y Guatemala.

—Bolivia tuvo un desempeño similar a
Guatemala entre 1975 y 1980, amplió la
brecha entre 1980-85, cuando Guatemala
vivía una guerra civil, y entre 1985-1999 sus
IDH se incrementaron prácticamente al
mismo ritmo.

En resumen, innegablemente Bolivia
tuvo un desempeño positivo en el período,
pero es también evidente que existieron fac-
tores que le impidieron avanzar más rápida-
mente como lograron hacerlo otros países
como Túnez, que estaba en niveles similares
de DH en 1975. Sin mencionar a países
como Indonesia que experimentaron tras-
cendentales cambios económicos y sociales.
Entonces: ¿Cuáles podrían ser algunas de las
causas que explican estas diferencias de des-
empeño?

Para responder a la anterior pregunta se
comparó el desempeño de Bolivia con tres
grupos de países según un indicador social
(esperanza de vida) y su tasa anual de creci-
miento económico: 5 países que tenían en
1975 un IDH similar al boliviano y en 1999
un IDH superior (Grupo 1), 7 naciones que
tenían en 1975 un IDH similar al de Boli-
via pero inferior en 1999 (Grupo 2), y final-
mente 5 países clasificados como los de me-
jor desempeño en el mundo10.

Los resultados de la comparación son los
siguientes (véase el cuadro 1.3):

—El Grupo de Países Exitosos partía en
1975 de niveles de esperanza de vida relati-
vamente superiores a los prevalecientes en los
otros grupos. Lo cual indica la importancia
de las condiciones iniciales de desarrollo
humano como un factor que contribuye a
sostener una situación de crecimiento eco-
nómico asociado con mejoras en el bienes-
tar de las personas.

—El Grupo 1 (mejor desempeño que
Bolivia) mejoró los valores de su esperan-
za de vida a ritmos parecidos al boliviano.
En cambio los países con menor desem-
peño experimentaron mejoras muy mo-
destas en su esperanza de vida. Los “paí-
ses más exitosos” continuaron mejorando
en este indicador de longevidad pero a un
ritmo más lento que el Grupo 1 debido a
que partían de elevados niveles de calidad
de vida en 1975.

—La tasa anual de crecimiento del PIB
per cápita explica significativamente las di-
ferencias entre los grupos: El Grupo 1 tuvo
crecimientos promedio elevados en el perio-
do (3%), al igual que el grupo de países
exitosos (4,7%). Mientras, el Grupo 2 expe-
rimentó una tasa promedio de 1,1% y Boli-
via una de –0,6%; se debe resaltar que Boli-
via logro recuperar entre 90-99 un ritmo de
crecimiento positivo de 1,8% frente a solo
el 0,9% del Grupo 2. Estos resultados mues-
tran que el nivel del crecimiento económi-
co es un factor importante para explicar los
diferenciales de IDH en el caso de Bolivia.

Para profundizar el análisis de las ante-
riores tendencias se evaluará a continuación
el perfil de Bolivia en términos de pobreza y
carencias.

10 Países que lograron una disminución muy rápida de su rezago en desarrollo humano entre 1975-99.

* Grupo 1: China, Túnez, Argelia y Siria; Grupo 2:
Nicaragua, Honduras, Guatemala, Swazilandia.
Botswana, Zim-babwe y Lesotho; Grupo «exitoso»:
Malasia, Corea, Tailandia, Mauricio y Egipto

*
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2. Evolución de la pobreza humana y de in-
gresos en Bolivia (1989-1999)

¿Por qué completar un panorama del
desarrollo humano con un perfil de la pobre-
za o de las carencias? Como se dijo anterior-
mente, es muy difícil obviar los problemas
de exclusión y de pobreza en una sociedad
donde cerca del 60% de los ciudadanos no
tienen ingresos mínimos para satisfacer sus
necesidades básicas, por tomar solamente un
indicador de carencia. (Gráfico 1.7) Situa-
ción que sugiere que cualquier estrategia de
superación de pobreza en Bolivia debería
necesariamente vincularse a un plan más inte-
gral de desarrollo humano y viceversa11, y que
los vínculos entre crecimiento económico y
desarrollo humano son muy importantes.

En el presente estudio se asumirá el en-
foque de pobreza de capacidades, es decir, se
tendrá presente la necesidad de hacer un aná-
lisis integrado de la pobreza y de explorar las
interacciones entre diferentes tipos de caren-
cias. Para realizar este análisis, se recurrirá a
una amplia gama de indicadores de privacio-

nes tanto de carácter monetario como no
monetario.

En tal sentido, se describen a continua-
ción las características y tendencias más im-
portantes de la pobreza y las privaciones en
Bolivia:

Elevados niveles de pobreza desde el punto de
vista de indicadores monetarios y no monetarios:

El 63% de bolivianos está por debajo de
la línea de pobreza, es decir, no tiene ingre-
sos suficientes para satisfacer sus necesidades
básicas, y el 37% no puede cubrir ni siquie-
ra sus necesidades alimenticias (indigencia)
(Gráfico 1.7). Por el otro lado, la tasa de
mortalidad infantil es una de las más altas
del continente: 67 por mil en 1997 frente
a 32 por mil en la región. (Ya se ha visto con
detalle los rezagos de Bolivia en otros indi-
cadores de desarrollo humano).

Se han registrado mejoras significativas en
la mayoría de indicadores sociales y de acceso
a servicios básicos desde 1976: Complemen-
tariamente a la información anteriormente

Pobreza desde el enfoque de desarrollo humano
Nuestro enfoque para evaluar la pobreza es el definido por Amartya Sen, es decir la llamada

«pobreza de capacidades», que se define como la carencia o privación de capacidades y libertades
para que las personas puedan desarrollarse de acuerdo a sus valores. En ese sentido, la pobreza de
capacidades se refiere esencialmente a la ausencia o a la dificultad de acceso de las personas a un
conjunto de capacidades (activos, dotaciones o habilidades), que suelen además estar asociados a
ciertos derechos de las personas o entitlements (por ejemplo, la capacidad de las personas a acceder
al conocimiento está generalmente asociada al derecho a la educación gratuita para todos los ciu-
dadanos, establecida en ciertas normas legales). Estas capacidades permiten además movilizar re-
cursos y habilidades para hacer frente a situaciones de vulnerabilidad o privación en el presente y
en el futuro.

El acceso y el desarrollo de muchas de ellas depende de la existencia de determinados sistemas
institucionales y sociales; por tanto, varias situaciones de pobreza pueden originarse en «fallas» o
«barreras» en esos niveles (dimensión «relacional» de la pobreza), es decir el entorno social e
institucional juega un papel central para explicar la posibilidad de los individuos de contar con
determinadas capacidades.

Desde el punto de vista de la medición, este enfoque obliga a evaluar la pobreza a partir de
indicadores que reflejen resultados directos (outputs) de bienestar, no necesariamente ligados al
nivel de ingresos de la persona. Esto implica construir y evaluar indicadores de acceso y de uso a
servicios sociales (educación y salud), y eventualmente de libertades políticas o calidad de vida so-
cial. Sin embargo, a la hora de operativizar el concepto, las anteriores definiciones se complejizan
debido esencialmente a la dificultad de medir indicadores directos de bienestar, y peor aún de ca-
pacidades o conjuntos de libertades. Igualmente se debe considerar que la correlación entre los ni-
veles de ingreso y muchas de las carencias en otras dimensiones es elevada.

11 De acuerdo a Lok-Desallien 2000, la vinculación entre una estrategia de reducción de la pobreza y un plan de desarrollo, y por
tanto entre pobreza y subdesarrollo, depende de la incidencia de la pobreza y del grado de desigualdad en un determinado país.
En el caso de Bolivia: país de altos niveles de pobreza y de desigualdad, esta vinculación parece relativamente evidente.

Recuadro 1.2
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analizada sobre desarrollo humano, se pue-
de ver en el cuadro 5 cómo la mayoría de
indicadores de acceso a servicios básicos
(agua y servicios sanitarios) y de bienestar
(tasa de mortalidad, desnutrición o escola-
ridad) han mejorado continuamente desde
1976. Esta mejora sostenida es una tenden-
cia clara en el período.

La pobreza monetaria ha disminuido en
porcentaje entre 1986 y 1997, pero a un rit-
mo muy lento y poco sostenido:

La incidencia de la pobreza (% de ho-
gares bajo la línea de pobreza) y la indigen-
cia urbana12 (% de hogares que no tienen
recursos para satisfacer sus necesidades ali-
mentarias) habrían disminuido en 11 años
en apenas 1%. Incluso en el período 90-97,
etapa de elevado y sostenido crecimiento
económico (promedio anual de 3%), las dis-
minuciones fueron de 7% y 8% respectiva-
mente, es decir cerca de 1% por año.

valores de algunos indicadores en relación a
los existentes en Chile: los rezagos educati-
vos (años de escolaridad), y sobre todo en
salud y acceso a servicios de Bolivia conti-
núan siendo muy elevados. Por otra parte, si
consideramos la incidencia de la pobreza,
encontramos que en Chile el 20,1% de la
población está en esa situación, mientras que
en Bolivia la población pobre llega al 62,7%.

Finalmente, se evaluará las vinculaciones
entre carencias monetarias y no monetarias por
medio de un índice de insatisfacción de caren-
cias no monetarias13 para una muestra de ho-
gares bolivianos, para los cuales se calculó igual-
mente su nivel de pobreza monetaria por el
método de línea de pobreza; la relación de es-
tas dos variables ilustra de mejor manera acerca
de las condiciones de pobreza en Bolivia:

Primero se observa que el nivel de po-
breza “monetaria” (medida por línea de

12 No se cuenta con series de información para la pobreza rural: estudios focalizados muestran niveles estables entre 1993 y 1997.
(Estudio con base de datos del FIS).

13 La construcción de este indicador es similar a la utilizada para calcular el NBI en el Mapa de Pobreza de Bolivia (UDAPE-INE,
1995). Considera carencias en educación, servicios básicos en la vivienda (agua potable y eliminación de aguas servidas) y
calidad de la vivienda (techos, pisos y muros). Para su cálculo se utilizó la base de datos de la MECOVI 1999.

14 Estos valores difieren de las estimaciones calculadas para la EBRP, no son datos oficiales, fueron calculados por el equipo del IDH
Bolivia en base a la MECOVI 99.

pobreza14) es sensiblemente más elevado
que el nivel de pobreza “no monetaria”
(medida por carencias en educación, agua
potable, saneamiento básico y calidad de
vivienda): se tiene una incidencia de 57%
y de 49% respectivamente (cuadro 1.6).

Aunque los indicadores sociales han mejo-
rado significativamente en el periodo, Bolivia
continúa presentando importantes rezagos so-
ciales frente, sin ir más lejos, a la situación de
países vecinos:

En el cuadro 1.5 se puede comparar los
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A nivel nacional la mayoría de la pobla-
ción (41,6%) acumula carencias monetarias y
no monetarias. Por tanto, su situación de po-
breza puede ser calificada de crónica o estruc-
tural, en la medida en que las carencias son
tanto de ingresos como de capacidades bási-
cas. El porcentaje de “pobres estructurales”
—bajos ingresos con escasas capacidades
básicas— es muy alto en Bolivia y constitu-
ye un dato revelador de la persistencia de
condiciones de subdesarrollo humano en el
país.

Sólo un 35,8% puede ser considerado
como no pobre en las dos dimensiones. Un
significativo 15% tiene satisfechas ciertas ca-
pacidades básicas (educación, vivienda, agua
y servicios sanitarios), pero no habría resuelto
todavía sus problemas de ingresos (cuadro
1.6). Es decir, un contingente importante de
personas enfrentan problemas para traducir
su relativa mejor dotación de capacidades bá-
sicas en oportunidades económicas.

En resumen:

—Bolivia mejoró en los últimos 20 años
en cuanto a su IDH, pero los indicadores que
componen este índice tuvieron evoluciones
diferenciadas: existieron grandes logros en as-
pectos educativos, avances más pausados en la
variable esperanza de vida e incrementos mo-
destos en el PIB per cápita.

—Pese a este desempeño positivo, existen
países que han logrado aumentar su DH en el
mismo periodo a un ritmo más sostenido que
Bolivia.

—Se observa además que los diferencia-
les de desempeño de Bolivia en relación a otros
países se explican de manera importante por
la dificultad boliviana de crecer económica-
mente a ritmos sostenidos y elevados. Este
desequilibrio se refleja, además, en los escasos
avances del país en la reducción de la pobreza
monetaria entre 1986-1997, pese a que en el
mismo período se recuperaron niveles de cre-
cimiento positivos.

—Bolivia presentaba en 1950 un pano-
rama social altamente rezagado frente al resto
de naciones del continente. Algunos de es-
tos retrasos fueron resueltos progresivamente
en los últimos 50 años, mientras otros no
han podido ser revertidos.

—Se debe precisar también que los
indicadores utilizados son parciales y no re-
flejan evidentemente la totalidad del perfil
social de Bolivia. No se consideró por ejem-
plo la información sobre la calidad de los
servicios sociales y la percepción de los mis-
mos pobres sobre su condición, las cuales
podrían relativizar ciertas conclusiones.

—En definitiva, Bolivia enfrenta dos
grandes desafíos de desarrollo humano que
están íntimamente vinculados: continuar
disminuyendo sus importantes rezagos so-
ciales, que pese a los avances logrados en la
década son todavía significativos, y lograr
un mayor dinamismo en su economía, de
modo que se afecte positivamente los ingre-
sos de sus ciudadanos más pobres.

3. Desigualdades en el desarrollo hu-
mano.
1. El desarrollo humano en las regiones de

Bolivia.

Se evaluará los avances en desarrollo hu-
mano de los diferentes departamentos de
Bolivia a partir de dos variables: la esperan-
za de vida y el PIB per cápita15.

Entre 1976 y 1997 todos los departa-
mentos de Bolivia han experimentado sen-
sibles incrementos de la esperanza de vida de
sus habitantes, lo cual es síntoma de un me-
joramiento evidente de su calidad de vida.
Particularmente se puede ver en el gráfico
1.8 que algunos departamentos que estaban
bastante rezagados en 1976 (Potosí y Chu-
quisaca por ejemplo) han logrado avances
muy significativos en esta variable. Si bien
prevalecen todavía importantes desigualda-

15 Actualmente sólo se cuenta con estimaciones oficiales de estas dos variables, con la información del CNPV 2001 se podrá
ampliar y precisar este análisis
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des entre los departamentos, se evidencia
también una clara tendencia de disminución
de las brechas regionales en términos de es-
peranza de vida.

Si analizamos el PIB per cápita de cada
departamento en el periodo 1990-1998 tam-
bién se ven incrementos en estas variables pero
los desempeños han sido notablemente dife-
renciados. Algunos departamentos (Santa
Cruz, La Paz, Oruro y Pando) han experimen-
tado incrementos muy importantes de su PIB
per cápita, en cambio otros (Potosí y Chuqui-
saca por ejemplo) han visto a esta variable es-
tancarse o crecer levemente. (Ver gráfico 1.9).

Contrariamente al caso de la esperanza de
vida, las brechas se han ampliado en esta di-
mensión. Así por ejemplo, si bien en 1990 el
PIB per cápita de Potosí y de Chuquisaca re-
presentaban respectivamente el 46% y 72%
del valor estimado para Santa Cruz, en 1998

estos porcentajes solo llegaban al 39% y 55%,
es decir la distancia en términos económicos
entre estas dos regiones y el departamento
oriental se habrían incrementado significa-
tivamente. En el caso del resto de departamen-
tos, la distancia con relación a Santa Cruz se
ha mantenido estable con la sola excepción de
Oruro que gracias al auge de la minería del oro
de inicios de los 90 ha visto su PIB aumentar
fuertemente.

Comparando los valores de estos indi-
cadores (Cuadro 1.7) se observa que Potosí
continúa situándose más cerca del perfil de los
países del Africa Subsahariana, mientras San-
ta Cruz se acerca a los promedios de países de
Desarrollo Humano Medio y de América La-
tina. Sin embargo, en lo que se refiere al PIB
per cápita, incluso Santa Cruz está lejos de
estos dos grupos, y Potosí se sitúa incluso le-
jos del promedio del Africa Sub-sahariana.
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Finalmente en el gráfico 1.10 se ob-
serva la posición relativa de cada departa-
mento en términos de las dos variables
analizadas. En este caso se perfilan cuatro
situaciones:

—Chuquisaca y Potosí asocian claramente
bajos niveles de calidad de vida (evaluada a
partir de la esperanza de vida) y un bajo PIB per
cápita en relación a los promedios bolivianos:

—Oruro y Pando se ubican en una posi-
ción con un relativamente elevado PIB per
cápita pero con una esperanza de vida por de-
bajo del promedio nacional. En este caso la
dinámica económica lograda no estaría pu-
diendo vincularse con similares incrementos
en la calidad de vida de la región, quizás por
tratarse de un crecimiento impulsado por ac-
tividades extractivas desligadas del resto de
la economía regional.

—El cuadrante superior es aquel donde te-
nemos niveles relativamente elevados de avan-
ce social y económico: Sólo Santa Cruz se
ubica en esta posición favorable.

—La última situación es aquella que com-
bina niveles de PIB per cápita bajos en rela-
ción al promedio nacional y una esperanza de
vida relativamente alta o similar al promedio
boliviano. Beni, Cochabamba, La Paz y Tarija
se situarían en este escenario. Al parecer es-
tos 4 departamentos estarían teniendo difi-
cultades para dinamizar sus economías pese
a sus avances en aspectos sociales.

El panorama descrito muestra regiones
con problemas de desarrollo diferentes y com-
plejos; este escenario se precisa si vemos la
relación entre carencias monetarias y no mo-
netarias por zonas geográficas (cuadro 1.8)

Se evidencia que la región oriental es la
que presenta el mayor porcentaje (53%) de
ciudadanos no pobres y que la región al-
tiplánica es la que tiene el porcentaje más
bajo (27%); esto puede estar asociado a la
presencia de una mayor pobreza rural en oc-
cidente.

Si bien los niveles de pobreza en las dos
dimensiones son similares en el altiplano y
el valle, hay casi el doble (21%) de pobres
por ingreso pero con capacidades básicas sa-
tisfechas en las zonas altiplánicas que en el
valle. Esto puede sugerirnos que en general
en el altiplano hay menores oportunidades
económicas incluso para la gente que tiene
ciertas capacidades y activos. Este resultado
refuerza la característica detectada anterior-
mente, es decir la dificultad de traducir
mejoras sociales en incrementos en los in-
gresos y por tanto en disminuciones de la
pobreza monetaria. Este escenario es al pa-
recer el que caracteriza los departamentos del
occidente (regiones altiplánicas).

El oriente parece constituirse en una
región donde la pobreza está fundamental-
mente asociada a la falta de ciertas capacida-
des básicas: parecen existir oportunidades
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para aumentar el ingreso si se tiene las cali-
ficaciones o activos necesarios. Esto puede
explicar el bajo porcentaje de personas que,
teniendo sus necesidades básicas satisfechas,
reciben ingresos por debajo de la línea de
pobreza.

En resumen, la mayoría de los departa-
mentos ha experimentado entre 1975 y 1997
mejoras en la variable esperanza de vida,
además las brechas entre regiones han dis-
minuido sensiblemente en esta variable
social, sin embargo la tendencia en lo que
se refiere al PIB per cápita es más bien ha-
cia una mayor diferenciación regional.

2. Desequilibrios urbano-rurales en términos
de pobreza y carencias

Las diferencias urbano-rurales son tam-
bién muy significativas y críticas, tanto si eva-
luamos las carencias monetarias como las no
monetarias: Los gráficos 1.11 y 1.12 mues-
tran claramente las enormes brechas de po-
breza monetaria y de carencias sociales exis-
tentes entre zonas urbanas y rurales.

Estas diferencias urbano-rurales son
muy importantes en el perfil de la pobreza.
En zonas rurales la amplia mayoría de la
población acumula carencias monetarias y
no monetarias (82%), y ahí se encuentra el
núcleo más difícil para actuar sobre la pobre-
za en Bolivia. En cambio, las zonas urbanas
presentan un mayor número de no pobres

(55%), y de los ciudadanos en situación de
carencia más de la mitad pertenecen al gru-
po con capacidades básicas satisfechas, pero
con ingresos insuficientes. Evidentemente las
opciones de políticas divergen en estos dos
escenarios (cuadro 1.9).

En resumen, pese a los progresos evi-
denciados anteriormente en algunos indi-
cadores sociales, importantes brechas inter-
nas subsisten, particularmente entre zonas
urbanas y rurales. El perfil de desarrollo
humano y pobreza en Bolivia presenta dos
características: la presencia de regiones con
graves déficits de acceso a servicios básicos
y escasas oportunidades económicas que
concentran aún a grupos importantes de la
población (particularmente regiones rura-
les altiplánicas y del valle) y la existencia de
zonas donde el problema es de promover
oportunidades económicas que aprovechen
los relativamente importantes avances so-
ciales de las últimas décadas.

A modo de conclusión: desarrollo hu-
mano y crecimiento económico

Se han identificado las siguientes ten-
dencias en el estado del desarrollo humano
de Bolivia:

—Importantes avances en ciertas va-
riables sociales, fundamentalmente educa-
tivas y de acceso a ciertos servicios socia-
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16 Ramirez, Ranis y Stewart, 2001. En este texto, en el que se realiza un análisis de series temporales de la relación entre crecimien-
to económico y desarrollo humano en 76 países en desarrollo, ya se describe la situación boliviana como de “HD lop-sided”,
para el período 60-70; y para el período 70-80 se la califica de “vicious circle”.

17 2001.

les. Estos logros son sin embargo todavía
insuficientes para resolver el retraso del
país frente a la situación de países vecinos.
En particular, la esperanza de vida y los
niveles de mortalidad infantil están muy
lejos de los promedios regionales. De igual
manera, hay experiencias de otros países
que muestran que se puede avanzar más
rápido y eficientemente que lo que logró
Bolivia en las últimas décadas.

—Pese a sus limitaciones, los progre-
sos a nivel de indicadores sociales están
desbalanceados frente a modestas e ines-
tables tasas de crecimiento económico.
Este desequilibrio se refleja en la dificul-
tad del país para resolver sus problemas de
pobreza y desigualdad, y en la ampliación
de las brechas económicas entre regiones.
A partir de estos elementos podemos ca-
racterizar la relación entre crecimiento
económico y desarrollo humano en Boli-
via de la siguiente manera: Por un lado
hay avances en ciertas variables sociales
del desarrollo humano, y por el otro exis-
ten dificultades de traducir tales logros en
mayor crecimiento económico (lo que
Ramírez, Ranis y Stewart llamarían una
s i tuac ión de desequi l ibr io  «HD lop
sided»)16.

Ramírez, Ranis y Stewart17 plantean
cuatro escenarios posibles para esquematizar
la relación entre crecimiento económico y
desarrollo humano (evaluado a partir del

mejoramiento de la esperanza de vida y otros
indicadores sociales):

Una situación donde se combinan y re-
fuerzan buenos desempeños en las dos varia-
bles (círculo virtuoso).

Una situación donde se combinan y re-
fuerzan deterioros del desarrollo humano y
un crecimiento económico reducido o estan-
cado (círculo vicioso).

Una situación donde existe un mejor
desempeño a nivel de logros en indicadores
sociales de desarrollo humano en relación al
crecimiento económico: HD lop-sided.

Una situación donde existe un mejor
desempeño a nivel de crecimiento económi-
co en relación a los logros en indicadores
sociales: EG lop-sided.

Como muestra el cuadro 1.10, estos di-
ferentes escenarios son el resultado de las ca-
racterísticas que asumen —en cada país y en
cada momento histórico— los vínculos entre
las variables sociales del desarrollo humano y
la variable crecimiento económico. Estas ca-
racterísticas son a su vez resultado de las polí-
ticas públicas aplicadas, de la estructura de la
economía, y de los marcos institucionales y
sociales existentes. Por tanto, en el caso de
Bolivia, ¿cómo se podría explicar el tipo de
desequilibrio que caracterizaría su desarrollo
humano? ¿Cuáles serían los aspectos estraté-
gicos que deberían resolverse para transitar
hacia una situación de “círculo virtuoso”?
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A partir del esquema, se puede plantear
primero las siguientes hipótesis que explican
la presencia de un desequilibrio “HD lop-
sided” en las últimas décadas:

Los niveles de desarrollo social de Boli-
via en la década de los 50 fueron altamente
sensibles a los efectos de los cambios demo-
gráficos que experimentó el país en las últi-
mas décadas (urbanización, por ejemplo), a
políticas sociales relativamente poco “com-
plejas” (por ejemplo: vacunaciones masivas),
y a las transformaciones sociales impulsadas
por la Revolución Nacional (reforma educa-
tiva, reforma agraria, etc). Muchos de los
actuales logros sociales son todavía el resul-
tado de tales cambios.

Si bien el país experimentó algunos pe-
riodos de crecimiento económico importan-
tes desde 1950, también sufrió periódicos
retrocesos o crisis económicas graves.

A mediados de la década de los 80, Bo-
livia recupera niveles de crecimiento positi-
vos, y en ese sentido la tendencia en los 90
sería a una mayor vinculación positiva entre
desarrollo humano y crecimiento (círculo
virtuoso) pues se continuó mejorando algu-
nos indicadores sociales y se registraron ta-
sas de crecimiento importantes. Sin embar-
go, esta tendencia parece frágil e inestable
considerando su dificultad para reducir
significativamente los niveles de pobreza
(como se verá con mayor detalle en el capí-
tulo 3), y la elevada vulnerabilidad del cre-
cimiento a coyunturas externas, probada por
la actual crisis económica.

Al mismo tiempo, en el ámbito de las
políticas sociales se puede identificar cuatro
rasgos18 que también sugieren ajustes si se
quiere generar un “circulo virtuoso” de lar-
go aliento entre desarrollo humano y creci-
miento en Bolivia:

—Pese a las restricciones fiscales que
implicó en una primera etapa la política de
ajuste fiscal, los niveles del gasto y de la
inversión pública social tienden a aumen-
tar en el período 1985-2000. En particular,
a partir del lanzamiento de la Reforma Edu-
cativa y de la Ley de Participación Popular
en 1994, el gasto en educación se incrementa
significativamente. Lo mismo se puede de-
cir de las inversiones en saneamiento básico.

Es en el campo de la salud pública donde hay
todavía mucho que avanzar en este sentido.
Este proceso fue paralelo al cambio de orien-
tación en el Estado boliviano que disminu-
yó fuertemente su participación directa en
actividades empresariales y productivas des-
de mediados de los 90. El porcentaje de in-
versión social en relación al total de inver-
sión pública aumentó de 18,4 % en 1990 a
48,9 % en 2000. Esta evolución positiva tie-
ne su punto débil en la fuerte dependencia
de recursos de cooperación externa para sus-
tentar este esfuerzo.

Si bien a partir de 1989 se intenta cons-
truir un marco conceptual integral que guíe
los esfuerzos del gobierno boliviano para
encarar los graves problemas de pobreza e
inequidad existentes en el país, y en 1993
con la creación del Ministerio de Desarro-
llo Humano se profundiza el esfuerzo, no se
puede hablar de continuidad ni de claridad
en este ámbito. La política social no ha po-
dido todavía contar con un marco de acuer-
dos e instrumentos básicos que puedan ser
considerados “políticas de Estado”, es decir,
que no estén sujetos a los cambios de admi-
nistración. Justamente la Estrategia Bolivia-
na de Reducción de la Pobreza realizada en
2001 tiene la ambición de constituirse en un
elemento que contribuya a estas definicio-
nes, sobre todo considerando su vinculación
con amplios proceso de consulta a la socie-
dad civil. En el futuro se verá si este instru-
mento logra su propósito de transformarse
en “política de Estado”. Igualmente, pese a
los esfuerzos y avances realizados desde 1997
en los diferentes Diálogos Nacionales, los
acuerdos políticos y sociales amplios sobre
principios básicos que deberían guiar las po-
líticas de reducción de la pobreza continúan
siendo escasos o muy frágiles.

La dificultad para plantear metas y mar-
cos conceptuales integrales se ha traducido
en la existencia de esfuerzos dispersos y po-
líticas públicas fragmentadas. Si bien se han
realizado avances e innovaciones grandes
como la Reforma Educativa, los Seguros de
Salud y la Participación Popular, persisten
sectores y áreas en el sector social en las
cuales los procesos de reforma recién están
en germen. La ausencia de una visión arti-
culada se ha manifestado esencialmente en
la incapacidad para pensar la dimensión eco-

18 Para mayor detalle sobre las políticas sociales en el período 1985-2000 ver: Arauco 2000, Ortuño y Criales 1999 e ILDIS-CEDLA
1996.
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nómica de los problemas sociales; por tan-
to, se ha mantenido una diferenciación
marcada entre política económica y política
social, entendiendo a esta última como edu-
cación y servicios sociales, en el mejor de los
casos, y en el peor como simple mejoramien-
to de la infraestructura social.

En resumen, los problemas que Bolivia
ha experimentado para transitar del equili-
brio “HD lop-sided” que la caracterizaba a
un escenario de “círculo virtuoso”, incluso en
una coyuntura económica favorable como la
de inicios de los 90, se deberían en gran parte
a:

—Las dificultades estructurales que tie-
ne la economía boliviana para crecer y, como
se verá más adelante, los problemas de este
crecimiento para generar empleos y mejorar
ingresos de los más pobres.

—Las limitaciones de una política social
orientada fundamentalmente a mejorar la
provisión de ciertos bienes públicos que tie-
nen mucho impacto en algunas variables de
desarrollo humano (analfabetismo o morta-
lidad infantil, por ejemplo), y a resolver pro-
blemas sociales coyunturales (como en el
caso del Fondo Social de Emergencia).

Podemos plantear, a continuación, algu-
nas hipótesis sobre los límites y la soste-
nibilidad de este tipo de acción pública en
función del cuadro 1.10:

—Es muy posible que los logros en
indicadores de desarrollo humano puedan
verse afectados negativamente en el futuro
por la incapacidad de disminuir los niveles
de pobreza monetaria de los bolivianos.
Dicho de otra manera, existe un techo para
el mejoramiento de los indicadores sociales
basado solamente en la provisión de servicios
públicos, por muy eficiente que ésta sea, de-

bido a dos factores: (i) la importancia del ni-
vel de ingresos de los hogares como determi-
nante en el mejoramiento de indicadores de
educación y salud, y (ii) la poca sosteni-
bilidad de una inversión social financiado so-
bre todo por cooperación externa y por tan-
to la necesidad de aumentar en el corto plazo
los recursos propios para financiar este es-
fuerzo (esto implica mayor dinamismo eco-
nómico entre otras cosas).

El paso de una situación de “HD lop-
sided” a una de “círculo virtuoso” implica
entonces actuar en dos ámbitos: (i) en la re-
solución de los rezagos sociales que persisten
en el país, en particular en ciertas zonas geo-
gráficas y grupos sociales, y (ii) en la gene-
ración de políticas que vinculen más efi-
cientemente la generación de capacidades
humanas (educación, mejor salud) y la pro-
moción del crecimiento económico. Es de-
cir es también una prioridad para el desa-
rrollo humano boliviano actuar sobre los
factores que determinan la existencia de
oportunidades de empleo y mejoramiento
de ingresos que valoricen y utilicen tales
capacidades humanas. Esto no implica que
la “política económica” sea más importante
que la “política social”, se trata más bien de
ser más eficientes y creativos en la articula-
ción y vinculación de los esfuerzos públicos
en ambas direcciones.

Uno de los temas estratégicos de esta
agenda de desarrollo se refiere a la exploración
de los factores que dificultan el logro de tasas
de crecimiento económico más elevadas y sos-
tenidas. Y, sobre todo, analizar los procesos que
generan este crecimiento y la calidad del mis-
mo, es decir, aquellos elementos que influyen
en que sus beneficios lleguen a los más pobres.
Considerando su importancia se lo analizará
con mayor detalle en el capítulo siguiente.
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Introducción
En el capítulo anterior se presentó un

diagnóstico de la situación actual del desa-
rrollo humano en Bolivia, comparándolo
tanto “hacia fuera” (con América Latina y
con países de otras regiones con niveles si-
milares de DH) como “hacia adentro” (ex-
plorando las diferencias entre regiones del
país y su evolución reciente). Los datos pre-
sentados y analizados permitieron inferir
algunas tendencias básicas, de las cuales se
derivan implicancias de políticas y orienta-
ciones del desarrollo. De una parte, el país
registra avances importantes en alfabetiza-
ción, matrícula educativa y acceso a algunos
servicios sociales, aunque todavía estos indi-
cadores colocan a Bolivia por debajo del
promedio latinoamericano y de lo requeri-
do para avanzar sostenidamente en un desa-
rrollo donde el conocimiento es cada vez más
importante tanto para la competitividad
como para la equidad.

Los otros indicadores de desarrollo hu-
mano muestran problemas más agudos, a
saber: una fuerte rigidez del ingreso per
cápita al considerar su evolución durante los
últimos cincuenta años en el país; y un di-
namismo claramente insuficiente en el au-
mento de la esperanza de vida y la reducción
de niveles de mortalidad infantil, donde la
desventaja relativa de Bolivia frente al pro-
medio latinoamericano sigue siendo enorme,
y mucho mayor que en tasas de alfabetismo
y niveles de educación formal.

Para avanzar sostenidamente en el desa-
rrollo humano es fundamental tanto el rit-
mo de crecimiento económico como la for-
ma que ese crecimiento adopta. Según cómo
se oriente el crecimiento, pueden generarse
círculos viciosos entre crecimiento deficien-
te, fragmentación social y avances restringi-
dos en los indicadores de desarrollo huma-
no; o bien círculos virtuosos entre crecimiento

dinámico con impactos positivos en la equi-
dad, en la reducción de la pobreza y en el
acceso más difundido al conocimiento y el
bienestar social. Entre estos extremos encon-
tramos situaciones intermedias, donde no
hay correlación directa entre niveles de cre-
cimiento y mejoramiento en las condiciones
sociales (educación, esperanza de vida y
mortalidad infantil, entre otros). Tal como
se ha visto en el capítulo anterior, si consi-
deramos la evolución del caso boliviano para
el período 1950-2000 y 1985-2000, se pue-
de observar cierta asimetría en que el creci-
miento económico per cápita ha sido dramá-
ticamente bajo y con una inserción externa
tremendamente vulnerable y, pese a ello, los
avances han sido muy fuertes en acceso a la
educación y alfabetización, y más moderados
en expansión de la esperanza de vida y reduc-
ción de la mortalidad infantil.

El presente capítulo apunta a explicar
estas asimetrías a partir de la evaluación del
«modelo» de crecimiento económico y su im-
pacto en variables que inciden decisivamen-
te en el desarrollo humano, como son el
empleo, la pobreza y la equidad. La idea-
fuerza que subyace a este capítulo es la ne-
cesidad de revertir los círculos viciosos de un
crecimiento precario con impacto negativo
en el desarrollo humano, para ir generando
círculos virtuosos que impriman simultánea-
mente mayor dinamismo al crecimiento y a
la inserción externa, con impacto positivo en
la equidad, el empleo y el desarrollo huma-
no en general. En este contexto, la pregunta
crítica que se plantea es: ¿Qué tipo de creci-
miento es deseable?

Si bien el crecimiento económico am-
plía la base material para la satisfacción de
las necesidades humanas, el grado en que se
satisfacen esas necesidades depende de la
distribución de los recursos entre la gente
y del aprovechamiento y la distribución de

Crecimiento económico y pobreza en la Bolivia
de la Nueva Política Económica (1985-2000)
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las oportunidades. Según el Informe Mun-
dial de Desarrollo Humano de 1996, el cre-
cimiento que promueve el desarrollo huma-
no en todas sus dimensiones es aquel que:

— Genera pleno empleo y seguridad en los
medios de ganarse sustento.

— Propicia la libertad de las personas y su
potenciamiento.

— Distribuye equitativamente los benefi-
cios.

— Promueve la cohesión social y la coope-
ración.

— Salvaguarda el desarrollo humano futu-
ro.

En este sentido, el empleo es sin duda
la fundamental de las oportunidades econó-
micas, pues brinda a la gente un ingreso que
le posibilita controlar diversos bienes y ser-
vicios necesarios, tanto para asegurar un ni-
vel de vida digno como para tener la opción
de escoger entre diferentes formas de vida.
La creación de empleos dignos constituye,
por tanto, el vínculo principal entre el cre-
cimiento económico y el desarrollo huma-
no1.

Ahora bien, como se puso en evidencia
en el capítulo anterior, el vínculo entre cre-
cimiento económico y desarrollo humano en
Bolivia es relativamente desequilibrado: fren-
te a mejoras relativas en los indicadores so-
ciales —y principalmente de educación— en
los últimos 25 años, el ingreso per cápita
apenas alcanzó en el 2000 su nivel de 1973.
Por supuesto, la crisis de los años ochenta es
determinante para explicar el retroceso de
este indicador2 y la brecha con los indi-
cadores sociales, pero este fenómeno es per-
ceptible incluso si se observa únicamente la
evolución de los componentes del Indice de
Desarrollo Humano a partir de 1985.

Por lo tanto, se trata de explorar la vul-
nerabilidad de la economía boliviana y los
factores estructurales que impiden su creci-
miento sostenido por encima del 5%. En este
sentido, cabe señalar que la literatura econó-
mica reciente dibuja un panorama bastante
claro en cuanto al efecto negativo que ejer-
cen la desigualdad y la pobreza sobre la tasa
de crecimiento de una economía3. Estos mis-

mos estudios plantean un cuestionamiento
profundo a la dicotomía entre eficiencia pro-
ductiva y justicia social, y ponen el tema de
la distribución del ingreso al centro del de-
bate sobre los fundamentos del crecimiento
económico, principalmente en el contexto
latinoamericano.

Por otra parte, la reducción de la pobre-
za urbana entre 1990 y 1997, es decir en el
período de mayor crecimiento económico
luego de la implementación de las medidas
de estabilización y de ajuste estructural, no
sólo que ha sido insuficiente de acuerdo a los
mismos parámetros que plantea la Estrate-
gia Boliviana de Reducción de la Pobreza
(EBRP) para los próximos quince años, sino
que parece haberse reducido drásticamente
a partir de 1993. Como señala la evidencia
empírica reciente, el crecimiento económi-
co es indispensable para reducir la pobreza,
pero su eficiencia puede verse seriamente
debilitada por un empeoramiento eventual
en la distribución del ingreso. Y puesto que
este fenómeno está estrechamente vincula-
do a la existencia de diferenciales de produc-
tividad laboral, es en el marco de las trans-
formaciones del mercado del trabajo donde
deben buscarse los mecanismos que permi-
tan comprender la baja “calidad” del creci-
miento económico.

De esta forma, tanto el crecimiento li-
mitado del PIB per cápita en los últimos
quince años, como su escaso impacto aparen-
te en la reducción de la pobreza y, más aún,
la agudización de la crisis económica el 2001,
sugieren la existencia de deficiencias “cuan-
titativas” y “cualitativas” que impiden que el
crecimiento de la economía se traduzca en
mayores niveles de desarrollo humano en el
país. En este contexto, el objetivo del pre-
sente capítulo es el de aportar algunas re-
flexiones acerca del problema del creci-
miento económico y de su vinculación con
la reducción de la pobreza en la Bolivia de
la Nueva Política Económica (NPE).

En una primera parte, se realiza una
evaluación de la NPE en los términos en que
sus mismos promotores plantearon la estra-
tegia de crecimiento, i.e. la constitución de
un sector privado moderno-exportador de
acuerdo a las ventajas comparativas del país

1 IDH Mundial 1996 , págs. 48 y 75.
2 Entre 1980 y 1985, el PIB per cápita disminuyó aproximadamente en un 24%.
3 Ver Lutsing et. al. 2001, Aghion 1999, Bénabov 1996 y Osmani 2000, para una aproximación a la nueva literatura económica sobre crecimien-

to, desigualdad y pobreza.



79

en el comercio internacional y en un contex-
to macroeconómico estable. En esta sección
se analiza igualmente la evolución de la po-
breza urbana en Bolivia y su posible vincu-
lación con el tipo de crecimiento que cono-
ció la economía boliviana durante el período.

En una segunda parte, se plantea la hi-
pótesis central del capítulo, a saber, la exis-
tencia de un circulo vicioso entre crecimien-
to económico y pobreza que está al centro
de la crisis actual y reclama la necesaria in-
flexión del modelo de crecimiento económi-
co. Se sugiere que la dinámica de dicho cir-
culo vicioso estaría alimentada por la baja
productividad de los sectores tradicionales de
nuestra economía, que a pesar de constituir
la base del crecimiento económico y de ge-
nerar ingresos para la mayoría de la pobla-
ción, no han sido objeto de políticas especí-
ficas de apoyo bajo el esquema económico
inaugurado en 1985.

Finalmente, y a tiempo de plantear la
necesidad de que el futuro promisorio del
sector de hidrocarburos sirva para promover
un patrón sistémico de competitividad, se
utiliza un modelo de la economía boliviana
basado en la metodología de las Matrices de
Contabilidad Social (MCS), para sugerir que
la generación de ingresos rurales en el mar-
co de una estrategia integral de desarrollo
territorial, es fundamental para revertir el
círculo vicioso entre crecimiento y pobreza
en Bolivia. En efecto, como sugiere “La pro-
puesta contra la pobreza” (1998), no sólo es
indispensable “la formación de recursos hu-
manos capacitados para el trabajo y la parti-
cipación política”, sino que “se requiere un
sistema económico que demande y utilice
esos recursos humanos y sea capaz de produ-
cir ingresos remunerativos del trabajo de los
pobres”.

1. Crecimiento y pobreza en la Bolivia de la
NPE

La Nueva Política Económica (NPE)
implementada por el gobierno de Paz
Estenssoro, mediante el Decreto Supremo
21060, el 29 de agosto de 1985, fue nada
menos que el inicio de un proceso radical de
reforma económica que desmanteló el siste-
ma de capitalismo de Estado que había pre-
valecido en la economía boliviana en los úl-

timos treinta años. La reforma económica se
realizó en dos etapas: en un primer momen-
to, el esfuerzo se centró en la liberalización
interna y externa de la economía, mientras
que en una segunda fase, la atención se vol-
có a la modificación radical de la frontera
Estado-Mercado y de la frontera Central-
Local al interior del Estado4.

De esta forma, al provocar un cambio
profundo en el mecanismo de asignación de
recursos en la economía, las reformas estruc-
turales implementadas entre 1985 y 1997
buscaron consolidar una estrategia de creci-
miento basada en un sector pr ivado
exportador dinámico y diversificado, de
acuerdo a las ventajas comparativas del país
en el comercio internacional, y en un con-
texto macroeconómico estable. Dentro de
este nuevo esquema, el predominio del cre-
cimiento como objetivo de la política econó-
mica se sustentaba en el pensamiento de que
éste debía generar excedentes suficientes pri-
mero, y de forma prioritaria, para asegurar
la dinámica de la inversión, y por lo tanto del
crecimiento futuro de la economía, y segun-
do, para destinar recursos a la satisfacción del
“déficit de consumo” de ciertos grupos socia-
les. Esta visión secuencial de la relación en-
tre crecimiento económico y reducción de la
pobreza es la base de lo que se conoce como
la teoría del goteo o del rebalse5. En este
contexto, ¿cuál es el balance en materia de
crecimiento económico y reducción de la
pobreza en Bolivia luego de quince años de
reformas estructurales?

1.1. ¿Crecimiento económico? Sí, pero...

Desde la perspectiva de los objetivos
macroeconómicos que se planteó la reforma,
los resultados del proceso de ajuste estructu-
ral han sido bastante positivos: si la reforma
pretendía ser el punto de partida de un cre-
cimiento económico sostenido, en un con-
texto macroeconómico estable, debe desta-
carse que a lo largo de la década que se inicia
en 1987, el PIB per cápita haya tendido a
incrementarse sostenidamente6, y la econo-
mía boliviana presentara tasas de inflación
decrecientes en un contexto de déficits pú-
blicos controlados.

En una perspectiva histórica un poco
más amplia, se puede sugerir que la econo-

4 La primera principalmente mediante la Ley de la Capitalización y la constitución de un sistema de regulación, mientras que la segunda a través
de las leyes de Descentralización Administrativa y de Participación Popular (Barja, 1999).

5 CEDLA 2000.
6 Entre 1987 y 1998, el PIB real per cápita registró un crecimiento promedio ligeramente superior a 1,8%.
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mía boliviana retomó el sendero de la esta-
bilidad macroeconómica que caracterizó las
décadas de los 60 y 70, pero que no fue ca-
paz de alcanzar los niveles de crecimiento
económico que conoció durante ese periodo,
debido en buena medida a que el contexto
internacional fue mucho menos favorable7

(Véase el Cuadro 2.1).

Por otro lado, si la política económi-
ca pretendía dar un impulso importante a
las exportaciones, es destacable el ritmo de
crecimiento de éstas durante el período, su
contribución al crecimiento del PIB8 y so-
bre todo el esfuerzo por diversificar la es-
tructura de los productos exportados: si en

1985 los minerales y los hidrocarburos
constituían el 83% del valor total de las
exportaciones bolivianas, a partir de 1994
se produjo un cambio histórico, pues, por
primera vez desde 1952, más de la mitad
de las exportaciones fueron facturadas por
productos no tradicionales9. De ser prác-
ticamente inexistentes en 1985, las expor-

taciones no tradicionales representan aún
hoy la mayor parte de las exportaciones
bolivianas, aunque se encuentran todavía
bastante concentradas en pocos productos
de escaso valor agregado, relacionados
principalmente con recursos naturales o
con la producción agrícola del oriente.

7 Para Morales y Sachs (1989), la expansión sin precedentes de la economía boliviana en los años 70 fue el reflejo de un incremento sustancial,
pero inevitablemente temporal, de los términos de intercambio de los principales productos de exportación: mientras se incrementaba la
disponibilidad de divisas y se ampliaba la base fiscal por el incremento del valor de las exportaciones y la rentabilidad de las empresas
públicas, los capitales externos privados fluyeron rápidamente y sin control a financiar el gasto público de gobiernos de facto y a engrosar la
deuda externa del país.

8 En el período 1987-2000, las exportaciones crecieron, aunque de modo irregular, a un ritmo promedio de 5,9% y su contribución al crecimien-
to económico fue de 1,24 puntos porcentuales como promedio anual. Si se analiza únicamente el período 1988-1996, estos datos se elevan
a 9,4% y a 2,25 puntos porcentuales, respectivamente. Esta época marca en cierto modo el período de “auge” del modelo económico, con un
crecimiento fuertemente arrastrado por el sector privado exportador, que se expresa en dos años consecutivos de superávit comercial (1989 y
1990).

9 Sólo durante un período muy corto anterior, entre 1974 y 1976, las exportaciones combinadas de estaño y de gas natural representaron en
promedio algo menos de la mitad (47%) del valor total de las exportaciones.
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Por lo mismo, la base exportable bolivia-
na es bastante vulnerable a las fluctuaciones
de los precios internacionales de las materias
primas y ha debido enfrentar un deterioro
continuo de los términos de intercambio en
los últimos quince años (cifrado en 64%,
según datos de Antelo 2000). No resulta
sorprendente, por lo tanto, que, con la ex-
cepción de los años 1989 y 1990, el país re-
gistrara fuertes y persistentes déficits co-
rrientes durante todo el período de la
postestabilización. Los datos sugieren incluso
que esta tendencia se ha profundizado bajo
el nuevo esquema económico10. A mediano
plazo, por lo tanto, la estructura de las ex-
portaciones bolivianas y la rigidez de la de-
manda de importaciones abren serias inte-
rrogantes sobre la viabilidad del modelo de
crecimiento, en la medida en que éste no sea
capaz de mantener los niveles elevados de
inversión extranjera directa (IED) de los úl-
timos años y de revertir el tipo de inserción
boliviana en los mercados externos (Ver Grá-
fico 2.1)

En este sentido, es importante desta-
car que, a partir de 1998, se detecta una
tendencia a la disminución de la IED. Si
bien las perspectivas del sector del gas
natural son muy alentadoras, tanto en

materia de atracción de capitales externos
como de incremento del valor de las ex-
portaciones, el reto que se abre ante el país
es de magnitud: no sólo es importante
atraer importantes niveles de IED sino
que resulta indispensable diversificar su
estructura y orientarla hacia los sectores
transables más intensivos en mano de
obra, para que una mayor diversificación
de la base exportable boliviana vaya apa-
rejada a un proceso de generación de em-
pleo con mayores efectos multiplicadores
en la economía nacional11.

Por el contrario, el escenario futuro más
probable es el de un retroceso de la IED y
una intensificación del carácter monoex-
portador de nuestra economía. La fuerte
concentración de IED en pocos sectores in-
tensivos en capital, y principalmente en el
sector de hidrocarburos, podría reproducir el
rasgo fundamental de la etapa del capitalis-
mo de Estado: una fuerte correlación entre
el ciclo económico y las fluctuaciones de los
precios internacionales del principal produc-
to de exportación (Véase Gráfico 2.2).

Por otra parte, la reforma le asignó al
sector privado el papel central en la activi-
dad productiva, por lo que el crecimiento

10 En cuanto se refiere a la balanza comercial, es importante señalar dos datos comparativos. Por un lado, mientras en el período del capitalismo
de Estado (1956-1985), las exportaciones y las importaciones representaron en promedio 20% y 22% del PIB, respectivamente, en el período
de la NPE, éstas representaron 21% y 27%, respectivamente.  Por el otro, el peso relativo de las importaciones se ha incrementado en más de
cinco puntos porcentuales si se compara la estructura del PIB del primer (1986-1990) y del último quinquenio (1996-2000) de la NPE,
mientras que el peso de las exportaciones ha crecido en menos de tres puntos porcentuales.

11 En relación a las características de la IED en Bolivia, Barja, 1999, señala que “la inversión extranjera se dirige a sectores donde la demanda es
creciente, inelástica y de productos mayormente no transables (salvo en hidrocarburos), lo que garantiza retornos a la magnitud de las
inversiones requeridas (...). Esto deja como remanente (...) a la inversión privada doméstica, sectores donde el riesgo es mayor, los productos
son transables y las demandas tienden a ser elásticas. Estos son también los sectores abiertos al Mercosur y la globalización, donde para
competir el sector doméstico debe introducir nuevas tecnologías y eficiencia en la gestión empresarial, tal vez en asociación con inversión
extranjera”, pág. 21.
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económico debió haber sido impulsado fun-
damentalmente por la inversión privada en
los últimos 15 años. En primer lugar, es
importante destacar que la tasa de inversión
como porcentaje del PIB creció sosteni-
damente, para alcanzar un promedio relati-
vamente estable de 16,6%, con una tenden-
cia al alza en los últimos años. Este dato
concuerda con los resultados de Morales y
Sachs (1999), que estiman la tasa de inver-
sión de equilibrio a largo plazo de la econo-
mía boliviana precisamente en 16% del
PIB12. En segundo lugar, se debe destacar un
incremento importante de la inversión pri-
vada, como porcentaje de la inversión total.
En tercer lugar, es significativa la evolución
de la inversión extranjera directa desde que
las leyes de Inversión y de Capitalización le
asignaran un papel central en la estrategia de
crecimiento. Finalmente, es importante des-
tacar que el control del déficit público a lo
largo de todo el período hizo que el Estado
se convirtiera en un ahorrador neto desde
1986 y que incrementara notablemente su
aporte al financiamiento de la inversión du-
rante los 90: la parte de la inversión pública

financiada exclusivamente con ahorro públi-
co ha pasado del 26% durante la segunda
mitad de los 80, al 57% en promedio duran-
te los 90.

En relación a este último punto, sin em-
bargo, el análisis de los recursos movilizados
para financiar la inversión pública en los últi-
mos diez años muestra su excesiva dependen-
cia de la obtención de créditos y donaciones
externas, lo que plantea serias dudas sobre la
viabilidad misma del modelo de crecimiento:
si bien se observa una tendencia decreciente
del crédito en los últimos diez años, una cuar-
ta parte de la inversión total en la economía
durante los años 90 se explica por la capaci-
dad del gobierno de comprometer recursos
externos de los organismos internacionales.
Como señala Barja (1999), es recién a partir
de 1995 que la inversión privada “empieza a
liderar la evolución de la inversión nacional
[...y su] despegue [...] se explica fundamental-
mente por la inversión privada extranjera”. Por
lo mismo, la constitución de un sector priva-
do doméstico moderno y competitivo parece
ser una tarea pendiente de la estrategia de cre-
cimiento13.

12 En Morales (2000) se utiliza un modelo econométrico para demostrar que «el principal problema de la economía boliviana es  el bajo rendi-
miento de la inversión en términos físicos». Según los resultados del autor, para mantener un crecimiento del 5% es necesaria una tasa de
inversión del orden del 30% del PIB. Antelo (2000), citando el Informe sobre el Fortalecimiento del Desarrollo de la CEPAL, apunta a que se
requiere de niveles de inversión del 28% del PIB para sostener una tasa de crecimiento del 6%.

13 Según el autor, la promoción de la IED se dio en “un ambiente de incertidumbre respecto a la consolidación del nuevo modelo y de
cuestionamientos sobre si algunas características de la economía boliviana [...] podrían realmente producir una nación exportadora”. Por
entonces, el sector privado doméstico se mostraba incapaz de liderar el proceso de inversión en la economía, debido a que “se había conver-
tido en muy dependiente de las propias inversiones del gobierno, no disponía de grandes capitales de riesgo y no había desarrollado capaci-
dades tecnológicas y administrativas para competir de acuerdo a las exigencias de la globalización”, pág.7.
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En resumen, se puede concluir que si bien
la economía boliviana retomó el sendero del
crecimiento a partir de 1987, dos serias
interrogantes se plantean acerca de su sos-
tenibilidad: (i) la inversión pública sigue sien-
do crucial para el proceso de acumulación,
pero depende en un 50% de los recursos de
la cooperación internacional; y (ii) la inser-
ción internacional de nuestra economía se
traduce en déficits externos crónicos, por lo
que es fuertemente dependiente de la atrac-
ción de capitales externos.

Como señalan Hernany, Jiménez y Pereira
(2001), los flujos de financiamiento externo
en forma de préstamos y de donaciones se ci-
fran en casi 5.400 millones de dólares entre
1990 y 1997, equivalentes al 11% del PIB. En
otras palabras, estos han sido cruciales para
garantizar el mantenimiento de los equilibrios
macroeconómicos interno y externo, y el cre-
cimiento mismo de la economía boliviana. Por
lo demás, la caída del ingreso per cápita por
tercer año consecutivo y la agudización de la
crisis económica el 2001, parecen ser síntomas
de las limitaciones del crecimiento económi-
co que ha conocido Bolivia en estos últimos
quince años.

1.2. ¿Reducción de la pobreza? Sí, pero...

En cuanto se refiere a la evolución de la
pobreza urbana en nuestro país en los últi-
mos quince años, resulta notoria la valida-
ción empírica de dos postulados puestos de
manifiesto por la literatura económica. En
primer lugar, el Cuadro 2.4 sugiere la exis-
tencia efectiva de una relación inversa entre
crecimiento económico y pobreza urbana:
en ocho años de un crecimiento promedio de

2% del ingreso real per cápita, la pobreza se
redujo en un punto porcentual anual. La
reducción modesta del número relativo de
hogares pobres e indigentes sugiere que el
vínculo es ciertamente débil, pero existe14. En
segundo lugar, la fragilidad de este vínculo
en período de expansión contrasta con su
fortaleza en período de recesión. Y este dato
es aún más fuerte si se analiza su impacto
sobre la indigencia. Por lo mismo, el creci-
miento sostenido que conoció la economía
boliviana entre 1987 y 1997 apenas causó
una reducción global de un punto porcen-
tual en la incidencia de pobreza y de indigen-
cia urbanas15 .

Si la Estrategia Boliviana de Reducción
de la Pobreza se basa en una reducción anual
de 1,45 puntos porcentuales en los niveles de
pobreza, el cuadro anterior sugiere un dato
preocupante: no sólo el ritmo de progresión
durante los años 90 fue insuficiente para
cumplir con ese objetivo, sino que la dismi-
nución de la pobreza incluso parece ser me-
nor en los últimos años. Si bien es cierto que
los datos disponibles sobre pobreza y distri-
bución del ingreso en Bolivia presentan im-
portantes problemas de calidad, fiabilidad y
comparabilidad, las tendencias puestas de
manifiesto merecen un esfuerzo interpre-
tativo. Pues bien, ¿qué es lo que puede estar
detrás de los resultados del cuadro 2.4?

En primer lugar, la reducida capacidad
del crecimiento económico para traducirse
en ritmos mayores de reducción de la pobre-
za en los años 90 debería explicarse por un
eventual empeoramiento de las condiciones
de distribución del ingreso en la economía

14 El vínculo es aún más débil si se toma en cuenta que el incremento del ingreso per cápita urbano ha sido ciertamente mayor durante el período.
15 No existen datos sobre la evolución de la pobreza de ingresos en el área rural en los años 90. Sin embargo, diferentes indicios sugieren que el

cuadro de extrema pobreza ha permanecido, en el mejor de los casos, inalterado a pesar de la migración campo-ciudad. Como referencia,
UDAPSO (1993) estima la evolución de la pobreza, medida por el método de Necesidades Básicas Insatisfechas, en base a resultados de los
censos de 1976 y 1992. Si a nivel nacional la pobreza decreció del 85% al 70%, en el área rural ésta se mantuvo casi inalterada, ya que apenas
se redujo del 99% al 95%. Por otra parte, como señala “La propuesta contra la pobreza” (1998) publicada por la Vicepresidencia de la
República, “aunque la pobreza disminuyó en términos globales, la situación se agravó en términos relativos en las regiones rurales del
occidente del país».
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boliviana. Si bien no existen estimaciones
oficiales de medidas de desigualdad en Bo-
livia, Valdivia (2000), citando a Birbuet
(1999), observa un deterioro de la distribu-
ción del ingreso: el coeficiente de Gini ha-
bría aumentado un 6% entre 1990 y 1997,
a pesar de los elevados niveles de inequidad
prevalecientes a principios de la década, que
eran incluso superiores al promedio de los
países latinomericanos16.

En el mismo sentido, aunque con da-
tos aún más contundentes, Hernany et. al.
(2001) muestran que la desigualdad en la
distribución del ingreso empeoró notable-
mente entre 1989 y 1997: el incremento
del coeficiente de Gini se sitúa en torno
al 12 y el 9%, respectivamente, según se
consideren los ingresos laborales o los in-
gresos totales del hogar. Los autores atri-
buyen el aumento de la desigualdad en el
primer caso a una mayor dispersión edu-
cativa y a la presencia de empleos con más
alta calificación. Los mayores ingresos de
las clases favorecidas se explicarían en el
segundo caso por un mayor acceso a los
mercados financieros y de crédito, y a la
valorización de sus activos físicos17.

Finalmente, en un estudio minucioso
sobre la evolución de la pobreza urbana en
Bolivia entre 1989 y 1992, Urquiola (1994)
corrobora las tendencias reveladas por los
datos presentados en el cuadro anterior, (i.e.
un incremento en la incidencia de pobreza
entre inicios de 1989 y finales de 1990 y una
reducción en los dos años siguientes) y arroja
luces sobre los posibles mecanismos en jue-
go. El primer dato interesante que presenta
el autor es que la reducción de pobreza ob-
servada entre 1990 y 1992 habría ido de la
mano de un incremento de su intensidad,

por lo que, por un lado serían necesarios más
recursos para eliminar la pobreza y por el
otro, la desigualdad entre los hogares pobres
sería más fuerte. En segundo lugar, el autor
concluye que si bien el impacto del creci-
miento sobre la pobreza nunca ha sido ne-
gativo, éste tampoco ha sido equitativo, pues
en ambos períodos se beneficiaron mayor-
mente los grupos con mayor capital huma-
no. La pobreza tendió a concentrarse en
hogares cuyo jefe tiene un capital humano
bajo, y por ende, una inserción laboral pre-
caria, principalmente en el sector informal
aunque, como señala el autor, incluso cier-
tos grupos asalariados contribuyeron a em-
peorar el cuadro de pobreza en el país.

Por lo tanto, el impacto reducido del
crecimiento sobre la reducción de la pobre-
za se explica por una desigualdad creciente
en la distribución del ingreso y, según sugie-
ren los resultados presentados por Urquiola
(1994), es en el campo de las transformacio-
nes estructurales del mercado de trabajo
donde deben buscarse las respuestas al efec-
to regresivo del crecimiento económico y a
la trayectoria de la pobreza urbana. Por lo
tanto, en lo que sigue se analiza si el creci-
miento económico de los años 90 se tradujo
en oportunidades de empleo y, luego, qué
tipo de oportunidades de empleo generó.

Como se observa en el Cuadro 2.5, en-
tre 1985 y 1989 la disminución del PIB per
cápita estuvo acompañada de un fuerte au-
mento del desempleo abierto, pero más aún
del número de personas en edad de trabajar
que se incorporaron al mercado laboral. Al
contrario, entre 1990 y 1992, el incremen-
to del PIB per cápita se tradujo en una re-
ducción del desempleo, en un contexto de
ligero incremento de la tasa de participación

16 Según este estudio, el coeficiente de Gini habría pasado de 0,53 a 0,56, cuando el promedio de la región se mantuvo en torno a 0,52. Para
ilustrar este dato es interesante remarcar que en los años 60 el coeficiente de Gini de Filipinas era igual a 0,51, mientras que el de Corea se
situaba alrededor de 0,34. En las tres décadas siguientes, el crecimiento del país más equitativo fue tres veces superior.

17 En el primer caso el coeficiente de Gini pasa de 0,47 a 0,52 mientras que en el segundo de 0,49 a 0,53.



85

global. En este punto, la economía parece
llegar a un nuevo equilibrio luego del ajuste
estructural: la tasa de desempleo abierto y el
nivel de pobreza vuelven a su nivel de “pre-
intervención”, pero en Bolivia trabaja un
16% más de personas mayores de 7 años.

A partir de entonces parece iniciarse
otro ciclo: entre 1993 y 1996, el ingreso per
cápita crece a tasas mayores y genera empleo,
pero dado el fuerte incremento de la tasa
global de participación y el nivel relativa-
mente bajo del desempleo abierto, éste se
reduce ligeramente al igual que la pobreza
urbana, que lo hace en apenas un punto
porcentual. El nuevo equilibrio de 1996
muestra que para mantener los mismos ni-
veles de pobreza que al inicio del período
tiene que trabajar un 12% más de personas.
Por lo tanto, mientras la pobreza urbana se
ha mantenido prácticamente inalterada en-
tre 1985 y 1997, la población mayor de 7
años que trabaja en Bolivia ha aumentado
casi en un 30%18.

Finalmente, si se define las oportunida-
des de empleo como la variación del empleo
menos el aumento de la fuerza laboral (IDH
Mundial 1996), entonces se observa que
desde 1992 el crecimiento en Bolivia se ha
traducido en una reducción de las oportu-
nidades de empleo. La trayectoria de la eco-
nomía entre 1985 y 1999, sugiere por lo
tanto que el problema de la pobreza en Bo-
livia radica en el empleo: la baja producti-
vidad del trabajo se traduce en ingresos la-
borales que no permiten satisfacer siquiera
las necesidades básicas de los hogares, lo
que empuja a la mayoría de la población a
incrementar su oferta laboral, presionando
a la baja los salarios.

Una primera aproximación a esta pro-
blemática puede inferirse del cuadro 2.6,
construido en base a estadísticas del Vice-
ministerio de Microempresa, que considera
la concentración del PIB y la intensidad del
empleo según el tamaño de la unidad empre-
sarial. Como señala Gray Molina (2001), la
estructura productiva nacional carece de
una “clase media” empresarial: por un lado,
la gran empresa concentra el 65% del PIB,
aunque genera menos del 10% del empleo,
mientras que, por el otro, la microempresa
emplea al 83% de la población activa, pero
produce apenas una cuarta parte del valor
agregado nacional. El producto por trabaja-
dor, medido en bolivianos anuales, da cuenta
aproximada de la productividad de las uni-
dades económicas y dibuja el panorama de
concentración de la renta en la economía
boliviana y de su relación con la pobreza: en
la microempresa, el producto medio por tra-
bajador ni siquiera iguala el ingreso equiva-
lente para cubrir las necesidades básicas de
un individuo. Como dice Grossman (2000),
“en Bolivia la mayor parte de la población
trabaja para ser pobre” (Cuadro 2.6).

Por otra parte, según afirma CEDLA
(2000), no es exagerado sugerir que el “ajuste
estructural” ha ocasionado una mayor pre-
carización de las condiciones de trabajo. En
efecto, si la tasa de desempleo abierta es ape-
nas del 5,6% en promedio para el período
1989-1999, el subempleo alcanza al 53% de
los ocupados urbanos, ocho de cada diez
empleos nuevos son generados por el sector
informal y existe un predominio de trabaja-
dores por cuenta propia y familiares no re-
munerados en la estructura de la oferta la-
boral. Como se observa en el cuadro 2.7, si
la tasa de participación global se incrementó
sustancialmente en el período, el sector pri-

18 Frente a una reducción del ritmo de crecimiento del PIB per cápita, un estancamiento de la tasa de participación global y un incremento de la
tasa de desempleo abierto entre 1996 y 1999, el dato de pobreza urbana debería mostrar un incremento importante en el último período.
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vado empresarial, que debió haber relevado
al sector público en la creación de empleo,
se mostró incapaz de absorber esta mano de
obra que fue a engrosar los sectores semi-
empresarial y familiar, precisamente los con
menores niveles de productividad. Por lo
tanto, como señala Grossman (2000), “la
creciente informalización que ha experimen-
tado el empleo urbano en los últimos quin-
ce años, si bien ha impedido aumentos del
desempleo abierto, se ha convertido en una
esponja que ha absorbido la fuerza de traba-
jo excedente con niveles de productividad e
ingresos bajos en relación con los del sector
moderno”19.

Si el anterior cuadro sugiere el efecto em-
pobrecedor de la productividad laboral, estos
datos configuran un escenario en el que se
incrementa el número de trabajadores que se
insertan de forma precaria al mercado laboral.
Es precisamente este escenario el que plantean
Jiménez y Pereira (1998) como hipótesis para
explicar la reducción de pobreza entre 1990 y
1994: a pesar de que los ingresos primarios (es
decir, aquellos que provienen de la actividad
principal) decayeron durante el período, una
mayor proporción de ocupados por hogar y la
reducción del tamaño de la unidad familiar
contribuyeron al incremento del ingreso real
de los hogares.

Finalmente, reforzando la hipótesis de
que el efecto regresivo de los bajos salarios
sólo pudo ser contrarrestado en la medida en
que los hogares más desfavorecidos aumen-
taron su oferta laboral, Hernany et. al.
(2001) presentan datos de gran relevancia,
al descomponer el cambio en el ingreso fa-

miliar per cápita entre 1989 y 1997 en cua-
tro componentes atribuibles a la variación de
los ingresos primarios, del nivel de empleo,
de otros ingresos primarios y de los ingresos
no laborales, además de un componente re-
sidual. Sintetizando los resultados presenta-
dos por los autores, estos demuestran: i) la
concentración del ingreso en la economía:
durante el período, el ingreso de los hogares
pobres se incrementó tan sólo en un 10%,
mientras que el ingreso de los hogares no
pobres lo hizo en un 23%20; y ii) el incremen-
to del ingreso de los hogares pobres estuvo
explicado por el efecto empleo (13%) y con-
trarrestado por el efecto ingresos primarios

(-5%); a la inversa, los hogares no pobres se
beneficiaron tanto del efecto ingreso prima-
rio (8,5%) como, aunque en menor medida,
del efecto empleo (3,5%)21. Esto quiere de-
cir que las ocupaciones de los pobres tendie-
ron a generar menores ingresos, lo que los
obligó a incrementar las tasas de ocupación.

Sin embargo, y como bien puntualiza
Grossman, “como todo, la informalidad tie-
ne un límite y ese límite será el que marcará
el fin de las posibilidades que tenían los des-
ocupados de generar algún ingreso. A partir
de esta limitación, de ser informal y/o sub-
empleado, se ingresará al umbral del desem-
pleo para ser parte de la desesperanza y la
incertidumbre”. La duplicación de la tasa de
desempleo abierto entre 1998 y 2000, pare-
ce sugerir que tanto los shocks temporales (El
Niño y las crisis asiática y brasileña) como los
shocks permanentes (la erradicación de la
hoja de coca y, en cierta medida, la lucha
contra el contrabando), que han afectado

19 Grossman, 2000. Los datos sobre la estructura de la población activa corresponden a 1997.
20 Lo que en términos absolutos repercute en un incremento diez veces mayor en el ingreso de estos últimos en relación con los primeros (172 Bs

frente a 17 Bs). Otros resultados interesantes en este sentido son los siguientes: (i) el incremento del ingreso per cápita de aquellos hogares
cuyo jefe es un trabajador cualificado, se cifra en un 34% frente a solamente el 6% en los hogares con jefe no cualificado; y (ii) los hogares
cuyo jefe de familia trabaja en el sector formal incrementaron su ingreso per cápita en 58% frente al 7% de los hogares que reciben su ingreso
primario del sector informal.

21 Este mismo resultado se observa con más fuerza (sobre todo en lo que se refiere a los grupos favorecidos), cuando se analiza el impacto
diferenciado entre cualificados y no cualificados y entre formales e informales.
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con intensidad al sector informal desde
1998, han marcado de alguna forma ese lí-
mite.

En resumen, la evidencia aportada a lo
largo de esta sección sugiere fuertemente que
el crecimiento económico en la Bolivia de la
NPE ha generado una mayor concentración
del ingreso y sólo ha sido capaz de redundar
marginalmente en beneficio de los pobres,
en la medida en que estos han multiplicado
sus fuentes de ingreso incrementando la
fuerza laboral  e insertándose al mercado de
trabajo en condiciones precarias. Por lo tan-
to, parece posible afirmar, como lo hace “La
Propuesta contra la Pobreza” (1998) publi-
cada por la Vicepresidencia de la República,
que “la teoría del rebalse no ha funcionado”:
“el crecimiento económico es una condición
necesaria, pero no suficiente, para la elimi-
nación de la pobreza”22.

2. ¿Un círculo vicioso entre crecimiento y
pobreza?

Como señala Gray Molina (2001), “una
lectura crítica del desempeño macro-econó-
mico boliviano de los últimos quince años
sugiere que el problema medular del desarro-
llo económico no gira en torno a la tasa de
crecimiento económico, sino a su bajo im-
pacto sobre la reducción de la pobreza”23.
Pero si bien esta observación pone el acento
de forma pertinente sobre la “calidad” del
crecimiento económico que propició la NPE,
al mismo tiempo tiende a dejar de lado el
análisis sobre su sostenibilidad y en especial
sobre el comportamiento de la economía en
los tres últimos años. Por un lado, y contra-
riamente a la desaceleración económica de
1992, que se explicó en gran medida por los
efectos negativos del fenómeno climatológi-
co de “El Niño” sobre la producción agríco-
la y que se saldó el año siguiente con una re-
cuperación sostenida, la brusca caída del
producto en 1999 ha sido seguida por dos
años de regresión del PIB per cápita. Por el
otro, y más allá de resultar anecdótico, ¿no
es acaso un dato relevante sobre la fragilidad
de las bases sobre las cuales se sustenta la ex-
pansión de nuestra economía el hecho de que
ambas crisis hayan seguido inmediatamente
a los años de mayor crecimiento?

Al respecto, el contexto macroeconó-
mico de la Estrategia Boliviana de Reducción
de la Pobreza (EBRP), que se sustenta en un
crecimiento promedio de algo más del 5% en
los próximos 15 años, identifica dos tipos de
shocks exógenos recurrentes que afectan con-
siderablemente la evolución de la economía
boliviana. Por un lado, el fenómeno de “El
Niño” se presenta con una periodicidad de
tres años, ejerciendo efectos devastadores
sobre la actividad agropecuaria, es decir, afec-
tando directamente a algo más del 15% del
PIB, pero sobretodo al 40% del empleo. Por
el otro, la evolución de los términos de in-
tercambio presenta un deterioro sistemático,
sostenido y difícilmente reversible dado el
tipo de inserción internacional de nuestra
economía. Este segundo efecto es incluso
simulado y cuantificado por los analistas de
la EBRP: caídas del 6% y del 3,4% en los
términos de intercambio durante dos años
seguidos, se traducirían en crecimientos
económicos del orden del 1,6% y del 2,6%,
es decir muy por debajo del crecimiento de
4,5% y de 5% que se ambiciona en la pro-
pia Estrategia. Además, los autores admiten
que dicho efecto recesivo se manifiesta in-
cluso con mayor fuerza en la población
pobre, retrasando aún más los objetivos que
la misma EBRP se impone.

Pues bien, si se admite que los shocks
externos son recurrentes y que su impacto
sobre el crecimiento económico es literal-
mente devastador, resulta insuficiente suge-
rir “la creación de redes sociales”, que ade-
más, por ser “muy costosas en términos
fiscales” deberían ser financiadas con “flujos
que provengan de la cooperación internacio-
nal” (EBRP, 2000). Este análisis demuestra
más bien que el reto de lograr mayores nive-
les de desarrollo humano en el país es de
dimensiones mayúsculas: el problema se
plantea tanto en el plano de la “cantidad”
como de la “calidad” del crecimiento econó-
mico. Se trata nada menos que de repensar
las bases sobre las que se sustenta la expan-
sión de nuestra economía.

Por supuesto que tanto las dificultades
del crecimiento económico como el cuadro
generalizado de pobreza en el país tienen

22 El citado texto va incluso más allá, al afirmar que la teoría del rebalse “con toda probabilidad no funcionará, porque los que concentran
ingresos no generan ahorro e inversión, en la proporción requerida por las exigencias del desarrollo nacional”. Págs. 34 y 35.

23 Según estimaciones del propio autor, el escaso descenso relativo de la pobreza en Bolivia oculta un dato aún más preocupante: el incremento
del número absoluto de pobres. En efecto, pues a pesar de que la economía boliviana creció a un ritmo promedio de 3,8% en los años noventa,
la pobreza aumentó a razón de 30,000 personas por año.
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raíces históricas y estructurales24 y no son de
ningún modo el resultado privativo del es-
quema económico vigente o la consecuencia
directa de la crisis de los años 80, aunque la
evidencia sugiera que ambos fenómenos ten-
dieron a acentuar las disparidades y a agra-
var la situación. Dicho esto, el presente apar-
tado sugiere una lectura común de las
tendencias del crecimiento económico y la
pobreza en los últimos quince años, dado que
tanto los resultados empíricos presentados
anteriormente como las nuevas teorías eco-
nómicas hablan de la existencia de un círcu-
lo vicioso entre crecimiento económico y
pobreza en la Bolivia de la NPE, al centro del
cual se sitúa el problema del empleo.

En efecto, por un lado, la baja “calidad”
del crecimiento económico se traduce en la
creación de empleos precarios principalmen-
te en el sector informal, con salarios de sub-
sistencia para gran parte de la población. Este
efecto negativo del ingreso primario (del
ingreso que proviene directamente de la ac-
tividad productiva, y por lo tanto del creci-
miento del PIB) sobre el ingreso de los ho-
gares sustentados principalmente por jefes de
familia no cualificados y/o que trabajan en
el sector informal, empuja a sus miembros
activos a multiplicar sus fuentes de ingreso
y a los inactivos a insertarse en condiciones
precarias a la fuerza laboral, reduciendo los
salarios y agravando el cuadro de pobreza en
el país.

Por el otro lado, la pobreza ejerce efec-
tos negativos sobre el crecimiento: por el
lado de la demanda, la pobreza impide la
constitución de un mercado interno sólido
al menos para productos alimenticios y tex-
tiles que satisfagan las necesidades básicas de
la población y, por el lado de la oferta, la
inserción precaria al mercado laboral del
grueso de la población activa boliviana (con
la amplia participación de niños y ancianos)
refleja la evolución decreciente de los nive-
les de productividad de la economía, además

de reducir las oportunidades de inversión
(debido al restringido acceso al crédito de la
mayoría de la población), y aumentar la ines-
tabilidad sociopolítica (debido al desconten-
to social), por retomar dos de los argumen-
tos centrales de la literatura reciente sobre
desigualdad y crecimiento. A todo esto, la
pobreza no aparece como un fenómeno
marginal y, por lo tanto, la necesidad de su
reducción como un mero objetivo de polí-
tica social: En Bolivia, lo marginal es lo cen-
tral y su permanente exclusión parece cons-
tituir un freno estructural al crecimiento
económico.

Para profundizar la reflexión y aportar
nuevos elementos de análisis sobre este apa-
rente circulo vicioso entre crecimiento y
pobreza, es útil analizar la composición sec-
torial del crecimiento económico que cono-
ció nuestro país en la década de los 90. En
este sentido, definimos al conjunto de sec-
tores conformado por la agricultura, la in-
dustria manufacturera, el comercio y el
transporte25, como expresión del “núcleo
duro” de la economía boliviana, tanto por su
importancia en la estructura de producción
como en la generación de empleo y de ingre-
sos para la mayoría de la población. Cabe
señalar que el “núcleo duro” así definido
integra como componentes centrales a las
economías campesinas rurales y a las econo-
mías informales urbanas26. Como sugiere el
gráfico 2.3, la evolución de estos sectores tra-
dicionales es fundamental para el crecimien-
to global de la economía: no sólo la correla-
ción entre ambas series es muy alta (0.8),
sino que la primera explica en promedio el
50% de la variabilidad de la segunda duran-
te todo el período 1990-200127.

Por supuesto, este dato no es nuevo y
tiene una explicación directa: la importan-
cia de estos sectores en la estructural secto-
rial del valor añadido nacional. Si en 1985
estos sectores representaban el 49% del PIB
real, en el año 2000 participan de él en exac-

24 “Las razones que explican la pobreza en Bolivia son diversas y han sido examinadas en numerosos estudios a lo largo de nuestra historia
republicana. La principal de ellas está asociada a la estructura de poder. Asimismo es preciso subrayar la falta de integración social de la
nación, consecuencia del sometimiento y la marginación histórica de las culturas indígenas, que comenzó hace 500 años y que persiste
todavía...”, en “Propuesta contra la pobreza”, 1998; págs. 16 a 18.

25 Debido a que las estadísticas publicadas por el INE no consideran al sector de transportes de forma aislada, en el resto del documento se
considera al sector “transporte y comunicaciones”. Cabe señalar que los datos sobre crecimiento y productividad del sector están sesgados al
alza dado el dinamismo de las telecomunicaciones, principalmente estos últimos años.

26 Por ejemplo, como señala Velasco et. al. (2001), en el sector de la industria manufacturera, la mediana y pequeña empresa constituye el 98,5%
del número de empresas, genera casi el 70% del empleo y contribuye con el 40% del PIB industrial. Por otro lado, el subsector agrícola
tradicional representa el 74% del valor añadido real agrícola del año 2000.

27 Estos datos son robustos igualmente para todo el período de vigencia de la NPE (1986-2001). Si sólo se toma como referencia el período
1990-1997, el coeficiente de correlación aumenta a 0,92 y la variabilidad explicada a 57%.
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tamente la misma proporción28. De esta for-
ma, la paradoja que parecen revelar estos
datos, y que se plantea como hipótesis de
discusión, es la siguiente: la NPE no alteró
la composición sectorial del crecimiento
pero, al mismo tiempo, salvo en el caso de
la agricultura de exportación tendió más
bien a debilitar los sectores tradicionales
que constituyen la base de la expansión eco-
nómica. Profundizando un poco más el ra-
zonamiento, se puede incluso sugerir que
este rasgo central tiene como corolario tres
evidencias empíricas relacionadas con el
crecimiento y la reducción de la pobreza: (i)
el techo de 5% que la tasa de crecimiento
real del PIB ha sido incapaz de superar
sostenidamente en estos últimos quince

años; (ii) la escasa reducción de la pobreza
durante el período, a pesar de que el PIB
per cápita se incrementó a un ritmo prome-
dio de 2 puntos porcentuales; y (iii) el es-
tancamiento de la economía desde 1999.

En efecto, la primera hipótesis sugiere
que si la tasa de crecimiento real del PIB no
superó durablemente un “techo” establecido
alrededor del 5%, es precisamente por las
deficiencias estructurales del aparato produc-
tivo tradicional que impulsó el crecimiento.
Esta hipótesis se sustenta en datos relativos
tanto al crecimiento sectorial como a la evo-
lución de la productividad laboral en estos
sectores. En primer lugar, como se observa
en el cuadro siguiente, estos sectores, salvo

28 Por supuesto, este dato global oculta un cambio en la composición relativa dentro de este mismo conjunto de sectores económicos: el peso de
la agricultura tradicional decayó en 2,5 puntos porcentuales, mientras que el transporte subió en la misma proporción.
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el sector de transporte y comunicaciones,
han crecido a un ritmo sistemáticamente in-
ferior al ritmo promedio de la economía
durante el período. Al contrario, los secto-
res más dinámicos son aquellos que efectiva-
mente se han beneficiado más de la liberali-
zación de la economía o que han estado al
centro de la atracción de inversión extranje-
ra directa (i.e. hidrocarburos, servicios bási-
cos, servicios financieros, comunicaciones)29.

Por otra parte, como señala Jemio,
1999, el empleo en Bolivia se expandió, en-
tre 1985 y 1996, a un ritmo promedio anual
de 6,6%, muy por encima del crecimiento
promedio de la economía, que se situó por
debajo del 4%: la productividad global del
trabajo tendió a reducirse y con ella la cali-
dad del empleo generado (Cuadro 2.9).

Como se observa en el cuadro 2.9, esta
caída de la productividad laboral fue mucho
más acusada en las ramas de actividad tradi-
cionales que, a pesar de formar parte del
conjunto de sectores menos dinámicos de la
economía durante el período, generaron
empleo a ritmos muy superiores al creci-
miento del producto. De esta forma, si el
peso relativo de estos sectores en la estruc-
tura del empleo era importante en 1985
(51%), tendió a acentuarse aún más, llegan-
do a concentrar al 62% de la fuerza laboral
boliviana, aunque en condiciones crecientes
de precariedad, en 1996.

Al contrario, el resto de sectores de ser-
vicios (y principalmente los sectores de ser-
vicios financieros, de servicios básicos y de
servicios públicos) registraron fuertes ganan-
cias de productividad30. A pesar de ello, la

productividad laboral, al menos en el área
urbana, tendió a reducirse durante el perío-
do de análisis: de 16.800 a 13.000 bolivia-
nos de 1990 por trabajador entre 1985 y
1997. Según Jemio, este fenómeno estaría
ligado a la menor disponibilidad de capital
por trabajador. En efecto, “como consecuen-
cia del proceso de informalización vivido por
la economía boliviana a partir de la aplica-
ción de las reformas estructurales”, este ratio
se redujo considerablemente, alcanzando en
1997 apenas el 63% del valor observado en
198531. Por lo tanto, las condiciones preca-
rias bajo las que se desenvolvieron los secto-
res menos dinámicos pero intensivos en crea-
ción de empleo, minaron el proceso de
acumulación en la economía, y el diferencial
de productividad entre sectores ejerció efec-
tos distributivos marcadamente regresivos32.

29 El único sector del “núcleo duro” en el que se puede diferenciar, a grosso modo, el sector formal del sector informal en las estadísticas de
contabilidad nacional publicadas por el INE, es el sector agrícola. Si bien el sector agrícola moderno ha crecido a un ritmo promedio de 4,5%
entre 1990 y 2000, y puede por lo tanto ser considerado como un sector dinámico, su contribución promedio al crecimiento de la economía
durante el periodo (0,18 ptos) ha sido muy inferior a la contribución del sector agrícola tradicional (0,31 ptos).

30 Ver Jemio, 1999.
31 Ver Jemio, 1999.
32 Si el incremento del ingreso medio en la economía fue del 19% entre 1989 y 1996, el ingreso laboral de los profesionales creció alrededor del

50%, fenómeno asociado a su mayor productividad en los sectores dinámicos de la economía.

Estas tendencias son igualmente señala-
das por Hernany et. al. (2001), quienes ana-
lizan la contribución sectorial a los cambios
de la tasa de ocupación y de la productivi-
dad laboral en los periodos 1980-92 y 1992-
97. Si los sectores tradicionales contribuye-
ron positivamente a los cambios en el empleo,
también incidieron negativamente sobre la
productividad global del trabajo en la eco-
nomía en ambos períodos. Como concluyen
los autores, el proceso de apertura y libera-
lización de la economía se saldó con “incre-
mentos de la productividad en sectores in-
tensivos en capital [y en mano de obra
cualificada] y que carecen de efectos signi-
ficativos en la economía”. Si la baja produc-
tividad de los sectores tradicionales limitó el
crecimiento económico, el diferencial de
productividad con los sectores tradicionales
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tendió a empeorar la distribución del ingre-
so en la economía: la participación de los
trabajadores cualificados en el producto se
habría incrementado en casi siete puntos
porcentuales en detrimento de los trabajado-
res no cualificados33.

Por lo tanto, la evidencia aportada su-
giere que la evolución de sectores clave para
el crecimiento de la economía boliviana se
explicó básicamente por un aumento en la
utilización de factores productivos (princi-
palmente mano de obra no cualificada)34 y no
por un aumento en la productividad de los
factores (que en el mejor de los casos parece
haberse estancado)35(Cuadro 2.10)

Una segunda hipótesis plantea que si el
país logró escasos resultados en materia de
reducción de la pobreza, esto se debería pre-
cisamente a la baja productividad laboral de
los sectores tradicionales, ya que el percep-
tor principal de ingresos del 60% de los ho-
gares urbanos y del 90% de los hogares ru-
rales (y en mayor proporción aún en los
hogares considerados pobres e indigentes)

obtiene su ingreso precisamente en estos sec-
tores. Como sugiere la evidencia aportada,
los empleos generados por dichos sectores se
caracterizaron por un elevado grado de pre-
cariedad y bajos niveles de ingreso, y su cre-
cimiento pareció reflejar el aumento de la
tasa global de participación: es decir, frente
a niveles insuficientes de ingreso, varios
miembros de la familia tuvieron que entrar
en condiciones muy desfavorables al merca-
do laboral (Cuadro 2.11).

De esta forma, la relación entre la baja
productividad de los sectores tradicionales
y la escasa reducción de la pobreza tiene dos
dimensiones: por un lado, la baja produc-
tividad, al limitar el crecimiento de la eco-
nomía, impide que se logren mayores nive-
les de ingreso para el conjunto de la población
y, por el otro, el diferencial de productivi-
dad existente entre los sectores tradiciona-
les y los sectores dinámicos y modernos
tiende a empeorar la distribución del ingre-
so, y a limitar los recursos obtenidos por los
hogares más pobres.

33 Según datos elaborados por los propios autores a partir de encuestas y censos del INE entre 1980 y 1997, si la participación de los salarios en
el producto se incrementó ligeramente (pasando del 35 al 37%), los trabajadores cualificados captaron, en 1997, el 22%, mientras los no
cualificados tan sólo el 14%. La relación era prácticamente inversa en 1980: 20% los trabajadores no cualificados y 15% los cualificados.

34 Como sugiere Krugman, 2000, este tipo de crecimiento es imposible de sostener en el tiempo, dado que no se pueden seguir elevando las
tasas de inversión ni se puede incorporar más mano de obra o trabajar más horas semanales.

35 En cuanto al sector manufacturero industrial, que es analizado de forma exhaustiva por Jemio, 1999, el autor observa que si bien el producto
se incrementó en 5,2% entre 1987 y 1997, solamente el 0,2% se explica por incrementos en la productividad, mientras que el empleo creció
al 4,9%.
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Finalmente, una tercera hipótesis plan-
tea que desde 1998 los sectores tradiciona-
les han entrado en una fase de “recesión del
crecimiento”, es decir, que han crecido muy
por debajo de su nivel potencial, o al menos
de su desempeño “histórico” entre 1990 y
1997, como se observa en el cuadro 2.1236.
Este fenómeno estaría ligado no sólo a shocks
transitorios que, como “El Niño” o la crisis
asiática y brasileña, han afectado al sector
agrícola y al sector manufacturero y comer-
cial, respectivamente, sino a shocks perma-
nentes sobre la economía informal, como la
reducción de los cultivos de hoja de coca y
la lucha contra el contrabando.

El difícil contexto económico externo y
la contracción de la demanda interna que
caracterizan la crisis actual se produjeron,
por lo tanto, en medio de un progresivo de-
terioro de la productividad, por lo que pro-
bablemente revelaron la existencia de una
crisis estructural caracterizada, desde el pun-
to de vista macroeconómico, por cuatro años
de bajo crecimiento de los sectores tradicio-
nales37. En efecto, como se observa en el

cuadro 2.13, la contribución de estos secto-
res al crecimiento global de la economía des-
de 1998 es de apenas medio punto porcen-
tual, mientras que en el período 1990-1997,
incluso a pesar de las dificultades que expe-
rimentaron en 1992, estos sectores explica-
ron en promedio 2,4 puntos porcentuales del
crecimiento global.

Ahora bien, al menos entre 1997 y 1998,
la composición sectorial del crecimiento
mostró modificaciones interesantes. Adqui-
rieron mayor importancia los sectores de
hidrocarburos, telecomunicaciones y servi-
cios para empresas. Esto puede explicar el

36 Lamentablemente no se tienen datos separados para el subsector “Transporte”, pues datos preliminares disponibles para el primer semestre
de 2000 y para igual período de 2001 sugieren que el crecimiento de dicho subsector apenas se elevó a 0,37% y 0,42%, respectivamente.

37 Por supuesto a este cuadro habría que añadir la crisis profunda por la que atraviesa el sector minero desde 1996.

que, en un año en que el fenómeno clima-
tológico de “El Niño” provocó graves pérdi-
das al sector agrícola, la economía creciera a
la mayor tasa del período (en ocasiones an-
teriores, «El Niño» afectó considerablemen-
te la tasa de crecimiento).

Tal como se observa en el Gráfico 2.3,
es destacable la forma en que, durante esos
años, el crecimiento de la economía siguió
un sendero distinto al señalado por la evo-
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lución de la actividad en los sectores tradi-
cionales, los mismos que acusaban ya los
efectos de los distintos shocks exógenos.

Por supuesto, los efectos multiplicadores
de la IED atraída por la construcción del
gasoducto al Brasil y las exigencias de los
planes de inversión de las empresas capitali-
zadas explican en gran medida estos resulta-
dos.

El crecimiento de 1998, a pesar de ser
el más alto desde la implementación de la
NPE (1985), tuvo un carácter marcada-
mente regresivo sobre la distribución del
ingreso y los niveles de pobreza en el país,
pues los sectores tradicionales apenas lo ex-
plican en un punto porcentual.

Por ello es que la contracción de la de-
manda agregada se hizo patente en 1999: no
sólo la economía tuvo que hacer frente a un
contexto internacional desfavorable, sino
que los shocks internos que ya habían co-
menzado a afectar a los sectores tradiciona-
les se hicieron visibles. Desde entonces que-
dó maltrecha la capacidad de generación de
ingresos de la mayoría de los hogares boli-
vianos.

El fuerte incremento de la tasa de des-
empleo abierto, que pasó del 4% en 1998 al
8% en el 2000, demuestra de forma dramá-
tica la incapacidad de nuestra economía para
al menos generar empleos precarios y mal
remunerados en el sector informal. Por lo
mismo, la brusca caída de la tasa de creci-
miento del PIB a partir de 1999, y su evolu-
ción desde entonces, muestran que la recu-
peración de los sectores tradicionales es
crucial para la recuperación de la economía
en su conjunto.

Por lo tanto, el mecanismo que parece
estar tras el agotamiento del crecimiento que
ha conocido la economía boliviana en los
últimos quince años, puede describirse de la
siguiente forma: si la composición sectorial
del crecimiento no se ha modificado desde
la implementación de la NPE, y si los secto-
res tradicionales, que han sostenido el creci-
miento, han presentado un cuadro de dete-
rioro paulatino de su productividad a pesar
de la estabilidad macroeconómica, entonces

los shocks exógenos sólo pusieron de mani-
fiesto las deficiencias estructurales del apa-
rato productivo nacional. Las dificultades
que actualmente atraviesan los sectores tra-
dicionales mencionados, a los que habría
que sumar el sector minero (que atraviesa
una crisis profunda desde 199638), explica-
rían la incapacidad de la economía para re-
cuperarse de la situación de estancamiento
en la que se encuentra desde 1999.

3. Hacia un crecimiento económico so-
cialmente incluyente

La evidencia empírica sugiere que los
shocks exógenos que afectan al país desde
1998 han intervenido en un contexto de
deterioro de la productividad de sectores cla-
ves de la economía. Si tal es el caso, enton-
ces la agudización de la crisis a lo largo del
2001 pone en el centro del debate el tema
de la competitividad de la economía boli-
viana y, conforme a lo ya planteado, a la po-
breza como factor estructural de un patrón
de competitividad espuria.

En efecto, como señala el estudio sobre
Competitividad y Desarrollo Humano (1998),
históricamente la inserción boliviana en el
mercado global ha tendido a desarrollarse de
forma paralela a la desestructuración de los
sectores no vinculados directamente a los
grandes grupos exportadores, lo que ha im-
plicado la coexistencia de pequeños sectores
fuertemente integrados y sectores práctica-
mente marginados, coexistencia que generó
una mayor fragmentación social y regional.

En términos de competitividad, esto
implicaría la consolidación de un patrón de
competitividad espuria, es decir, que funcio-
na bajo una lógica de enclave y está basado
principalmente en la explotación de materias
primas con poco valor agregado. Este patrón
espurio ofrece pocos incentivos para mejo-
rar la cualificación de la mano de obra y
mantiene a nuestra economía muy vulnera-
ble a los shocks externos y al deterioro con-
tinuo de los términos de intercambio.

Este tipo de inserción internacional, al
potenciar la “modernidad de escaparate”
(Fanjzylber, 1987) y el dualismo económico,
tiene capacidades limitadas para traducir los

38 El sector minero no ha sido incluido en este análisis, a pesar de su importancia histórica en la generación de divisas, dado su escaso peso en
la estructura productiva y en la generación de empleo. Sin embargo, bien podría ser incorporado ya que todas las características señaladas
para el conjunto de los sectores estudiados parecen aplicarse igualmente a la minería. En efecto, el dinamismo aparente de este sector y el
incremento de productividad entre 1985 y 1997, reseñado en Jemio (1999), parece ser el resultado de dos años de crecimiento excepcional
(1989 y 1990), en un contexto de fuerte expulsión de trabajadores, más que de una tendencia sostenida, por lo demás fuertemente cuestiona-
da por la crisis que atraviesa el sector desde 1996.
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períodos de crecimiento en una reducción de
la pobreza y de las desigualdades sociales. Al
mismo tiempo, la pobreza y las desigualdades
sociales tienden a consolidar este tipo de in-
serción precaria en la economía mundial.

Ahora bien, la afluencia masiva de inver-
sión extranjera directa al sector de hidrocar-
buros desde 199539, como corolario de la
suscripción del contrato de venta de gas al
Brasil, de las nuevas leyes de inversión y del
proceso de capitalización de YPFB, abre
perspectivas alentadoras para la economía
boliviana. En efecto, las reservas probadas y
probables de gas natural se han incremen-
tado exponencialmente en los últimos años,
al punto de convertir a Bolivia en la prime-
ra reserva de gas libre de Sudamérica, en un
contexto de creciente demanda por este re-
curso natural. Por otra parte, las reservas
comprometidas en los próximos 20 años,
apenas representan el 22% del total existen-
te, por lo que el objetivo prioritario consiste

actualmente en la consolidación de nuevos
mercados, principalmente a través del pro-
yecto de exportación de GNL a California y
del suministro de energía termoeléctrica al
mercado brasileño (véase el recuadro 2.1).
En ese contexto, es previsible un aumento
significativo de las recaudaciones tributarias
en el futuro cercano, por lo que el país con-
taría con recursos adicionales para financiar
el programa de inversión pública40.

Sin embargo, las mismas características
del producto exportado (recurso natural) y
de la tecnología de producción utilizada (in-
tensiva en capital) tienden a reforzar un pa-
trón de competitividad espuria, por lo que
el reto de convertir al gas en un instrumen-
to de desarrollo consiste en abrir el debate
sobre i) la monetización de las reservas de
gas; ii) la maximización de la renta gasífera
y iii) la optimización de su distribución y
utilización (véase el recuadro 2.2), para
construir de forma deliberada un patrón de

Reservas del gas y sus mercados
Las reservas de gas comprometidas para los próximos 20 años corresponden al siguiente

detalle:
Es decir que Bolivia tiene 36.24 TCF de reservas no comprometidas, las que even-

tualmente aumentarán hasta fines de 2001 a 46.24 TCF, lo que equivale a seis veces el
volumen comprometido en el contrato actual de venta de gas al Brasil.

Fuente: Müller 2001.

39 Destinadas a satisfacer el contrato de exportación al Brasil (7,5 TCF) y en menor medida el consumo interno (2,0 TCF) y las exportaciones
residuales (1,1 TCF).

40 Según Muller (2001), asumiendo el volumen consignado en el contrato de exportación de gas al Brasil a un precio promedio de 1,5 dólares por
millón de pies cúbicos, los ingresos tributarios en los próximos 20 años representarían 13.253 millones de dólares a valores corrientes (i.e. un
promedio anual equivalente al total de la inversión pública del año 2001).

Recuadro 2.2

Recuadro 2.1

El gas como instrumento de desarrollo

El estudio “El Gas como instru-
mento de desarrollo”, preparado por
Müller & Asociados para la elabora-
ción del Informe de Desarrollo Huma-
no-Bolivia 2002, plantea sugerencias
para «replantear los objetivos de una
nueva política de Estado en el campo
gasífero”. En este sentido, el autor abor-
da cinco objetivos prioritarios para

“diseñar una política para el pleno
aprovechamiento del gas como recurso
estratégico para el desarrollo”:

Apoyar la política de lucha con-
tra la pobreza:

Dado que la expansión del sector
de hidrocarburos tiene un escaso efecto
multiplicador en la generación directa
de empleo, el reto consiste en asegurar

un “uso adecuado de los recursos tribu-
tarios que generará la producción y
comercialización de las reservas de gas”.
Asumiendo cifras conservadoras, estos
ingresos alcanzarían en los próximos
20 años algo más de 13 mil millones
de dólares a valores corrientes, los mis-
mos que deberían fortalecer el progra-
ma de inversión pública en áreas de sa-
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Fuente: Elaboración propia en base a Müller 2001.

lud, educación e infraestructura,
principalmente en el área rural.

Acelerar la monetización de las
reservas de gas:

Los ingresos que se obtengan por
concepto de venta del gas dependerán
del precio y del volumen del gas que
se logre vender. En relación al precio,
es importante aclarar que este varía
en cada mercado según el carburante
al que el gas vaya a sustituir. En todo
caso, el precio del gas como combus-
tible (i.e., como alternativa al fuel oil
en el mercado brasileño) es signifi-
cativamente mayor a su precio como
materia prima (i.e., para su transfor-
mación en líquidos), por lo cual esta
última opción es considerada cuando
no existen más alternativas.

En relación a los volúmenes de
venta, la alternativa más importan-
te que tiene el país para incrementar
sus mercados radica en la posibilidad
de aumentar las exportaciones al mer-
cado brasileño y luego abrir nuevos
mercados externos, principalmente el
de los Estados Unidos, ya que tan sólo
el 16% de las reservas probadas y pro-
bables de gas —a enero de 2001—
están comprometidas.

El programa energético 2002-
2004 aprobado por el gobierno del
Brasil establece la necesidad de cons-
truir de forma prioritaria 59 nuevas
plantas termoeléctricas en ese país, a
fin de asegurar una potencia instala-
da de 23.000 Mw que demandarán
por lo menos 93 millones de metros
cúbicos diarios de gas. Adicionalmen-
te, el plan contempla otras 14 plan-
tas con una potencia de 4.000 Mw
que demandarán 17 millones de me-
tros cúbicos diarios adicionales. Es de-
cir que la demanda potencial de gas
para la generación termoeléctrica en
los próximos tres años, si se cumple el
plan, será cuatro veces mayor al vo-
lumen de exportación actualmente

comprometido con el Brasil. A corto
plazo, la concreción de esta oportuni-
dad depende básicamente de dos fac-
tores: a) contar con la capacidad ins-
talada de transporte y b) lograr
acuerdos satisfactorios sobre el precio.

Por otra parte, la política ener-
gética aprobada por el presidente
Bush estima que en los próximos 20
años la demanda de petróleo se in-
crementará en un 33%, la de gas en
un 50% y la de electricidad en un
45%, y prevé que el 90% de las nue-
vas plantas de generación eléctrica
funcionarán a gas. En este contexto,
una de las regiones geográficas más
críticas es la del Estado de California,
donde la demanda de electricidad ha
estado creciendo en los últimos años a
un ritmo del 7%, sin que se haya
incrementado la oferta de generación.
Esta situación y la necesidad de con-
tar con proveedores confiables de ener-
géticos le abre a Bolivia la oportuni-
dad para exportar GNL (gas natural
licuado) al norte de México para la
generación de termoelectricidad con
destino al mercado de California.
Esta oportunidad supone la exporta-
ción de gas natural hacia una costa
del Pacífico, la licuificción del mismo,
su transporte por barco hasta Méxi-
co, donde se regasificaría y su poste-
rior envío a California como gas o,
eventualmente, como energía eléctri-
ca. En este caso, el precio del gas que
se obtenga será el precio de venta de
este combustible en México o en Cali-
fornia, menos los costos de transpor-
te, de licuificción y regasificación en
que se incurran. Por lo tanto, el pre-
cio que se obtenga por el GNL será
mucho menor al precio de venta al
Brasil.

Maximizar el ingreso público
por concepto de renta gasífera:

Sin embargo, más que el ingreso
bruto por concepto de la venta de gas,

al país le interesan los recursos que
quedarán para el Estado en la forma
de regalías e impuestos. En este senti-
do, es necesario realizar ajustes en la
Ley de Hidrocarburos en aquellos te-
mas que ya no son relevantes y sólo
contribuyen a disminuir la compe-
titividad del sector, desincentivando
la exploración y la producción de
energéticos. Por otro lado, al conside-
rar las normas tributarias, el país
debe asegurar tanto la neutralidad
tributaria (es decir, la no exportación
de impuestos) como también que el ré-
gimen impositivo sea competitivo y es-
table a fin de atraer inversiones ex-
tranjeras.

Optimizar el uso de la renta
gasífera:

Dado el volumen de las reservas
de gas que se concentra en el depar-
tamento de Tarija (85%) y la estruc-
tura vigente de distribución de rega-
lías (11% del valor producido para el
departamento productor), la expan-
sión del sector de hidrocarburos po-
dría agudizar el problema de desarro-
llo desigual del país. Por eso, la Ley de
Participación Popular, la coparticipa-
ción tributaria y la Ley del Diálogo
deberán adaptarse para lograr una
distribución más equitativa y un uso
más eficiente de los recursos en la in-
versión pública.

Utilizar el gas como palanca de
negociación internacional:

De concretarse, el proyecto de
venta de gas a California permitiría
dinamizar no sólo la economía boli-
viana sino la de una región trinacio-
nal que incluiría al norte chileno y al
sur peruano. La magnitud del proyec-
to proporciona elementos de interés
común a los tres países, los cuales po-
drían impulsar la búsqueda de solu-
ciones imaginativas al tema maríti-
mo.
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competitividad sistémica, que logre una in-
corporación creciente del progreso técnico
en los procesos de producción y un aprove-
chamiento pleno de las capacidades indivi-
duales y sociales de los bolivianos41.

Se trata por lo tanto de promover un tipo
de crecimiento socialmente incluyente42, que
permita avanzar simultáneamente hacia la
articulación económico social interna y ha-
cia la inserción sólida en la economía interna-
cional. Pues, como señala Fanjzylber 1987,
pretender la inserción internacional por la vía
de la exclusión parcial de sectores sociales y
regiones resulta ilusorio, igual que resulta frá-
gil una propuesta de articulación social in-
terna sin una reflexión profunda sobre la ne-
cesidad de insertarse a la globalización.

En este sentido, y por su importancia
para el crecimiento económico43 y la reduc-
ción de la pobreza, dos temas parecen cen-
trales en el contexto boliviano: i) la viabili-
dad de las pequeñas economías campesinas
e informales urbanas en este proceso y ii) el
establecimiento de cadenas productivas que
articulen sectorial y regionalmente nuestra
economía.

A continuación se aportan argumentos
empíricos para mostrar la importancia del
desarrollo rural en la agenda económica y se
abordan algunas propuestas en ese sentido.

Como señala “La propuesta contra la pobre-
za”, “el desarrollo de las naciones está estre-
chamente vinculado a la modernización de
su sector agrícola [y] se puede afirmar que
ningún país ha logrado vencer la pobreza si
no ha resuelto el problema del desarrollo
integral de su sector rural”.

3.1. El desarrollo rural y el círculo virtuoso
entre crecimiento y pobreza

En este apartado se utiliza un modelo de
Matrices de Contabilidad Social (MCS) de
la economía boliviana (ver Anexo II), des-
agregado sectorial e institucionalmente, para
argumentar que el efecto multiplicador de
una expansión del sector de hidrocarburos
es inferior, tanto en términos de crecimien-
to económico como de generación de ingre-
sos para los hogares, que una expansión de
la agricultura tradicional.

Además, dadas las características de am-
bos sectores, la distribución inicial de acti-
vos y la estructura institucional de la econo-
mía boliviana, el primer tipo de expansión
tiende a reforzar el efecto regresivo del cre-
cimiento en Bolivia, mientras que el segun-
do muestra la importancia de la generación
de ingresos rurales para promover un círcu-
lo virtuoso entre crecimiento económico y
pobreza. Por lo tanto, el escenario tendencial
de un crecimiento autónomo del sector de

41 En términos de desarrollo humano, la competitividad es un proceso incremental y sostenido de generación de capacidades que permiten a un
país aumentar y cualificar su participación en los mercados globales. En la era de la información, ser competitivo depende cada vez más de la
capacidad para producir conocimiento y procesar información. Así pues, la competitividad de un país dependerá de cómo se estén aprovechan-
do las nuevas posibilidades de acceso a información, mercados, modelos institucionales y tecnologías creadas por la globalización, y de cómo
se estén gestionando los nuevos riesgos. Y, a su vez, el tipo de inserción que cada país logre en la globalización dependerá de las caracterís-
ticas que tome su competitividad.

42 El crecimiento socialmente incluyente puede definirse como un tipo de crecimiento basado en ganancias de productividad en actividades
donde los pobre asientan sus factores productivos. En una visión dinámica, se trata de promover un patrón equilibrado de desarrollo humano
que vincule prácticamente y de forma incremental las oportunidades de empleo y las capacidades de los bolivianos.

43 Como se señaló anteriormente, el subsector agrícola tradicional explicó 0,31 puntos porcentuales de crecimiento a lo largo de la década de los
noventa, mientras el sector agrícola moderno tan sólo 0,18 ptos
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hidrocarburos profundizaría el dualismo
económico y el carácter espurio de la compe-
titividad boliviana. Otro escenario conside-
ra que el boom gasífero pueda promover el
desarrollo humano en la medida en que sir-
va de plataforma para el desarrollo rural.

En primer lugar, como se observa en el
cuadro 2.14, los multiplicadores sectoriales
de demanda obtenidos del modelo MCS de-
muestran que un incremento exógeno de
una unidad en la demanda final dirigida al
sector agrícola tradicional genera el mayor
efecto multiplicador en la economía, tanto
en términos de producción (3,80) y de va-
lor añadido (2,23) como de ingresos para los
hogares (2,00). Por el contrario, el sector de
hidrocarburos tiene el menor impacto sobre
el ingreso total percibido por los hogares e
incluso su efecto sobre la producción y el
valor añadido se encuentra entre los más
débiles.

 Ambos resultados, y en particular en lo
que concierne al sector agrícola tradicional,
resultan sorprendentes a la luz de la teoría
económica clásica sustentada en el análisis de
las relaciones interindustriales para la iden-
tificación de sectores claves en el proceso de
desarrollo. Esto se debe a que el efecto multi-
plicador que ejerce el sector agrícola sobre la
economía no proviene fundamentalmente de
los eslabonamientos que genera en la esfera
productiva, como se observa en la última
columna del cuadro 2.1444: estos eslabona-
mientos sólo explican un tercio del efecto
total sobre la producción de la economía
(1,29/3,80). Por supuesto, el efecto restan-

te se explica por los eslabonamientos que se
dan a través de los ingresos con los sectores
institucionales y, principalmente, con los
hogares.

En segundo lugar, para observar el efec-
to que una expansión en la demanda final
sectorial tiene en la distribución del ingre-
so, es necesario desagregar el multiplicador
de ingreso por tipo de hogar. Tomando como
referencia el efecto que ejerce un incremen-
to homogéneo de la demanda final dirigida
a todos los sectores (columna Total) sobre la
distribución del ingreso en la economía y
centrándonos específicamente en el análisis
de dos sectores claves para el país, i.e. la agri-
cultura tradicional (por sus implicaciones
sobre el empleo y la pobreza rural) y los hi-
drocarburos (por el boom gasífero), es posi-
ble realizar las siguientes observaciones:

i) La producción del sector agrícola tra-
dicional no sólo es crucial para la formación
del ingreso de los hogares rurales sino que
resulta igualmente importante para la for-
mación de los ingresos urbanos45.

ii) Un incremento de la producción en
el sector agrícola mejora notablemente la
distribución del ingreso en la economía,
tanto en lo que se refiere a la distribución
urbano-rural como a la distribución intra-
urbana. Un incremento en la producción del
sector de hidrocarburos tiende, al contrario,
a empeorar la distribución del ingreso en la
economía a ambos niveles.

En tercer lugar, el análisis de los multi-
plicadores de producción, valor añadido e

44 El multiplicador de ingreso de la agricultura representa el 10% del multiplicador de ingreso total, y el 9% y 20%, respectivamente, de los
multiplicadores totales de ingreso urbano y rural. Además, el multiplicador de ingreso urbano del sector agrícola (1,45) es muy superior al del
sector de hidrocarburos (1,05).

45 Los multiplicadores que se muestran en la última columna del cuadro han sido calculados considerando como cuentas endógenas únicamente
las cuentas de producción de la MCS. Por lo tanto, el modelo subyacente es equivalente al modelo de multiplicadores de las matrices insumo-
producto (MIP), basado en Leontief (1963). Como se observa, el orden de importancia de los sectores cambia radicalmente observándose
principalmente la predominancia de los sectores industriales, e incluso del sector de hidrocarburos. En este último caso, más de la mitad del
multiplicador total se explica por las interrelaciones en la esfera productiva (1,60/3,00).
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ingresos de los distintos grupos de hogares
muestra datos igualmente interesantes: la
incidencia de pobreza en cada grupo de ho-
gar está correlacionada positivamente con los
distintos tipos de multiplicadores. Este fenó-
meno se explica, en los términos del mode-
lo, tanto por la propensión marginal al aho-
rro como por el patrón de consumo de los
distintos hogares: los hogares más pobres tie-
nen menos margen de ahorro y tienden a
orientar una mayor proporción de su ingre-
so hacia el consumo de bienes producidos
por el aparato productivo nacional y por sec-
tores de actividad que tienen un fuerte efec-
to multiplicador sobre el conjunto de la ac-
tividad económica (productos agrícolas,
alimentos y textiles). Por el contrario, los ho-
gares más ricos del área urbana tienen una
mayor propensión al ahorro y al consumo de
bienes importados46(Cuadro 2.16).

los hogares rurales genera 2,49 bolivianos que
se distribuyen a medias entre el campo y las
ciudades. En este escenario no sólo mejora la
distribución urbano/rural del ingreso en rela-
ción al escenario base, que se observa en la
última columna del cuadro48, sino incluso la
distribución intraurbana. Por otro lado, si bien
la inyección de un boliviano a los hogares ur-
banos tiende a aumentar el efecto multi-
plicador sobre el ingreso privado y a mejorar
la distribución cuando éste se dirige preferen-
temente a hogares con menores niveles de in-
greso, la distribución urbano/rural empeora
notablemente en los tres escenarios considera-
dos (siempre en relación al escenario base).

En resumen, el mecanismo puesto de
manifiesto por el modelo MCS es el siguien-
te: un incremento en la productividad del
sector agrícola tradicional genera mayores

46 Puesto que en el modelo considerado tanto el ahorro como las importaciones constituyen una fuga al sistema, no sorprende que los
multiplicadores de estos hogares sean inferiores. En este sentido, para comprobar la consistencia de los datos, se recalculó la matriz de
multiplicadores incluyendo como endógena a la cuenta de capital (es decir al ahorro): si bien los multiplicadores de los hogares ricos (hogares
4,5 y 6) tendió a aumentar y el de los más pobres (hogares 1,2,3,8 y 9) a disminuir, la tendencia general se mantuvo.

47 Por columna se lee el hogar que ha recibido la inyección de una unidad adicional de ingreso, mientras que por fila se lee en qué medida se
beneficia un hogar del efecto multiplicador generado por esta unidad inyectada en el sistema económico. Por supuesto, en la diagonal princi-
pal de la matriz todos los valores son superiores a 1, dado que el hogar en cuestión recibe directamente esta unidad adicional de ingreso.

48 En esta columna se simula el efecto multiplicador sobre el ingreso de los distintos grupos de hogares de la distribución de un boliviano a todos
los hogares de Bolivia.

ingresos para los hogares más pobres y prin-
cipalmente del área rural, los mismos que,
dada su baja propensión al ahorro y su alta
propensión a consumir alimentos y textiles,
incrementan la demanda de bienes al apa-
rato productivo nacional, principalmente a
la agricultura tradicional y a la industria
manufacturera, generando por lo tanto un
circulo virtuoso potencial entre crecimien-
to económico, distribución del ingreso y
reducción de la pobreza.

Por lo tanto, este dato sugiere de forma
clara que una mejoría en la distribución del
ingreso en la economía no sólo es crucial para
reducir la pobreza sino que genera mayor cre-
cimiento (multiplicadores de Producción Bru-
ta y de Valor Añadido) y mayores ingresos para
los hogares. Y es más, el tipo de crecimiento
generado por el incremento del ingreso de los
hogares más pobres tiene efectos progresivos
en la distribución del ingreso (multiplicadores
de ingreso). En efecto, como se observa, en el
Cuadro 2.1747, la inyección de 1 boliviano a
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De esta forma, los resultados permiten
esbozar dos conclusiones: i) la importancia
de promover un tipo de crecimiento basado
en ganancias de productividad en sectores de
actividad en los cuales los pobres emplean
sus factores productivos, y ii) la importan-
cia de generar ingresos rurales. Al mismo
tiempo, dada la distribución inicial de acti-
vos y la estructura institucional de nuestra
economía, los mismos resultados muestran
las limitaciones del efecto distributivo de este
crecimiento49. Por lo tanto, la redistribución
de activos, principalmente tierras, parece ser
un prerrequisito para la promoción de un
crecimiento socialmente incluyente.

Si “La propuesta contra la pobreza”
(1998), señala que “la cooperación interna-
cional y el Estado muestran una tendencia
de abandono de la opción productiva como
respuesta a los problemas de la pobreza [y]
la víctima de esa elección estratégica es la
agricultura tradicional de occidente, cuya
viabilidad parece haberse descartado”, los re-
sultados presentados aportan argumentos
para reconsiderar la centralidad del desarro-
llo rural en la agenda de la pobreza y del cre-
cimiento económico en Bolivia.

3.2. Propuestas para revalorizar el espacio
rural50

De existir un circulo vicioso entre cre-
cimiento económico y pobreza en Bolivia,
ello significaría igualmente, como señalan
Lustig et. al. (2001), que “existen una gama
de acciones que pueden ayudar a que la po-
blación pobre no sólo se beneficie más sino

que contribuya a que el crecimiento sea
mayor”. Por lo tanto, “cuanto más se pon-
gan en práctica acciones dirigidas a eliminar
las restricciones que impiden a la población
pobre participar más activa y construc-
tivamente en la sociedad, mayor puede ser el
potencial de crecimiento y la eficiencia”.

Como se argumenta empíricamente,
acciones destinadas a mejorar los ingresos
rurales vía la “opción productiva” pueden
tener un impacto tanto sobre la reducción de
pobreza como sobre el crecimiento económi-
co. En este sentido, se retoma una idea de
“La Propuesta contra la Pobreza”, que resal-
ta la eventual existencia de “una relación mu-
tuamente beneficiosa entre la expansión de
una economía agraria en pequeña escala aso-
ciada con el fortalecimiento de una red de
ciudades medianas y pequeñas”, para iniciar
el debate sobre las posibilidades del desarro-
llo rural o territorial en Bolivia.

El contexto en el que se inserta el desa-
fío de elaborar propuestas destinadas a ele-
var la competitividad del agro y de reducir
la pobreza rural implica reconocer:

i) La existencia de fallas o ausencias de
mercado particularmente críticas en el
mundo rural en lo que hace al crédito,
a la tecnología, a la información, a los
insumos y servicios modernos, y otros.

ii) La estabilidad macroeconómica es una
condición necesaria pero claramente
insuficiente para lograr ambos objeti-
vos.

49 En efecto, dado el número de hogares en cada segmento considerado, para que la distribución del ingreso sea totalmente equitativa el ratio
urbano/rural debería ser igual a 1,7 y el ratio intraurbano igual a 1.

50 Acápite elaborado en base a las propuestas trabajadas por Alejandro Schjtman en el RIMISP, Santiago de Chile.
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iii) La necesidad de implementar políticas
sectoriales para el agro diferenciadas
por tipo de productor, pues los facto-
res determinantes de los procesos pro-
ductivos no son los mismos en el seg-
mento de la agricultura empresarial
moderna que en el segmento campesi-
no.

iv) La heterogeneidad de las unidades cam-
pesinas y, por lo tanto, la necesidad de
contemplar acciones que mejoren no
sólo la productividad del empleo agrí-
cola en las parcelas familiares sino la del
empleo extraparcelario y del empleo
rural no agrícola.

v) La necesidad de tomar en cuenta el gra-
do de desarrollo relativo de las regiones,
buscando un equilibrio razonable en los
criterios de asignación de la inversión
pública.

Integrando dichos elementos, una estra-
tegia que se proponga abordar de modo si-
multáneo el incremento de la competitividad
agrícola y la superación de la pobreza rural,
debe concebirse como una estrategia orienta-
da a la transformación productiva del espa-
cio rural con equidad y sustentabilidad. Se
trata por lo tanto de un enfoque territorial
que incluye tanto las áreas en que se desarro-
llan las actividades agropecuarias propia-
mente tales como los núcleos urbanos a los
que están estrechamente relacionadas; pues
ése es el ámbito en donde se plantea la crea-
ción de los incentivos51 y el desarrollo de las
capacidades52 orientadas a superar la pobre-
za rural y elevar la competitividad.

El enfoque del desarrollo territorial
plantea:

— Superar la tendencia a identificar el es-
pacio rural sólo con el espacio agropecua-
rio, pues ello se traduce en una reduc-
ción de las potencialidades de las
políticas orientadas a los dos objetivos,
al no considerar los factores de dina-
mización de la propia agricultura, que
pueden derivarse del fortalecimiento de
los vínculos de esta actividad con los
núcleos urbanos inmediatos. Cabe al
respecto examinar qué pequeños nú-

cleos urbanos han demostrado capaci-
dad de retener o incrementar su pobla-
ción entre dos censos, para explorar
tanto los factores que lo explican como
su potencialidad para crear dinamismo
en el entorno agro-rural. Un examen de
las demandas entre los núcleos mencio-
nados y el entorno de pequeños produc-
tores agrícolas puede dar pistas sobre
aquellos requerimientos que no están
siendo satisfechos. Cabe considerar
que, con medidas simples, tales reque-
rimientos podrían contribuir a elevar la
competitividad de algunos o, en el caso
de familias con poca o ninguna tierra,
a mejorar las condiciones de vida y de
trabajo al reducir sus costos de transac-
ción en una gama amplia de actividades.

— Considerar de modo explícito el papel que
juegan los encadenamientos hacia ade-
lante (con la agroindustria o el agro-
comercio), y hacia atrás (con los provee-
dores de insumos, medios de producción
y servicios) en el propio desarrollo de la
actividad agropecuaria. Su inclusión en
la estrategia permitiría el diseño de
medidas que pueden ser determinantes
en el incremento de la competitividad
de muchas unidades familiares.

— Considerar medidas orientadas a mejorar
las opciones de empleo rural no agrícola
de aquellos productores con muy poca
tierra, que dependen en medida impor-
tante del trabajo extraparcelario, y tam-
bién de los sin tierra que, por ello, sue-
len quedar excluidos del universo de los
proyectos de desarrollo rural.

— Asumir que estos procesos son de larga
maduración, que no entran en los tiem-
pos de los técnicos encargados de im-
plementarlos como de los políticos que
los promueven y que esperan resultados
dentro de su mandato. Sin embargo, el
tiempo relevante es el requerido para al-
canzar de modo autosustentado el me-
joramiento de las condiciones de vida
y trabajo de las familias, que es el más
largo de los tres y tiene importantes
implicaciones en materia institucional.
En un sentido estricto, si la política de

51 Por incentivos se entienden todos los instrumentos de creación de empleo rural tanto agrícola (por ejemplo, políticas de estímulo a la agricul-
tura de contrato) como no agrícola (por ejemplo, la oferta de capacitación para oficios demandados en la localidad o fuera de ella).

52 Las capacidades están determinadas por el tipo, cantidad y/o calidad de los activos que poseen o controlan los pobres (en general sus niveles
de capital natural, físico, humano y social). Se trata de políticas orientadas a valorizar el conjunto de activos de los pobres (por ejemplo,
recuperación de tierras degradadas, las políticas de riego, políticas de capacitación y transferencia tecnológica).
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superación de la pobreza rural no se
asume como política de Estado, sus al-
cances serán muy reducidos y su soste-
nibilidad muy precaria.

— Asumir la importancia de la arquitectu-
ra institucional rural, o los términos en
que se integrará la participación del
sector público, del privado y del sector
voluntario (ONG), que constituyen un
factor crítico en la calidad de los resul-
tados de los programas, así como en su
apropiación por la población invo-
lucrada. Deben dominar los tiempos de
maduración de las medidas por encima
de los tiempos de los técnicos y políti-
cos. Esta arquitectura está constituida
por las instituciones que son: el conjun-
to de reglas formales e informales que
asignan el control de recursos a los
agentes y las organizaciones o grupos de
personas que trabajan juntas con un
determinado propósito (ministerios,
institutos, asociaciones, y otros).

Sin dejar de considerar que, para ciertos
habitantes con necesidades básicas seriamen-
te insatisfechas, será necesario continuar con
medidas asistenciales, sobre todo si se trata
de personas ancianas, no es menos cierto
que, para la mayoría de las familias pobres,
el enfoque propuesto supone enfatizar el
mejoramiento de las condiciones de inser-
ción de las familias rurales en los mercados
como trabajadores o como productores. Por
lo tanto, algunas acciones específicas priori-
tarias son:

— Realizar un esfuerzo mayor para perfec-
cionar el derecho propietario adaptando
con flexibilidad modalidades insti-
tucionales coherentes con las idiosincrasias
locales en el área rural, especialmente en
cuanto a la legalización y transparencia
del mercado de tierras, puesto que los
terrenos representan casi la totalidad del
patrimonio de los campesinos pobres.
Este es sin duda un tema central en la
agenda del desarrollo rural.

— La capacitación de los campesinos para
que aprendan nuevos oficios, en función
de la demanda de actividades alterna-
tivas, que le generen ingresos adiciona-
les o que le permitan acceder a mejores

oportunidades al migrar pues, como se
indicó, el empleo rural no agrícola tien-
de a crecer a tasas mayores que el agrí-
cola53. El desarrollo de la micro y pe-
queña empresa es central en este punto.

— Estimular complementos y demandas re-
cíprocas, para fortalecer los vínculos
entre las áreas propiamente agrícolas y
los pequeños centros urbanos, como lo
ejemplifica la producción de silos fami-
liares en pequeños talleres metalmecá-
nicos ubicados en dichos núcleos y des-
tinados tanto a reducir las pérdidas
post-cosecha, como a evitar el tener que
vender casi toda la cosecha y que com-
prar durante la siembra.

— Promover las actividades de conservación
y de recuperación de suelos, las mismas
que generan externalidades54 y que se
tratan, por lo tanto, de actividades
generadoras de bienes públicos que
deben ser compensadas con transferen-
cias netas o subsidios para asegurar su
desarrollo. Una actividad que apunta-
ría a este objetivo y al fortalecimiento
de los vínculos urbano-rurales sería el
estímulo a la creación de microempresas
de lombricultura, que podrían reciclar
la basura urbana y venderla, converti-
da en humus, a los productores rurales
para ser incorporada a los suelos agrí-
colas.

— Introducir mecanismos de riesgo compar-
tido con el sector público para estimular
las iniciativas de quienes estén dispues-
tos a innovar. En efecto, muchos de los
mejoramientos en los niveles de pro-
ductividad suponen alguna forma de
innovación respecto a las prácticas co-
rrientes y, por ello, implican algún gra-
do de riesgo para quienes la asumen.
Puesto que la capacidad de afrontar
riesgos por parte de los pequeños pro-
ductores es muy limitada, estos meca-
nismos son imprescindibles para pro-
mover la innovación.

— Diversificar y ampliar la cobertura del
sistema financiero, lo cual significa im-
pulsar mediante subsidios la instalación
de servicios financieros en el área rural
y la diversificación de los servicios fi-

53 Se trata de oficios tales como carpintería, mecánica, jardinería, cocina, confecciones, u otros en actividades del sector de la construcción que
suponen ciertos niveles de calificación.

54 Actividades generadoras de beneficios que superan aquellos de los que se pueden apropiar quienes invierten su trabajo y otros recursos en
ellas.
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nancieros en las ciudades intermedias.
Aplicar sistemas de garantía solidaria,
mancomunada y prendaria para el o-
torgamiento de créditos a los campesi-
nos pobres. Utilizar tecnologías finan-
cieras como el leasing para la compra
de máquinas de herramienta. Ligar lo
anterior a la entrega de bonos de capa-
citación que permitan garantizar el
pago de la obligación con los mismos
excedentes generados por la utilización
del activo.

Finalmente, el eje de una política de
desarrollo territorial es la participación de la
propia gente. Es fundamental que los suje-
tos transformen sus necesidades en deman-
das y sus demandas en iniciativas concretas.
Que asuman la condición de protagonistas y
sujetos de las iniciativas planteadas55. Pero para
transformar necesidades en demandas, los
sujetos deben expandir su capacidad y vo-
luntad de deliberación, así como acceder a
espacios deliberativos donde se puedan
plantear y procesar estas demandas. Preci-
samente, el proceso deliberativo permite a
los actores ejercer mayor control sobre de-
cisiones que afectan sus vidas, y al mismo
tiempo traducir reclamos en iniciativas.

Un elemento central es, por lo tanto, el
relativo a la organización, el potenciamiento
y la comunicación de los actores. Por otro
lado, se precisa una estructura institucional
clara con roles precisos y definidos y con
recursos para cumplir sus tareas56. En este
sentido, las leyes de Participación Popular y
de Descentralización constituyen la base
institucional adecuada para la aplicación de
políticas diferenciadas en el incremento de
la competitividad rural y en la reducción de
la pobreza. El protagonista institucional de-
biera ser, por lo tanto, el municipio. Sin
embargo, a pesar de ser el componente crí-
tico de la estructura, es también el más dé-
bil en recursos humanos, disponibilidades de
financia-miento de escala o capacidad para
ciertos emprendimientos. En este contexto,
las mancomunidades como estructuras orga-
nizativas que agrupan a varios municipios
que deciden asociarse para alcanzar ciertas
metas comunes de desarrollo y que surgie-
ron para resolver problemas que por su en-
vergadura, su costo o sus características re-

quieren de un esfuerzo conjunto (la habili-
tación y el arreglo de caminos vecinales que
concierne a varios territorios municipales),
deberían promoverse57.

A modo de conclusión: agotamiento de
un modelo y posibles escenarios

La evidencia empírica aportada a lo lar-
go del capítulo sugiere que los flujos de
financiamiento externo en forma de présta-
mos y donaciones han sido cruciales para
garantizar el mantenimiento de los equili-
brios macroeconómicos interno y externo, y
el crecimiento mismo de la economía boli-
viana entre 1985 y 2000.

También se muestra que el crecimiento
económico de los últimos quince años ha
generado una mayor concentración del in-
greso y sólo ha sido capaz de redundar mar-
ginalmente en beneficio de los pobres en la
medida en que éstos han multiplicado su
oferta laboral. De esta forma, si en 1997
prevalecía el mismo nivel de pobreza urba-
na que en 1985, la diferencia radica en que
la fuerza laboral se incrementó en un 30%
durante el período.

Por otra parte, la evolución decreciente
de la productividad del trabajo en sectores
claves de la economía (agricultura, indus-
tria, transporte y comercio) sugiere la exis-
tencia de un círculo vicioso que restringe
tanto el crecimiento económico como la re-
ducción de la pobreza en Bolivia. En efec-
to, en la medida en que estos sectores repre-
sentan de forma estable el 50% de la estructura
del valor añadido nacional y generan el in-
greso principal del 60% de los hogares ur-
banos y del 90% de los hogares rurales, su
escaso dinamismo, causa y consecuencia del
deterioro de la productividad laboral, limi-
tó fuertemente tanto el crecimiento global de
la economía como la reducción de la pobre-
za en el país. Finalmente, la conjunción de
una serie de shocks exógenos tanto tempo-
rales como permanentes, a partir de 1998,
ha revelado estas deficiencias estructurales
del aparato productivo nacional.

En este contexto, dos escenarios pare-
cen plausibles para el reto de conducir la
economía boliviana por el sendero del cre-
cimiento. Estos se presentan a continua-

55 “Propuesta contra la pobreza”, pág. 7.
56 Idem, pág. 38.
57 Hay 109 municipios, el 35% del total, participan en algún tipo de mancomunidad.  En el departamento de Santa Cruz está la mayor cantidad

de estas organizaciones, dado que el 79% de sus municipios participa en alguna mancomunidad.
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ción, y emergen de dos tendencias centra-
les: i) la contradicción inherente al régimen
económico implementado por la NPE, que
no ha sido capaz de modificar la estructura
sectorial del crecimiento, al mismo tiempo
que ha tendido a debilitar las actividades
que tradicionalmente han explicado el cre-
cimiento económico; y ii) la conclusión del
ciclo de reformas económicas, que llevó
aparejada una intensa atracción de inver-
sión extranjera directa, principalmente al
sector de hidrocarburos, planteando pers-
pectivas alentadoras en cuanto al nuevo
papel estratégico del país como centro ener-
gético.

El primer escenario apunta a que un nue-
vo tipo de crecimiento económico emerja, fi-
nalmente, como corolario de las políticas de
ajuste estructural. Dicha emergencia estaría
impulsada principalmente por el boom econó-
mico de las empresas transnacionales, y tam-
bién, aunque sólo en la medida en que sean
capaces de modernizar su aparato productivo
y atraer IED, por los sectores agrícola y ma-
nufacturero “moderno exportadores”. Este
nuevo tipo de crecimiento tendría poca capa-
cidad de generación de empleo, acentuando
aún más la desigual distribución del ingreso;
tendría capacidades muy limitadas para
traducirse en reducciones importantes de la
pobreza y en mejorías sostenidas en materia
de desarrollo humano.

El segundo escenario requiere, respetan-
do los principios básicos del modelo imple-
mentado por la NPE, de un Estado capaz de
actuar en la economía a través de un sistema
de incentivos que favorezca las ganancias de
productividad de los sectores tradicionales de
la economía, al mismo tiempo que los nuevos
sectores dinámicos de la economía atraen im-
portantes niveles de IED, generan divisas y
mayores recursos fiscales. Se trata por lo tan-
to de aprovechar las potencialidades del sec-
tor de hidrocarburos para promover un patrón
sistémico de competitividad. En este nuevo
contexto, el desarrollo rural, concebido en
una visión territorial e integral, aparece como
eje decisivo para dinamizar la actividad eco-
nómica, mejorar la distribución del ingreso
y aumentar su impacto en la reducción de la
pobreza, lo que redundaría en mejorías
sostenibles en los niveles de desarrollo huma-
no.

Después del ciclo de la plata, el estaño
y la coca, la certificación de inmensas reser-
vas de gas natural puede consolidar un pa-
trón de competitividad espuria y con un
nuevo ciclo de crecimiento empobrecedor, a
menos que se ponga al centro del debate la
lucha contra la pobreza en su verdadera di-
mensión nacional. Porque en Bolivia lo mar-
ginal es lo central, y la permanente exclusión
de la mayoría de la población constituye un
freno estructural al crecimiento económico.
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La actividad agrícola está expues-
ta a diferentes riesgos, como ser los
climáticos, ambientales y de mercados
entre otros. En este aspecto es imprescin-
dible administrar el riesgo destinando
parte de las utilidades generadas en
años buenos, para enfrentar problemas
no controlables que inciden en la pro-
ductividad y rentabilidad agrícola.

La experiencia chilena nos mues-
tra que se ha planteado iniciativas al
respecto, las cuales están referidas a la
implementación activa de tres tipos
de seguros, a decir : Seguro de riesgo
climático, seguro de protección ambien-
tal y un fondo de estabilización de in-
gresos.

En el primer caso, para tratar el
riesgo climático se ha configurado como
una póliza, contratada a favor del pro-
ductor, que lo protege de fenómenos
climáticos catastróficos (sequía, helada,
granizo, nieve, temporales, etc.). Hoy,
esta iniciativa todavía se encuentra en
marcha limitándose su cobertura a cul-
tivos anuales. Sin embargo, existe una
alta probabilidad que en el transcurso
de este año, se incorporen frutales y
otros cultivos  perennes. Este seguro cu-
bre costos directos y no la perdida esti-
mada de utilidades, opera a través
de compañías de seguros privadas de
acuerdo a la normativa existente, cu-

Fuente: Arturo Saez, SEREMI Agrícola, Área Metropolitana, Santiago de Chile.

ambientales habituales para este tipo de
proyecto y que se encuentra regulada
por la Ley de Medio Ambiente.

Finalmente, el Fondo de Estabili-
zación de Ingresos, trata de la instala-
ción de un seguro destinado a proteger
al agricultor de vaivenes de mercado
que provocan caídas de precios más allá
de los costos reales de operación. La ex-
periencia existente en otros países con
la constitución del Fondo de Estabili-
zación,  ha logrado garantizarle al pro-
ductor un ingreso mínimo que surge
como el  promedio de valor de merca-
do de los últimos cinco años. El seguro
opera cuando los precios de mercado se
encuentran por debajo de la media,
permitiéndole recuperar el delta de di-
ferencia existente entre el valor actual
y el valor promedio. Se trata de una
asociación entre productores y compa-
ñías de seguro, donde los empresarios
asumen los costos del seguro, trasladán-
dole a las compañías la administración
de riesgo de mercado. Se considera des-
tinar recursos públicos para cofinan-
ciamiento del Fondo. De esa forma se
pretende reducir los niveles de sobre en-
deudamiento del sector, permitiéndoles
mayor flexibilidad financiera y capa-
cidad de innovación.  En éste caso,  se
trata de un diseño que todavía se en-
cuentra en etapa de estudio.

bre a agricultores de distinto tamaño y
existe apoyo estatal para cofinanciar la
prima. De esta forma,  se protege al
agricultor contra perdidas económicas
al garantizarle recuperar los costos di-
rectos de la inversión, le da mayor sol-
vencia financiera mejorando su capa-
cidad de crédito y le proporciona mayor
seguridad para realizar nuevas inver-
siones.

En el segundo caso, el estableci-
miento de actividades industriales en
los bordes urbanos o en áreas claramen-
te rurales, que generen actividades de
alto riego ambiental, ha llevado a con-
figurar un seguro de protección am-
biental de la producción agrícola. Para
ello se define una  zona de influencia
directa y otra de influencia indirecta,
identificadas como áreas donde la fuen-
te fija contaminante puede provocar
accidentes ambientales que dañen la
calidad de suelos, aguas y producción.
Este seguro se ha aplicado por primera
vez, con motivo de la instalación de un
relleno sanitario en una zona rural,
donde existen explotaciones de frutales
y viñas orientadas al mercado externo
y que por accidente pueden llegar a
sufrir procesos de contaminación. Se
trata de una situación inédita que se
aplica experimentalmente, como me-
dida complementarias a las exigencias

Recuadro 2.3

Instrumentos de protección agrícola: La experiencia chilena
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Capacidad institucional y política

Introducción
En los dos capítulos precedentes se ha

hecho referencia a la situación del desarro-
llo humano en Bolivia. A pesar del logro de
importantes avances, se detectan fuertes
rezagos y limitaciones bajo la actual orien-
tación del crecimiento económico. Se ha
planteado que este modelo de crecimiento,
impulsado bajo el nombre de Nueva Políti-
ca Económica (NPE), a partir de 1985,
muestra no sólo fuertes insuficiencias en los
ritmos de crecimientos requeridos para im-
pulsar el desarrollo nacional y reducir la
vulnerabilidad externa, sino también impac-
tos negativos sobre el empleo, la equidad y
la reducción de la pobreza. En la medida en
que ha postergado a los sectores productivos
que más pueden contribuir a los círculos
virtuosos que se tienden entre generación de
empleo, reducción de la pobreza y dinamis-
mo de los mercados internos, la NPE ha
causado una mayor fragmentación social,
ensanchando las brechas de productividad en
los mercados laborales.

Si la NPE alcanza en el año 2001 su
momento de mayor crisis, el momento en
que se hace necesario repensarla, Bolivia
también se enfrenta a su peor crisis política
desde 1985.

Agobiada por una profunda recesión
económica y una fatiga de las instituciones
políticas, la frágil democracia boliviana ha
llegado a un punto de inflexión del cual no
parece posible salir sin un fortalecimiento de
actores, de instituciones y de estrategia de
desarrollo. Lo cierto es que las transforma-
ciones estatales iniciadas en la crisis de
mediados de los 80, si bien han generado
importantes avances en el plano insti-
tucional y económico, resultan insuficien-
tes para perfilar un nuevo orden estatal fun-

dado en la legitimidad y la eficiencia, capaz
de responder a los retos de la globalización
y de conjugarlos con un modelo económi-
co que promueva el desarrollo humano.

Dicho de otro modo, y como se verá en
el presente capítulo, se requiere avanzar en
nuevos cambios institucionales que a la vez
modernicen y democraticen el funciona-
miento del Estado y el sistema político en
ámbitos tan gravitantes como el sistema de
partidos, el Poder Legislativo y el Poder Ju-
dicial. Este desarrollo institucional no debe
reducirse a una mera racionalización formal
del Estado o su adecuación al modelo eco-
nómico aplicado a partir de 1985. Por el
contrario, debe ser congruente con el tipo de
desarrollo incluyente que aquí se plantea.

Un nuevo tipo de ordenamiento estatal
debe ser capaz de articular proactivamente la
inserción del país en la globalización y el
desarrollo nacional, debe ser capaz de am-
pliar el espacio de lo público en que se de-
baten y deliberan las opciones de desarrollo
(o aspectos concretos de éstas), y ser capaz
de incorporarse en la lógica de redes que
demanda la sociedad de la información y el
conocimiento.

En los años 90, Bolivia fue un país pio-
nero en las reformas político-institucionales:
desde una ambiciosa reforma a la Constitu-
ción, pasando por un notable proceso de
descentralización conocido como Participa-
ción Popular, hasta una cierta transforma-
ción del sistema de justicia. El experimento
reformista de Bolivia había logrado un apa-
rente consenso, al menos entre la sociedad
política del país y había logrado convertirse
en un ejemplo en el ámbito mundial1

¿Cómo se entiende, entonces, que des-
pués de una década y media de aparente pro-

1 Para los objetivos de este capítulo se usa el término sociedad política siguiendo a Linz y Stepan 1996.
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2 En los últimos años, gran parte de la literatura ha enfocado el tema de la consolidación democrática. Ver, por ejemplo, Diamond
2000 y 1997. En este capítulo, en vez de especular sobre las posibilidades de consolidación, el enfoque se dará más bien sobre el
proceso de construcción institucional en Bolivia.

3 El análisis presentado en este capítulo se basa en entrevistas en profundidad con actores y líderes políticos desarrolladas por el
equipo responsable de la elaboración de este Informe durante el año 2001. Estas entrevistas se complementaron con los resultados
de tres grupos focales que contaron con la participación de analistas políticos, parlamentarios y entendidos en la reforma judicial
en Bolivia, respectivamente.

4 Los partidos políticos en Bolivia no han logrado nunca un alto porcentaje en las escalas de confiabilidad.  En las encuestas tomadas
a finales de la década de los 80, apenas lograban 2,7 sobre una escala de 7. Se trata de una proporción que no ha cambiado.
Como se verá más adelante, fue precisamente esta percepción popular la que en parte motivó el proceso de reformas institucionales.

greso institucional y de profundización demo-
crática, Bolivia viva hoy su mayor crisis polí-
tica desde 1985? Dicha crisis sólo se entiende
si se enmarcan los procesos recientes en un
contexto más amplio dado por factores histó-
rico-estructurales de larga data. Se trata bási-
camente de problemas o carencias de insti-
tucionalidad democrática, no resueltos pese al
ciclo de más de quince años en que la demo-
cracia política ha acompañado los esfuerzos de
modernización. Hoy día, estas limitaciones
institucionales, que expresan la tensión en-
tre una larga historia corporativista y pre-
bendalista y las reformas políticas recientes,
constituyen obstáculos para un mayor desa-
rrollo de la democracia y para que puedan
cuajar relaciones más sinérgicas entre demo-
cracia y desarrollo humano.

Este capítulo parte de ello y examina los
procesos históricos recientes de la institu-
cionalidad política que tienen relevancia en la
coyuntura boliviana actual. En dicho análisis
se presta especial atención a las capacidades
políticas del Estado y el sistema de partidos, y
a cómo estas capacidades se reflejan en la cons-
trucción político-institucional. Esto incluye el
tipo de políticas de consolidación del sistema
político y estatal que se persiguieron, las nor-
mas y reglas que se implantaron, y los resulta-
dos que se lograron desde que se inició el pro-
ceso de transición. También se incluye la
relación entre cultura política boliviana y el
proceso de construcción institucional2.

 Se intenta, además, brindar una eva-
luación de la evolución político-institu-
cional entre 1982 y 2002. Se presenta un
análisis de los partidos políticos, el Parla-
mento y el Poder Judicial, tres instancias
determinantes para la institucionalidad vi-
vida en el país desde el proceso de transi-
ción a la democracia3.

1. El Estado cartorial, los partidos políti-
cos y el proceso de reforma

En toda América Latina se ha desatado
un profundo cuestionamiento a los partidos

políticos. Incluso se ha producido la casi
total desaparición de éstos en países como
Venezuela, donde hasta hace no mucho el
sistema de partidos era considerado como la
base fundamental de la estabilidad democrá-
tica. A la vez, la mayoría de los analistas co-
incide en que la democracia en la región es
imposible sin la presencia de partidos polí-
ticos.

La reputación de los partidos políticos,
tanto en Bolivia como en la mayoría de los
países de la región, rara vez ha sido buena.
En general, la sociedad civil no tiene confian-
za ni en los partidos ni en las instituciones
estatales donde participan de manera direc-
ta, como la Legislatura y el Poder Judicial. Al
igual que los partidos, estas instituciones
carecen de la confianza del ciudadano co-
mún, lo que genera un importante déficit de
representación4.

El déficit de representación tiene que ver
con factores histórico-estructurales, así como
con la naturaleza de la cultura política del
país y el tipo y calidad de representación que
se implantó en Bolivia desde la Revolución
Nacional del año 1952. La predominancia,
desde entonces, de los vínculos corpora-
tivistas entre Estado y sociedad es clave para
comprender la incapacidad de los partidos
contemporáneos para establecer lazos de
intermediación con el electorado. La repre-
sentación corporativa parte de la lógica
cooptativa del grupo funcional (trabajadores,
campesinos, empresarios, etc.) y descarta el
vínculo individual o personal con una estruc-
tura mediadora como la de los partidos po-
líticos. Por otra parte, el corporativismo tien-
de a imponer una visión hegemónica en el
sistema político, la de un partido único.
Puede haber pluralismo entre los distintos
segmentos funcionales dentro de un partido,
pero no así entre los distintos partidos, or-
ganizaciones o grupos de interés. Si bien esta
lógica aparece antes de la Revolución Nacio-
nal, fue ésta la que consolidó la representa-
ción corporativista en la cultura política
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boliviana. Una de las característica de la cul-
tura política más difíciles de remplazar ha
sido precisamente ésta. Paradójicamente, se
institucionalizó tanto por las necesidades
electorales como gracias a los intentos de
controlar la movilización social por parte de
los regímenes autoritarios5.

La lógica de la representación corpora-
tivista basada en la cooptación afectó de
manera particular a sectores de lo que hoy se
denomina la sociedad civil. Quizás la versión
más ilustrativa de este tipo de representación
fue la relación entre el MNR y la Central
Obrera Boliviana (COB), aunque también
afectó a la relación del Estado con grupos
campesinos, empresariales y otros. Son pre-
cisamente estos sectores –trabajadores y cam-
pesinos— los que durante el proceso de de-
mocratización de los 80 y 90 sufrieron más
dificultades para relacionarse con el Estado
luego de que entrara en crisis la lógica cor-
porativista.

Todo esto afecta importantemente al
tema institucional y en particular a la cues-
tión de la representación. No en vano distin-
tas fuerzas políticas y sociales intentaron
infructuosamente diseñar mecanismos para
reemplazar al viejo Parlamento, el cual,
como se sabe, está fundamentado en ideas
liberales y en la democracia representativa.
Así, en los años 50 se produjeron intentos
por parte de la COB para establecer una
asamblea de trabajadores. Asimismo, la
COB intentó organizar una Asamblea del
Pueblo en 1971, rechazando a los partidos
tradicionales. En 1974, el gobierno del en-
tonces presidente de facto Banzer, intentó
diseñar una asamblea corporativista dentro
de su Plan por una Nueva Bolivia. Y, final-
mente, en 1980 el muy cuestionado gobier-
no de García Meza trató de remplazar al
Parlamento por una estructura corpora-
tivista llamada Consejo Nacional de Legis-
lación. A pesar de las diferencias ideológicas
de estas experiencias, todas coincidieron en
dos puntos básicos: eliminar a los partidos
tradicionales y establecer mecanismos de
representación funcional-corporativa. En

cada caso el fracaso para establecer una nue-
va legislatura fue seguida por un retorno a la
vieja estructura democrática y representati-
va que se introdujo en Bolivia con la Cons-
titución de 1880. Los dilemas contemporá-
neos de la democracia representativa en
Bolivia tienen mucho que ver con el fracaso
de los militares y del MNR para remplazar
al Congreso con otro tipo de estructura cor-
porativa-orgánica o funcional.

Las expresiones que hoy rechazan la
democracia representativa se asemejan a
aquellas que favorecieron el desmantela-
miento del Parlamento y su reemplazo por
asambleas de todo tipo. No es sorprenden-
te, entonces, que se presenten altos niveles
de rechazo al sistema político, si la sociedad
aún no se define plenamente por la demo-
cracia representativa y por su máxima expre-
sión, el Parlamento y el sistema de partidos.
Lo más probable es que el conflicto entre
estas dos visiones de la representación en
Bolivia continúe indefinidamente.

Este legado explica en parte el dilema
de los partidos políticos en la Bolivia ac-
tual. Estos se hallan acostumbrados a fun-
cionar como vehículos para captar los re-
cursos del Estado y hacerlos circular entre
las clases medias dependientes. Es decir,
en Bolivia los partidos políticos se han
conducido principalmente bajo una di-
námica patrimonialista. En este sentido,
es claro que la dimensión ideológica de
los partidos ha sido permeable, la lealtad
partidaria de la clase política ha sido baja
y los comportamientos partidarios han
respondido más al deseo de acceder a la
influencia política que de establecer pro-
gramas de gobierno. No obstante, los
partidos constituyen un elemento central
de la vida política boliviana, no solamen-
te porque han servido para reclutar a los
futuros líderes del país, sino porque han
sido el principal mecanismo para la insti-
tución y destitución de los esquemas de
gobernabilidad, desde 1985. En otras pa-
labras, los partidos políticos son la cau-
sa de las dificultades que existen para go-
bernar, pero al mismo tiempo constituyen
la única fuente verdadera para una solu-
ción política6.

5 Una ampliación de este argumento se encuentra en  A. Gamarra 1987. En Bolivia, el Estado se encargó de crear varias organizacio-
nes que forman parte de la sociedad civil. Éstas incluyen juntas vecinales y comités cívicos. Es importante enfatizar que en varios
países europeos se ha producido una fusión entre estos dos tipos de representación. A la larga, la clave para resolver este problema
en Bolivia será encontrar alguna formula que logre lo mismo. Ver por ejemplo, Lijphart 1999 y Schmitter 1974.

6 Una argumentación similar la han desarrollado Malloy y Gamarra 1996.
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Desde 1985, cuando se lanza un esque-
ma por el que las coaliciones de partidos se
suceden en el poder, la tarea central de los
partidos políticos consiste en salvar la bre-
cha que establece la Constitución Política
entre el proceso electoral de circulación del
personal político, y el proceso de establecer
gobiernos. La clave ha sido la organización
de elecciones de modo que produzcan go-
biernos con fuerza legislativa y ejecutiva; ésta
ha sido la base de la gobernabilidad en Boli-
via. Entre 1985 y 1997, Bolivia ha tenido
cuatro gobiernos que si bien no soluciona-
ron los graves problemas estructurales del
país, sin lugar a dudas les dieron una nueva
forma, y de esa manera definieron el tipo de
gobernabilidad. (Ver Cuadro 3.1)

En este sentido, entonces, los partidos
políticos han sido cruciales para el desarro-
llo de la vida pública en la Bolivia moderna.
Han sido especialmente importantes en la
formación de los cuatro gobiernos que tuvo
el país desde 1985. Pero si bien los partidos
políticos fueron la piedra angular de la
gobernabilidad, tuvieron límites y problemas
en cuanto a sus construcciones ideológicas
y sus planteamientos políticos. A la vez, los
partidos fracasaron en la articulación de los
intereses de la sociedad civil, al mismo tiem-
po que se fracturaban las viejas estructuras
de representación corporativista. Quizás la
dimensión más problemática de la actuación
de los partidos fue el hecho de que la estra-
tegia de desarrollo económico, implantada
en el país a partir de 1985 demandaba en
primer lugar un desmantelamiento de las
fuentes de recursos estatales que hasta enton-
ces habían nutrido la dinámica patrimonial
del sistema.

En Bolivia, las fuentes no estatales de ri-
queza son limitadas y el acceso a ellas no es
fácil. Por lo tanto, cualquiera que haya sido la
fachada escogida, la dinámica central de la

política siempre ha sido el acceso al produc-
to, mediante la asignación de cargos y pues-
tos gubernamentales entre una clase media
dependiente que no ha tenido acceso a otras
fuentes de acumulación o de riqueza.

A la vez, esta dinámica patrimonialista
ayuda a explicar la constante necesidad de
expandir el tamaño de la versión boliviana
del Estado cartorial, así como también la
prevalencia de la empleomanía en la clase
política7. Los partidos políticos en Bolivia
siempre han dependido mucho más del Es-
tado —por sus recursos— que de las forma-
ciones clasistas o de los grupos de interés o,
peor aún, de la población en general. De
hecho, tan grande ha sido la dependencia
que en cierto sentido los partidos han sido
extensiones del Estado y, por lo tanto, de una
sociedad política que en sí está arraigada en
el Estado, así como otros sectores o clases
están arraigados en la economía o en la so-
ciedad civil8.

Para Helio Jaguaribe, el Estado cartorial
es “un Estado en el cual la burocracia pública
está orientada menos hacia el funcionamien-
to efectivo del servicio público y —a cambio
de apoyo— más hacia la provisión de empleos
parasitarios para la clientela de los sectores
gobernantes”9. El dilema para la sociedad
política boliviana ha sido transformar esta
dinámica patrimonial, dado el contexto de
reformas neoliberales. Así, puede interpretarse
el reciente proceso de reformas como un in-
tento de minimizar el patrimonialismo, sin
suprimirlo. En otras palabras, los partidos
buscaron una formula para preservar ciertas
prerrogativas, cediendo sólo donde sus inte-
reses básicos no se vieron amenazados por el
proceso de reforma.

Para comprender la lógica de la crisis
actual es importante entender cómo los par-
tidos diseñaron esquemas que les permitie-
ran distribuir los cargos gubernamentales

7 Helio Jaguaribe (1972) ha acuñado el concepto de «Estado cartorial», en el que, a cambio de apoyo, la burocracia pública se
orienta menos hacia el cumplimiento efectivo del servicio público y más hacia el suministro de trabajos parasitarios para la clientela
de los sectores gobernantes.

8 Esta característica del Estado cartorial se extiende y reproduce en otras instancias. La dinámica patrimonial que afecta al gobierno
central, por ejemplo, se reproduce a nivel municipal a pesar de la lógica moderna de la Participación Popular. Consultar “Superar el
clientelismo y ampliar la cultura institucional”, en Desarrollo Humano en Bolivia 1998, cap. 6.

9 Jaguaribe 1972, pág. 476. Siguiendo esta explicación para el caso boliviano, Malloy (1970, pág. 7), cita a Merle King: “Cuando el
control sobre las bases económicas del poder se mantiene relativamente estático... un incentivo económico excepcional es el
control del aparato estatal como una dinámica base de poder. Mientras las bases convencionales de poder restringen la movilidad
en el estatus económico, el control del Estado provee una inusual y dinámica ruta a la riqueza y al poder. El contraste entre el
carácter estable de las bases convencionales de poder y la vacilante y no convencional posición del gobierno provoca una compe-
tencia intensa y violenta por el control del gobierno como mecanismo para adquirir y expandir la base de poder y riqueza.”
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entre sus miembros, y a la vez formar gobier-
nos capaces de gobernar. Por lo menos des-
de la Revolución de 1952, los gobiernos han
tenido que encontrar una fórmula de econo-
mía política que les permita administrar el
desarrollo económico y a la vez sostener las
necesidades prebendales del sistema político.
El tema del crecimiento económico es crucial
en términos políticos, porque incluso en el
peor de los casos es necesario generar recur-
sos para sostener al Estado cartorial. Y si el
desarrollo económico generara fuentes alter-
nativas de riqueza y posición social, reduci-

ría los premios involucrados en el juego par-
tidario de la política.

Esta dinámica patrimonial aparece en
todos los sistemas de partidos políticos.
Hasta cierto punto, todos los sistemas polí-
ticos contemporáneos mezclan los principios
y métodos tradicionales de acción política y
los racionales legales. Bolivia no es la excep-
ción. Su problema es más bien las propor-
ciones de la mezcla y los híbridos resultan-
tes. En Bolivia se vislumbra una versión
extrema de un sistema de partidos que es,
salvo por algunos detalles, común a la ma-
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10 Grindle 2001.
11 Esta interpretación se basa en entrevistas con ex ministros de Justicia y miembros del Comité de Modernización del Congreso.

yor parte de América Latina. En nuestro
caso, la dinámica patrimonial sigue domi-
nando el comportamiento de los partidos y
a través de ellos la economía política. Al
menos constituye el núcleo mismo de los
problemas contemporáneos en Bolivia.

Hasta ahora no se ha explicado por qué,
si el prebendalismo constituye la racionali-
dad del sistema, los actores políticos han
impulsado desde 1985 reformas que de
manera acelerada lograron reducir cada vez
más el tamaño del Estado cartorial. El pro-
ceso de privatización reduce los espacios en
los que la sociedad política puede cumplir
con los procedimientos tradicionales del sis-
tema. El mismo lanzamiento de nuevas ins-
tituciones a través de políticas públicas re-
dujo las posibilidades de expansión de la red
de prebendas y recompensas. Se modificaron
las reglas básicas del juego y se introdujo la
variable de la incertidumbre en los resulta-
dos. Como señala Merilee S. Grindle, el pro-
ceso de reforma en Bolivia en alguna medi-
da desestabilizó al sistema de partidos y los
obligó a adecuarse a la nueva realidad10.

Por los menos cinco son las explicacio-
nes que contestan la pregunta de por qué los
actores políticos impulsaron reformas que
limitaron su poder. La primera es la profun-
didad de la crisis de 1985, que llevó a la
conclusión inevitable de que el sistema te-
nía que cambiar. Como señaló en ese mo-
mento Víctor Paz Estenssoro “el país se nos
muere”; aunque el ex Presidente no advirtió
que con el moría también el esquema que
había sustentado a la sociedad política. En
este sentido, el papel cumplido por el lide-
razgo específico de los partidos es importan-
te. Como se ha señalado en trabajos anterio-
res, el proceso de reforma y la construcción
de una democracia pactada fue más el pro-
ducto del accionar de individuos como Paz
Estenssoro, Banzer, Sánchez de Lozada, y Paz
Zamora, que de los partidos que lideraban.
Por este motivo, en varios momentos de los
últimos 16 años, los conflictos internos se
manifestaron intensamente cuando los par-
tidos se dieron cuenta de que el proceso de
reformas que sus lideres habían impulsado
también habían minado sus posibilidades de
acceso a la prebenda estatal.

La segunda explicación es que la refor-
ma institucional en Bolivia se convirtió en

un importante valor electoral. Este es el caso,
por ejemplo, del Plan de Todos del MNR,
lanzado en 1993 y que impulsó un impor-
tante proceso de transformación desde la
Revolución Nacional. Sin embargo, es obvio
que quizás con la excepción de algunos de
los gestores de este Plan, la clase política en
general no se dio cuenta de que estaba a-
probando reformas que podría significar su
total transformación. Pero es también evi-
dente que los partidos reaccionaron a la cre-
ciente desconfianza y al rechazo popular, que
midieron principalmente por encuestas. Esta
reacción se evidenció especialmente en la re-
forma electoral y los acuerdos partidistas de
1991, que resolvieron profundizar la cultu-
ra del pacto e impulsar varias reformas para
mejorar los vínculos con la sociedad civil, a
fin de preservar el sistema o por lo menos
prevenir su colapso.

Una tercera explicación es la presión
internacional sobre el proceso de reforma
institucional en Bolivia. Desde 1985, y
como resultado del papel de Bolivia en la
industria de las drogas ilícitas, Estados Uni-
dos ha tomado especial interés en el país y
en particular en el proceso de reforma del Po-
der Judicial. Las presiones en este sentido a
veces fueron sutiles y, en otras ocasiones, pú-
blicas y directas. En el campo de la reforma
legislativa la presión no fue tan clara, pero
hubo asistencia extranjera durante todo el
tiempo de elaboración de la reforma, desde
su conceptualización hasta su implemen-
tación. En otras palabras, es probable que el
proceso de reforma y construcción insti-
tucional en Bolivia no hubiese sucedido en
la medida y forma en la que ocurrió sin la
presión y presencia de agencias internacio-
nales11.

La cuarta explicación proviene de la de-
bacle de la Central Obrera Boliviana, como
consecuencia de la crisis de la minería. El
debilitamiento de la institución social y la-
boral más importante del país planteó la ne-
cesidad de reconfigurar el orden político, y
de construir otro escenario para los juegos
políticos. Este es un factor especialmente im-
portante para explicar el nuevo papel de los
partidos políticos.

Finalmente, la quinta explicación se re-
fiere al papel que cumplen los medios de
comunicación social en el juego político. Por
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un lado, los medios se han convertido en es-
pacios de representación social, espacios que
los partidos políticos no han sido capaces
copar. Por otro, el juego político actual es un
juego mediático, es decir, la política se cons-
truye desde los medios. El capítulo siguien-
te de este Informe desarrolla estos temas.

En síntesis, puede sostenerse que el Es-
tado cartorial no se ha transformado radi-
calmente sino que ha experimentado refor-
mas parciales e inconclusas, vale decir, una
suerte de “agiornamento”, sin dejar empe-
ro de ser cartorial.

En las dos secciones que siguen se eva-
lúa el proceso de reforma en el Parlamen-
to y en el Poder Judicial. A través de estos
dos procesos de reforma se puede analizar
con mayor detalle el comportamiento de
los partidos políticos y la forma en la que
intentaron construir su capacidad
institucional. Al impulsar estos dos pro-
cesos de reforma y construcción
institucional, los partidos tuvieron que
lidiar específicamente con la transforma-
ción del Estado cartorial.

2. El Congreso Nacional: las reformas in-
completas

Los intentos por reformar o modernizar
el Congreso Nacional tuvieron su impulso
inicial en los primeros días de la transición a
la democracia en Bolivia. La naturaleza de la
competencia electoral le da a esta institución

12 Dice el Artículo  90 de la Constitución Política, modificado por las reformas del año 1994: “Si en las elecciones generales ninguna
de las formulas obtuviera la mayoría absoluta de los sufragios válidos, el Congreso elegirá por mayoría absoluta, en votación oral
y nominal, entre las dos formulas que hubiesen obtenido el mayor número de sufragios válidos. En caso de empate, se repetirá la
votación dos veces consecutivas, en forma oral y nominal. De persistir el empate, se proclamará Presidente y Vicepresidente a los
candidatos que hubieran logrado la mayoría simple de sufragios válidos en la elección general. La elección y el cómputo se harán
en sesión pública y permanente por tiempo y materia”.

13 Encuesta de ILDIS 1998. Curiosamente, el Congreso nunca ha logrado obtener gran apoyo popular.

un papel fundamental en la elección del Jefe
de Estado. Desde 1979, todos los presiden-
tes han sido elegidos finalmente por el Con-
greso12. El resultado ha sido que el Congreso
Nacional ha logrado un nivel de ascendencia in-
usual en un sistema donde el Poder Ejecuti-
vo siempre ha sido dominante. El Poder
Legislativo se convirtió en el centro del con-
senso y la negociación política, pero a la vez
ha sido completamente incapaz de cumplir con
sus funciones de representar, fiscalizar y le-
gislar. La gran paradoja es que, casi desde el
principio, las encuestas revelaron un bajísi-
mo nivel de confianza pública en la institu-
ción. Es decir, desde el principio el Congre-
so Nacional era la institución más importante
de la democracia, pero el apoyo popular que
atraía era bajo13. También había un alto ni-
vel de desconfianza de los partidos políticos.
Se comprendió que era importante comen-
zar la construcción de la institucionalidad en
el Parlamento.

Desde la óptica de la construcción insti-
tucional, revistió la mayor importancia la
casi total inexperiencia de los miembros del
Parlamento, la pésima infraestructura, la fal-
ta de recursos y la ausencia de mecanismos
para desarrollar de pleno actividades desti-
nadas a legislar y fiscalizar. Lo más notable,
sin embargo, fue el hecho de que los repre-
sentantes y senadores eran elegidos por un
sistema de representación proporcional que
garantizaba que el ciudadano común no ten-
ga la menor idea de quién era su repre-

La fiscalización y el Congreso Nacional
Entre 1982 y 1985, las actividades del Congreso Nacional se caracterizaron más por

su función fiscalizadora que por su actividad legisladora. No sorprende ver los datos que
revelan la cantidad de minutas de comunicación, peticiones de informe a ministros, o
inter pelaciones que se presentaron durante este período.  Caracterizado por un enfrenta-
miento generalizado con el Poder Ejecutivo, durante esta época, el Congreso parecía ha-
ber aceptado la lógica de que como había elegido al Presidente, se reservaba también el
derecho de revocarle el mandato.  Por otra parte, era notable la incapacidad del Poder
Ejecutivo para sostener su coalición y a la vez la fortaleza de la coalición de oposición
entre ADN y MNR en el seno del Parlamento. Este enfrentamiento de poderes sirvió para
que desde un principio la legislatura sufriera de bajos niveles de apoyo popular.

Fuente: Elaboración propia.

Recuadro 3.1
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sentante. Dadas estas características, y la di-
námica suma cero entre el Ejecutivo y el Le-
gislativo, no es sorprendente que la institu-
ción más importante, porque elegía al Jefe
de Estado, fuera también la más ineficiente
e impopular.

Recién hacia 1987 el Parlamento em-
pezó a considerar seriamente la posibilidad
de modernizar sus instalaciones y activida-
des. La directiva del Congreso se reunió con
miembros de USAID para considerar pro-
yectos de asistencia que permitieran moder-
nizar las relaciones entre el Ejecutivo y el
Legislativo. Los fondos de asistencia al Le-
gislativo que comenzaron a fluir en 1989, no
fueron suficientes considerando el trabajo
que se requería realizar; algunos de ellos si-
guieron llegando en 199414. El propósito
original de la asistencia extranjera al Legis-
lativo era mejorar la capacidad del Congre-
so para la gestión de proyectos de ley. Poste-
riormente, la asistencia se extendió a la
capacitación de legisladores, asesores y otro
personal. Se lograron además fondos para
automatizar el archivo y se establecieron
unidades de investigación. Posteriormente,
se abrieron otras fuentes de financiamiento
externo que hoy incluyen el apoyo del Ban-
co Interamericano de Desarrollo, de la Fun-
dación Konrad Adenauer y del gobierno
Danés, entre otros15.

La historia de la asistencia externa debe ser
observada dentro de un contexto: la evolución
y construcción institucional del Parlamento
desde 1985. A su vez, para entender este pro-
ceso resulta crucial entender el papel cumpli-
do por los vicepresidentes en su condición de
presidentes natos del Congreso. Jaime Paz
Zamora fue quizás el que menos atención le
prestó al parlamento cuando ocupó el cargo
de vicepresidente entre 1982 y 1983. No es
sorprendente entonces que durante esa época,
en la que gobernaba la UDP, el Parlamento
fuese incapaz de preocuparse por la construc-
ción institucional. Entre 1985 y 1989, el vi-
cepresidente Julio Garret Ayllón presidió a un
grupo de legisladores que propusieron cam-
bios significativos en la ley electoral, el regla-
mento de debates y otras reglas de procedi-
miento interno. Sin embargo, poco se logró
más allá de gestionar el primer proyecto finan-
ciado por USAID.

No fue hasta la elección del vicepresi-
dente Luis Ossio (1989-1993) que el Parla-
mento no sólo fue capaz de gestionar asisten-
cia externa, sino también de impulsar un
proceso de modernización interna. Es im-
portante notar que los parlamentarios de la
época le dieron importancia a la reforma en
parte como reacción a las constantes críticas
que recibían de parte de analistas, medios de
comunicación, y del público en general. Pero
es también notable que para comienzos de
los 90, Bolivia ya contara con un experimen-
tado grupo de legisladores, algunos de cua-
les habían logrado una década de experien-
cia. Es precisamente un selecto grupo de
legisladores que, reunido en una comisión
especial de modernización del Congreso,
tomó la iniciativa de construir la insti-
tucionalidad del Parlamento. Se trataba de
un conjunto de personalidades políticas con
vocación institucionalista moderna, y que
podían constituir, a la larga, el núcleo fun-
damental de expansión de las capacidades
político-institucionales de la sociedad bo-
liviana.

El papel reformista de la Vicepresiden-
cia continuó a pasos acelerados en la gestión
de Víctor Hugo Cárdenas entre 1993 y
1997, en la cual no sólo se implementó el
proyecto de USAID, sino que se expandie-
ron las fuentes de apoyo externo, atrayendo
de esa manera financiamiento complemen-
tario de parte del BID, la Konrad Adenauer
y otras agencias. Además de gestionar e
implementar esta asistencia externa, duran-
te esta época el Congreso Nacional aprobó
todas las reformas a la Constitución, la Ley de
Participación Popular, la Ley de Capitaliza-
ción y otras que transformaron la estructu-
ra del Estado. El cambio de gestión, en 1997,
produjo cambios en el proceso de construc-
ción institucional: se cambió de rumbo y de
prioridades. Las instituciones creadas con
financiamiento de USAID pasaron a un se-
gundo plano, se congeló el funcionamiento
de la Comisión de Modernización del Con-
greso. Principalmente por estar ocupado en
otras tareas de gobierno, el vicepresidente
Quiroga le dio poca continuidad a esta ta-
rea dentro del Parlamento. El Congreso Na-
cional, sin embargo, sí logró finalmente
aprobar un nuevo reglamento de debates, así

14 Es el caso, por ejemplo, del financiamiento que prestaba USAID.
15 Después de 1997, la asistencia de USAID se orientó hacia la capacitación de los diputados uninominales.
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como otras leyes de mucha importancia
como la de aduanas y la de la reforma judi-
cial. Una actividad de gran importancia se
inició en 1997, con la puesta en marcha del
Programa Nacional de Gobernabilidad
(PRONAGOB), financiado por el BID, y en
el cual el vicepresidente Quiroga jugó un
papel central.

En este contexto evolucionó el Congre-
so durante la década de los 90. Probablemen-
te es correcto concluir que después de una
década de modernización, el Parlamento ha
logrado mejorar la capacidad de sus unida-
des, elaborando así mejores proyectos de ley.
Es también cierto que los archivos están
notablemente en mejores condiciones que en
1982. La capacitación de los asesores y del
personal del Congreso probablemente ha
logrado mejores funcionarios. Es posible
evaluar estos logros simplemente observan-
do la notable infraestructura que ha adqui-
rido el Congreso Nacional desde 1985. Más
difícil, sin embargo, es medir la calidad de
la representación y del legislador. No es tan
fácil medir el impacto que tuvo la moderni-
zación de la infraestructura sobre la calidad
del representante y el grado de contacto que
éste tuvo con su distrito. Si simplemente se
usaran los índices de confianza institucional
provistos por las encuestas, el resultado se-
ría notoriamente negativo. Después de una
década de modernización, el Congreso Na-
cional no ha logrado mejorar su deteriorada
imagen pública.

2.1. Los pasos en la construcción insti-
tucional

La llegada de Luis Ossio a la Vicepresi-
dencia mejoró notablemente las posibilida-
des de construcción institucional. Ossio te-
nía ya una larga carrera legislativa y formaba
parte un grupo de legisladores interesados en
la reforma de la institución. Como Vicepre-
sidente del país y Presidente del Congreso,
Ossio no sólo logró impulsar las reformas
sino también motivar a otros legisladores de
los distintos partidos a trabajar hacia la
modernización del Congreso. Según el mis-
mo Ossio, la clave no fue solo su elección
como Vicepresidente, sino la reelección de
un importante grupo de legisladores de igual

criterio16. El éxito de Ossio fue moderado;
durante su gestión hizo varios viajes al ex-
tranjero a fin de lograr apoyo para su proyec-
to, incluso una visita a la Unión Parla-
mentaria Internacional (International
Parliamentary Union-IPU), donde solicitó
asistencia para la modernización de la Legis-
latura. La IPU colaboró en la difusión de la
solicitud boliviana y, de alguna manera, ésta
coincidió con los proyectos que en ese mo-
mento diseñaba un equipo de USAID.

Ossio, al igual que muchos legisladores
bolivianos de la época, expresó algunas pre-
ocupaciones respecto a la posibilidad de
obtener financiamiento de USAID para el
proyecto de modernización. En 1985 la asis-
tencia de esta agencia al proceso electoral
había sido rechazada por temor al inter-
vencionismo norteamericano. Por este mo-
tivo, Ossio prefirió trabajar directamente
con una universidad; fue así que en 1992 se
seleccionó a la State University of  New York
(SUNY) como la agencia de implemen-
tación17.

El principal logro de esta asistencia fue la
creación de una Oficina Técnica de Presupues-
to (OTP). A través de esta nueva unidad, y con
la presencia de expertos norteamericanos en
temas fiscales, se capacitó a los miembros del
Congreso en temas presupuestarios. Inclusi-
ve se llegó a publicar un manual sobre temas
fiscales para uso de los representantes. Ossio
y el equipo de SUNY procedieron además a
establecer un Centro de Investigación del
Congreso Nacional (CICON), cuya respon-
sabilidad sería proporcionar a todos los sena-
dores y representantes asistencia en la elabo-
ración de proyectos de ley.

Estas nuevas unidades —especialmente
la OTP— trabajaron muy bien con el gru-
po de legisladores agrupados en torno a la
Comisión de Modernización del Congreso.

La idea de establecer unidades aparti-
distas que tengan la predisposición de cola-
borar con cualquier legislador, independien-
temente de su militancia, fue un notable
esfuerzo, considerando la profunda politiza-
ción del Congreso Nacional. No tardaron en
surgir acusaciones de que la OTP, que depen-
día del Presidente de la Comisión de Pre-

16 Entrevista con Luis Ossio.
17 SUNY se hizo cargo del proyecto con financiamiento de inicial de USAID por un monto de 622.000 dólares. Estos fondos fueron

utilizados para la contratación de personal, consultores internacionales y para cubrir los gastos de SUNY en Bolivia. Fondos de
contraparte se utilizaron para cubrir los programas de capacitación, compra de equipos, etc.
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supuesto de la Cámara Baja, se había conver-
tido en el instrumento personal de este di-
putado.

Aun en el caso de que esta acusación
haya sido errada, el vínculo de la OTP con
un solo miembro del Congreso y la canali-
zación de solicitudes a través de la Comisión
que éste presidía dio la impresión de que la
unidad de apoyo estaba diseñada solamente
para apoyar sus intereses personales.

Las quejas no terminaron ahí. Miem-
bros del Senado se quejaron de que el vín-
culo de la OTP con la comisión impedía que
esa unidad sirviera a las necesidades de la
Cámara Alta. Estas quejas ilustran las difi-
cultades que caracterizan cualquier esfuerzo

de construcción institucional. La inaugura-
ción y la posterior reestructuración de la
OTP coincidieron con el proceso eleccio-
nario de 1993, así que las acusaciones deben
ser puestas en este contexto (Recuadro3.2).

Uno de los pasos más importantes en la
historia de la modernización del Congreso
Nacional se debería haber dado cuando en
el presupuesto anual de la institución se asig-
naron 100.000 dólares para estabilizar las
actividades del CICON, y para asegurar que
esta unidad se institucionalizaría cuando la
asistencia externa terminase. Para Cárdenas,
el financiamiento dio una clara señal del
compromiso a largo plazo del Parlamento18.
En los hechos, ni esta partida, ni las que lle-

Recuadro 3.2

18 Cuando finalizó el proyecto de SUNY, además de la OTP, el CICON incluía una Unidad de Información e Investigación (UII) y una
Unidad de Anteproyectos de Ley (UAL). Aunque el CICON aún existe, su importancia relativa es casi nula. En entrevistas con
diputados durante mayo de 2001, se detectó que muchos de ellos ni siquiera sabían de su existencia y que aquellos que sí la
conocían le asignaban poca relevancia. En gran medida, el anonimato del CICON se debe a que está ubicada en el edificio de la
Vicepresidencia, a varias cuadras de los edificios del Congreso Nacional.

El vicepresidente y la modernización del Congreso

Fuente: Elaboración propia.

* Entrevistas con Victor Hugo Cárdenas y con el diputado Carvajal, quien fuera prominente miembro de la Comisión de Modernización del Congreso.

** Entrevistas con Cárdenas y otros miembros de la CMC.

De gran importancia fue en los años
90 el papel cumplido por la Vicepresiden-
cia en la reforma del Congreso. Si Luis Ossio
impulsó la reforma inicial, la llegada de
Víctor Hugo Cárdenas a la Vicepresidencia
le dio una inusual importancia al proyecto
de modernización del Congreso. Según
Cárdenas, su papel se hizo más difícil por
el hecho de que no contaba con una base
partidaria y los legisladores más comprome-
tidos con su proyecto estaban en los parti-
dos opositores* Es así que, entre 1993 y
1997, el programa de modernización evo-
lucionó gracias al empuje de Cárdenas y a
su relación con la Comisión de Moderniza-
ción del Congreso (CMC).

El Vicepresidente Cárdenas intentó
fortalecer el rol de la CMC; al menos bus-
có y obtuvo un estatus permanente para este
grupo ad hoc que había sido establecido du-
rante el anterior período legislativo. El
CMC contaba con una presencia multi-
partidaria y bicameral, algo que le daría al
CICON y sus respectivas unidades, inclu-
yendo la OTP, una especie de “board of
advisors” para guiar el proceso. Más allá de

la retórica, sólo un reducido grupo de con-
gresales participaba de manera regular en
el CMC**. Los problemas de convocatoria
de Cárdenas atañen más a la oficina de la
Vicepresidencia en sí, aunque fueron qui-
zás más agudos durante su administración.
Es importante recordar la publicación del
libro de Ossio, titulado La Quinta Rueda
del Carro, que refleja la visión predomi-
nante de que la Vicepresidencia es princi-
palmente un despacho protocolar.

El papel del vicepresidente es clave
para entender el proceso de construcción
institucional en el Congreso Nacional. En
el caso de Cárdenas se dieron situaciones
como cuando el Poder Ejecutivo decidió
cortar el suministro de información sobre el
Presupuesto a la OTP. Aunque se logró res-
taurar el flujo de información, Cárdenas se
vio constantemente enfrentado al gabinete
y a miembros del MNR, quienes le asigna-
ban poca importancia a sus impulsos mo-
dernizadores en el Congreso Nacional.

A diferencia de sus antecesores, el Vi-
cepresidente Quiroga se encontró con una
buena cantidad de donantes extranjeros, la

mayoría producto de las gestiones interna-
cionales de Cárdenas. Pero también se en-
contró con un proyecto no renovado con
SUNY y un notable nivel de desarticula-
ción en las prioridades de la reforma. Con
algunas excepciones, la mayoría de los
miembros del CMC pasaron a cumplir fun-
ciones tales como las de ministros en el ga-
binete del nuevo gobierno. Otros no lo-
graron reelegirse y algunos simplemente
perdieron interés en el proceso. La partici-
pación personal del Vicepresidente Quiroga
en la modernización del Congreso remplazó
de manera efectiva el papel que antes cum-
plió la CMC. Además, según Quiroga, el
CICON y la CMC eran percibidos cada vez
más por los miembros de Congreso como
ONG internas que sólo hacían “lobby” para
conseguir partidas presupuestarias. Al final,
esta actividad llevó a su aislamiento y su vir-
tual deceso. Finalmente, Quiroga sostiene que
sin el CICON y la CMC, y gracias a su pro-
pio involucramiento, el Congreso Nacional
aprobó su Ley Orgánica, un reglamento de
debates y otras importantes leyes que han
contribuido a hacer más efectiva su labor.
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19 Una iniciativa de gran relevancia, que impulsó el Congreso y la Vicepresidencia, fue el Programa de Reforma Institucional, financia-
do por el BID, por un monto de 50 millones de dólares y que dio lugar a reformas como el Estatuto del Funcionario Público, la
institucionalización de la Aduana y de la Renta, etc.

garon de Alemania, Dinamarca y del BID,
fueron suficientes para mantener el impul-
so que habían logrado generar Ossio y Cár-
denas. A partir del arribo de Quiroga, el
cambio de prioridades fue notable y la mo-
dernización del Congreso Nacional cambió
radicalmente.

A mediados de los 90 parecía que los
esfuerzos modernizadores se consolidarían.
En 1995 se formalizó el CML en la estruc-
tura de comisiones del Congreso. Desde
1995, el CML debía ser presidido por el
Vicepresidente y compuesto por un grupo
multipartidario de legisladores y su función
debía ser la de encargarse de la gestión y fis-
calización de todos los intentos de moderni-
zación del Parlamento. En este esquema, el
CICON se convertiría en el instrumento por
medio del cual el CML adelantaría su agen-
da de reforma. Los ex-integrantes del CML
entrevistados hacen referencia al nuevo pro-
yecto de reglamento de debates como la con-
tribución más importante que se logró du-
rante este período.

El proceso de reforma y de construcción
institucional en el Congreso Nacional fue
siempre afectado por la pugna entre los par-
tidos de las distintas coaliciones que gober-
naron Bolivia desde 1985.Estas pugnas se
magnifican especialmente durante el cambio
anual de directivas de las cámaras. Los cam-
bios en las directivas de las cámaras, así como
el cambio de Vicepresidente cada cuatro
años (ahora cinco), afectaron el impulso de
los procesos de modernización. Algunas di-
rectivas parecían identificarse plenamente
con las propuestas reformistas, mientras que
otras demostraban poco interés o simple-
mente planteaban otra agenda de moderni-
zación.

El tema de las directivas anuales es im-
portante no sólo desde el punto de vista del
compromiso de cada una de ellas con los
procesos de modernización, sino también
porque estas rotaciones afectan la estabilidad
de las comisiones. Al rotar las directivas de
las cámaras también rotan los directorios de
las comisiones. Aunque en la práctica mu-
chos legisladores sobreviven a los cambios
anuales, se pierde la valiosa experiencia ad-
quirida por aquellos que simplemente cum-

plían funciones temporales en las comisio-
nes. Visto desde una óptica distinta, la clave
del funcionamiento de las comisiones y de
las directivas camarales en Parlamentos
institucionalizados ha sido la especialización
de sus miembros a través del servicio por
largo tiempo.

Esto lleva a una observación adicional.
Los procesos de construcción institucional
parecen ser lineales e irreversibles en países
donde las legislaturas son estables y donde
cumplen un papel legislativo, fiscalizador y
representativo importante. Pero es también
cierto que aun en esos casos, estos procesos
a veces sufren serios reveses y hasta notables
regresiones. Es por eso que a pesar de los
esfuerzos que se hicieron para modernizar el
Parlamento boliviano desde 1990, todo pue-
de quedar en el olvido y el Congreso Nacio-
nal continuar siendo una institución inefi-
ciente e incapaz de cumplir su función
constitucional de manera adecuada19.

2.2. La función legislativa del Congreso Na-
cional

Durante la transición a la democracia,
el Congreso cumplió a medias su rol legisla-
tivo, en gran medida por culpa de la lógica
del momento (el Congreso se consagró a fis-
calizar a los gobiernos autoritarios). Para
muchos, el golpe de julio de 1980, protago-
nizado por el General Luis García Meza, fue
en gran medida producto de las investigacio-
nes del Congreso a las actividades militares.

Después de 1982 y durante tres años, el
Congreso que controlaba el MNR de Paz
Estenssoro y la ADN de Banzer, gravemen-
te enfrentado al gobierno de la UDP, fue más
un ente de fiscalización del Poder Ejecutivo
que un cuerpo legislativo efectivo. Además,
los diputados y senadores carecían de prác-
tica en el arte de la representación de los
intereses de los distritos que supuestamente
representaban.

Lo cierto es que entonces el Congreso,
en ausencia de una coherente coalición
oficialista, lograba paralizar la acciones del
Poder Ejecutivo. Para ella su actividad se li-
mitó al envío constante de minutas de comu-
nicación, peticiones de informe escrito y
oral, e interpelaciones al Ejecutivo. Las le-
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20 Deheza 2001. Estudio en realización sobre el Parlamento boliviano en el Latin American and Caribbean Center of Miami.
21 Este importante trabajo está siendo realizado por Ivana Deheza, que prepara un estudio sobre el Parlamento boliviano.
22 Véase el nuevo reglamento de debates y la Ley Orgánica del Congreso Nacional.

yes que aprobó el Congreso, con pocas ex-
cepciones, fueron principalmente de escaso
significado. Las comisiones funcionaban
mal, los asesores eran pocos e ineficientes, y
el archivo y la infraestructura en general era
deficiente.

Estas características cambiaron de ma-
nera dramática después del lanzamiento de
la Nueva Política Económica en 1985, y la
presencia de una fuerte coalición oficialista
en el Congreso. En poco tiempo, éste se con-
virtió en el escenario en el que se lucía la
coalición de gobierno. Dejó de ser un lugar
donde se fiscalizaban las actividades del Eje-
cutivo y a pasó a ser –a través de las coali-
ciones— un eficiente instrumento de la
gobernabilidad en Bolivia.

Aunque las minutas de comunicación
para el Ejecutivo se siguieron enviando, fue
notable la reducción del número de inter-
pelaciones al gabinete. El Parlamento co-
menzó a aprobar leyes, entre ellas la del pre-
supuesto, algo que no había logrado desde
los años 40. Como lo ha demostrado Ivana
Deheza, contrariamente a lo que se supone,
después de 1985 el Congreso cumplió una
labor legislativa relativamente efectiva20. Pre-
sentó abundantes proyectos de ley y los apro-
bó. Respondió efectivamente a las iniciativas
del Ejecutivo, lo que facilitó la implementación
de las reformas económicas, estatales y socia-
les.

Es importante anotar que desde el año
1985 se aprobó un importante número de
leyes, lo cual sugiere que la institución cum-
plió por demás con su función legislativa.
Además, si se analiza la autoría de los pro-
yectos de ley, muchos se sorprenderán en-
contrando que la mayoría tienen su origen
en una de las dos cámaras. Sin embargo,
cuando se observa el tipo de leyes que apro-
bó el Legislativo, queda muy claro que las le-
yes fundamentales que se aprobaron du-
rante este período (tales como la Ley de
Pensiones, la Ley de Capitalización, la Ley
de Participación Popular) tuvieron su origen
en el Poder Ejecutivo y que, la mayoría de
las veces, funcionó el «rodillo» de la coalición
en el poder21.

Una observación final respecto a la fun-
ción legislativa se refiere al funcionamiento

de las comisiones. Desde 1982, y durante la
mayor parte del período de democracia pac-
tada, el pleno fue el lugar donde se concen-
tró el trabajo de aprobación de las leyes. Esta
característica era en gran medida producto
de un reglamento de debates de principios
de siglo XX, escrito para una legislatura
mucho menos compleja que la actual. Según
los expertos que se ha entrevistado para la
elaboración de este capítulo, el nuevo regla-
mento de debates cambiará de manera fun-
damental esta realidad. El trabajo más inten-
so lo realizarán las comisiones y el plenario
servirá simplemente para la ratificación del
trabajo de éstas22.

Como se observó anteriormente, el for-
talecimiento de las comisiones es fundamen-
tal para mejorar la calidad de los proyectos
de ley que se presentan al Parlamento. Los
proyectos de modernización intentan abor-
dar este tema, particularmente a través de la
capacitación de los asesores. Luego de la
implementación del nuevo reglamento de
debates, que en esencia transfiere casi toda
la responsabilidad legislativa a las comisio-
nes, será aun de mayor importancia que és-
tas puedan lograr un grado de especialización
en los temas específicos que tratan.

2.3. La representación y el Congreso Nacio-
nal

Hemos señalado que el desarrollo polí-
tico-institucional del país debe ser congruen-
te con lo propuesto en los capítulos anterio-
res, a saber, una modernización incluyente y
una política económica que promueva un
mayor desarrollo humano. Tal desarrollo
político-institucional debe apuntar a fortale-
cer lo público como un espacio de delibera-
ción en el que todos los actores de la socie-
dad puedan hacerse oír o representar.

En este marco, uno de los más discutidos
problemas de Bolivia es el déficit de represen-
tación. Dicho déficit se ha caracterizado sobre
todo por la falta de contacto entre los parti-
dos políticos y la sociedad civil, y en menor
medida por las limitaciones representativas del
Parlamento y sus miembros. Sin embargo, no
puede hablarse de déficit de representatividad
sin evaluar el comportamiento de los repre-
sentante nacionales y su relación con sus
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partidos, por una parte, y con la forma en la
que son elegidos, por otra23. En especial por-
que, para muchos, estas relaciones provocan
añoranza por esquemas de representación más
corporativistas.

En agosto de 1994, el Congreso apro-
bó una nueva Constitución. Entre las refor-
mas relevantes de la versión anterior se en-
cuentran la ampliación del mandato del
presidente y los legisladores a cinco años, y
la elección del 50% de la Cámara Baja por
un sistema uninominal. En 1997, la mitad
de la Cámara de Diputados fue elegida so-
bre la base de la uninominalidad.

La lógica detrás de los uninominales
era la de intentar superar la brecha o el di-
vorcio entre la sociedad y los partidos polí-
ticos. Producto de una intensa discusión
dentro de los partidos, y posteriormente
dentro del Congreso Nacional, este sistema
refleja la preocupación respecto al generali-
zado sentimiento de que el Legislativo no
sólo es inoperante, sino que los legisladores
no representan a nadie más que al jefe de sus
respectivos partidos. En efecto, las listas
plurinominales son elaboradas dentro de
cada partido y la mayoría de los bolivianos
no saben quiénes son sus representantes.
Esto se agrava cuando individuos que ni si-
quiera viven en los distritos que representan
son elegidos por el mérito de su conexión
con el jefe del partido.

La uninominalidad, usada ampliamen-
te en sistemas presidenciales como los Es-
tados Unidos y en algunos países europeos
con sistema parlamentario (Gran Bretaña y
Alemania), ha sido vista generalmente
como un buen mecanismo para obligar a
los representantes a desarrollar contactos es-
pecíficos con los distritos que representa.

Esta idea cobró forma en Bolivia en
1993, durante la carrera por la presidencia,
y particularmente dentro del MNR, cuyo
líder fue muy influido por asesores norte-
americanos que propugnaban no sólo la
uninominalidad sino también el parlamen-
tarismo. La hipótesis de que, a través de los
uninominales, los partidos lograrían mejo-
rar la calidad de la representación, sigue sien-
do un tema de estudio. Sólo existe un traba-
jo que hace un detallado análisis de la
experiencia de los uninominales y concluye

que ésta, lejos de haber mejorado la calidad
de la representación, más bien presenta una
serie de problemas24. Las entrevistas con
uninominales realizadas para este Informe
ratifican los dilemas y problemas de este tipo
de representación, pero a la vez sugieren que
no sólo es muy temprano para analizar de
manera definitiva el papel cumplido por los
uninominales, sino que la madre del proble-
ma radica en el predominio de los pluri-
nominales y la dependencia de todos los re-
presentantes respecto a los partidos políticos.

Esta última observación es particular-
mente importante en el contexto de la des-
centralización administrativa que, a través de
la Participación Popular, se viene llevando a
cabo en Bolivia desde 1994.

Entre los problemas más mencionados
por los uninominales entrevistados se en-
cuentran los siguientes:

— Falta de experiencia legislativa.

— Choque de funciones con concejales mu-
nicipales.

— Competencia con diputados plurino-
minales.

— Sentimiento de que los uninominales son
diputados de segunda categoría.

— Sentimiento de que los plurinominales,
especialmente los reelectos, discriminan
a los uninominales por su falta de expe-
riencia legislativa.

— Falta de apoyo institucional (carencia de
oficinas, material de trabajo) a los uni-
nominales.

— Abandono del Parlamento por parte de
algunos uninominales, para perseguir
otros objetivos políticos (ser alcaldes,
prefectos, etc.)

— Dependencia del partido (y no del dis-
trito o del mismo individuo) para la se-
lección del diputado uninominal.

En resumidas cuentas, dos problemas
parecen ser claves para entender el dilema de
la representación uninominal. Primero, la
forma en la que se selecciona al candidato;
contrariamente a la lógica de este sistema, los
partidos son los que eligen al candidato. Pero
el problema fundamental parece ser la falta

23 Ver el trabajo de Tapia 2000.
24 Consultar Culver y Ferrufino 2000.
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de experiencia legislativa de los elegidos, que
frena la actividad del diputado en su distri-
to y minimiza su efectividad dentro del mis-
mo parlamento. Es decir, para que los unino-
minales logren ser efectivos representantes de
sus distritos, necesitan mejorar su “home-
style” y su conocimiento de cómo funciona
la Cámara Baja.

3. La reforma judicial
La reforma judicial ha sido un tema de

gran importancia en Bolivia por lo menos
desde mediados de la década de los 80. Cobró
impulso por el interés de algunos países en la
aplicación de políticas antinarcóticos.

Los intentos bolivianos de reforma care-
cían de recursos y el tema mismo se veía, en
un contexto de crisis y recuperación, como
políticamente difícil. Sin embargo, el diagnós-
tico del sistema de justicia en Bolivia mostra-
ba una dramática situación. Se veía a una ins-
titución en crisis, incapaz de lidiar con las
innumerables demandas del público y con las
estructuras judiciales heredadas, que habían
sido diseñadas para funcionar bajo gobiernos
autoritarios.

Desde el comienzo de la reforma, el inte-
rés principal fue mejorar la eficiencia del sis-
tema judicial, particularmente, reducir el nú-
mero de casos pendientes en las diferentes
instancias del sistema. Se trataba también de
mejorar la percepción popular sobre la admi-
nistración de justicia, dado el bajo nivel de
apoyo logrado por esta institución en todas las
encuestas desde finales de la década de los 80.
Es obvio que también se encontraban en me-
dio los intereses de algunas agencias interna-
cionales, actores políticos específicos y otros.

Lo peculiar del caso boliviano es que, a
principios de la década de los 90, el país se
sumió en una fiebre de reformas sin paralelo
en América Latina. Dentro de ellas, las del
sistema judicial fueron particularmente im-
portantes.

En este contexto, entender las motivacio-
nes de los actores es una tarea difícil. Es espe-
cialmente difícil explicar la motivación de los
actores políticos para reformar un sistema de
justicia cuya ineficiencia y falta de transparen-
cia crónica favorecían los intereses de vastos

sectores de la sociedad política. Porque las re-
formas al sistema podían afectar no sólo las
conveniencias específicas de algunos políticos,
sino el comportamiento del sistema de parti-
dos en su conjunto.

Desde la óptica de este Informe, lo im-
portante es que al final el proceso de refor-
mas parece haber generado resultados inte-
resantes para la democracia boliviana.

Llegar a un consenso dentro de la socie-
dad política para hacer la reforma judicial fue
muy complicado. Se logró en parte durante
las grandes transformaciones políticas de
1991, y luego en el proceso de reforma cons-
titucional.

La acción de los grupos de la sociedad
civil boliviana es más difícil de medir. A pe-
sar de la falta de popularidad de la institu-
ción, no se dieron grandes manifestaciones
solicitando la reforma judicial. La empresa
privada sí solicitó que se compatibilizara el
sistema judicial con las reformas de apertu-
ra económica, pero tampoco puede decirse
que ejerciera una presión importante. Es más
claro, en cambio, el papel cumplido por las
agencias internacionales y algunos indivi-
duos que gestaron e impulsaron las refor-
mas25.

Es probable que el diagnóstico de
ILANUD de 1992 haya proporcionado la base
inicial para la reforma judicial en Bolivia. En
este diagnóstico trabajaron importantes abo-
gados bolivianos que luego pasarían a formar
parte de la Corte Suprema de Justicia. Este
diagnóstico, junto con otros, facilitó la adqui-
sición de conocimientos sobre las reformas
realizadas en otros países de la región. Visto
desde cualquier punto de vista, el hecho de
que instituciones extranjeras participaran en
la reforma judicial fue notable, pues en un
pasado no muy lejano, cualquier intento ex-
terno de esta índole hubiese sido visto como
injerencia en los asuntos internos del país26.

USAID proporcionó un paquete de asis-
tencia judicial por un valor de 15 millones
de dólares, además de otros 8 millones para
la reforma policial. USAID trabajó con la
Corte Suprema y el Ministerio de Justicia, e
implementó sus proyectos a través de agen-
cias consultoras norteamericanas. Durante

25 Por ejemplo, USAID trajo a Bolivia toda la experiencia de las reformas judiciales de Centroamérica y otros lugares de la región. Los
políticos que estuvieron al tanto de este proceso, reconocen la importancia del papel desempeñado por esta agencia de coopera-
ción en el diseño del contenido de las reformas, pero, sobre todo, en la forma en la cual se llevaron adelante.

26 El informe de ILANUD concluyó que el sistema penal en Bolivia sufría los siguientes problemas: retardación de justicia, selectividad
de casos, falta de acceso ciudadano  y  una profunda corrupción.
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27 En Bolivia cualquier modificación a la Constitución debe ser aprobada en dos períodos legislativos. Primero es necesario que una
legislatura apruebe una  ley sobre la necesidad de reforma constitucional y, luego, que una segunda legislatura apruebe propia-
mente las reformas.  En este caso,  la Ley de Necesidad de Reforma fue aprobada el año 1993, durante el gobierno de Paz Zamora,
y la aprobación de las reformas la hizo la legislatura  elegida junto con el gobierno del Sánchez de Lozada, el mismo año. Para
muchos, este mecanismo es demasiado lento y obstaculiza las reformas. La historia de las reformas constitucionales en América
Latina demuestra que los procesos lentos tienden a generar mejores resultados, por la necesidad que entonces se presenta de
construir alianzas con sectores de oposición. Dicho de otra manera, el conservadurismo del proceso de reforma constitucional en
Bolivia ha obligado a los partidos políticos a pactar y le ha dado una importante dosis de estabilidad al sistema.

28 Entrevista con Rene Blattman. La oposición a la eliminación de prisión por deuda es mencionada como un ejemplo de la moviliza-
ción en contra de la reforma. Según Blattman, sin embargo, Bolivia debe ser el único país en el mundo donde los presos se
declararon en huelga para apoyar un proyecto de ley, justamente éste.

29 Según los encargados del diseño del proceso, no contaron con un apoyo muy grande del gobierno de Sánchez de Lozada.

toda la década de los 90, USAID proporcio-
nó cursos de capacitación, asistencia técni-
ca y “study tours.” De mayor importancia
fue el hecho de que USAID estableció nexos
de cooperación con otras agencias extran-
jeras como la GTZ, el Banco Mundial,
COSUDE, y otras que han apoyado de ma-
nera significativa el proceso de reforma ju-
dicial.

3.1. El contexto político de la reforma judi-
cial en Bolivia

Para entender el proceso de reforma ju-
dicial es importante ponerlo en el contexto
político que lo generó. Durante el gobierno de
Sánchez de Lozada (1993-1997), se aprobó
una serie de leyes y se ratificó la reforma cons-
titucional, la cual permitió posteriormente la
reforma judicial. En 1993 se aprobó la Ley de
Organización Judicial y en 1994 la nueva
Constitución autorizó el establecimiento de
un Tribunal Constitucional, un Consejo de la
Judicatura, un Ministerio Público y una
Defensoría del Pueblo. Para llegar a esto fue
necesario contar con el apoyo de los partidos
de la coalición gobernante y de los partidos de
oposición. Desde cualquier punto de vista,
este logro fue muy significativo. En alguna
medida refleja la naturaleza de las coaliciones
políticas que en ese entonces, a pesar de estar
influidas por las clásicas presiones prebendales
o patrimoniales, respondían también a la ne-
cesidad de llevar adelante las reformas27.

Como era de esperarse, el proceso no
estuvo libre de controversia y de enfren-
tamientos: desde conflictos entre agencias
de financiamiento internacional y la Cor-
te Suprema, hasta conflictos entre parti-
dos políticos sobre el contenido de la re-
forma. Además, se movilizaron en contra
varios gremios, incluyendo al Colegio de
Abogados. Eventualmente, fueron las re-
laciones entre los principales actores las
que primaron y las que marcaron el ritmo
y el contenido de la reforma.

Durante el período de Sánchez de Lo-
zada, las relaciones entre el recién creado

Ministerio de Justicia, con su ministro René
Blattman, y las agencias internacionales pa-
rece haber sido la clave para el diseño de las
reformas. Blattman impulsó reformas que
posteriormente lo transformaron en el mi-
nistro más popular del gabinete. Pero, como
señala él mismo, su popularidad le costó el
apoyo de los sectores más vinculados al sis-
tema de administración de justicia28. Sin em-
bargo, a pesar del papel desempeñado por
Blattman, el proceso de reforma judicial pasó
a tercer o cuarto lugar de importancia para
el gobierno de Sánchez de Lozada, quien se
concentró sobre todo en la capitalización de
empresas estatales y la Ley de Participación
Popular 29. En un sentido, el ambicioso pro-
ceso de reforma lanzado por el gobierno del
MNR era un arma de doble filo. Se había
convertido en una gran oportunidad de
transformar el Estado a través de legislación
y, a la vez, en un proceso político que podría
afectar positiva o negativamente las posibi-
lidades de éxito en futuras competencias
electorales. Ello quizá explique, en cierto
grado, la dilatación que sufrió la reforma
judicial en esa época.

Cuando el presidente Banzer asumió la
Presidencia, en 1997, el Tribunal Constitu-
cional, el Consejo de la Judicatura y la
Defensoría del Pueblo existían como man-
dato de la Constitución de 1994, pero la
reglamentación de estas instituciones no
había sido aprobada. Además, el Código de
Procedimiento Penal de los años 70 estaba
aún vigente. Como ya se mencionó, este
Código fue desarrollado en un contexto au-
toritario e inconsistente con las nuevas pre-
visiones constitucionales y con la democra-
cia boliviana. Así que para algunos quizá sea
paradójico que la prioridad de la administra-
ción Banzer haya sido la reforma de este
Código.

El gobierno de Banzer introdujo la re-
glamentación de las instituciones judiciales
creadas por la Constitución y logró que el
Congreso aprobara el nuevo Código de Pro-
cedimiento Penal, que se encuentra vigente
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desde el 31 de mayo de 2001. En 1997 se
aprobó la reglamentación de la Defensoría
del Pueblo, otra institución que en poco
tiempo ha ejercido un impacto fundamen-
tal en el país. Un análisis objetivo del pro-
ceso de construcción institucional en Boli-
via revela que dos gobiernos –a pesar de ser
enemigos políticos y a pesar de que el con-
texto de las reformas estaba minado por las
batallas políticas— lograron transformar de
manera fundamental el proceso judicial en
Bolivia.

3.2. Una evaluación preliminar de la reforma
judicial en Bolivia

Para evaluar el proceso de construcción
institucional y su impacto sobre el sistema
de justicia, es necesario enfocar por lo me-
nos cuatro aspectos: el nivel de independen-
cia del poder judicial; el grado de acceso del
ciudadano a la justicia; el nivel de eficien-
cia del sistema; y el grado en el que los me-
canismos de resolución de conflictos fueron
mejorados en el país 30.

En términos generales, se concluye que
el proceso de reforma ha sido notorio en
estas cuatro dimensiones; inclusive en algu-
nos casos los avances son mayores de lo que
se podría esperar para un período tan corto.
Sin embargo, es también obvio que el pro-
ceso de reforma es incipiente y que los obs-
táculos son aún enormes. El escollo princi-
pal radica en el hecho de que el sistema
judicial en Bolivia depende aún demasiado
del sistema de partidos, por lo que su inde-
pendencia, a pesar de las modificaciones es-
tructurales, sigue estando seriamente com-
prometida.

3.2.1. La independencia del sistema

Es por demás conocido que la indepen-
dencia del sistema judicial en Bolivia, como
en muchos países de la región latinoamerica-
na, ha sido reiteradamente puesta en duda.
La separación de poderes en la Constitución
no garantiza la independencia del sistema ju-
dicial31. Desde la transición a la democracia,
la independencia de la justicia en Bolivia se ha
visto históricamente afectada por dos fuerzas
concretas: la influencia directa de los partidos
políticos, en particular de los que controlan el
Poder Ejecutivo, y una profunda cultura de
corrupción que transformó a las cortes, jue-

ces y abogados en eficientes administradores
de los chantajes legales. Afortunadamente,
Bolivia no ha experimentado el tipo de violen-
cia contra jueces y cortes que han sufrido paí-
ses como Colombia y Perú, en los cuales se usa
el terrorismo para controlar la actuación de los
jueces.

Si bien la independencia del sistema
judicial dentro del esquema de separación de
poderes es algo deseable, es también impor-
tante recordar que demasiada independen-
cia contribuye a la aparición de una judica-
tura que no respeta normas y no emite fallos,
y en la que los jueces no responden a nadie32.

En otras palabras, el proceso de reforma
en Bolivia intenta conceder independencia
al sistema y, a la vez, establecer mecanismos
de “accountability”, una tarea por demás
difícil en cualquier país del mundo.

La tarea ha sido difícil y los críticos son
muchos. La visión que predomina está pre-
sente en las siguientes opiniones de dos im-
portantes participantes del proceso de refor-
ma:

A) La clase política traslada sus vicios a
la democracia... porque cuando se está ad-
ministrando el gobierno, en lo primero que
piensan las coaliciones de partidos que están
en el gobierno, bajo el pretexto de la gober-
nabilidad, es en no desprenderse de determi-
nados espacios de poder... a través de una
eventual correlación de fuerzas mayoritarias
buscan a como dé lugar tener un Poder Ju-
dicial subordinado a sus intereses político
partidarios... En la práctica, hasta hoy las
nuevas instituciones judiciales están absolu-
tamente subordinadas al poder político, su-
midas en un mundo de corrupción, de ino-
perancia y de mediocridad profesional...
[En] la formación del Poder Judicial, desde
los cargos más altos en la Corte Suprema
hasta el último cargo de funcionario, el re-
quisito sine qua non es la militancia parti-
daria; si no eres movimientista, adenista,
mirista u otras istas, no tienes la posibilidad
de consolidarte en esos cargos.

B) En este proceso de reformas tiene
mucho que ver la subalternización del Poder
Judicial al Poder Ejecutivo, y esto empieza
con los nombramientos de jueces... con el
hecho de mantener a jueces, fiscales y otros

30 Consultar Prillman 2000.
31 El ex Ministro de Justicia, René Blattman, se refiere a la ausencia de los “checks and balances” tradicionales en un sistema

presidencialista.
32 Entrevista con un ex Ministro de Justicia.
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Recuadro 3.3

El sistema judicial y la resolución de conflictos

Fuente: Elaboración propia en base a Defensoría del Pueblo 2000.

Un análisis detallado del impacto del
proceso de reforma judicial sobre la capaci-
dad del país para resolver conflictos no es
posible por las limitaciones de espacio. Es
obvio también que, dado el poco tiempo de
vigencia que tienen la Defensa Pública den-
tro del Ministerio de Justicia y la Defensoría
del Pueblo, no es posible hacer un análisis
definitivo. Sin embargo, el período de con-
vulsión social que se vivió en el país en los
últimos dos años quizás examinó de manera
muy fuerte la potencialidad de estas institu-
ciones.

Defensa Pública
La oficina de los defensores públicos fue

creada dentro del Ministerio de Justicia, en
1993, y desde entonces ha mejorado mucho
la capacidad del sistema de resolver conflic-
tos. Durante la década pasada surgieron de-
fensores públicos, se capacitó al personal, se
tuvo acceso a asistencia técnica, y en alguna
ocasión se proporcionaron sueldos con dine-
ro de agencias internacionales para los defen-
sores.

La importancia de los defensores públi-
cos radica en el hecho de que por primera vez
en la historia del país los pobres y los indi-
gentes tienen acceso a un defensor gratuito.
Según el Ministerio de Justicia, en el año
2001, son 160 los defensores públicos que
proporcionan servicios a 54% de los indivi-
duos que ingresan en las prisiones bolivianas.

Antes de su creación, la defensa públi-
ca y gratuita no existía y la representación
legal era determinada principalmente por las
conexiones políticas del acusado y/o el acceso
de éste a recursos financieros. En otras pala-
bras, la mayoría de los presos en Bolivia no
tenían acceso a defensa alguna. En los últi-
mos siete años, esta dependencia gradualmen-
te ha mejorado el tamaño de su staff, las ca-
lificaciones del mismo, y ha aumentado el
número de casos en los que ha trabajado.
Según datos del Ministerio de Justicia, hasta

finales de 1999 esta oficina había atendido
17.826 casos, logrando la absolución de
13.332 presos. El Ministerio de Justicia tam-
bién argumenta que los defensores públicos
son abogados altamente calificados, algo que
se evidencia por su nombramiento a altos
cargos judiciales vacantes, así como también
a cargos en el Ministerio Público.

Sin embargo, a pesar de todo lo positi-
vo que se puede decir sobre esta oficina, su
sustentabilidad está cuestionada por la falta
de recursos. El apoyo de USAID terminó a
finales del año 2000; es posible que otros do-
nantes surjan para llenar el vacío. Además,
no está claro que el propio Ministerio de Jus-
ticia vea como necesario incluir esta unidad
dentro de sus prioridades legislativas. Así que
la viabilidad financiera de esta oficina es
crucial.

La Defensoría del Pueblo
Sin lugar a dudas, y a pesar de que re-

cién funciona desde hace tres años, la Defen-
soría del Pueblo es el punto más destacado del
proceso de reforma judicial en Bolivia. En la
parte conceptual desempeñaron un papel
importante donantes extranjeros como el
PNUD, COSUDE, DANIDA, DFID y, en
mucho menor escala, USAID. Estas agencias
lograron hacer conocer en Bolivia experien-
cias de otros países donde instituciones simi-
lares ya existían. Además, proporcionaron
asistencia técnica en la elaboración de la le-
gislación que eventualmente fue aprobada.
Como se dice en el texto, mientras esta ofici-
na fue creada durante el período de Sánchez
de Lozada, no fue sino hasta el año 98 que
se logró reglamentar su funcionamiento.

Desde que comenzó a operar, en enero
de 1998, la Defensoría ha tenido un impac-
to que es observable en el número de casos que
esta oficina ha atendido. Entre enero y mar-
zo de 1999, 7,610 casos fueron planteados
a las seis oficinas regionales de la Defensoría.
Un análisis más cuidadoso de la resolución

de los casos, entre marzo de 1998 y agosto de
1999, revela que el 86% fue resueltos (es
decir, que se hizo todo lo que se pudo o se los
remitió al Centro de Orientación de la Ciu-
dadanía, que informa al ciudadano sobre sus
derechos y los papeles que cumplen las insti-
tuciones del Estado).

La Defensoría es una de las institucio-
nes con mayor credibilidad en Bolivia. Bajo
cualquier punto de vista, esto debe ser toma-
do como algo positivo en un sistema caracte-
rizado hasta ahora por la desconfianza ciu-
dadana y la falta de acceso del ciudadano
común.

La influencia de la Defensoría no está
limitada al manejo de quejas ciudadanas;
también ejerce cierta autoridad moral. Por
ejemplo, en abril del 2000, cuando el gobier-
no del presidente Banzer detuvo y confinó a
líderes sindicales durante un estado de sitio,
la Defensoría presentó un habeas corpus a la
Corte Suprema y logró la libertad de 21 de-
tenidos. Según la Defensora, el gobierno la-
mentó este tipo de fiscalización, señalando
que otros gobiernos habían utilizado estados
de sitio para lidiar con el malestar social. La
Defensora argumentó que antes no había una
Defensoría, pero ahora que existía simple-
mente estaba cumpliendo su misión. El que
el gobierno sólo pudiera sostener el estado de
sitio por 12 días tuvo mucho que ver con la
fiscalización ejercida por la Defensoría.

La Defensoría ha tenido un impacto
positivo en el poco tiempo transcurrido des-
de su creación; sin embargo, aún no ha uti-
lizado su capacidad real. Por ejemplo, pre-
senta sus conclusiones al Congreso Nacional,
pero tanto el Congreso como las instituciones
que son investigadas, como la policía y las
Fuerzas Armadas, pocas veces responden. Las
críticas más severas a la Defensoría lamen-
tan su falta de capacidad investigativa, que
podría servir para asegurar que cualquier
reclamo por una violación a los derechos sea
apoyado con datos fidedignos.
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operadores del sistema judicial en situación
de interinato (fenece su mandato y los de-
jan indefinidamente en los cargos)... Así, el
juez subalternizado se convierte en absolu-
tamente maleable...

Para entender el proceso de reformas
judiciales en Bolivia es importante conside-
rar el papel desempeñado por la cooperación
internacional, cuya influencia también afecta
la independencia del sistema. Se podría ar-
gumentar que la reforma judicial boliviana
no fue impulsada por la voluntad política de
uno u otro gobierno, sino por la presión de
los donantes extranjeros en función de los
intereses específicos de sus respectivos paí-
ses. En otras palabras, también en ese caso
resulta que la independencia del Poder Ju-
dicial ha sido afectada33.

Es aún muy temprano para evaluar defi-
nitivamente el impacto de las reformas sobre
la independencia del Poder Judicial. Sin em-
bargo, está claro que la independencia del
Poder Judicial dependerá mucho de la rela-
ción que se establezca entre las reformas y el
sistema de partidos. Los entrevistados para la
elaboración de este documento sostienen la te-
sis de que la despolitización del sistema de jus-
ticia no ha sido posible y que los intentos de
parte de distintos gobiernos de controlar al Po-
der Judicial continuarán a pesar de las refor-
mas.

3.2.2. Transparencia, eficiencia y acceso a la
justicia

Sería fácil concluir que las reformas a la
justicia en Bolivia están lejos de mejorar la
transparencia, eficacia y el acceso ciudadano
al sistema. Probablemente es muy temprano
para lanzar este tipo de conclusión y lo más
justo sería decir que al menos se han estable-
cido mecanismos que a la larga tienen la
capacidad de lograr cambios sistémicos pro-
fundos.

Cualquier análisis de la eficiencia del sis-
tema de justicia en Bolivia concluiría que éste
era un caso extremo de un patrón común en
América Latina. La excesiva burocratización
de una institución pública provocó una admi-
nistración de justicia extremadamente lenta e
ineficiente. El sistema en Bolivia se caracteri-
zaba por la existencia de una compleja red de
instituciones y un proceso verdaderamente bi-

zantino. De este modo, lograr que el sistema
de justicia cumpliera aun el más simple pro-
cedimiento era cosa de días, meses, y hasta
años. En casos extremos, por ejemplo, los acu-
sados de crímenes menores pasaban hasta años
en la cárcel antes de que el sistema los proce-
sara. Esta ineficiencia era evidente también en
el comportamiento del personal encargado de
la administración de justicia34.

Considerando los análisis de institucio-
nes como ILANUD, USAID y el Banco
Mundial, antes de la reforma, no es sorpren-
dente que ésta hayan dado tanto énfasis a la
“desburocratización” del Poder Judicial, que
fue planteada como una necesaria moderni-
zación que acomodara el sistema de justicia
al proceso de transformación que el país ve-
nía experimentando en otros campos, y tam-
bién para mantener al país al día de las co-
rrientes internacionales en el tema judicial.

El problema del acceso a la justicia en
Bolivia es ampliamente conocido. Está cla-
ro que un gran porcentaje de la población
considera que el sistema es inaccesible. Exis-
ten varios factores que han contribuido a esta
situación. En primer lugar, el hecho de que,
en un país grande y pobre como Bolivia, el
sistema de justicia no tenía (ni tendrá en
poco tiempo) presencia física en todo el país.
Este problema es una evidencia específica de
la crónica debilidad del Estado, que no lo-
gra establecerse a lo largo y ancho del terri-
torio nacional. Es posible que el proceso de
participación popular y el reconocimiento
del derecho consuetudinario puedan estable-
cer la presencia del Estado, por una parte, y
mejorar el acceso a la justicia, por la otra.
Hoy no se tiene suficiente información para
llegar a una conclusión definitiva.

La ausencia de cortes judiciales en luga-
res remotos del país es un problema serio,
pero más seria aún es la ausencia de perso-
nal calificado. En los sectores rurales este
problema es extremo, como lo señala el es-
tudio del Banco Mundial35. Los jueces pre-
fieren cumplir sus papeles en las grandes ciu-
dades del país, dejando al campo sin acceso
al sistema.

Quizás el problema histórico más sig-
nificativo haya sido la ausencia de un sis-
tema de defensores públicos que sirva a la

33 Entrevistas con oficiales de USAID/Bolivia.
34 El mejor análisis del sistema judicial en Bolivia antes de las reformas se encuentra en World Bank 1994.
35 Ver Judicial Reform Project pág. 7.
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población que no cuenta con recursos eco-
nómicos. Los que cuentan con recursos, en
cambio, no sólo podían contratar a los me-
jores abogados, sino también ejercer presio-
nes para que el sistema actuase en su favor.
Como se verá más adelante, la reforma de
justicia ha introducido un sistema de defen-
sores públicos que, potencialmente, puede
ayudar a enfrentar el problema. A la vez, está
por demás claro que el centenar de defenso-
res públicos que existe actualmente simple-
mente no da abasto.

Finalmente, la falta de acceso a la justi-
cia también tiene que ver con el carácter
multicultural y multilingüe del país. En este
sentido, las reformas son un paso extrema-
damente positivo, pues establecen y reco-
nocen procesos consuetudinarios, y el uso
de idiomas nativos en los procesos.

3.2.3. El proceso y los resultados de la refor-
ma

En cierto sentido, las bases para mejo-
rar la eficiencia del sistema y el acceso a la
justicia se establecieron a través del proceso
de reforma. Los logros aún no se pueden
evaluar por lo temprano de este análisis. La
infraestructura institucional y la capacita-
ción del personal en las que se ha trabajado
son una base, aunque esta infraestructura no
sea suficiente —pero sí necesaria— para lo-
grar un sistema judicial más efectivo y acce-
sible. Dicho de otra manera, se ha construi-
do la infraestructura imprescindible para
desburocratizar al sistema; ahora falta el paso
más serio, que es consolidar una nueva cul-
tura judicial.

Para algunos, el diagnóstico de ILANUD
proporcionó el ímpetu intelectual para la re-
forma de justicia. Pero la reforma fue también
concebida por algunos individuos que desde
posiciones claves dentro y fuera de los gobier-
nos lograron impulsarla. Los protagonistas del
proceso señalan además el apoyo de agencias
como USAID y la GTZ, no sólo en el finan-
ciamiento sino también en la redacción de
piezas claves de la legislación.

Entre 1993 y 2001, la estructura del sis-
tema de justicia en Bolivia fue transforma-
da por completo. Este fue un esfuerzo que
involucró a dos gobiernos y que, como se
anotó, requirió un intenso proceso de cola-
boración entre los poderes Ejecutivo y Le-
gislativo. El Ministerio de Justicia, creado en
1993, señaló como su tarea prioritaria el di-
seño de leyes que facilitarían la reforma. Se

crearon varias instituciones entre las que
destacan:

—Un Ministerio Público independiente.

—La Defensoría del Pueblo, para la protec-
ción de los derechos humanos.

—El Consejo de la Judicatura, para propor-
cionar la estructura administrativa al
Poder Judicial, y para fiscalizarlo.

—El Tribunal Constitucional, cuyo propó-
sito es interpretar la Constitución y pro-
porcionar “jurisprudencia” constitucio-
nal.

Entre 1995 y 1998 se dedicó mucho
esfuerzo a la reglamentación de las leyes que
pondrían en funcionamiento estas institu-
ciones.

Finalmente, en 1998 se estableció el Con-
sejo de la Judicatura y en 1999 se creó el Tri-
bunal Constitucional. La presencia de estas
instituciones fortalece potencialmente la inde-
pendencia judicial, y la separación de poderes
en el sentido más amplio de «chequeos y ba-
lances» dentro de la estructura del Estado. Pero
es aún muy temprano para evaluar si estas es-
tructuras han logrado este objetivo. Por el
momento, la serie de conflictos y problemas
que se dan en algunas de estas instituciones es
la predecible. Pero también hay logros. Por
ejemplo, el Tribunal Constitucional ha juga-
do un papel clave en momentos difíciles, como
la transmisión de mando del General Banzer
al presidente Jorge Quiroga.

En junio del 2000, la decisión del Con-
sejo de la Judicatura de remover a varios jue-
ces sobre la base de sus propias investiga-
ciones fue declarada improcedente por el
Tribunal Constitucional, quien juzgó que el
Consejo se había tomado atribuciones que
no le correspondían. Esta decisión, por más
acertada que fuere, aumentó el desprestigio
del Consejo y también le recortó atribucio-
nes. A pesar de la controversia generada por
esta decisión, el Tribunal Constitucional
pareció haber ganado prestigio.

Una situación interesante se produjo en
el Ministerio Público, el cual, en vez de con-
tratar nuevo personal para llenar vacancias,
concedió mejoras salariales al personal exis-
tente. Según algunos de los entrevistados, en
algún momento hubo un vacío institucional,
porque sólo se llenó el 60 por ciento de los
puestos vacantes. El problema tuvo matices
políticos serios, debido al interés del Congre-
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so Nacional de llenar esas vacancias con
militantes de partidos políticos. Sin embar-
go, el Ministerio Público contrató un con-
sultor independiente, quien diseñó, con
financiamiento externo, un sistema de con-
tratación de personal basado en un concur-
so de méritos.

Dentro del mar de reformas se destaca
el diseño e implementación del Nuevo Có-
digo de Procedimiento Penal. El Código vi-
gente en Bolivia, conocido también como
Código Banzer por haber sido elaborado
bajo el gobierno de facto del General Banzer
en la década de los 70, daba poca importan-
cia a derechos civiles y políticos, especial-
mente a aquellos garantizados por la refor-
ma constitucional del año 1994. Redactar un
nuevo Código no fue fácil: requirió 85 días
de consideración en la Cámara de Diputa-
dos y 29 en el Senado, y fue aprobado en
marzo de 1999, puesto en vigencia parcial en
mayo del 2000, y en vigencia total en mayo
de 2001.

Los beneficios del nuevo Código no se-
rán evidentes por mucho tiempo aunque sus
promotores piensan que llevará a juicios ora-
les mucho más transparentes, tasas menores
de encarcelamiento previo a juicio, y el re-
conocimiento del derecho comunitario, de
modo que se permita un mejor acceso de los
sectores rurales al sistema. Estos beneficios
tardarán en verse mientras jueces, abogados,
policías y otros se capaciten. Quizás de aún
más larga duración será el cambio de cultu-
ra: en los primeros meses de vigencia el pú-
blico reaccionó negativamente, por ejemplo,
al enterarse que individuos acusados de crí-
menes podían ser liberados al recurrir a la
nueva ley de fianza juratoria.

Finalmente, cabe mencionar que desde
que empezó el proceso de reforma judicial en
Bolivia, las distintas agencias de desarrollo de
varios países han desatado lo que uno de los
entrevistados por este informe calificó como
fiebre de «seminaritis». Parecería que la coope-
ración internacional en general piensa que
éstos son la única y la mejor forma de capaci-
tar a los funcionarios. Estos seminarios y ta-
lleres dirigidos a jueces, magistrados, procura-
dores, investigadores policiales y abogados
cubrieron temas diversos: desde administra-
ción de cortes, resolución de conflictos y ma-
nejo de casos, hasta sesiones específicas sobre
el funcionamiento de los nuevos códigos y
leyes. Para algunos, los seminarios lograron

poco y simplemente contribuyeron al ausen-
tismo de los funcionarios. Otros, sin embar-
go, ven en estos seminarios la única vía de
mejorar los recursos humanos dentro del sis-
tema.

Es difícil evaluar el impacto de estos
seminarios y talleres sobre el desarrollo de la
capacidad institucional del sistema de justi-
cia en Bolivia. No está claro que el entrena-
miento de funcionarios haya tenido aún un
impacto directo sobre la eficiencia y trans-
parencia del sistema. Es probable, sin embar-
go, que sin esta fiebre de talleres y semina-
rios, los funcionarios judiciales no tendrían
la más mínima idea del funcionamiento del
nuevo sistema.

Los seminarios y talleres deberían conti-
nuar por un tiempo indefinido por dos moti-
vos fundamentales: El sistema es nuevo y po-
nerlo en funcionamiento no será cosa de
meses. El nuevo sistema se basa en la premisa
de un cambio de cultura judicial radical, cosa
que no sucederá de inmediato. Por otra parte,
algunos funcionarios que pasaron por los ta-
lleres y seminarios, entrevistados para la ela-
boración de este documento, manifestaron
que éstos fueron de gran utilidad especialmen-
te en el manejo de casos. Pero a la vez dejaron
saber que no serán los que lograrán transfor-
mar al sistema judicial boliviano de lo que es,
un sistema excluyente, corrupto, y lento, para
convertirlo en uno más justo, eficiente, inde-
pendiente y abierto.

A modo de conclusión: institucionalidad
y capacidades políticas

La evaluación de tres instituciones bá-
sicas de la democracia boliviana, hecha en
este trabajo, revela un proceso acelerado de
reforma, pero no necesariamente uno de
construcción de institucionalidad y capaci-
dad política. Surge más bien una paradóji-
ca situación en la cual el proceso mismo de
reforma contribuye a la fragilidad del sis-
tema político y a la deslegitimación del mis-
mo. Y esta situación lleva a la conclusión que
la institucionalización de la democracia en
Bolivia no es un proceso lineal, que está ca-
racterizado por avances y retrocesos.

La experiencia de Bolivia de la última
década revela uno de los procesos más inten-
sos de reforma política en el hemisferio. En
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este período se intentó modificar las normas
y reglas del sistema y se diseñaron nuevas
instituciones políticas. Los resultados de este
proceso son aun inciertos, aunque es impor-
tante poner énfasis en el hecho de que no se
ha interrumpido el proceso democrático y las
reformas han logrado importantes modifica-
ciones en el comportamiento político boli-
viano. Sin embargo, estos cambios de com-
portamiento no indican aún la presencia de
una cultura política democrática, ni impli-
can que las instituciones democráticas en
Bolivia hayan logrado construir una mayor
capacidad de representación ciudadana.

En la democracia boliviana aún no exis-
te un equilibrio entre lo institucional, lo re-
presentativo y lo ciudadano. En este senti-
do, es notorio que la sociedad política
boliviana, compuesta principalmente por
partidos políticos, intente responder a su
propia falta de legitimidad a través de las re-
formas. En el trabajo que se hizo para pre-
parar este capítulo se intentó entender las
motivaciones de los actores políticos y se lle-
gó a la conclusión que las reformas fueron
producto de una lectura acertada de la crisis
de representatividad de las instituciones que
ellos componen. Las reformas intentaron,
entonces, lograr dos cosas: profundizar la
capacidad de representación del sistema
político y, a la vez, preservar los privilegios
de la sociedad política. En esta dicotomía
radica la falta de equilibrio entre lo insti-
tucional, lo representativo y lo ciudadano.

El dilema central para la sociedad política
boliviana ha sido cómo continuar la expan-
sión del Estado cartorial y, a la vez, impul-
sar reformas que necesariamente minan las
bases sobre las cuales se construyó el sistema
prebendal, el cual bloqueó tanto la repre-
sentatividad como el ejercicio de la ciudada-
nía democrática.

Mejorar la representatividad y superar
las trabas del prebendalismo histórico es la
tarea más difícil a la que se enfrenta la de-
mocracia boliviana, tanto en lo referido al
sistema de partidos como al Parlamento. Tal
como se ha visto, el proceso de reforma en
Bolivia des-estabilizó a la sociedad política
tradicional sin suprimir del todo las lógicas
corporativistas y prebendalistas. Dicho de
otra manera, en la Bolivia actual conviven e
interactúan, en todas las instituciones polí-
ticas, los reformistas y los patrimonialistas.
No se ha podido, hasta ahora, orientar las
reformas hacia la construcción de un mo-
delo estatal que amplíe y promueva espacios
de representatividad y deliberación ciuda-
danas, y que sirva de bisagra para conciliar
la democracia política con un desarrollo in-
cluyente. Sólo semejante orientación en las
reformas permitiría aumentar la confianza
de los distintos sectores de la sociedad civil
en las instituciones políticas. Y esa confian-
za, a su vez, es fundamental para que el Es-
tado pueda desempeñar el rol que le corres-
ponde en la reorientación del desarrollo
económico.
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Introducción
La construcción de una cultura deli-

berativa enfrenta varios desafíos, vinculados
éstos a las transformaciones políticas que se
han producido  en las dos últimas décadas.
En el capítulo precedente se abordaron las
transformaciones del ámbito político-insti-
tucional, y se planteó la necesidad de pro-
fundizar las reformas para expandir los es-
pacios de representatividad y deliberación
ciudadana dentro del sistema político y de
los poderes del Estado.  En este capítulo se
verá la creciente influencia de los medios
de comunicación masiva, particularmente
la televisión, en el ejercicio de la democra-
cia y de la política.

Si la política ha cambiado con la demo-
cratización, la democracia representativa asu-
mió otro rostro con los mass-media, al me-
nos en lo que se refiere a la disputa electoral
y la gestión gubernamental. El resultado de
este proceso es la “problematización” de la re-
presentación política, que se caracteriza por el
agotamiento de la “democracia pactada” (evi-
denciada en la crítica generalizada al papel de
los partidos), y por la incursión de actores so-
ciales en el escenario mediático, con fuertes de-
mandas étnico-culturales.

Por otra parte, en el mundo de la comu-
nicación social se ha modificado el régimen de
propiedad de periódicos y canales mediante la
privatización, la concentración y la transna-
cionalización.  Y en su dinámica institucional,
la comunicación social ha incorporado nuevas
pautas de relación entre periodistas y políticos,
y también entre empresarios mediáticos y ac-
tores políticos, todo lo cual refleja  una muta-
ción general en el vínculo entre los mass-me-
dia y el sistema de partidos1.

La confluencia de los dos fenómenos
recién mencionados concurren en la confi-
guración de un nuevo escenario político.  En
este nuevo escenario es necesario buscar
mayor congruencia entre comunicación y
política, a fin de que ambas esferas se po-
tencien para fortalecer, tanto en las institu-
ciones estatales como en la sociedad civil,
una cultura política deliberativa.

1. Cambios en la política: efectos de los
mass-media

A mediados de los 80, al influjo del pa-
pel de los mass media, sobre todo de la tele-
visión, se inició una metamorfosis en la re-
tórica y en el perfil de los liderazgos políticos,
así como una adecuación de las estrategias
electorales a las nuevas pautas de la comu-
nicación política. De manera paulatina, el
espacio mediático se fue convirtiendo en el
escenario privilegiado de la política y los
mass media asumieron, además, el papel de
actores protagónicos, por su creciente in-
fluencia en los eventos electorales, en las
decisiones gubernamentales y en la defini-
ción de la agenda pública. Finalmente, en los
últimos años, la comunicación política ha
dado un giro a  partir de la irrupción en la
esfera pública de actores sociales que, desde
abril de 2000, disputaron a los políticos su
presencia predominante en los mass media,
agudizando el déficit de representatividad de
los partidos. ¿Cuáles son los rasgos más so-
bresalientes de este proceso?

1.1. Retórica, imagen y estrategias

Con la transición a la democracia se pro-
dujo un cambio sustantivo en la retórica polí-
tica, esto es, en las modalidades que asume el

Mutaciones en la política: Mass media y democracia

1 Existen tres niveles de relación entre los actores de la comunicación política: “En el nivel individual... interactúan políticos,
periodistas y consumidores (de políticas públicas y de información mediática). A otro nivel (de las organizaciones) tenemos el
encuentro entre partidos políticos, medios de comunicación masiva y sociedad civil. Y en el tercer ámbito ... se desplegará la
relación entre el sistema político/Estado y la estructura social, intermediada por el complejo mediático (conjunto de mass me-
dia)” (Exeni 2000 pág. 44).
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discurso político y en las técnicas e instrumen-
tos que lo acompañan para lograr convencer,
persuadir y manipular, en suma,  disputar el
poder y gobernar. Antes de 1985, la retórica
se sustentaba en una lógica más cercana a la
ideología (el deber ser de la política: el poder
de las razones) que al pragmatismo (la políti-
ca tal cual es: las razones del poder). ¿Cuáles
eran los principales espacios de circulación de
los discursos políticos en la fase previa a la tran-
sición? La forma sindicato, condensada en la
Central Obrera Boliviana, era la principal are-
na de acción para los partidos de izquierda,
mientras que el aparato represivo del Estado
era el ámbito de conspiración de las organiza-
ciones de derecha. En este caso, la política era
clandestina y carente de deliberación. En el
otro, la política transitaba por espacios de de-
bate para la toma de decisiones, pero subordi-
nada a una lógica asambleísta en la cual la
validez de los argumentos dependían de su
adecuación a la estrategia (democracia y/o re-
volución) y su verosimilitud reposaba en la
congruencia entre los discursos y un principio
de autoridad conferido por la doctrina o la lí-
nea del partido. Esta modalidad perdió su
importancia a medida que la mediación sin-

dical fue sustituida por el sistema de partidos
y la competencia electoral se convirtió en ru-
tina, propiciando la creciente importancia de
los medios de comunicación masiva en el he-
cho político.

En democracia, con la televisión a cues-
tas, la retórica política sufrió un desplaza-
miento del discurso persuasivo al discurso
“suasivo”, esto es, de la palabra a la imagen,
de la argumentación a su puesta en escena.
La seducción y el convencimiento ya no eran
resultado solamente del contenido del enun-
ciado sino del perfil del enunciador, cuya
imagen empezó a depender de los medios y
técnicas utilizadas para su difusión. Esta
transformación fue paulatina porque, antes
de 1985, la verosimilitud del discurso polí-
tico, concentrado en la elaboración de ofer-
tas programáticas, dependía menos de la
capacidad para producir  propagandas y spots
afincados en la imagen de los candidatos que
de actos de masas, proselitismo mediante
prensa partidista y labor organizativa de
militantes.

La influencia de la televisión en los pro-
cesos electorales se inicia en 1985, cuando

El primer debate político televisado
El 26 de septiembre de 1960, en el estudio uno de la WBBM en Chicago, se llevó a

cabo el primer debate televisado entre dos candidatos a la presidencia de Estados Unidos.
Los protagonistas: J.F. Kennedy y Richard Nixon.

Se estimó que alrededor de 75 millones de personas observaron la histórica contien-
da. Como fue de esperar, ambos candidatos se prepararon muy intensamente para este
acontecimiento, pasando semanas preparando sus intervenciones. Sin embargo, los
monitores en blanco y negro mostraron dos candidatos con marcadas diferencias.

Kennedy se presentó luciendo un traje azul, tenía la piel bronceada, fue previamen-
te maquillado, y además se lo veía muy bien, natural y relajado. Según Don Hewitt,
productor del programa y director del debate, “era, posiblemente, el candidato presiden-
cial más apuesto que se había presentado para ese cargo en Estado Unidos”.

Nixon, por su parte, rehusó ser maquillado ese día, parecía tener la cara llena de
polvo, se veía pálido, con ojeras y la barba sin afeitar. A ello se puede agregar que cojeaba
al caminar por una lesión en la rodilla. Además, se presentó al estudio vistiendo un traje
gris, el cual se  mimetizaba con el fondo también gris del estudio. Algunos historiadores
dijeron que Nixon perdió la elección aquella noche.

Los que vieron el debate por televisión dieron por ganador a Kennedy. Sin embargo,
los que no pudieron ver a un joven y apuesto Kennedy enfrentando a un malogrado y
descuidado Nixon, y sólo escucharon el debate por radio, dieron la victoria a Nixon.

Éste fue el comienzo de la era de los debates políticos televisivos. En palabras de Hewitt,
“esa noche los políticos se fueron al infierno en América... Esa noche comenzó una estre-
cha relación, entre la televisión y los políticos”, relación que puede catalogarse entre se-
ductora y perversa.

Fuente: CBS 2000. The Night TV Changed Politics.

Recuadro 4.1
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empieza a convertirse en el instrumento más
importante para la difusión de propaganda
política. Entonces, las imágenes inundaron
las pantallas y las metáforas fueron utiliza-
das para «explicar» la crisis que agobiaba al
país. Para convencer al electorado, los parti-
dos recurrieron al uso arbitrario de imáge-
nes para simbolizar la situación de debacle
económico y conflicto político y persuadir
acerca de sus propuestas de solución2. La
historia era reducida a un mensaje con capa-
cidad de persuasión de una masa votante
convertida en público o audiencia. No fue
casual que los candidatos de los tres partidos
que utilizaron mayor espacio propagandís-
tico en la televisión ocuparan los primeros
lugares en la elección de ese año; sin embar-
go, la influencia de este medio de comuni-
cación era todavía precaria.

A partir de los comicios de 1989, los
cambios en la retórica política tuvieron otra
consecuencia, exacerbando la tendencia a la
personalización de la representación políti-
ca (véase el recuadro 4.2) que se manifestó
de manera patente con el surgimiento de
nuevas figuras políticas, a la vez empresarios,
vinculadas de diversa manera a los mass me-
dia: Sánchez de Lozada, Max Fernández y
Carlos Palenque.

Eran nuevos actores cuya imagen públi-
ca se había forjado en estrecho vínculo con
la televisión. Sánchez de Lozada declaró que
era un producto de ese medio, puesto que su
fama se explicaba por la amplificación de su
papel como ministro y porque fue el primer
candidato que desplegó una estrategia asen-
tada en el uso de sondeos y encuestas y en la
fabricación de una imagen a partir de exa-

2 No era el manejo de datos ni el convencimiento por la vía de la explicación racional. Eran  imágenes de guerra de los cachorros
de dinamita de los mineros contrastadas con una paloma blanca que acompañaba la figura de Paz Estenssoro; o de la bandera
tricolor recuperada de un abismo e izada en la punta del cerro, como una flecha en la que se inscribía la sigla de ADN. O bien,
era un gallo adherido a  un slogan -Honestidad y Fuerza, del MIR- como símbolo de augurio de un nuevo amanecer y de
respuesta a la pérdida de principio de autoridad.

Recuadro 4.2

Democracia de audiencia en Manin

Fuente: Manin 1998.

Los cambios acontecidos en los
principios de representación expresan
el tránsito de una “democracia de
partidos”, en la que pr edominaban
los partidos de masas y los programas
políticos, a una “democracia de au-
diencia”. En esta última, los princi-
pios de r epr esentación en los que se
sustenta la democracia r epr esentati-
va (elección de gober nantes por los
gobernados, independencia de los
gobernantes r especto a los gober na-
dos, influencia de la opinión públi-
ca en los gobernantes y deliberación
como factor de decisión colect iva)
adoptan nuevas modalidades. En
primer lugar, las pr ef er encias ya no
dependen solamente de las caracterís-
ticas sociales, económicas y cultura-
les de los electores, cuya intención de
voto puede variar de una elección a
otra. Esta variación es r esultado de
la personalización del lazo represen-

tativo que r esponde a dos causas: el
papel de los mass media, que miti-
ga la impor tancia de la mediación
partidista en el conocimiento de los
candidatos, y la ampliación de las
funciones guber namentales que exi-
ge una adecuación permanente a las
exigencias coyunturales, más que un
apego al programa propuesto. Con
relación a la influencia de la opinión
pública en el comportamiento electo-
ral, se considera la concur r encia de
diversos factores, tales como la can-
tidad de partic ipantes, e l t ipo de
elección y, particularmente, e l des-
empeño de los candidatos en el deba-
te público; este últ imo aspecto es
crucial puesto que “el electorado apa-
r ece aquí ante todo como un público
que r eacciona a los términos que le
son expuestos y propuestos en la esce-
na pública”. Finalmente, la elección
de los gobernantes se produce en tor-

no a “las imágenes personales de los
candidatos”: imágenes que simplif i-
can la r epresentación de la r ealidad
política y reducen los costos del acceso
a información. Asimismo, las apela-
ciones a los elector es adoptan un ca-
rácter simple y esquemático per-
mitiendo diversas inter pr etaciones
r especto a la ofer ta electoral. Todo
esto reduce la influencia de las incli-
naciones partidistas de los elector es
en el ordenamiento de sus pr ef er en-
cias y otor ga mayor pr eponderancia
a una opinión pública conformada
de manera independiente mediante
canales neutrales y no partidistas. En
suma, este modelo de r epr esentación
se caracteriza por “la elección de per-
sonalidades más que de programas, el
papel esencialmente reactivo del pú-
blico (y) la elección sobre la base de
imágenes r elativamente vagas”  .
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cerbar sus atributos personales, como el sen-
tido del humor, un recurso que subvertía las
conductas habituales de los políticos conven-
cionales acostumbrados a la liturgia de las
concentraciones masivas. Max Fernández,
un empresario de nula capacidad histrióni-
ca, desplegó su labor proselitista aprovechan-
do los innumerables espacios publicitarios de
la Cervecería Boliviana Nacional en radios,
periódicos y canales que magnificaban su
imagen de filántropo, cuyas obras —“entran
por los ojos”— contrastaban con la demago-
gia atribuida a los políticos tradicionales.
Carlos Palenque era propietario del Sistema
de Radio y Televisión Popular (RTP) y ha-
cía gala de sus dotes como artista y conduc-
tor de programas de enorme audiencia en La
Paz; precisamente, una clausura temporal de
sus medios provocó protestas multitudi-
narias que concluyeron en la fundación de
un partido con base en su audiencia popu-
lar convertida en masa votante.

Ese año ocurrió otro hecho novedoso
con la realización de un debate final entre los
tres principales candidatos y que fue trans-
mitido en cadena nacional de radio y televi-
sión con una cobertura inédita y con el aus-
picio de una entidad de periodistas. La
valoración de ese acontecimiento se ciñó en
el desempeño escénico de los candidatos y el
escaso margen de diferencia en la votación
permitió suponer que definió la preferencia
de los indecisos y el resultado final de la con-
tienda.

Así, la performance de los candidatos en
un evento mediático sustituyó a la  compa-
ración de los masivos cierres de campaña en
plazuelas. La suposición de que la televisión
era decisiva en los comicios empezó a tomar
fuerza pero rápidamente fue relativizada, en
buena medida, a consecuencia del “fenóme-
no Fujimori” en Perú y su victoria frente a
Vargas Llosa, en 1991, con una campaña
caracterizada por un mínimo acceso a mass-
media. En los comicios de 1993, Sánchez de
Lozada, que había innovado en una anterior
contienda con una lógica de marketing polí-
tico, dio un giro hacia el contacto directo: la
audiencia pasó a formar parte de los progra-
mas de televisión que incluían a gente invi-
tada al set para formular preguntas, a la usan-

za de los programas radiales y televisivos de
Palenque, caracterizados por la participación
del público y la exposición de sus denuncias
y demandas. El contacto directo entre can-
didatos y electores asumió mayor importan-
cia y esos encuentros fueron reproducidos en
las pantallas de televisión, cuya influencia
pasó a ser una variable más en el diseño de
campañas, aunque su uso siguió siendo el
más requerido y el que concentraba los gas-
tos de campaña3.

Otro efecto de una comunicación polí-
tica centrada en la televisión  se manifestó en
el despliegue de contra-propaganda como
estrategia electoral a través de una “guerra
sucia” mediante spots dirigidos a menoscabar
a los rivales, y alcanzó su clímax en 1997, al
extremo de que la Corte Nacional Electoral,
por primera vez en la historia, intervino para
prohibir los spots que dañaban la imagen de
los candidatos. Si antaño el debate progra-
mático había cedido ante la fabricación de
imagen, ahora ésta se articuló a la contra-
propaganda, cuyo uso excesivo provocó que
varios partidos fueran multados por violar los
límites establecidos en la ley electoral4.

La tendencia a la personalización de la
representación política se acentuó con la
emergencia de figuras políticas en el plano
local, al compás de la multiplicación de are-
nas electorales provocada por la Ley de Par-
ticipación Popular (1995) y la inclusión de
diputados uninominales (1997), que propi-
ció un cambio en los atributos exigidos a los
candidatos, surgiendo la figura del “notable”.
La capacidad de convocatoria electoral de un
candidato pasó a radicar en su imagen ges-
tada en el espacio mediático y, en este hecho,
también influyó el “fenómeno Palenque”,
puesto que sus rivales políticos adquirieron
radios y canales, así como varios periodistas
emularon su estilo comunicacional con fines
de rédito electoral (Ver Recuadro 4.3).

Este cambio en el perfil de los candida-
tos y la importancia propagandística de la
televisión, por su amplia cobertura, exigió
una modificación paulatina de las estrategias
partidistas. Las estrategias electorales, en
general, se adaptaron a la importancia que
adquirieron los mass-media en los comicios.

3 Ya en 1989, la publicidad televisiva había absorbido el 63% de los 19 millones de dólares invertidos por los partidos en sus
campañas electorales (Laserna 1992). Esta tendencia fue creciente, como los gastos de campaña.

4 Ese año, precisamente, se aprobó el financiamiento estatal para las labores proselitistas de los partidos  –en un monto superior
a 60 millones de bolivianos (Los Tiempos, 09-04-97)— de acuerdo a los resultados obtenidos en una anterior contienda,
introduciendo un elemento de desproporción en la disponibilidad de recursos financieros (Torres 1999).
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Se modificaron de manera parcial las pautas
de reclutamiento de los militantes a los di-
versos cargos electivos —antes subordinadas
a decisiones del jefe, a su trayectoria interna
o su papel de brokers—, puesto que la ima-
gen pública adquirió mayor relieve como
requisito de selección de candidatos y el es-
pacio mediático se convirtió en un terreno
extrapartidista donde competían los aspiran-
tes. La preponderancia de la imagen de los
candidatos, la consideración del electorado
como un público consumidor y las exigen-

cias técnicas de una comunicación política
remozada, exigieron modificaciones en la
organización de los equipos de campaña que
pasaron a depender, cada vez más, de exper-
tos en marketing y de asesores de imagen que
formaron núcleos de trabajo tan importan-
tes como los de los dirigentes políticos. A esto
se sumó la incorporación de encuestas y son-
deos de opinión cuyos resultados orientaban
las decisiones tácticas. Esta modalidad tuvo
su bautizo en los comicios presidenciales de
1989, cuando los principales partidos con-

Recuadro 4.3

El fenómeno Palenque

Fuente: Archondo 1991.

En 1980, Carlos Palenque acep-
tó ser candidato a diputado por el
MNR. Cuando le tocó comentar el
hecho, di jo haber aceptado una in-
vitación personal de Paz Estensoro.
Su padre fue militante de ese parti-
do y también pudo haber influido en
él para dejarse inscribir en la lista.
No hizo campaña a fondo, no salió
elegido y meses más adelante todo
quedó inter rumpido por el golpe de
García Meza.

Ocho años después, e l fal l ido
postulante a parlamentario producía
un remezón político de consideración
al presentar su candidatura a la Pre-
sidencia de la República. Palenque
ya no acudía a la nueva cita como
invitado de nadie, e jer cía la je fatu-
ra de un partido político que en sus
mejor es momentos alcanzó el ter cer
lugar de la votación nacional. Sin
embargo, cuando el 21 de septiembre
de 1988 dio a conocer el documento
fundador de su organización polít i-
ca, los rasgos del nacionalismo revo-
lucionario desbordaban todos los
párrafos. Al mismo tiempo, las prin-
cipales f iguras que secundaron sus
primeros pasos en la política prove-
nían de esa cantera ideológica.

Sin embar go, poco tiempo des-
pués de su ingr eso victorioso en la
arena electoral, los rasgos nacionalis-

tas empezaron a ceder ter r eno para
dejar el protagonismo a los símbolos
de la cultura aymara. El tránsito de
una obsesión unitaria a un énfasis en
ademanes locales par ecía inevitable.
Todos los partidos vivieron un itine-
rario similar, cada cual buscó la ma-
nera de impregnarse de un poco de
katarismo. No obstante, en el caso
del partido de Carlos Palenque, el
uso de la simbología cultural indíge-
na adquiría una profundidad espe-
cial .  Cientos de votos aymaras lo
habían catapultado al parlamento y
a las alcaldías de La Paz y El Alto.
La oferta partidaria parecía coinci-
dir plenamente con la demanda.

En ese sentido, sería un grave
er ror considerar a Palenque como un
simple nacionalista o un mero con-
tinuador de la Revolución del 52. En
su caso podría decirse que el discur-
so heredado de su tradición familiar
terminó siendo r ebasado por la rea-
lidad a la que comenzó a reflejar. Ya
brotaban, de manera intuitiva, los gér-
menes de un nacionalismo aymara,
regionalizado y singular, sediento de vi-
sibilidad política, ansioso de impacto
estatal. Y es que la construcción de
una conciencia de comunidad dife-
r enciada fue dando tumbos en su
avance. Comenzó haciéndose rebel-
día en el seno del Pacto Militar Cam-

pesino y brotó como autonomía kata-
rista. Luego par eció mudarse hacia
la ciudad para participar en la de-
claración de independencia de El
Alto. Alcanzó a copar radios y cana-
les de televisión, se abrió camino a
punta de entradas folklóricas, y de-
rivó en la construcción de cientos de
sindicatos de comerciantes y artesa-
nos que se movilizaron estandarte en
mano cuando los medios de comuni-
cación de Carlos Palenque fueron
acallados allá en junio y noviembre
de 1988.  Cuando sobrevino la muer-
te del caudillo, el movimiento social
sin rostro bloqueó la elección de Mac-
Lean en La Paz y se pronunció por
José Luis Paredes en El Alto. Los blo-
queos campesinos de 2000 y 2001
parecen haber aportado un nuevo in-
gr ediente al proceso de reconocimiento.

Visto en perspectiva, Carlos Pa-
lenque parece convertido ahora en un
paso más dentro de la larga construc-
ción de una autonomía aymara, hoy
por hoy, apar entemente encaminada
a plantearse como un nuevo espacio
de r elaciones y demandas. Bolivia
tendrá que aceptarlo con el t iempo,
un nacionalismo interno le sale del
vientr e y experiencias sociales como
el ser vic io doméstico o militar, la
escuela o el mercado no par ecen te-
ner fuerza suficiente para fr enarlo.



136

trataron a empresas y/o asesores especializa-
dos, y luego este comportamiento se genera-
lizó y extendió, inclusive, al ámbito municipal5.

Esto no implica que los partidos han
prescindido de la utilización de las modali-
dades típicas de organización de su labor
proselitista, tales como, “aparatos” insti-
tucionales de propaganda y/o brokers que
actúan en agrupaciones barriales o sectoria-
les conformando redes formales e informa-
les para el reclutamiento y la movilización de
adeptos. Sin embargo, aquellos esfuerzos
organizativos  fueron articulados de manera
paulatina al manejo de medios de comuni-
cación para proporcionarles un impacto pro-
pagandístico adicional, ampliando su radio
de interpelación con la finalidad de cautivar
otros públicos.

Si  la disputa electoral adquirió nuevos
contornos al influjo de los mass media, tam-
bién la gestión gubernamental sufriría las
consecuencias de la labor informativa e
investigativa de los medios, que en muchos
casos fiscalizaron los actos de los funciona-
rios públicos.

1.2 Mass-media: escenario y actores

De manera paulatina, los mass media,
sus propietarios y los periodistas se convir-
tieron en componentes del acontecer políti-
co. El año 1999 fue un compendio de esa
imbricación. Una periodista vinculada a una
radio católica decidió participar como can-
didata en las elecciones municipales de La
Paz en alianza con el partido del ex-dueño
de un periódico local y desató un debate en
torno a la participación de periodistas y de
propietarios de medios en los procesos elec-
torales. Este debate se dio en torno a una
propuesta de ley denominada “antitram-
polín” (el tránsito de los medios a la políti-
ca)  planteada por un poderoso empresario
mediático que había adquirido la mitad de
las acciones del consorcio radio-televisivo
(RTP) más nítidamente vinculado a la polí-
tica en años anteriores. En Cochabamba, un
periódico tradicional se arrogó tareas de fis-
calización de la alcaldía y rechazó, en nom-
bre de “la verdad y de la libertad”, una soli-

citada publicada por instituciones locales
que cuestionaban su labor sindicándola de
campaña de desprestigio y atentatoria con-
tra la unidad regional.

El punto culminante de esta conflictiva
imbricación entre medios, actores mediá-
ticos y políticos se produjo a principios de
2001 cuando un tabloide de corte sensacio-
nalista denunció un af faire privado que
involucraba a un ministro y provocó una
polémica acerca de los alcances de la labor
periodística puesto que varios medios impre-
sos y televisivos fueron utilizados para pro-
pagar información distorsionada respecto al
caso y difundir entrevistas con falsos testigos,
al punto de provocar un mea culpa en varios
periodistas. Este hecho concluyó con la re-
nuncia del ministro, la pérdida de credibili-
dad en los medios y la derivación del caso a
una comisión congresal. Estos acontecimien-
tos se produjeron en un contexto matizado
por las quejas del presidente de la república
respecto a una supuesta labor desestabi-
lizadora de los mass media que, como nunca
antes, habían llegado a incidir en las decisio-
nes gubernamentales a raíz de denuncias de
corrupción de altos funcionarios públicos.
Estos acontecimientos, convertidos en ru-
tina, denotaron la importancia creciente de
los medios de comunicación en la política
nacional y la transformación de su papel en
la democracia: de escenario de la política,
los mass media pasaron a ser escenario/ac-
tores de la política.

Ahora bien, ¿cuál fue el decurso de este
proceso?

La transición a la democracia fue pro-
ducto de una acción colectiva basada en la
consistencia de una sociedad civil articulada
en torno a los sindicatos, cuyo predominio
organizativo se traducía en la conformación
de una red comunicacional de índole infor-
mal por la que discurrían los discursos polí-
ticos, habida cuenta del control dictatorial
de los medios de comunicación de propie-
dad estatal y  de la censura aplicada a los
medios privados. Como una demanda aso-
ciada a la democracia era el derecho a la li-

5 En la campaña del MNR participó la empresa norteamericana  Sawyer & Miller, que había trabajado en la campaña del
NO en Chile y con Angeloz en Argentina, y luego asesoró a Vargas Llosa en Perú, y también, una empresa de estudios
de mercado, Kennan Research, que asesoró a Dukakis en USA. Antes, un ministerio contrató a la empresa brasileña
Propaganda para apuntalar una campaña de apoyo indirecto al candidato oficialista. En el caso de ADN, participaron
asesores argentinos y españoles, aunque se consigna la presencia de una empresa peruana en 1985. En la campaña
del MIR participaron asesores vinculados a la Internacional Socialista, que habían apuntalado a Carlos Andrés Pérez
en Venezuela. (Lanza 1998). En 1995 y 1999, Reyes Villa en Cochabamba y Johnny Fernández en Santa Cruz contaron
con asesores colombianos y norteamericanos, respectivamente.
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bertad de información y de expresión, esta
reivindicación presuponía un futuro papel
positivo para los mass media. Así, el período
democrático se inició con la esperanza puesta
en que la transparencia de los actos guber-
namentales iba a reflejarse en los medios de
comunicación como ámbitos públicos pro-
clives para una racionalización de la políti-
ca, sometida al debate colectivo.

Sin embargo, la democracia también
trajo la rutina electoral –nacional y munici-
pal— y la creciente importancia de la tele-
visión en el proselitismo, apuntalada por la
aparición de canales de carácter privado que
empezaron a prefigurar una mercantilización
de los eventos electorales. Pero este efecto
era, inicial y básicamente, de corte escénico
y los medios eran, precisamente, escenarios
donde se publicitaban los personajes y los
hechos políticos. Más adelante, y pese al caso
de los “narcovínculos” que inundó la prensa
durante varios meses, los mass media se cons-
tituyeron en espacios de un debate público
que adquirió matices  especiales entre 1993
y 1997 por la amplia discusión respecto al
decurso de las reformas estatales.

No obstante, también fue creciendo el
peso de líderes mediáticos –porque la pan-
talla de televisión se convirtió en un  ágo-
ra— en la formación de la opinión pública
y se exacerbó la competencia entre medios
impresos y televisivos por marcar su in-
fluencia en las decisiones políticas. Así, la
noticia comentada y la investigación perio-
dística adquirieron una importancia mayor
en la formación de corrientes de opinión en
la ciudadanía y se constituyeron en referen-
tes del accionar de la clase política, incidien-
do de manera más decisiva en la definición
de la agenda del debate público6.

Así, paulatinamente, los medios de co-
municación, antaño escenarios de la políti-
ca, se convirtieron, también, en actores del
proceso político, sobre todo a partir de 1997,
cuando la corrupción se erige en tema cen-
tral de varias coyunturas.  Esto no solamen-
te por la abundancia de casos disponibles,
sino también por la aplastante mayoría
congresal oficialista y la debilidad de la opo-

sición, provocando una suerte de transferen-
cia de la tarea de fiscalización de los actos del
gobierno a los mass media.

Sin embargo, un hecho definió de ma-
nera decisiva este desplazamiento: a partir de
1999, el éxito de la crónica roja puesta en
primer plano por dos nuevos diarios (Gente
y Extra) provocó una tendencia a la espec-
tacularización del tratamiento noticioso de
la política en los medios convencionales que
entraron a competir con esos tabloides,
adoptando una postura sensacionalista, aun-
que en vez de orientar sus pesquisas a hechos
anómicos del mundo cotidiano las dirigieron
hacia personajes políticos y funcionarios es-
tatales. Una consecuencia de este novedoso
protagonismo de los mass media se manifes-
tó en la renuncia de varias autoridades gu-
bernamentales por efecto de las denuncias
publicadas por la prensa escrita. Ahora bien,
¿qué consecuencias tiene esta superposición
entre escenario y actor de la política?

En primer lugar, esta doble cualidad se
explica por la pérdida de legitimidad de los
partidos y el debilitamiento de sus funciones
típicas como mecanismos de expresión de las
demandas ciudadanas, provocando una va-
riación en el carácter de la representación
política. Como se sabe, la política juega un
papel de representación simbólica y de repre-
sentación institucional7. Por una parte, per-
mite que los diversos grupos de la sociedad
se manifiesten en el espacio público expre-
sando sus demandas y que los individuos se
reconozcan como miembros de una comu-
nidad nacional. Por otra, viabiliza las deman-
das de la población y las transforma —o las
incorpora— en políticas públicas a través de
representantes electos mediante el voto. Al
inicio del período democrático estas dos di-
mensiones de la representación estaban re-
lativamente concentradas en los partidos,
aunque los sindicatos todavía disputaban la
representación institucional. Paradójicamen-
te, a medida que los partidos desplazaban a
los sindicatos en las tareas de mediación, la
representación simbólica de la política em-
pezó a desplazarse hacia los mass-media por
efecto de la erosión de la credibilidad ciuda-

6 Según Exeni, “los medios establecen el orden del día de los asuntos público bajo un criterio selectivo que incluye unos
temas a la vez que excluye otros, ordenan tales temas, a modo de lista jerarquizada, otorgándoles un rango de impor-
tancia, y por último, los difunden con determinado formato, atributos y enfoque interpretativo“ (2000 pág. 63). “La
agenda mediática busca presentarse como expresión de la agenda pública y, de ese modo, intenta influir en la agenda
político-institucional“ (2000 pág. 67).

7 Landi 1995.
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dana en la eficacia de los partidos (Véase el
gráfico 4.1) que, sin embargo, mantienen la
representación institucional —esto es, la
prerrogativa de definir políticas públicas
como un atributo exclusivo de acuerdo a su
monopolio representativo, establecido en la
Constitución Política del Estado.

1.3. Disputa por la esfera pública: movimien-
tos sociales en el escenario mediático

La esfera pública es un espacio de dis-
puta que, en los últimos años, se presentó
como una pugna entre nuevos actores (mo-
vimientos sociales) que incursionaron como
protagonistas del hecho noticioso, y los ac-
tores tradicionales (partidos) que fueron
desafiados como sujetos exclusivos de la in-
formación política. Durante las crisis de abril
y septiembre de 2000, los partidos fueron
desplazados del escenario mediático por los
movimientos sociales, que se volvieron el
centro de las noticias, mientras sus dirigen-
tes modificaban los temas de la agenda po-
lítica, poniendo en evidencia los límites del
tejido institucional de la democracia para
procesar los conflictos. Además, las deman-
das de los movimientos sociales se articula-
ron a propuestas políticas contestatarias con-
densadas en la consigna de “convocatoria a
una asamblea constituyente” como postura
radical de crítica al sistema de partidos.

Así, se produjo un cambio nuevo en la
relación escindida entre representación
institucional (sistema de partidos) y repre-
sentación simbólica (mass-media) de la po-
lítica, puesto que ambas dimensiones fue-
ron disputadas por los movimientos sociales,
entre los que despuntó el sindicalismo cam-
pesino aymara, bajo el mando de Felipe
Quispe.

Durante quince años, la política estuvo
circunscrita al accionar de los partidos, las
decisiones gubernamentales fueron negociadas

En suma, los mass-media han desplaza-
do a los partidos en la función de represen-
tación simbólica de la política, porque son
el ámbito donde se escenifican las demandas
sociales y el espacio legítimo del debate de
los asuntos públicos, mientras que la arena
partidista es considerada como un ámbito de
negociación y componenda sometido a inte-
reses circunstanciales y carentes de transpa-
rencia. Esta disyunción trae consigo algunos
problemas, puesto que los mass-media no
pueden cumplir la tarea de canalizar las de-
mandas sociales para su transformación en
decisiones estatales.  Así, mientras que las
expectativas ciudadanas en torno a la efica-
cia del papel de los mass-media fueron cre-
ciendo, también aumentaron las posibilida-
des de su desencanto en la medida que las
demandas no trascendían su mera esceni-
ficación. La crisis de confianza en los mass
media empezó a manifestarse en la opinión
pública (Véase el gráfico 4.2) y coincidió con
la incursión de actores sociales en el escena-
rio mediático durante conflictos que pusie-
ron en jaque al sistema de partidos, y con la
primera confrontación abierta entre políti-
cos y empresarios mediáticos.
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con sectores sociales en apronte cuyos reclamos
eran dirimidos en el marco de la institu-
cionalidad vigente y los mass media eran el
ámbito de su puesta en escena. Un ejemplo de
esta modalidad fue la aprobación, en 1996, de
una nueva ley de reforma agraria que, después
de enfrentamientos y escaramuzas entre los
campesinos e indígenas movilizados a la sede
de gobierno, concluyó con la presencia del lí-
der de los pueblos indígenas del oriente en una
sesión parlamentaria, ocasión en la que hizo
rezar una oración a los parlamentarios. Las de-
mandas sociales transitaron de las calles al Par-
lamento, trayecto que fue transmitido por la
televisión. Cuatro años después, los hechos
asumieron un rostro distinto. ¿Cuáles fueron
las novedades en la relación entre movimien-
tos sociales, mass media y sistema político? A
partir de abril de 2000, fruto de la asonada
urbana en Cochabamba y el bloqueo indíge-
na-campesino en el altiplano, la ruta de la so-
lución a los conflictos empezó a salirse de los
cauces de la institucionalidad democrática y las
pantallas de la  televisión se convirtieron en un
terreno en disputa y no sólo en canales de re-
gistro de los acontecimientos.

El ejemplo más nítido de ello fue la se-
rie de acontecimientos ocurridos en septiem-
bre y octubre de 2000, cuando la negocia-
ción entre dirigentes sindicales y ministros
se trasladó a la sede de una organización ca-
tólica, mientras en el Parlamento, varias se-
manas después del inicio del conflicto, se
debatía sobre estos hechos en términos tes-
timoniales en una sesión congresal transmi-
tida en directo por el canal estatal. En un
recinto ajeno a la política negociaban los
actores del conflicto  y en el ámbito político
por excelencia los diputados “evaluaban” la
crisis sin tomar resolución alguna. Empero,
¿dónde se habían definido las pautas del
debate y qué actor trazó las coordenadas de
su despliegue, multiplicado por los mass-
media? Las pautas de la discusión se definie-
ron en una oficina vinculada a la Iglesia,
cuando Felipe Quispe, el dirigente de los
campesinos, en su primera intervención es-
bozó una interpelación afincada en cuestio-
nes de identidad, denunciando el racismo, y
lo dramatizó con llanto ante las cámaras. La
respuesta de un ministro se orilló hacia esos
códigos culturales y puso en tela de juicio la
veracidad de la queja por la ausencia de lá-
grimas. En suma, esa performance antepu-
so la dimensión expresiva de la protesta a los
intereses en pugna y su correspondiente ra-

cionalidad. A partir de ese momento, el de-
bate político se centró en torno a las “dos
Bolivias” y, por primera vez, la discrimina-
ción racial como problema social se instaló
en el ámbito público y se irradió al mundo
de la vida cotidiana como tema predominan-
te de conversación. Este efecto fue una con-
secuencia de los factores suasivos que acom-
pañaban el discurso de  Felipe Quispe,
convertido en un personaje que inauguraba
los espacios noticiosos y era capaz de selec-
cionar la concesión de entrevistas.

La habilidad escénica de este dirigente
sindical se combinó con una estrategia de
manejo de medios de comunicación. En una
oportunidad, cuando los periodistas estaban
pendientes del inicio de las negociaciones,
Felipe Quispe abandonó la sala de reuniones
en protesta por el retraso de la delegación
gubernamental, invirtiendo los códigos de
conducta respecto al poder gubernamental.
En otra, mientras los ministros esperaban su
arribo a la reunión, éste visitaba los estudios
de diversos canales para participar en varios
noticieros nocturnos que no dejaron pasar la
oportunidad de mostrar una primicia. En
todos los casos, la arenga del entrevistado
hacía énfasis en la discriminación racial que
se convertía en el elemento retórico que
acompañaba el pliego de  peticiones. La cul-
minación de este periplo por los medios
televisivos fue la presencia de Felipe Quispe
en el programa De Cerca conducido por
Carlos Mesa, en el cual desplegó una táctica
distinta, dirigida a mostrar una mayor flexi-
bilidad en su postura, a sabiendas de la com-
posición elitista del auditorio. Vale decir, fue
la primera vez que un actor social ocupó el
centro del escenario mediático y  que un
problema de índole étnico-cultural se con-
virtió en temática central de discusión.

Además, la ocupación del espacio públi-
co a través de los mass media se superpuso a
la ocupación del territorio mediante blo-
queos, en franca disputa a la autoridad del
estado. Su propuesta de negociar en Acha-
cachi apareció como un juego respecto al
control de espacios de poder (“yo les garan-
tizo a los ministros su seguridad”, declaró).
El resultado fue la incursión de nuevos ac-
tores y temas en el espacio público: en rela-
ción a los mass media se trata de una exten-
sión vertical de su papel, en tanto nuevos
sectores de la sociedad se incorporan a la
comunicación política, así como, de una
complejización temática por la exposición y
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discusión de asuntos anteriormente confina-
dos al mundo de la cotidianidad y margina-
dos de la discursividad política formal.

Por otra parte, desde los conflictos del
2000, la espectacularización en el tratamien-
to de las noticias está matizada por el registro
televisivo de la violencia de los acontecimien-
tos. Las imágenes de los bloqueos en el altipla-
no y en el Chapare y de los combates calle-
jeros en Cochabamba (donde la televisión
proporcionó imágenes de un francotirador del
ejército) se convirtieron en un metadiscurso:
la política de las imágenes de “la política en las
calles”. Esta novedad en la dimensión expre-
siva de la protesta tuvo un curioso ingredien-
te en abril de 2001 respecto a la labor de los
mass media. Esos días se esperaba una eclosión
social a raíz de la convocatoria a bloqueos y
marchas que pretendían arribar a la sede de
gobierno, sin embargo,  los bloqueos en el
Chapare se efectuaban de manera esporádica
y las imágenes televisivas que acompañaban a
las noticias eran de hechos pasados y termina-
ban sobredimensionando el acontecimiento,
creando pánico en la población. Esto llevó a
que algunos medios de comunicación en
Cochabamba, por invitación de la Iglesia Ca-
tólica, suscribieran un acuerdo para “pacificar”
los noticieros y evitar el uso de imágenes
anacrónicas como apoyo visual a los reportes
de los corresponsales.  La televisión optó por
reflejar los acontecimientos sin crear, desvir-
tuándolas, las noticias. Ante la ausencia de
criterios de autorregulación, los medios se
amarraban, a la Ulises, a un mástil cedido por
una institución ajena al conflicto.

La comunicación política, después de
varios años, había dejado de ser una prerro-
gativa de los políticos y de los periodistas,
puesto que la gestión de los mass media
también se convirtió en un elemento crucial
para el accionar de los actores sociales. Es
decir, así como los medios de comunicación
han obtenido cada vez mayor capacidad
política por su creciente influencia en la
agenda pública, la capacidad política de los
partidos y los movimientos sociales está
estrechamente ligada a su aptitud para ope-
rar en  —y con—  los mass media. Pero este
proceso de mutaciones en la comunicación
política se desplegó de manera paralela a
otras transformaciones acontecidas en el

ámbito empresarial e institucional de los
medios de comunicación.

2. Cambios en los mass media: efectos
del mercado y la politica

A partir de 1984, se inicia un reaco-
modo empresarial en el mundo de la comu-
nicación merced a la desregulación estatal
que impulsó la aparición de empresas priva-
das en el espacio televisivo; más adelante,
ejecutado el ajuste estructural, con la proli-
feración de canales privados y la creación de
nuevos periódicos se modificó el régimen de
propiedad de los medios de comunicación
con el tránsito al establecimiento de redes
multimedia con atisbos de alianza con capi-
tales extranjeros. Coincidentemente, las re-
laciones entre empresarios, periodistas y po-
líticos, así como entre mass media y partidos
políticos, adoptaron nuevas pautas caracte-
rizadas por la rivalidad, el intercambio o la
complicidad en temas comunes como «la fi-
jación, control e interpretación de la agen-
da pública; la representación de intereses y
canalización de demandas ciudadanas; y la
pugna por el reconocimiento y atención del
público (consumidor)”8.

2.1. Del monopolio estatal a la competencia
empresarial

Con la transición democrática se inau-
guraron nuevos espacios para la circulación
de los discursos políticos, pues se había con-
formado una esfera pública separada del Es-
tado. Se inició la configuración de una so-
ciedad civil asentada en la ciudadanización,
la autonomía de las organizaciones sociales
respecto al aparato estatal y la mediatización
pluralista del espacio público. Si en la dicta-
dura, los medios estaban sometidos a la cen-
sura o actuaban como aparatos hegemónicos
del estado –vgr. canal 7, el único con cober-
tura nacional—, después de 1984 la proli-
feración de medios de comunicación priva-
dos, sobre todo canales televisivos, y la
aparición de nuevos diarios provocó la ges-
tación de múltiples espacios de difusión de
noticias y deliberación pública (nacional,
regional, local). El crecimiento de medios de
comunicación después de 1985 fue notable
(véase el gráfico 4.3). A pesar de que la ra-
dio sigue siendo fundamental9, aquí se pri-

8 Exeni 2000, pág. 30.
9 La importancia de la radiodifusión es crucial en las poblaciones rurales y urbano-marginales. “El país está ocupado territorialmente

por estaciones radiales que prestan servicios que, en otras latitudes, son confiadas al teléfono, la red Internet o al correo ... la
radio habría engendrado los primeros cimientos de una ‘comunidad imaginada’, uno de los requisitos para la  construcción de
una nación” (Archondo 1999, pág. 133).
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vilegiará el análisis de la prensa televisiva y
escrita por su impacto más directo en la ac-
tividad política.

Al inicio de la transición democrática,
el espacio televisivo se reducía a la presencia
monopólica del canal estatal, sujeto a los dic-
támenes gubernamentales, y era escasamen-
te disputado por ocho canales universitarios
de alcance local y sin posibilidades de ope-
rar como red nacional. A  partir de 1984 se
produjo una acelerada creación de canales
privados en todas las regiones: si en 1985
eran 35, en 1990 existían 10910. Paulatina-
mente, se desplegó una tendencia al estable-
cimiento de redes nacionales por razones de
competencia empresarial y porque permitía
disponer de mayor influencia política. La
creación de redes pone de manifiesto la exis-
tencia de varias lógicas en la vinculación
entre comunicación y política: ATB, con 14
estaciones, responde a los intereses del gru-
po empresarial Garafulic, con inversiones en
múltiples rubros; sus propietarios tienen una
influencia política indirecta pero decisiva
porque se trata de la red de mayor audien-
cia. Red UNO, con 9 canales,  responde a
intereses de un empresario que tuvo prota-
gonismo político como candidato a la vicepre-
sidencia y presidencia y como ministro (Ivo
Kuljis). SITEL, con 7 canales, responde a in-
tereses políticos de un empresario que es jefe
de un partido (Johnny Fernández), y PAT, con
9 repetidoras, sin vínculos institucionales con
el mundo político, responde a una empresa
productora de periodistas independientes con
capacidad de incidencia en la agenda política
y cuyos programas se difunden por cable en
una red latinoamericana.

Estas redes acaparan la audiencia, con
claro predominio de ATB, y la producción
de información especializada, con ventaja de
PAT, aunque reproducen la lógica centralis-
ta de la política, puesto que las fuentes noti-
ciosas se concentran en el triángulo de la
plaza Murillo: Parlamento, Cancillería y
Palacio de Gobierno11.

El establecimiento de redes nacionales,
explicable por razones de costo económico
y de cálculo político, también tiene impor-

tantes consecuencias en términos culturales,
porque promueve la construcción de iden-
tidad colectiva y de valores compartidos por
una colectividad que es interpelada de ma-
nera homogénea como comunidad nacional,
a diferencia de la lógica localista que carac-
teriza la labor de las radioemisoras y de los
canales provinciales que irradian códigos
culturales diversos pero acotados. Un aspecto
problemático radica en el hecho de que la
interculturalidad no ha ingresado al espacio
mediático televisivo, sometido a las exigen-
cias de una globalización cultural que conec-
ta a los televidentes al mundo exterior sin
referentes sólidos de cultura nacional.

Este aspecto se complejiza si se conside-
ra, además, la irrupción de servicio de tele-
visión por cable desde mediados de los 80,
fenómeno de consumo creciente en los es-
tratos altos y medios, junto con Internet. Su
incidencia política es nula, aunque en térmi-
nos culturales expresa la tendencia a una
bifurcación entre una mayoría poblacional
que se informa a través de la radio y la tele-
visión abierta, y sectores elitistas que miran
televisión por cable y, además, leen diarios
y navegan por Internet.

 En cuanto a la prensa escrita, también
aparecieron signos de diversificación después
del ajuste estructural de los 80, aunque la
mayoría de los diarios están concentrados en
La Paz, Cochabamba y Santa Cruz. Casi to-
dos los periódicos tradicionales se renovaron
y algunos desaparecieron en el camino, como
Hoy, cuyo último propietario fue un empre-
sario y dirigente político, o se cerraron tem-
poralmente, como Presencia (en agosto del
2001), de propiedad de la Iglesia Católica y
el único diario de cobertura nacional. Des-
pués de 1985, aparecieron nuevos periódi-
cos, entre los que se destacan: Opinión
(1985), El Nuevo Día (1987), La Razón
(1990), La Estrella del Oriente (1996) y La
Prensa (1998). Se trata de un periodismo de
élite, dirigido a los estratos altos y medios,
con un tiraje global que bordea apenas los
100.000 ejemplares y que destina más de la
mitad de sus portadas a la información po-
lítica, lo que denota su carácter monote-

10 Cajías, 1999, pág. 100. Otras fuentes consignan que en 1992 existían 78 estaciones, de las cuales 24 eran provinciales (Contreras,
citado en Archondo 1999, pág. 122) La proliferación de medios, obviamente, tiene que ver con cambios en los hábitos de
consumo de la población. En 1988 había 77 televisores por 1.000 habitantes (Mesa 1992, pág. 41) y se calculaba que en el 42%
de los hogares había por lo menos un radiotransistor y un televisor (Antezana 1992, pág 55). Para el 2001, según una encuesta
del PNUD, las personas que declaran poseer uno o dos televisores a color alcanzan el 56% y en blanco y negro el 43%.

11 Peñaranda 1999, pág. 35.
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mático, alejado de las preocupaciones coti-
dianas de la sociedad12.

Una novedad es, en tal sentido, la apa-
rición de Gente y Extra, en 1999, dedicados
a temas mundanos y privilegiando la cróni-
ca roja. Pese a que están ligados a grupos
empresariales del periodismo convencional,
no tratan asuntos políticos, aunque uno de
estos tabloides estuvo inmiscuido en un se-
rio conflicto que involucró a empresarios,
políticos y periodistas. Sin embargo, la  po-
lítica sigue siendo la preocupación central de
los medios impresos. Es así que han surgido
importantes publicaciones periódicas como
Pulso (1999), El Juguete Rabioso (2000) y
Tiempo de Opinión (2001) que también se
han convertido en referentes para los acto-
res políticos. El papel del semanario Pulso fue
sobresaliente en relación a los conflictos so-
ciales del 2000 y 2001, porque se convirtió
en una tribuna alternativa de presentación de
las propuestas de los actores sociales, sobre
todo de Felipe Quispe, objeto de reiteradas
entrevistas de carácter primicial.

En términos generales, los medios im-
presos combinan tres tipos de tarea que
muestran un cambio sustantivo en su labor
informativa y formativa respecto al pasado:
la opinión en columna, en la que participan
cientistas sociales, políticos y periodistas; el
periodismo de investigación, aunque de
manera precaria, en manos de gente del ofi-
cio; y la entrevista a personajes públicos, cada
vez con mayor contrapunto y cuestiona-
miento por parte de los periodistas. Esta
combinación muestra ciertos avances: per-
mite una mirada más compleja y crítica acer-
ca de la política, de sus actores y de sus de-
claraciones o decisiones.

2.2. Concentración, redes multimedia y trans-
nacionalización

En los últimos años, se ha manifestado
una tendencia a la concentración de medios
y a la conformación de redes multimedia. El
hecho más importante lo protagonizó el gru-
po Garafulic, propietario de ATB, consorcio
de 14 canales con más de la mitad del rating
televisivo, que en 1997 se compró La Razón
y adquirió acciones en El Nuevo Día, (Santa
Cruz) y Opinión (Cochabamba), a lo que
sumó la edición de Extra, la adquisición de
la mitad de las acciones de RTP y la compra

del semanario Bolivian Times, el único dia-
rio en inglés13. Posteriormente, en agosto de
2000, este consorcio se asoció con el grupo
español Prisa, y la administración financie-
ra pasó a manos de los socios extranjeros,
aunque con una presencia minoritaria en
ATB debido a restricciones legales a la inver-
sión privada en el campo de la televisión. Se
ha iniciado, pues, un proceso de transnacio-
nalización que responde a la lógica de la
globalización, cuyas consecuencias no son
todavía visibles en el comportamiento de los
medios respecto a la política.

Una respuesta a esta concentración en
manos de un grupo empresarial provino de
varias familias de tradición periodística que
formaron una red multimedia compuesta
por La Prensa (La Paz), Los Tiempos (Cocha-
bamba) , El Deber (Santa Cruz), Correo del
Sur (Sucre) y Ahora (Tarija), a la que se suma
el tabloide Gente y la red televisiva PAT.
Aunque algunos de estos diarios mantienen
tratativas con inversores externos, también
españoles pero de un grupo distinto a Prisa,
este hecho no se ha materializado.

Asimismo, algunos diarios contrata-
ron asesores extranjeros para rediseñar su
formato y su administración; sin embar-
go, se evidencia la precariedad de su mo-
dernización y su debilidad institucional
cuando se constata que, por ejemplo, nin-
guna red dispone de corresponsales en el
exterior. Por otra parte, esta incorporación
a la lógica de la globalización se produce
cuando el escenario mediático es testigo
de la incursión de nuevos actores que in-
vocan reivindicaciones relativas a su iden-
tidad y de corte particularista. Este hecho
implica un desafío de articulación entre
la lógica transnacional que, vía televi-
sión,  tiende a la estandarización cultu-
ral, y la lógica multicultural que impug-
na los códigos nacionalistas y que tiene en
la radio su instrumento más decisivo.

Precisamente, esta relación entre lo glo-
bal y lo particular, entre la televisión y la
radio, exige considerar una red peculiar. Se
trata de un complejo mediático de propie-
dad de la Iglesia Católica con  42 radios, 10
canales de televisión y 7 medios impresos,
además de productoras de video, agencias de
noticias, imprentas y editoriales. Se trata de

12 Peñaranda 1999.
13 Cajías 1999.



143

una red múltiple, cuyas partes integrantes
están sometidas a influencias disímiles y son
las únicas –en el caso de las estaciones de
radio— que expresan la diversidad étnico-
cultural de la sociedad. La importancia po-
lítica de la Iglesia, empero, no depende de la
cantidad ni de la labor de sus medios, sino
del papel de mediación que ha jugado esta
institución desde la transición democrática
y, particularmente, en los conflictos sociales
de los últimos años, constituyéndose en un
actor central para la gobernabilidad. A dife-
rencia de los vilipendiados actores políticos,
sometidos a la crítica mediática, la Iglesia se
yergue como la institución más confiable
para la población ... junto con los medios de
comunicación, pese a  que la valoración de
estos últimos ha sufrido un menoscabo (véa-
se el gráfico 4.2).

Finalmente, se encuentra la red forma-
da por los medios de propiedad estatal (EN-
TB y radio Illimani) que  no revisten la
importancia de antaño y cuya subordinación
a los designios gubernamentales les resta cre-
dibilidad. Aunque la televisión estatal tiene
cobertura nacional (cuenta con 250 repeti-
doras), su influencia es débil y su programa-
ción no le permite disputar audiencia a las
redes privadas. Un intento novedoso, aun-
que efímero, fue la concesión del noticiero
central a una empresa independiente (PAT),
mediante licitación pública, pero esa expe-
riencia no tuvo continuidad.

En suma, existen tres consorcios mediá-
ticos que responden a intereses distintos y
denotan modalidades diversas de vínculo
con la política: mientras el grupo Garafulic
tuvo un conflicto abierto con un ministro y
con el Presidente de la República, la otra red
privada no fue cuestionada por el uso de sus
influencias mediáticas para fines empresaria-
les; en cambio, la Iglesia –aunque no se pue-
de señalar que los medios de su propiedad
responden a una línea oficial- está exenta de
cuestionamientos y se constituye en una voz
legítima, aunque su credibilidad no es pro-
ducto del manejo de esos medios. Estos son
un conjunto de aparatos de soporte a una
tarea institucional  y no la sustituyen, a di-
ferencia de los otros consorcios mediáticos
que superponen sus objetivos empresariales
a los fines comunicacionales. Es evidente que
la red vinculada a la Iglesia católica es más
proclive para desplegar una tarea sin some-
timientos a intereses extrainstitucionales,

porque carece de fines políticos o empresa-
riales explícitos.

Por último, se han ido incorporando
nuevas tecnologías que influyen en la labor
de los mass media. En los últimos años, es
creciente la utilización de recursos infor-
máticos, como la red Internet, que han pa-
sado a formar parte de la estrategia de algu-
nos medios mediante la apertura de páginas
web. También se inauguraron portales de
origen privado y público explícitamente de-
dicados a mostrar a Bolivia “al mundo”. En
las páginas web de los diarios se incluyen
encuestas permanentes sobre los aconteci-
mientos, con énfasis en temas políticos, así
como, entrevistas a dirigentes y funcionarios
públicos. También algunos partidos han
incursionado en este campo. Asimismo, en
algunos programas radiales, en radio Fides
(de la Iglesia) y Panamericana (que se sinto-
niza por Internet), sus conductores interac-
túan con los oyentes a través de correo elec-
trónico y, en algún caso, su audiencia involucra
a las comunidades de residentes bolivianos
en USA, una tarea comunicacional que la
televisión todavía no ha realizado. Aunque
estas innovaciones no han sido incorporadas
en las campañas electorales, es previsible que
en los comicios generales de 2002 se produ-
cirá una adaptación de las estrategias electo-
rales a estos nuevos recursos tecnológicos.

2.3 Entre la rivalidad y la complicidad

El reacomodo de los medios de comu-
nicación a las necesidades de la competen-
cia en el mercado va aparejado de otras mo-
dificaciones en las pautas de su labor. Se
distinguen dos tipos de relación institucio-
nal, las cuales se establecen, por un lado,
entre periodistas y actores políticos, ponien-
do en cuestión el tema de representación; y
por el otro entre mass media y partidos, que
incide en la competencia electoral.

La creciente centralidad de los mass
media ha provocado la emergencia de líde-
res de opinión que compiten con los políti-
cos el protagonismo en la comunicación
política. Los más importantes corresponden
al ámbito televisivo y se han convertido en
figuras públicas que pueden decidir el sen-
tido  de las noticias políticas, enjuiciar la
validez de los actos y personajes públicos,
definir la carrera de un candidato o funcio-
nario e incidir en la resolución de un con-
flicto. Se trata de actores mediáticos que no
reemplazan a los políticos pero sustituyen
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su tarea de expresión de demandas sociales y
conforman el sentido común de la opinión
pública. Su labor presenta matices, puesto que
existen los periodistas que simplemente emi-
ten sus opiniones y aquellos que elaboran aná-
lisis y dictaminan, cada noche, el sentido de
los acontecimientos. Sobresale Carlos Mesa de
PAT que, aparte de comentar las noticias dia-
rias, conduce un programa de entrevistas —
desde 1983— a los personajes políticos más
influyentes, sin caer en la lógica de la espec-
tacularización televisiva. También resaltan
Cayetano Llobet en la red ATB que, a diferen-
cia del público restringido de PAT, despliega
su labor en el noticiero de mayor audiencia, y
Eduardo Pérez, sacerdote jesuita, de presencia
intermitente en las pantallas y con una acción
decisiva en la radio católica Fides  —red na-
cional que cuenta con 17 emisoras y la mayor
sintonía— y cuya labor periodística está mar-
cada por intensas polémicas con políticos y
comunicadores y por una amplia interacción
con los oyentes mediante teléfono y correo
electrónico.

Estos líderes de opinión marcan los cri-
terios para el enjuiciamiento de eventos y
personas, y cuando se trata de contienda
electorales son los personajes que se encar-
gan del seguimiento noticioso y la evaluación
preliminar de los resultados, apoyados en
redes multimedia que compiten por la exac-
titud de los datos y la certeza de los pronós-
ticos. Esta lógica de liderazgo mediático se
reproduce en cada región, pero su peso es
relativo porque el ámbito de su influencia es
local y la política no es su objeto exclusivo,
excepto cuando los comunicadores conver-
tidos en líderes de opinión deciden ingresar
al ruedo electoral.

Los líderes de opinión con presencia
nacional no han irrumpido en la arena elec-
toral, a diferencia de los periodistas con in-
fluencia local que se convirtieron en candi-
datos. Aquellos se definen porque cumplen
una función que incide en la política, en
cambio, los periodistas convertidos en polí-
ticos se caracterizan por el uso instrumental
de su labor en los mass-media. El caso más
conocido es el de Palenque, pero existen
múltiples ejemplos, sobre todo en el ámbito

local, que empezaron a manifestarse a partir
de 1987 con la restitución de la democracia
municipal. Un aditamento importante de
estas experiencias de articulación entre co-
municación y política tiene que ver con la
realización de actos de asistencialismo o con
la promoción de participación del público,
sobre todo de raigambre popular, que reditú-
an beneficios porque la audiencia es interpe-
lada como masa votante.

Así, la fama otorgada por los medios de
comunicación se ha convertido en recurso
electoral a la hora de ingresar a la pugna
política, hecho que, sumado a la prolifera-
ción de experiencias de comunicadores con-
vertidos en candidatos, llevó a la inclusión
de una norma en el Código Electoral (1999)
(art. 124) que prohibe a los candidatos a
realizar, alquilar, conducir o producir progra-
mas periodísticos en período preelectoral, es
decir, induce a los periodistas con pretensio-
nes electorales a abandonar su labor para no
disponer de ventaja. Pero también se refiere
a los pocos casos de políticos que optaron por
desplegar una labor en los mass-media como
una táctica para obtener réditos electorales.

Existe otra modalidad de vinculación
entre comunicación y política, expresada en
el gremio sindical de la prensa que reprodu-
ce un discurso corporativo de compromiso
con los sectores populares y de crítica radi-
cal a los partidos. La conducta de estos gre-
mios se asienta en una enconada defensa de
la libertad de expresión frente a los intentos
gubernamentales de regulación y control,
pero no se sustrae a las influencias del poder
económico, del que depende en una rela-
ción laboral que ha provocado más de un
conflicto entre periodistas y propietarios, ni
a las presiones del poder político, que se tra-
ducen en el establecimiento de relaciones
clientelares con partidos y autoridades públi-
cas14. Esto denota una escasa institucio-
nalización de la labor periodística, sometida
a los arbitrios de los dueños o a las concesio-
nes de los políticos.

Se observan, entonces, tres tipos de
relación —rivalidad, intercambio y compli-
cidad— entre actores políticos y mediá-
ticos15. Los líderes de opinión  que sustitu-

14 Una muestra son las denuncias sobre corrupción entre miembros del gremio en Cochabamba (Cfr. El Juguete Rabioso,  núm. 39,
septiembre de 2001).

15 La rivalidad es una “relación marcada por la desconfianza y el conflicto (en la que) políticos y periodistas se asumen como rivales
adoptando una estrategia de competencia cuando no de franco antagonismo”. El intercambio se caracteriza por “la mutua
dependencia entre políticos y periodistas (y) la producción de información política es una labor conjunta de ambos actores”. La
complicidad implica “la existencia de estrategias colusorias en función a coyunturas políticas, temas conflictivos e intereses
específicos” (Exeni 2000, págs. 47 y 48).
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yen e interpelan a los actores políticos, pro-
ducen predominantemente relaciones de ri-
validad; los actores mediáticos que ingresan
a la arena electoral aprovechando el presti-
gio obtenido en los medios y se enfrentan a
los actores políticos que incursionan en el
mundo de la comunicación para obtener
recursos adicionales, producen relaciones
combinadas de rivalidad y de intercambio;
y, finalmente, el gremio periodístico actúa de
manera corporativa con complicidad respec-
to al movimiento sindical y antagonismo
respecto a los partidos (cuando la labor pe-
riodística asume posturas de crítica a los
políticos en el tratamiento de casos de co-
rrupción)16.

Estas modalidades de vinculación entre
actores políticos y mediáticos se reproducen
en el vínculo entre mass-media y partidos,
con el agravante de que, en algunos casos, los
medios son de propiedad de un dirigente
político y obedecen a una doble influencia,
partidista y empresarial, esto es, una relación
directa de complicidad; en otros casos, la in-
fluencia de ciertos medios provoca la com-
plicidad –por omisión— entre los partidos
y los intereses empresariales de los propieta-
rios, porque resulta conveniente a su estra-
tegia electoral o su presencia en el gobierno.
A pesar de esta convergencia de intereses, el
tratamiento de las noticias pasa por el tamiz
de los periodistas y se manifiesta en una pos-
tura generalizada de cuestionamiento a los
partidos. En cierta medida, esto explica que
se planteen propuestas legislativas para nor-
mar la labor de los periodistas, considerados
rivales por lo políticos, pero que no existan
iniciativas similares en relación a la propie-
dad de los medios de comunicación.

A modo de conclusión: lo político y lo
mediático

¿Cuáles son los rasgos del nuevo escena-
rio político propiciado por las transforma-
ciones en la democracia al influjo de la pro-
liferación de medios de comunicación, el
establecimiento de redes multimedia priva-
das y la centralidad mediática en las campa-

ñas electorales y en el control y fiscalización
de la gestión gubernamental?

La democracia pactada ha ingresado en
una fase de agotamiento por el déficit de le-
gitimidad de la representación partidista.
Este hecho está asociado, entre otros facto-
res, a los efectos provocados por los nuevos
parámetros en la comunicación política.
Luego de que han pasado casi veinte años
desde la transición democrática, los mass-
media, y sobre todo la televisión, han mo-
dificado las pautas de la competencia elec-
toral y de la gestión gubernamental. Han
agudizado la personalización de la represen-
tación política y modificado la retórica del
discurso político, inhibiendo la lógica argu-
mentativa en la disputa electoral y en el
tratamiento de los asuntos de interés gene-
ral. Por otra parte, se ha ampliado su inci-
dencia en la política, puesto que, aparte de
ser el escenario donde se construye la vero-
similitud del hecho político, los mass-me-
dia  se han constituido en actores que defi-
nen la agenda de los temas susceptibles de
tratamiento público, y algunos de sus ope-
radores se convirtieron en líderes de opi-
nión o en candidatos. Estos hechos se han
traducido en una superposición de tareas de
representación política con el sistema de
partidos, poniendo en riesgo su propia cre-
dibilidad. Finalmente, fueron incluidos en
una estrategia comunicacional por parte de
algunos movimientos sociales, en su afán de
disputar la esfera pública a los partidos me-
diante la incorporación de nuevos temas en
la agenda política.

 Este decurso muestra que la influencia
de los mass-media no es lineal ni unívoca y
depende de la situación de consistencia o
debilidad del sistema de partidos. Aunque
los actores políticos adaptaron sus estrategias
electorales a las nuevas pautas de la comu-
nicación política y concentraron sus gastos
de campaña en propaganda televisiva, las
relaciones entre el complejo mediático y el
sistema de partidos han asumido distintas
modalidades que transitan entre el uso pre-
dominante del marketing para la construc-

16 Al respecto, sobresale la suspensión definitiva de un diputado con cargos en la justicia ordinaria, medida solicitada por una
asociación de periodistas en apoyo a una reportera que fue difamada por el acusado. En su defensa, su medio televisivo utilizó
innumerables espacios noticiosos para aportar pruebas sobre el caso y presionar la decisión congresal. Según la encuesta de
capacidades políticas del IDH Bolivia 2002, el 68,4% de los bolivianos manifiesta que es en el hogar donde tiene más confianza
para expresarse. Por otra parte, el 48,1% de los bolivianos tiene una visión fatalista de la vida. “La desconfianza es profunda y
está vinculada a una hipervaloración de las relaciones cara a cara, especialmente familiares. Da la impresión de que el mundo y
sus cambios se les presenta como algo ajeno y amenazante. Quizá también por esto se refuerza una suerte de conciencia de
comunidad aislada que desconfía de todo lo distante y ajeno a ella. Si bien esto fortalece el lazo social, limita también el
reconocimiento del “otro”, lo que se hace más evidente cuando ‘el otro’ es la élite: ricos, políticos o empresarios”. (PNUD, 1996)
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ción de imagen de los candidatos y la aten-
ción privilegiada del contacto directo con los
electores, en una combinación que asume
diversas facetas en cada evento electoral.
Algo similar ocurrió con el uso de la tribu-
na periodística como recurso proselitista, la
adquisición de radios y canales por parte de
dirigentes políticos y la influencia mediática
en las decisiones gubernamentales. Es decir,
no hay un patrón dominante que defina el
tipo de vínculo entre mass-media y políti-
ca.

Por su parte, el mundo de los mass-
media también presenta rasgos de hetero-
geneidad que se manifiesta en la existencia
de diversas redes multimedia —cuya con-
formación responde a la proliferación de
medios y a la competencia en un reducido
mercado de consumidores— con efectos
igualmente diversos. Por un lado, las redes
de carácter privado que responden a intere-
ses de grupos empresariales y  personajes
políticos, y cuya influencia es decisiva en la
gestión política, por otro, la red de carácter
estatal que responde a los designios guber-
namentales, aunque con menor influencia en
la opinión pública y, finalmente, el amplio
conjunto de medios de propiedad de la Igle-
sia Católica, cuya labor no está sometida a
intereses empresariales privados o partidis-
tas y dispone de una amplia legitimidad ante
la ciudadanía. Es decir, la incidencia políti-
ca del complejo mediático es multiforme y
depende de las relaciones específicas de cada
medio o red con el poder económico y/o
político. La tendencia a la concentración de
medios en manos de grupos empresariales,
el inicio de su asociación con inversores ex-
tranjeros, así como la proliferación del uso
de nuevas tecnologías, son fenómenos cuyas
consecuencias no se han manifestado en el
escenario político; pero perfilan un contex-
to comunicacional más complejo e incierto
para el desarrollo de los próximos eventos
electorales y de las tareas gubernamentales.

A partir de estas consideraciones, resul-
ta evidente que los mass-media llegaron
para quedarse en la democracia. Sin embar-
go, proporcionan tantos escollos como po-
sibilidades para la construcción de una cul-
tura política deliberativa, en la medida en
que, por un lado, responden a las necesida-
des del mercado y a los intereses del poder
político y, por el otro, favorecen el control
sobre los actos gubernamentales y fortale-
cen la autonomía de la sociedad civil, me-

diante la creación de múltiples esferas pú-
blicas y  la formación de opinión ciudada-
na sobre los asuntos políticos. Por las carac-
terísticas asumidas en la relación entre lo
mediático y lo político en la última década,
estas tensiones serán recurrentes en el futu-
ro.

La subordinación de los mass-media a las
exigencias de la competencia en el mercado,
provoca el predominio de intereses empre-
sariales sobre su papel social. Este hecho
parece agravarse debido a la tendencia a una
concentración propietaria, acompañada de
transnacionalización, que plantea el riesgo de
una centralización en el uso de los medios
con consecuencias negativas para la forma-
ción de una opinión pública de índole críti-
ca y de carácter pluralista. En estas condi-
ciones, cabe preguntarse si es posible la
formación de una cultura política basada en
la deliberación.  La respuesta es positiva si
se considera que, a pesar de los riesgos que
acarrea la privatización y sus secuelas, la
propia lógica de la competencia permite que
el espacio mediático tenga múltiples voces.
A ello se suma su carácter segmentado por
la existencia de estaciones radiales y tele-
visivas de carácter local que constituyen
enclaves importantes para la forja de una
práctica deliberativa con relación a temas de
interés general  por parte de ciudadanos
involucrados de manera más directa en los
temas en debate. Ante redes multimedia
que conllevan el riesgo de la homogeni-
zación en el  tratamiento de los temas de
interés general, se contraponen circuitos
informales conformados por medios de al-
cance local y públicos segmentados, más
proclives a un aprendizaje de pautas delibe-
rativas.

Por otra parte, las relaciones de los mass
media con el sistema político están marcadas
por influencias recíprocas que pueden con-
cluir en colusión de intereses, por lo que es
necesario  establecer limitaciones jurídicas a
la propiedad de medios por parte de miem-
bros de partidos políticos, a la usanza de las
restricciones impuestas a los periodistas que
incursionan en la competencia electoral.  Es
preciso delimitar los campos de acción de los
mass-media, los partidos y los grupos empre-
sariales, partiendo del supuesto que la comu-
nicación social es un bien colectivo y que la
labor de los medios debe someterse a crite-
rios de transparencia similares a los que exi-
gen a los partidos políticos e instituciones
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estatales. Esto se vincula con la ética en la
información, la cual es un requisito para
que la deliberación en el espacio público no
se subordine a cálculos estratégicos de ac-
tores políticos y/o empresariales.

En un plano institucional, las relaciones
de este “cuarto poder” con los poderes del
Estado dependen menos de los intereses de
los mass-media que de la consistencia institu-
cional del Parlamento y del Poder Judicial.
La labor informativa e investigativa de los
medios tiene un efecto correctivo en el com-
portamiento de los actores políticos; sin
embargo, su influencia responde a la subor-
dinación de los órganos públicos de fiscali-
zación y legislación a los designios de los
gobiernos asentados en una mayoría con-
gresal y termina debilitando aun más a los
organismos estatales dedicados a esas tareas.
Mientras persista la debilidad de las institu-
ciones políticas, los mass-media seguirán
cumpliendo tareas de seguimiento y fiscali-
zación en desmedro de la credibilidad y le-
gitimidad de los actores políticos. La salida
de este círculo vicioso no depende de los
mass-media, sino del sistema político.

El control a la gestión gubernamental a
través de los mass-media es una manifesta-
ción de la consistencia de la opinión públi-
ca, independientemente de que sea una cons-
trucción deliberada mediante sondeos o por
la influencia de líderes mediáticos, puesto
que de cualquier forma la opinión pública se
ha convertido en referente para las decisio-
nes estatales. Además, una consecuencia
positiva de la proliferación de radios, cana-
les y periódicos es la gestación de múltiples
esferas públicas en distintos niveles (sobre

todo locales) que involucran con intensidad
distinta a los ciudadanos en el debate sobre
los asuntos públicos. Es preciso fortalecer
esta lógica de descentralización en la forma-
ción de la opinión pública para mitigar las
consecuencias del centralismo noticioso en
las redes nacionales que seleccionan los te-
mas de la agenda política.

La construcción de una cultura política
deliberativa es un requisito para la  consoli-
dación democrática y tiene que ver con el
ejercicio pleno de ciudadanía, con la auto-
nomía de la organizaciones civiles y con la
formación de una esfera pública separada del
Estado y del mercado pero que exprese la
heterogeneidad de intereses e identidades
sociales. Dado que la labor de los medios es
fundamental en la esfera pública, el espa-
cio mediático, sobre todo televisivo, debe
convertirse —aparte de informar, entrete-
ner y educar— en un espejo de la diversi-
dad étnico-cultural de la sociedad y en un
espacio de encuentro entre sujetos diferen-
tes para la  forja de una comunidad de per-
tenencia y destino compartido. Esta nece-
sidad es similar a las demandas que apuntan
a la diversificación del sistema de represen-
tación política mediante la quiebra del mo-
nopolio partidista. En la medida que la di-
versidad de actores sociales no estén represen
tados en el sistema político ni en el espacio
mediático, su irrupción en la arena política
asumirá características de impugnación al
régimen democrático y eliminará las posibi-
lidades de una construcción de la voluntad
política basada en el reconocimiento del
otro, condición de una deliberación demo-
crática.

Democracia local y política informacional en Castells
Manuel Castells, en La era de la información. Economía, sociedad y cultura,

Vol II. El poder de la identidad, señala tres tendencias relativas a la política
informacional. La primera se relaciona con la democracia local,  con su capacidad de
participación y con su capacidad de agregación de medios electrónicos para extender la
participación y consulta a  los ciudadanos. La segunda está referida a la oportunidad que
ofrece la comunicación electrónica para incrementar la participación política y la comu-
nicación horizontal entre los ciudadanos. La tercera se relaciona con el desarrollo de la
política simbólica y la movilización en torno a causas subjetivas, culturales y cotidianas,
que se constituyen en el factor movilizador proactivo más vigoroso en la política
informacional.

Fuente: Castells 1999.

Recuadro 4.4
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En los últimos años los mass-media han
permitido la conformación de una multiplici-
dad de esferas públicas, así como el despliegue
de procesos de deliberación colectiva, sobre
todo en el ámbito municipal. Estos espacios y
procesos son relativamente abiertos, autóno-
mos y pluralistas debido a la heterogeneidad
de los medios de comunicación masiva y, a
través de ellos, tienen influencia en las deci-
siones políticas en los niveles nacional, regio-
nal y local. Esto permite el fortalecimiento de
la sociedad civil, cuya consistencia depende,
empero, de un ejercicio pleno de la ciudada-
nía por parte de hombres y mujeres que, ac-
tualmente, son considerados como meros con-
sumidores o electores por parte de los medios

y de los partidos. Es decir, una cultura políti-
ca deliberativa es posible cuando una socie-
dad dispone de medios y espacios, pero
también requiere de sujetos, cuya forma-
ción es también una tarea de los mass-
media. El nuevo escenario político requie-
re de ciudadanos que participen en el
espacio público y de medios de comuni-
cación que dispongan de autonomía res-
pecto al poder político y económico para
que la comunicación política sea una he-
rramienta para la consolidación demo-
crática y no un instrumento al servicio de
intereses particulares ni un escenario ex-
cluyente, en el cual los ciudadanos sean
meros convidados de piedra.
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Las orientaciones de los liderazgos políticos y sociales

Introducción
Los capítulos 3 y 4 se ocuparon de la

orientación de los cambios políticos bo-
livianos a partir del proceso democrático
iniciado a comienzos de los 80. El capítu-
lo 3 se ocupó de analizar el alcance de las
reformas político-institucionales, especí-
ficamente en relación al sistema de parti-
dos, el Poder Legislativo y el Poder Judi-
cial. El capítulo 4 mostró cómo la política
se había modificado de manera significa-
tiva con la plena irrupción de los mass-me-
dia, sobre todo de la televisión, en la vida
cotidiana de los bolivianos.

Desde el punto de vista, planteado
aquí, de una democracia deliberativa en la
que se dé el pleno ejercicio de la ciudada-
nía y que sea congruente con un desarrollo
económico inclusivo, los cambios en el
ámbito institucional y mediático son am-
bivalentes. Respecto del primero, el ámbito
institucional, se ha afirmado que tanto el Es-
tado como el sistema político bolivianos to-
davía arrastran parte de su herencia “car-
torial”, por lo que el juego político está
excesivamente subordinado a relaciones cor-
porativas y prebendalistas, y muchas veces las
funciones representativas se ven mermadas
por intereses más personales o grupales de la
propia clase política. Sin embargo, las refor-
mas han permitido una modernización par-
cial del sistema político y los poderes del Es-
tado, reformas que, desde el enfoque
asumido por este Informe, tendrían que ser
profundizadas y reorientadas en aras de am-
pliar los espacios deliberativos para la socie-
dad civil. A este propósito, el fortalecimien-
to del sistema de partidos es crucial.

Respecto del impacto de los mass-me-
dia, la ambivalencia radica en que la con-
centración de la propiedad de los grandes
medios audiovisuales amenaza con res-

tringir la diversidad de fuentes de mensa-
jes, pero por otro lado la expansión de la
industria mediática (incluyendo radios
comunitarias) tiende también a diversifi-
car las voces que se hacen presentes en el
diálogo público-mediático. Y si la políti-
ca mediática corre el riesgo de devenir
política-espectáculo y perder densidad
argumentativa, por otro lado aumenta el
poder fiscalizador de los medios y sus au-
diencias, obligando a una mayor transpa-
rencia y rendición de cuentas por parte del
sistema político y el Estado.

En el presente capítulo se tratarán de
detectar las principales orientaciones de
los liderazgos políticos y sociales respecto
de algunos temas centrales del desarro-
llo del país. Se analizarán sus opiniones en
relación a la coyuntura y al cambio, sus
visiones sobre la economía y la política,
sobre las relaciones entre sociedad, parti-
dos y Estado, y también sus propuestas
futuras.

Ante la probable inflexión histórica
por la cual está atravesando la nación, se
trata de saber cuáles son las orientaciones
políticas de los actores políticos y socia-
les y qué salidas ofrecen al complejo pro-
ceso que ha vivido el país en los últimos
años. Se han recogido estas orientaciones
mediante entrevistas a líderes políticos y
sociales que participan en las decisiones
políticas e inciden en el desarrollo del
país.

El capítulo esta dividido en tres par-
tes. En primer lugar se abordan las orien-
taciones de las élites partidarias dirigen-
tes. En segunda instancia se examinan las
orientaciones de los liderazgos de diversas
fuerzas sociales. El texto finaliza con un
balance en el que se señalan las principa-
les tendencias de los liderazgos partidarios
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y sociales, en función del desarrollo hu-
mano1.

La reflexión que orienta el capítulo ar-
gumenta que los líderes políticos y sociales
bolivianos perciben a la vez una situación
de agotamiento y de cambio de los distin-
tos procesos históricos que se iniciaron en
1982. En general, los líderes reconocen los
avances políticos, sociales y culturales que
cada uno de los distintos momentos apor-
tó, pero también advierten las limitaciones
y cuestiones que se dejaron pendientes, los
cuales generan problemáticas institucio-
nales, de justicia e integración social y de
construcción del Estado–Nación, así como
de índole económica. De este modo se com-
binan avances y frustraciones, las cuales
generan desafíos a la articulación entre Es-
tado y sociedad.

Sin lugar a dudas estas orientaciones
son transversales al conjunto de las élites,
pero también están condicionadas por los
intereses económicos, étnico-culturales, re-
gionales, corporativos e ideológicos que in-
fluyen en cada liderazgo. Es decir, se trata
de visiones complejas que reconocen rela-
tivamente el agotamiento político, pero lo
procesan a través de sus propios códigos,
tanto históricos como de otro tipo.

Pero, ¿por qué estudiar los liderazgos po-
líticos y sociales, y por qué estudiar un “dis-
curso” del jefe del partido o al dirigente del
movimiento? Si bien el análisis de entrevis-
tas a líderes apunta a describir las orientacio-
nes centrales de los liderazgos partidarios y
sociales, a la vez es una manera de interro-
garse sobre el por qué de estos líderes, sobre
el contenido de sus palabras y sus propues-
tas que hace que la gente se adhiera a sus dis-

cursos y los coloque en el lugar en el que es-
tán.

Un discurso es una producción de sen-
tido que logra hacer lazo social; provoca la
organización compleja de los elementos que
permiten una identificación con el líder y sus
ideas (en muchos casos su idealización). El
análisis del discurso de los principales jefes
políticos y sociales en Bolivia se justifica en
el hecho de que ellos ponen el cuerpo y las
ideas que permiten la identificación del in-
dividuo en la sociedad, y producen tenden-
cias, tensiones y acciones políticas.

En la vida colectiva una masa o multi-
tud logra cohesión bajo ciertas circunstancias
específicas e intereses comunes que funcio-
nan como lazos y que se traducen en exalta-
ción, inhiben la conciencia y la responsabi-
lidad individual, aumentan la certeza e
impulsan a la acción del grupo sin que siem-
pre medie la razón. En esos casos, el míni-
mo estímulo emitido por el líder es conver-
tido por la masa en un sentimiento feroz,
exagerado e irracional.

Un líder nace porque logra ocupar el
lugar del ideal del yo de un grupo. Existe un
mecanismo inconsciente por el cual el indi-
viduo deposita parte de su yo en este ideal.
Cuando existen hechos sociales en los cua-
les se mueven afectos, como protestas, elec-
ciones o conflictos en general, la palabra o
la acción del líder produce un efecto de so-
metimiento incondicional, en el cual la su-
gestión disuelve el yo y lo diluye en la mul-
titud.

Estos son casos extremos del comporta-
miento grupal y es evidente que implican
una organización previa, ya sea partidaria o
de movimiento. Al interior de esta organiza-

1 Vale la pena mencionar que la tipología de las orientaciones registradas no corresponde mecánicamente a los partidos, sino mas
bien a sus líderes. También se han encontrado posiciones híbridas entre diversas visiones y orientaciones. Por ejemplo, en el MNR
o en el MIR o incluso en el ADN se puede encontrar una combinación entre racionalización del modelo con tendencias
integracionistas en lo social, y viceversa. Es posible también encontrar lógicas sociales asociadas con lógicas de mercado.
Probablemente esto en sí esté marcando la versatilidad y la ambigüedad de las opciones políticas bolivianas. No obstante, en la
tipología se destaca la orientación principal de los líderes entrevistados. Además, como se sabe, no hay una correlación mecáni-
ca entre mapas cognitivos y prácticas políticas.
En términos metodológicos, el presente capítulo no trata las capacidades políticas en general, sino las capacidades políticas en
el marco del desarrollo humano.
Se entrevistó a los líderes nacionales y regionales de los principales partidos políticos y a los principales líderes de los movimien-
tos sociales históricos y nuevos movimientos y liderazgos socioculturales. Estas entrevistas fueron complementadas con una
serie de entrevistas con informantes claves de otros sectores y ámbitos como la Iglesia, medios de comunicación, la empresa
privada, el sistema judicial y la cooperación internacional. En todos los casos se realizaron además entrevistas con analistas
especializados, en calidad de informantes claves.
A partir de estas entrevistas se desarrolló un nuevo plan de entrevistas con actores intermedios de los principales partidos políticos,
buscando profundizar en aquellas orientaciones en las que se perfilaban procesos de renovación generacional. Por otra parte se
entrevistó a actores intermedios socio-culturales, buscando profundizar tendencias de renovadoras en las estructuras intermedias
de los “movimientos” socioculturales y en otros ámbitos de la propia sociedad (municipios y organizaciones de productores).
Se realizaron 64 entrevistas con líderes e informantes claves y 26 con actores intermedios. El tiempo promedio de cada entrevis-
ta fue de tres horas, lo que representa más de 200 horas de grabación. (Ver anexo I). En algunos casos se utilizaron también
entrevistas públicas realizadas con estos líderes en la televisión y la prensa nacional.
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ción se supone que existe una racionalidad
política con lineamientos, diagnósticos y
proyecciones futuras. Los intereses comunes
son los que convocan y cohesionan a las or-
ganizaciones políticas.

En otro plano hay que decir que una de
las principales novedades del sistema políti-
co en el período democrático boliviano ra-
dica en que los partidos promovieron una
acción política institucional. Anteriormen-
te, la historia del país se caracterizó por el
predominio de prácticas autoritarias y vio-
lentas en el ejercicio del poder y en la reso-
lución de los conflictos. En un país con ni-
veles de integración nacional débil, con
relaciones clasistas confusamente estructu-
radas, con relaciones clientelares genera-
lizadas, con tensiones étnico culturales y re-
gionalistas fuer tes, los par tidos y las
organizaciones eran fuertemente doctri-
narios, excluyentes y formados en torno de
líderes políticos duros: caudillos y jefes que
eran los dueños de la política.

A partir de 1985, los partidos políticos
bolivianos buscaron estructurarse como un

genuino sistema, por lo que se generaron
varios tipos de coaliciones que rotaron en el
ejercicio de poder. Por lo general, cada elec-
ción sirvió para que la oposición sustituyera
al oficialismo. Sin lugar a dudas, se genera-
lizó un nuevo tipo de sistema de partidos,
más moderno y democrático que en cual-
quiera de las épocas pasadas.

 El sistema de partidos en su conjunto
tuvo tres grandes orientaciones. Primero,
hacia la monopolización de la representación
política; segundo, hacia la acentuación de los
mecanismos de intermediación entre la so-
ciedad y el Estado, y, finalmente, hacia la
gestión de un modelo de economía de mer-
cado.

Estas orientaciones estuvieron asociadas
con la búsqueda de una mayor institucio-
nalidad y una mayor legitimidad de las re-
glas de juego, y con la gestación de acuerdos
interpartidarios de gobernabilidad, que die-
ron lugar a cuatro coaliciones desde enton-
ces hasta la fecha.

Probablemente el resultado más notable
de todo este período fue una cierta indepen-

Reglas del juego (Robert Dahl)
Robert Dahl plantea claramente las reglas de juego mínimas en las cuales se basa el sis-

tema político, a decir :
1 El máximo órgano político, a quien está asignada la función legislativa, debe estar com-

puesto por miembros elegidos directa o indirectamente, con elecciones de primer o de se-
gundo grado, por el pueblo.

2  Junto al supremo órgano legislativo deben existir otras instituciones con dirigentes elegi-
dos, como los entes de la administración local o el jefe del Estado (como sucede en las re-
públicas).

3 Electores deben ser todos los ciudadanos que hayan alcanzado la mayoría de edad sin
distinción de raza, de religión, de ingresos y, posiblemente, también de sexo.

4 Todos los electores deben tener igual voto.
5 Todos los electores deben ser libres de votar según su propia opinión formada lo más li-

bremente posible, es decir en una libre contienda de grupos políticos que compiten por
formar la representación nacional.

6 Deben ser libres también en el sentido de que deben estar en condiciones de tener alter-
nativas reales (lo cual excluye como democrática a cualquier elección con lista única y
bloqueada).

7 Tanto para las elecciones de los representantes como para las decisiones del supremo órga-
no político vale el principio de la mayoría numérica, aun cuando pueden ser estableci-
das diversas formas de mayoría según criterios de oportunidad no definibles de una vez
por todas.

8 Ninguna decisión tomada por mayoría debe limitar los derechos de la minoría, de ma-
nera paricular el derecho de convertirse, en igualdad de condiciones, en mayoría.

9 El órgano de gobierno debe gozar de la confianza del parlamento o bien del jefe del po-
der ejecutivo a su vez elegido por el pueblo.

Fuente: Robert Dahl 1973.

Recuadro 5.1
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dencia de los partidos respecto de la econo-
mía y la sociedad. En realidad, esta relativa
autonomía de los partidos respecto de las
fuerzas sociales sería impensable si no se
toma en cuenta la debilidad y el fracciona-
miento de éstas, otrora más unidas y fuer-
tes.

Lo curioso es cómo, a pesar de tal auto-
nomía, permanecieron los lazos de depen-
dencia de los partidos respecto del Estado y
de la sociedad. Es decir, si bien se hicieron
reformas económicas e institucionales que
apuntaron a limitar estructuralmente los sis-
temas clientelares de intermediación (como
por ejemplo el clientelismo burocrático o el
denominado Estado cartorial que se analizó
en el capítulo 4), persistieron y se renovaron
constantemente los mecanismos políticos y
culturales de tales sistemas. Posiblemente,
como advirtieron varios de los entrevistados,
aquí radique uno de los problemas centra-
les del desarrollo de una cultura y una mo-
derna práctica democrática en sociedades
como la nuestra.

Vale la pena también señalar que este
nuevo dinamismo estuvo fuertemente a-
compañado por visiones institucionalistas
y elitarias de la democracia, es decir, que
miraban a la democracia únicamente como
una construcción de reglas del juego, de
arreglos institucionales para la toma de de-
cisiones políticas. Se trató de un modelo
que buscaba ser realista y apropiado para las
nuevas condiciones modernas de la socie-
dad boliviana2.

Por otra parte, como ya se señaló en ca-
pítulos anteriores, los límites estructurales
del crecimiento económico, los déficits en
términos de integración y cohesión social, las
enormes brechas entre campo y ciudad, las
demandas y protestas sociales y sobre todo
los problemas de legitimidad de las institu-
ciones de la democracia, especialmente los
partidos, el parlamento, el gobierno y el
poder judicial, ponen en cuestión la sosteni-
bilidad de la democracia boliviana y hacen
necesario auscultar posibilidades de amplia-
ción, cambio y redefinición del espacio y de
las opciones políticas bolivianas.

1. Orientaciones de los líderes partidarios

En la tipología de líderes partidarios (ver
cuadro 5.1), se puede visualizar una síntesis
de las orientaciones de los líderes políticos en
relación a la crisis y al cambio, a la descon-
fianza, a las protestas y a las propuestas de
futuro. En general, las lecturas sobre la situa-
ción y las perspectivas del país varían y se dan
desde códigos distintos. Para unos lo central
es la gestión del cambio, para otros la reno-
vación generacional asociada con la moder-
nización. Otros buscan nuevas reformas
políticas y económicas en función de un
nuevo relato cultural. También existen los
que plantean nuevos pactos entre la región
y la nación y plantean nuevos proyectos de
autonomía regional. Finalmente, están los
que buscan un nuevo tipo de relaciona-
miento entre lo político y lo social toman-
do como referencia temas como la Asamblea
Constituyente. Estas orientaciones no pue-
den confundirse ni con las prácticas ni con
las alianzas electorales, donde cualquier
ecuación es posible. A continuación se na-
rran con un cierto nivel de detalle las orien-
taciones políticas predominantes entre los
líderes entrevistados:

1.1. Institucionalidad y gestión

El MNR es el partido político de mayor
presencia en la historia contemporánea de
Bolivia. Inició el ciclo nacional popular y
estatista en 1952, también lo concluyó para
iniciar el ciclo de libre mercado en 1985. A
este propósito, Paz Estensoro dijo metafóri-
camente que se había iniciado una coyuntura
que duraría 20 años. Efectivamente, así es.
Entre otros factores, porque si hay algo que
todavía es legítimo entre la sociedad y los
políticos bolivianos es el consenso en torno
de la estabilidad monetaria.

Gonzalo Sánchez de Lozada fue, en el
plano nacional, el principal operador de
las reformas de estabilización de 1985 y el
principal líder político que promovió las
reformas de segunda generación a través
de la Ley de Capitalización y la Ley de
Participación Popular (1995). A fines de
la década del 90, Bolivia ya estaba plena-
mente integrada a los procesos de glo-

2 La literatura internacional es muy amplia al respecto. Desde los estudios fundacionales de Shumpeter (1952) y Dahl (1956),
hasta las versiones más actuales de cientistas políticos como Linz y Valenzuela (1994) y otros. Para el caso boliviano, son
especialmente importantes los estudios de E. Gamarra (1994,1995,1998), J. Lazarte (2000), J. A. Mayorga (1987) entre otros.
Para una revisión teórica del estado del arte de tal corriente, ver por ejemplo: Cohen y Arato, 1999.
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3 «Una ley innovadora la capitalización, que da una respuesta creativa frente a la privatización. A diferencia de ésta, en el caso de
la capitalización el Estado transforma las empresas en sociedades anónimas mixtas con el objeto de aumentar su capital accionario
(pues dichas empresas no fueron creadas como sociedades accionarias y por este motivo fue preciso convertirlas en tales antes
de la capitalización); y lo que se ofrece a los inversionistas es esa nueva emisión accionaria destinada a aumentar la capacidad
productiva existente en las empresas”. Calderón, Laserna, 1995.

4 Entrevista en profundidad a Gonzalo Sánchez de Lozada, abril 2001.

balización de la economía a escala mun-
dial, no sólo porque en gran medida el
mercado se constituyó en el principal re-
gulador económico, sino también porque
más de once empresas transnacionales se
convirtieron en las principales empresas
económicas del país3.

Para el líder del MNR todas las solucio-
nes económicas deben estar antecedidas por
soluciones político-institucionales, el eje del
desarrollo es la economía política. Para él, es
inconcebible la economía sin la política. En
este contexto, la credibilidad y las confian-
zas políticas y sus expresiones institucionales
constituyen la principal palanca para el de-
sarrollo. Esto, además, sería especialmente

importante para países pequeños como Bo-
livia, que son muy vulnerables y sensibles
frente a los shocks externos. “Somos un bar-
quito en el mar de la globalización, si no tie-
nes un capitán que gire el barco de acuerdo
al lado en que viene la tormenta y lo dejas
así, te come el mar, si lo giras, si lo manejas
y le explicas a la tripulación lo que está pa-
sando, le dices que tenga ánimo y mantienes
el ánimo, mantienes el barco hasta que pase
la tormenta”4.

Para este líder, el perfil institucional y el
tipo de gobierno, así como muy especial-
mente la lucidez de la élite dirigente, condi-
cionan la estabilidad y son los factores que
promueven el desarrollo. En este contexto,
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sería necesario lograr un tipo de gobierno
adecuado a las condiciones de legitimidad
social. Para él, “el problema crítico es que
nosotros (en Bolivia) combinamos el siste-
ma presidencial con el voto proporcional, y
esta combinación no funciona; si se quiere
un sistema presidencial tiene que combinarse
con la elección presidencial por mayoría di-
recta”5. Esto es particularmente importante
para sociedades con tendencias a la fragmen-
tación, como Bolivia, donde las coaliciones
funcionarían en términos más pragmáticos
que sustantivos. Un hecho particularmente
importante en el pensamiento de Sánchez de
Lozada radica en la alta valorización que le
concede al acto electoral, él piensa que la
elección da una alta legitimidad al presidente
y que los bolivianos son muy respetuosos
respecto a la elección democrática; por eso
sería muy importante la forma de elección y
el tipo de sistema que de allí emerja. El sis-
tema presidencial es en gran parte la razón
para que no exista estabilidad política. “Las
instituciones son decisivas, pero hay que en-
tenderlas. Si tú quieres tener un sistema pre-
sidencial, los parlamentarios tienen que na-
cer de un voto directo. No puedes tener
presidencialismo y votación proporcional”6.

Por otro lado, otro factor fundamental
para el ejercicio político se refiere a la capaci-
dad de gestión, porque ella genera credibili-
dad. La credibilidad es la llave para el desarro-
llo. Esta visión es compartida y reforzada por
otro de los líderes de dicho partido, el econo-
mista Guillermo Justiniano, el cual señala que
uno de los principales problemas del sistema
de partidos en Bolivia “se da por la existencia
de una pobreza de equipo analítico en los par-
tidos en general, en el sentido de cuestionarse
profundamente la capacidad de Bolivia como
país, para crecer rápido, para distribuir”7. Exis-
tiría una fuerte tendencia en la población a
creer que las cosas van a mejorar según quién
suba al poder. Asimismo, señala que “esta fal-
ta de capacidad analítica en los partidos, se
expresa también en buena medida en las or-
ganizaciones laborales y empresariales, en sín-
tesis, no habría una elite reflexiva que piense
concretamente la relación entre economía y
política, y esto haría en la práctica que los
partidos políticos actúen solamente de mane-

ra coyuntural y particular, no habría una vi-
sión de conjunto sobre la nación, sino sólo una
sumatoria de visiones particulares”8.

El MNR trató de resolver esto con los
«independientes». Sin embargo, en la propia
evaluación de Sánchez de Lozada, no haberse
amparado en la fuerza de su propio partido
fue su principal error de gobierno. “Induda-
blemente, en mi gobierno el gran error fue
seguir una antigua tradición según la cual
cuando ganas las elecciones le pones un
tranquilizante al partido, lo dejas dormido.
Ese fue el error ya que medidas de corte re-
volucionario, buenas o malas, tienen que ser
hechas por un instrumento que es el partido;
ellos tienen que ser los que salgan a la calle a
defender, a explicar. Incluso en la participa-
ción popular yo prohibí que entre el partido,
para que la gente no lo tome como un acto
político, pero bueno... son errores que se hi-
cieron…”9.

En realidad, este tipo de planteamien-
tos colocan el problema del tipo de partido
necesario para la gestión del cambio: por una
parte, el cambio modernizador necesita al
menos reducir el histórico prebendalismo
político y el clientelismo burocrático, tan
afín a la cultura política del país. Pero, por
el otro lado, el cambio moderno reclama un
nuevo tipo de partido y una nueva racio-
nalización, lo que incluye la descentraliza-
ción de la gestión de gobierno. El mismo
Sánchez de Lozada reflexiona “si pudiéramos
llevar el gobierno de La Paz a Sucre, yo creo
que con quinientas a mil personas gobiernas
Bolivia»10.

Existiría una dificultad estructural en los
partidos políticos para enfrentar el cambio
y para reconstruir un consenso que viabilice
el desarrollo económico; a juicio de Sánchez
de Lozada, se ha roto definitivamente ese
consenso, especialmente al interior de la cla-
se política. Da la impresión de que una nue-
va ecuación política más abierta y amplia que
la de los partidos mayoritarios emergerá en
Bolivia, según se desprende del razonamien-
to de Sánchez de Lozada. Sin embargo, pa-
rece que esta nueva ampliación política no
provendría de fuerzas sociales “extra sis-
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témicas”, si no de nuevas fuerzas políticas
emergentes. Para Sánchez de Lozada, “la
ruptura del consenso es a nivel de las élites;
en síntesis, habría una crisis de consenso más
entre las élites que entre partidos y socie-
dad11.

Da la impresión de que en todos los pla-
nos de la gestión del Estado, la economía, la
sociedad y sobre todo la política, se estaría
dando un proceso acelerado de degradación.
La denominada democracia pactada, así
como el consenso de las reformas económi-
cas, hoy estarían cuestionados y la principal
responsabilidad radicaría en la inmoralidad
como en la baja capacidad de gestión, pero
también en el creciente peso de las fuerzas
corporativas y funcionales de la sociedad. La
confianza política, base de cualquier arreglo,
estaría seriamente corroída. La desconfian-
za entre los líderes sería sólo comparable a la
desconfianza que siente la población hacia
ellos. Se pueden resolver los problemas eco-
nómicos y sociales sólo si se recupera la con-
fianza política. Se estaría frente a una posi-
ble situación de crisis y colapso económico,
y éste último no sólo se expresaría en in-
dicadores de deterioro de la economía, sino
también en un tremendo malestar social.

Con ello se estaría abriendo una situa-
ción de deflación. “Lo que esta pasando en
Bolivia es una deflación que es una pérdida
de valor de los activos... Cada vez los bienes
raíces valen menos, los vehículos valen me-
nos, no hay crecimiento…”12. “En qué for-
ma viene: primero, los bancos no prestan a
nadie porque la demanda agregada baja tan-
to que no hay nadie que merezca recibir un
préstamo, porque cuando una empresa pier-
de un tercio de sus ventas, muy difícilmen-
te tiene un flujo de fondos que justifique un
préstamo; entonces lo que pasa es que los
bancos cobran pero ya no prestan…”13.
“Además lo que pasa es que como hay tal baja
de liquidez no hay quien compre y no hay
quien venda, y esto golpea especialmente al
sector informal, que en el pasado vivía feliz
rodeado de monedas sobrevaluadas… Yo veo
que la situación actual está llevando a un tipo

de colapso que no estamos acostumbrados.
Se bota y se bota gente y al haber tanto des-
empleado que no puede ser absorbido por el
sector informal, la situación se hace muy crí-
tica”14. Para Sánchez de Lozada es funda-
mental resolver la crisis económica para
reencausar la estabilidad y el crecimiento que
reconoce como prioritarios.

En este contexto, para Guillermo Justi-
niano cinco son los temas que pueden ayu-
dar a encontrar una salida. Se trataría de te-
mas que deberían estar en la discusión:
“Cómo Bolivia crece y distribuye riqueza a
un ritmo mayor que al que lo ha estado ha-
ciendo hasta ahora». El segundo es: “cuál es
el nivel de informalidad que podemos a-
guantar en el país”15. Porque habría una
tendencia creciente a que la informalidad
desplace a la formalidad. La exacerbación de
una dualidad económica sería el principal
peligro que hace necesario discutir la relación
formalidad-informalidad. “Un tercer tema es
acerca de las posibilidades de crear y forta-
lecer un capitalismo nacional”16. Un cuarto
tema está referido a “cómo se integra cul-
turalmente a dos tercios de la población
boliviana que ha salido de las entrañas del
sector rural y que ahora en su gran mayoría
está en las ciudades”17. Esta solución no pue-
de ser solamente económica, sino que ten-
dría que adecuarse a la heterogeneidad y a
ritmos culturales diversos, que son distintos
entre quechuas y aymaras y aun más distin-
tos entre éstos y las etnias tobas, chiriguanas,
guarayas. Un último tema, vinculado con los
anteriores, se refiere a la sostenibilidad de los
recursos. “Yo creo que, en el caso de Bolivia,
lo que está ocurriendo es que los activos pro-
ductivos, entre ellos la tierra y el agua, están
degradándose a un ritmo, a una velocidad
que va a acentuar mucho más el tema de la
pobreza en ciertos sectores”18.

Finalmente, en coincidencia con las
nuevas generaciones de los otros partidos
mayoritarios, Justiniano visualiza también en
el mediano plazo una correlación entre el
cambio político moderno con el cambio
generacional. “Si estas tres tendencias [mo-
dernas] se consolidan, o al menos dos, yo
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creo que podemos tener un panorama polí-
tico distinto. Porque entre estas personas
(que buscan un cambio político con un cam-
bio institucional) va a haber, de lejos, posi-
bilidades de entenderse mucho más que den-
tro de sus propios partidos”19. Justiniano
reconoce que hay un conflicto entre una vi-
sión reformista y otra no reformista, un con-
flicto asociado con el cambio generacional.
Se trataría de una coincidencia entre los que
buscan una mayor racionalización moderna
en la gestión pública y los que buscan repro-
ducir un poder patrimonialista y tradicional
en la política y en el Estado. “Pero en mi
opinión y en mi hipótesis esto no se va a
resolver si se da sólo en uno de esos partidos;
tiene que suceder en los tres o por lo menos
en dos de ellos: sino no va a funcionar”20.
Este cambio institucional y generacional
también se podría generalizar a cambios de
varias otras instituciones de la sociedad ci-
vil. “Los partidos son nomás un reflejo de lo
que está pasando en otras organizaciones de
base”21. Algunos de los dirigentes de nivel in-
termedio también reafirman esta visión.

1.2. Renovación y modernización

ADN fue el resultado de un proceso de
cambio institucional del autoritarismo de los
70, reforzado por nuevas generaciones de
jóvenes de sectores medios, muy sensibles a
la racionalización tecnocrática del Estado.
Este partido se organizó en torno de la con-
trovertida figura del Gral. Banzer.

ADN fue de los partidos históricos fun-
damentales en el ejercicio de la democracia
pactada, en la gestión de las reformas de es-
tabilidad económica y en la racionalización
del Estado. Hoy día vive un franco proceso
de transición de su liderazgo nacional. Su
orientación principal en esta transición está
vinculada con una renovación generacional
y un reposicionamiento de su plataforma
económica en la globalización, y con la
modernización del Estado y de los partidos
políticos en función de la democracia de lo
público. Jorge Quiroga es el principal líder
de la renovación en ADN; sin embargo, va-
rios de sus planteamientos son coincidentes
con los procesos de renovación que se dan
tanto en el MNR como en el MIR y otros

partidos. En síntesis, esta orientación perci-
be que los pactos de gobernabilidad del pa-
sado están agotados, que es fundamental que
se produzcan nuevas reformas y aperturas
políticas tanto en el plano institucional
como en el de las relaciones de los partidos
con la sociedad. Reformas y aperturas polí-
ticas que legitimen la democracia y produz-
can políticas públicas que permitan transfor-
maciones económicas más integrales y, en
definitiva, un nuevo tipo de posicionamien-
to del país en la globalización. Para ello, la
reforma política tiene que estar asociada a
una reforma económica22.

Si bien se reconoce que los pactos que
se iniciaron en 1985 eran cupulares, también
se afirma que fueron necesarios para la go-
bernabilidad democrática. Las reformas
políticas logradas, paradójicamente, cuestio-
nan la legitimidad de sus propios creadores.
Así, por ejemplo, el Presidente Quiroga afir-
ma que: “La gran paradoja es que hoy los
pactos son vistos como un mecanismo de re-
partición, cuoteo y loteamiento de la admi-
nistración pública, cuando hoy la adminis-
tración pública es desde el punto de vista del
manejo de recursos, menos de la cuarta par-
te de lo que era el 85”23. Es decir, se recono-
ce un deterioro en “las condiciones materia-
les de reproducción” del clientelismo
burocrático y de la corrupción, debido a las
reformas económicas de primera y segunda
generación. Sin embargo, las prácticas de las
organizaciones partidarias, como también las
imágenes públicas, persistirían en el imagi-
nario nacional y de los mismos partidos.

Se trataría, por tanto, de un cambio a
distinta velocidad, que fue más rápido en el
Estado que en los partidos o que en la misma
sociedad, lo que requeriría —a juicio del en-
trevistado— de nuevos pactos para nuevas
realidades y cambios en los partidos políticos.
Para decirlo de otra manera, existiría una ten-
sión transversal a todos los partidos políticos
entre modernizadores–institucionalistas y
conservadores–clientelistas. De alguna mane-
ra, el Presidente Quiroga ha abierto nuevos ho-
rizontes o al menos nuevos interrogantes
acerca de las necesidades de una nueva progra-
mación del Estado para navegar en el mundo
moderno. Ciertamente, esto choca fuertemen-
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te con las culturas e intereses clientelares que
anidan en buena parte de los partidos políti-
cos.

Respecto de la crisis, se parte señalando
que los dos últimos años han sido los eco-
nómicamente más duros de los últimos 15
años. Por esta razón, la gente piensa que el
problema no es de una coyuntura sino del
modelo económico. Además, por el éxito de
la política de erradicación de la coca, hoy día
no se cuenta con ese colchón que sí existía
en el pasado. “Es decir, no creo que puedan
volver a darse dos años en los que se saque
de circulación un 3% de la economía que
provenía del narcotráfico, junto a una con-
tracción del 4,5 % del PIB por el retiro de
préstamos [...] y en los que el clima [«El
Niño»] cueste el 1%, y [el deterioro de] los
términos de intercambio el 1,2% del PIB.
Para no hablar del aumento de los precios de
los hidrocarburos y sus cadenas de efectos en
la economía popular”24.

“Yo más bien diría que si eso hemos
podido aguantar, con lo que hemos construi-
do en 15 años, así como nuestra democra-
cia pudo aguantar el 28.000% de inflación
[en los primeros años de la década del 80],
lo que la vacunó para siempre, si nuestra
economía ha podido sobrevivir todas estas
contracciones que son de entre el 8 y el 10%
del PIB, de un solo golpe, entonces podemos
sobrevivir”. “Si hubiésemos estado bajo una
economía estatal, esto no hubiese funciona-
do”25.

En relación a las reformas políticas, se
argumenta que es fundamental profundizar
las reformas institucionales y especialmente
las reformas en los mismos partidos políti-
cos. Se argumenta que se debe buscar un
nuevo modelo de partido político: de opi-
nión y política pública más que de masas.
“Yo quisiera tener tres millones de simpati-
zantes, pero sólo 3.000 militantes activistas,
que además entran esperando participar ac-
tivamente en el desarrollo de un proyecto. Ya
no hay espacio para partidos de masas, más
bien se incuban frustraciones. Lo que se
necesita es un partido más de opinión que
de masas”26. En este sentido, la misma Ley

de Partidos Políticos mantiene una lógica
tradicional. Esta Ley premia la magnitud de
la militancia. Es importante que una refor-
ma de la Constitución indique que se pue-
de postular a puestos municipales sin parti-
do. La idea que se defiende es la de un
partido muy pequeño e inteligente, que pue-
da hacer políticas públicas, y ya no los par-
tidos de masas. Se trataría quizás de un par-
tido “al estilo anglosajón, con un aparato
pequeño que organiza, que mueve las bases,
más pequeño, pero que en elecciones más
bien es al contrario. En vez de decir a la gente
inscríbete y vota por uno de nosotros, el par-
tido te va a proponer que tú seas el candida-
to a la Alcaldía, al Concejo Municipal y de-
más”27. E insiste: “vale más la buena imagen
de una persona del partido ante la ciudada-
nía, que aquel con mala imagen que puede
traer cinco mil personas en un camión, pero
que no sirve para nada más”28.

En cuanto a la vinculación entre el voto
y la elección presidencial, se constata una
tensión fuerte y el agotamiento de una ma-
nera de delegación de la voluntad popular al
Parlamento. El sistema de partidos ha mos-
trado límites fundamentales en la elección
delegada del Presidente. Se deben crear nue-
vos mecanismos de decisión popular como
la segunda vuelta o el respeto a la primera
mayoría, así ésta sea relativa. La población ya
no aguantaría que la segunda fuerza electo-
ral sea la que acceda a la dirección de la na-
ción. La gente ya no quiere ser una ficha más
con la cual se pueda negociar libremente de
acuerdo a la voluntad e intereses de los líde-
res. “Cuando la gente participa en el proce-
so democrático, hay que poder darle una
relación mucho más directa con el resulta-
do de la elección”29; se trata de construir
nuevos mecanismos que den el poder al ciu-
dadano y lo conecten “más directamente con
el resultado de la democracia…”30.

Un tema central que condiciona la efi-
cacia de las nuevas reformas políticas y eco-
nómicas está asociado tanto con la visión
crítica de la globalización como con la pro-
puesta de que, gracias a los recursos del gas,
se firmen nuevos acuerdos de integración
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internacional, que diversifiquen las relacio-
nes entre Bolivia, el Brasil y el Mercosur, e
incorporen al país en el Tratado de Libre
Comercio a corto plazo. “Sabiendo que so-
mos tan chicos tenemos que gritar harto,
gritar: que las reglas del mundo globalizado
que corren para lo financiero, para los avio-
nes, para los chips, no corren para la agricul-
tura, los textiles y los cueros que son los sec-
tores en lo que podemos ser competitivos. Se
trata de una globalización asimétrica”31.
“Hemos hecho toda la reforma económica,
nos hemos preparado, hemos sacado [de
nuestra economía] un producto de exporta-
ción pernicioso, ¿y ahora qué hacemos? Nos
falta consistencia y línea para avanzar”32.

Finalmente se insiste en la renovación
generacional y moderna de los líderes par-
tidarios. Por una parte, se reconoce que las
figuras históricas iniciaron la transición con
las reformas, pero todavía arrastran las prác-
ticas y las experiencias de los partidos abso-
lutistas del pasado. “Casi podría decir que
desde 1985 hasta finales de siglo han domi-
nado todavía las personas que se han forma-
do bajo los regímenes de políticos abso-
lutistas o regímenes económicos estatistas. Ya
tenemos democracia y economía abierta. A
los hijos de éstas nos toca cambiar todas las
instituciones, los gremios, los sindicatos, los
partidos. Es decir, los partidos aparecen
como los únicos culpables cuando en reali-
dad no son más que el reflejo de lo que está
sucediendo en la sociedad”33. En general, se
argumenta por un desarrollo individual
corresponsable. “Yo creo que va a prevalecer
el sentido del emprendimiento individual y
el sentido del desarrollo comunitario”34.

1.3. La diversidad y la Bolivia total

Esta orientación es predominante en el
Movimiento de Izquierda Revolucionario
(MIR). El MIR fue un movimiento políti-
co que se construyó en la década del 70 en
base a la oposición y crítica del autoritaris-
mo; jugó más adelante un papel fundamen-
tal en la transición democrática, en la cons-
trucción de los pactos y en la gestión de las
reformas de estabilización económica. Su

acción en el período democrático fue esen-
cialmente pragmática, por lo cual se some-
tió a múltiples críticas morales por oportu-
nismo político. Se trata de un partido que
funciona en torno de un líder carismático,
Jaime Paz Zamora, y que actualmente en-
frenta un proceso de renovación ideológica
y generacional. Tal renovación se realiza lue-
go de constituirse en un partido fundamen-
tal del período democrático. En este proce-
so de renovación, si bien se acepta y valoriza
el mercado, se plantea una nueva matriz de
reformas de política y economía que apunta
a la constitución de un nuevo ethos cultu-
ral, como eje central de tales reformas.

El MIR no sólo valoriza el sistema de
partidos que estableció la democracia en
Bolivia, sino que también valoriza las institu-
ciones y las reglas de juego que tales parti-
dos instauraron. Valoriza, en suma, la convi-
vencia pacíf ica en la democracia y la
diferencia de los períodos de ingoberna-
bilidad y de violencia que existieron en el
país. En este contexto, señala que cada ciclo
histórico que ha vivido Bolivia ha tenido el
liderazgo de un partido histórico; hoy en día,
la pugna por el liderazgo del ciclo democrá-
tico estaría siendo fundamentalmente dispu-
tada entre ellos y el MNR. Un partido his-
tórico sería: “el que logra cumplir las tareas
del momento en que nace. Es el que tiene
mayor oportunidad y capacidades para plas-
mar sus proyectos y, una vez que lo logra,
coloca a los demás partidos en condición de
subsidiarios”35. “Es histórico porque las con-
diciones lo convierten en histórico, es el que
logra sintetizar de mejor manera los compo-
nentes del momento y tiene la capacidad
histórica de llegar a ejecutar lo que está en
el aire”36. “Surgen en momentos de emergen-
cia nacional, cuando la sociedad y el país
están sufriendo en sus entrañas mismas una
conmoción”37.

Reconoce Paz Zamora que la economía
de mercado y la democracia son valores y
sistemas mundiales, hoy bajo la hegemonía
del neoliberalismo. Éste sería un concepto
económico, social y político. Es “neo porque
el libre mercado pueden aceptarlo desde los
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38 Idem.
39 Idem.
40 Idem.
41 Idem.
42 Idem.
43 Idem.
44 Idem.

socialdemócrata suecos hasta nosotros. El
neoliberalismo es el auténtico liberalismo. Es
el mercado con la supremacía, con el control
total del capital”38. En este marco, el MIR
captó los cambios que estaban pasando a
nivel internacional: “Ha tenido la capacidad
de darse cuenta de que a nivel planetario
estaban pasando las cosas así”39.

En este contexto, el MIR hace un balan-
ce tanto de la reforma económica como po-
lítica, reconociendo que ambas fueron nece-
sarias y resultado de la acción de los partidos.
Sin embargo, pondera más positivamente a
la reforma política que a la reforma econó-
mica y además reconoce que lo que más fa-
lla es la economía. “Estas protestas, este ma-
lestar que vive Bolivia vienen de ese hecho,
de esa fisura que se da entre la reforma polí-
tica y la reforma económica que hace que el
ciudadano se encuentre en incertidumbre”40.
Esto incluso provocó una suerte de parado-
ja ya que “lo que realmente falló fue la eco-
nomía, pero más bien se le empieza a echar
la culpa a la política”41. Para el entrevistado,
las protestas sociales, la emergencia de nue-
vos partidos críticos de la democracia y la
crítica de la gestión política del gobierno
actual por parte del MNR, cuestionan en los
hechos la racionalidad política, aunque en
realidad los problemas provendrían de una
inadecuada reforma económica. Para esta
orientación, el tema político de primera
magnitud es la economía. En síntesis, si bien
se reconocen avances desiguales en ambos
planos, se concluye con la idea de fin de ci-
clo: “Creo que estamos ante la primera eta-
pa de una reforma política: los temas moder-
nos se han agotado, y ante otra primera etapa
de la reforma económica, que también se ha
agotado”42. “Las tareas que vienen en el
futuro deberían ser: hacer la reforma de la re-
forma política y la reforma de la reforma eco-
nómica”43.

Respecto a su idea de crisis, Paz Zamora
señala que la crisis supone una transformación
que tiene la posibilidad de plantear una nue-
va situación. Las protestas sociales del año
pasado habría que asociarlas —en la lectura del
entrevistado— con las necesidades de empleo,

con la insatisfacción de necesidades básicas,
con tarifas altas, con la irracionalidad burocrá-
tica, con la frivolidad del poder y con la co-
rrupción; pero también, y muy especialmen-
te, con la incertidumbre. Asimismo, el MIR
distingue a los que tienen capacidad de pro-
testar por distintas razones, de una masa silen-
ciosa que está en la incertidumbre y en la con-
fusión, que está desorientada.

Entonces pareciera ser que entre la pro-
testa, la incertidumbre y la corrupción se da-
ría un estado de anomia. “La sociedad parece
que hubiera perdido el relato central. Los fac-
tores del encuentro están sueltos: Melquiades
está por allá, Don Buendía está por el otro
lado, esa mujer extraordinaria Remedios
Buendía está confundida (personajes de «Cien
años de soledad», Gabriel García Márquez).
Toda la sociedad está fracturada, pero con ven-
taja para los que protestan y son tomados en
cuenta por la prensa y entran al sistema; los
otros están marginados. La respuesta no es un
tema aislado, es la búsqueda de un relato”44.
En síntesis, la tesis parece ser que los que tie-
nen capacidad de expresar su malestar en los
medios de comunicación de masas construyen
un fenómeno político real pero estarían sepa-
rados de los otros, los que no pueden expresar
sus demandas y que de alguna manera colo-
can sus esperanzas en el líder: éste interpreta-
ría y sintetizaría la posibilidad de un nuevo
relato.

Este nuevo relato está estructurado en tres
partes: en primer lugar, está asociado a un
nuevo tipo de Estado, que se articula de dis-
tinta manera con la economía, que construye
una nueva relación entre lo público y lo pri-
vado y que plantea una articulación entre de-
mocracia representativa y participativa. Se tra-
ta de un nuevo Estado que tiene que tener
inteligencia para enfrentar los desafíos de la
globalización, que tiene que clasificar sus prio-
ridades, y que tiene que ser solidario y parti-
cipativo. “El rol fundamental del Estado será
el de cohesionar a la sociedad, de darle un re-
lato, de devolverle credibilidad para actuar. El
nuevo partido político tiene que estar dotado
de personal capaz de dirigir el estado inteligen-
te y solidario”45.
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En segundo lugar, el Estado y el parti-
do histórico colocan nuevos temas ciudada-
nos frente a la globalización; por ejemplo, el
enfrentar simultáneamente dos tipos de po-
breza: la pobreza preglobalización y la pobre-
za en la globalización. La globalización pro-
duciría nuevas necesidades: la neo necesidad
de la información, la neo necesidad del cré-
dito, la neo necesidad de la tecnología.
“Entonces, el pobre pre globalizado en Bo-
livia, es el tipo que podría llegar a leer y es-
cribir si somos eficientes en combatir la po-
breza pre globalizada. Pero, el neo pobre es
el que no puede entrar en la informática. Es
el neo analfabeto. Nosotros tenemos que
encarar al mismo tiempo las dos pobrezas,
los dos analfabetismos”46.

En tercer lugar, se trataría de la refor-
ma cultural, la reforma de los bolivianos
y bolivianas: una reforma de valores y
comportamientos. “O sea la reforma de
nuestra mente, de nuestro espíritu; o sea
que el tipo de liderazgo que necesita Bo-
livia hoy en día es un liderazgo que sea
especialista del espíritu, no de la econo-
mía”47. Aquí lo central sería revalorizar el
concepto de capital social y el concepto de
Bolivia total. La tesis de la Bolivia total
es que la sociedad boliviana ha vivido de
parcialidades y que necesita integrarse a
una nueva totalidad, que pasaría por el
respeto a las parcialidades: “es un parto
doloroso”48.

Esta posición estaría relativizada en fun-
ción de tres elementos, presentes en la dis-
cusión de los propios líderes miristas; por
una parte, una crítica al ejercicio de una de-
mocracia política en el país, de la cual el MIR
es parte, por su carácter elitario y excluyen-
te sobre todo de las mayorías indígenas. “Por
eso se ha roto de pronto esta democracia
pactada que parecía tan sólida. Yo siempre
fui crítico de este hecho porque era una de-
mocracia pactada pero muy elitaria que no
estaba contemplando a los movimientos so-
ciales”49. En segundo lugar, una crítica a la
estructura partidaria de carácter preben-
dalista y electoralista, que deja de lado me-
canismos de participación a nivel social y
cultural. Y, en tercer lugar, una demanda de

mayor participación y cambio generacional
en las estructuras de decisión del MIR.

Para varios dirigentes del MIR, hay una
demanda tanto de una nueva vinculación
con los movimientos sociales, cuanto de una
reforma de la propia estructura partidaria. Se
plantea la emergencia de nuevas generacio-
nes que modernicen y le den sentido demo-
crático y moderno a la lógica partidaria. Los
pactos con los nuevos movimientos sociales
deberían respetar la autonomía de éstos. “In-
ternamente, los partidos políticos están en
crisis por varios hechos. Porque tienen mo-
vimientos internos y están comenzando a
vivir crisis internas muy profundas. La cri-
sis del MIR es tremenda y no aflora porque
nadie se siente en la capacidad de aflorarla,
así de claro. Nadie encontraría tampoco eco
positivo si aflora su crisis externamente. Yo
creo que el MNR también tiene su crisis in-
terna y lo propio ADN. De pronto estas cri-
sis han implosionado y están moviendo
expectativas, también ambiciones, están
desplazando intereses, se están dando una
serie de fenómenos internos”50.

En realidad, en el conjunto de los parti-
dos mayoritarios se viene insistiendo en
procesos de renovación en el plano insti-
tucional, en la vinculación con la sociedad y
en el recambio generacional. Hay una de-
manda de modernización y de institucio-
nalización partidaria, que coloca a los parti-
dos más en un plano institucional que en el
dominio de los líderes y los caudillos fuertes.

1.4. Las fuerzas políticas emergentes: El pacto
Estado-región y la Asamblea Consti-
tuyente.

 A fines de la década del 80 emer-
gieron en los distintos departamentos de
Bolivia nuevos liderazgos regionales que
conformaron tres importantes partidos
políticos:  CONDEPA (Conciencia de
Patria), UCS (Unión Cívica Solidaridad)
y NFR (Nueva Fuerza Republicana). Ellos
gravitaron decisivamente en los pactos de
gobernabilidad, en las diversas elecciones
nacionales, y se constituyeron en nuevos
parámetros de referencia de la configura-
ción política nacional.

45 Idem.
46 Idem.
47 Idem.
48 Idem
49 Entrevista en profundidad a Hugo Carvajal, abril 2001.
50 Idem
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51 Para una visión general del neopopulismo, ver Paz 2001
52 UCS tuvo una presencia favorable en todos los departamentos excepto en Chuquisaca y La Paz; en 1993 disminuye su desempe-

ño y tiende a concentrarse en el departamento de Santa Cruz. A diferencia de UCS, el desempeño electoral de CONDEPA se
concentró en el departamento de La Paz. Ver la tesis de Fernando Mayorga (1985).

53 Mesa, Gisbert y Mesa Gisbert 2000.
54 Mayorga 1991.
55 Idem.
56 Mayorga 1985.
57 Mayorga (Coord.) 1997.

Estas expresiones denominadas, gracias
a sus constantes apelaciones a la categoría
pueblo, como “neopopulistas”, se desarrolla-
ron en función de una crítica contra los par-
tidos políticos mayoritarios y contra el cen-
tralismo del Estado. Ellas intentaron tomar
distancia de estos partidos caracterizándose
como “independientes”. Criticando a la vez
el elitismo, la burocracia y la corrupción,
según ellas predominantes en los partidos
mayoritarios. Los partidos “neopopulistas”
han tenido una marcada pero oscilante pre-
sencia regional, caracterizada por liderazgos
fuertes. Sin embargo, hasta el momento es-
tas fuerzas no han logrado mantener y con-
solidar su presencia e influencia en el esce-
nario nacional51.

CONDEPA y UCS fueron importantes
expresiones populares, con mayor perma-
nencia en el escenario nacional y regional.
Ambos partidos lograron resultados sustan-
ciales en las elecciones municipales y presi-
denciales, durante el período 1989 a 199752.

Su relativo éxito electoral se sustentó en
distintas pero parecidas fórmulas. Max Fer-
nández, fundador de Unidad Cívica Solida-
ridad, se apoyó sobre todo en un modelo
asistencialista y clientelista para lograr respal-
do popular53. Este modelo se enmarca en un
discurso crítico contra los partidos por su
demagogia y manipulación, por su incum-
plimiento de las promesas electorales, y por
un elitismo concentrado en círculos cerrados
de poder54. Este rasgo crítico va acompañan-
do por la amplia flexibilidad y capacidad tác-
tica (pragmatismo) de estos partidos para ha-
cer pactos y acuerdos con los partidos
mayoritarios, que justifican la necesidad de
tomar acciones por “el bien del país”. Para
difundir los mensajes del partido, UCS usó
la infraestructura de la Cervecería Boliviana
Nacional, de la cual Max Fernández todavía
era propietario.

La característica de CONDEPA fue el
uso de los medios como portavoz simbó-
lico de la gente popular urbana, y especial-
mente la gente urbano aymara. El progra-
ma de RTP “Tribuna Libre del Pueblo”

dirigido por Carlos Palenque, Jefe Nacio-
nal de CONDEPA, servía como materia
prima para sus interpelaciones al Estado
y a los partidos mayoritarios por la injus-
ticia social, la insensibilidad y la manipu-
lación55. Tanto CONDEPA como UCS se
sustentan en un estilo patrimonialista y su
propuesta programática está basada en un
proyecto nacionalista. Así se concluye que
es necesario un “Estado nacional moder-
no, dinámico, fuerte, participativo y con
justicia social” y dirigido a “los sectores
más empobrecidos y postergados... por-
que ellos son los principales depositarios
de la conciencia colectiva y la dignidad su-
prema de la nación y constituyen la eter-
na reserva moral de la patria”. Este “mo-
delo” de desarrollo “endógeno” se lograría
con el fortalecimiento del mercado inter-
no y la protección de la producción na-
cional. Este proyecto está contrapuesto al
“modelo colonial, antinacional, depen-
diente y oligárquico de la Nueva Política
Económica”. La dura crítica a los partidos
históricos y al modelo neoliberal no im-
pide, sin embargo, que CONDEPA pac-
te con los partidos “neoliberales”56.

La relativa crisis y fragmentación de
CONDEPA y UCS reforzó el liderazgo de
Manfred Reyes Villa y la Nueva Fuerza Re-
publicana (NRF) en Cochabamba. Reyes
Villa empezó su carrera política afiliado a
Acción Democrática Nacionalista (ADN),
pero desarrolló su liderazgo como indepen-
diente. En 1995, Reyes Villa creó la Nueva
Fuerza Republicana (NRF) para participar
en la competencia política en los marcos de
la institucionalidad democrática. Como al-
calde de Cochabamba desde 1993, Reyes
Villa ha tenido una fórmula de gestión
personalizada, basada en su participación
activa en todos los niveles de gestión muni-
cipal y una despartidización de la misma, an-
teponiendo sus relaciones personales sobre
las relaciones político partidarias57. Tal fór-
mula le ha dado una base popular regional
fuerte, que le ha permitido hacerse presente
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58 Entrevista a Manfred Reyes Villa, septiembre 2001.
59 Idem.
60 Idem.
61 Idem.
62 Idem
63 Entrevista con Alberto Costa Obregón, junio 2001.

en la arena nacional. En enero de 2001,
anunció su postulación a la presidencia el
año 2002, sumándose al movimiento que
promovía la Asamblea Constituyente. Su
discurso se basa en una crítica explícita al
comportamiento de los partidos y sus prác-
ticas partidarias. En este sentido, Reyes Vi-
lla  ha sido enfático al señalar que “los mis-
mos partidos políticos quedan anacrónicos
frente a la realidad actual”58. Por ello, mani-
fiesta, se ha “convocado a una convergencia
nacional de los mejores hombres y mujeres,
para lograr un proyecto nacional, destinado
a convertirse en un proyecto que le devuel-
va la credibilidad al sistema, creando espe-
ranza en la mayoría de los bolivianos”59.

Respecto a la propuesta económica, el lí-
der eneferista piensa en “profundizar una eco-
nomía mixta que brinde más protección a los
ciudadanos a través del Estado. Ello significa
tener tanto Estado como sea necesario y tan-
to mercado como sea posible. Esto implica que
el rol del Estado debe profundizarse hacia las
potencialidades con las cuales se cuenta. Por
ejemplo, el Estado debe tener participación en
el tema minero y en el tema de hidrocarburos.
La economía mixta puede dar oportunidad a
los bolivianos que no están preparados para ser
competitivos en esta globalización galopante,
en tanto que con el Estado se va a poder pro-
teger a la gente”60.

Finalmente, Reyes Villa coloca el énfa-
sis en la redefinición de un pacto nación-
región que tenga la capacidad para delegar
el poder y romper con la situación de “some-
timiento” actual. Por ello, son “importantes
las autonomías regionales, los poderes loca-
les que puedan aglutinarse en función de
lograr un Estado fortalecido”61. Esta pro-
puesta mira el “modelo español, donde se
vive con autonomías regionales que van po-
tenciando las distintas regiones, sin cambiar
el Estado unitario”62.

Otro importante líder emergente es Al-
berto Costa Obregón. La propuesta de “Jus-
ticia y Libertad” está basada en un objetivo
claro: crear una Asamblea Constituyente. La
Asamblea Constituyente implicará, según
Costa Obregón, que el pueblo tome poder y

que la nación boliviana sea consultada para
construir un Estado justo, con justicia y con
soberanía. La Asamblea Constituyente servi-
ría para cambiar la constitución, salir del
presidencialismo e ir al parlamentarismo. Con
ella se crearían nuevas reglas de juego y la po-
lítica cambiaría radicalmente63. Para sustentar
su propuesta, mantiene un discurso de recha-
zo completo del comportamiento de los par-
tidos políticos («son corruptos y elitistas») y de
sus pactos. Además, mantiene que Bolivia no
es un país democrático y que no existe la na-
ción boliviana porque no existe unidad. La
misma crítica también se extiende al sistema
judicial e institucional.

Costa Obregón goza de mucha popula-
ridad desde su ejercicio como juez, en el cual
ganó la reputación de ser honesto e intacha-
ble, y su propuesta nacionalista indudable-
mente apela a la población que siente nece-
sidad de cambios políticos fundamentales. El
posible éxito de Costa Obregón en las elec-
ciones 2002 indudablemente está asociado con
su capacidad de articulación y alianza con otros
partidos. En tal contexto, estos nuevos líderes
pueden constituirse en una nueva oferta polí-
tica para el país.

1.5. Crítica y renovación

La izquierda boliviana resaltó en Amé-
rica Latina por su capacidad de crítica y
oposición, tanto al autoritarismo como al
“pragmatismo” político imperante en el país.
Sin embargo, su capacidad de crítica no lo-
gró transformarse, por lo menos hasta el
momento, en una nueva posibilidad de ejer-
cicio de gobierno democrático.

Esta opción en alguna medida está en
germen y agrupa a un conjunto de líderes y
tendencias políticas que provienen de la iz-
quierda y centro izquierda. Por una parte, re-
conocen los avances promovidos por los par-
tidos mayoritarios MNR, MIR y ADN en los
planos de la democracia pactada y la gober-
nabilidad, pero por otro lado realizan una pro-
funda crítica a su cultura política prebendalista
y a sus orientaciones elitarias. Buscan una
mayor ampliación del sistema político me-
diante distintos tipos de participación ciuda-
dana.
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Recuadro 5.2

Recuadro 5.3

A finales del siglo XIX, Weber reflexio-
na preocupado sobre el futuro de Alemania
y la capacidad política de una elite dirigen-
te “con vocación” que sea capaz de condu-
cir la nación hacia rumbos prometedores.
Dice Weber :  “nos preguntamos si —las
élites políticas— están políticamente ma-
duras, es decir si poseen el entendimiento
y la capacidad necesaria para anteponer los
intereses del poder de la nación a cualquier
otra consideración”, y concluye su reflexión

El rol de las elites políticas para Weber

Fuente:  Weber, Ensayos de sociología contemporánea, Ed. Martínez Roca, Barcelona. Citado en Giddens 1997,
págs. 26-27.

afirmando que “lo que se debate en último
extremo en la cuestión socio-política no es
la posición económica de los gobernados,
sino más bien la preparación política de las
clases dominantes y ascendentes”.  Así, el
político debe estar dotado de tres virtudes:
sentido de las proporciones, sentido de la
responsabilidad y decisión de cambiar los
rumbos de la historia; con el equilibrado
uso de estas virtudes se podrá realizar un
papel en beneficio de la comunidad.

Los partidos y la cuestión regional

Fuente: Entrevistas en profundidad con Hugo Carvajal, Leopoldo Fernández y Gonzalo Sánchez de Lozada.

Algunos l íder es de los partidos
mayoritarios plantean lo siguiente:

Hugo Car vajal del MIR ar gu-
menta la necesidad de una r eno-
vación y apertura en los partidos
políticos, los cuales tienen que sa-
l ir de su lógica electoral, por la
que cada candidato asegura votos
en un ter ritorio determinado. Los
partidos deben invitar a la par-
ticipación de los sector es sociales
y r egionales. Las movil izaciones
sociales y r egionales han hecho
obvia tal necesidad. También se
necesita que el Estado boliviano
se adapte a su nuevo papel en la
globalización, con una nueva es-
tructura de gestión pública y un
nuevo tipo de ger encia. Se deben
crear nuevos mecanismos de pla-
nificación, de gestión y de asisten-
cia. De esta manera se pueden
enfr entar las fuerzas centrípetas
de la globalización, que aumen-
tan las br echas sociales, cultura-

les y económicas y potenciar a las
regiones para resistir una extrac-
ción de recursos de los países o re-
giones vecinas más integradas en
la globalización.
Leopo ldo  Fer nández  d e  ADN
plantea la necesidad de r edescu-
brir las características de las re-
giones para conocer sus homogeni-
dades y sus funciones económicas,
sociales y culturales. En base de
este estudio se pueden plantear re-
cambios institucionales y r ede-
finir Bolivia como nación. Esto es
necesario para el desarrollo de las
mismas regiones en la medida en
que les permite funcionar más en
línea de lo que es funcional para
su desar rollo. Fernández sugier e
medidas como acuerdos interde-
partamentales y unión de los mu-
nicipios bajo el gobierno departa-
mental, para dar la solución a los
problemas y las limitaciones que
tienen los municipios de un de-

par tamento.
Gonzalo Sánchez de Lozada del
MNR opina que el desar rollo de
las regiones depende sobre todo de
dos elementos. Primero, de que la
distribución de los recursos no esté
en las manos de las él i tes cor-
porativistas y las or ganizaciones
funcionales que abusan del poder.
Por eso, su gobierno introdujo las
r eformas de la Descentralización
Administrativa y la Participación
Popular, basadas en la comuni-
dad y las organizaciones territo-
riales, y no en las organizaciones
funcionales. Segundo, de que se
deseche cualquier proyecto f ede-
ral, porque  desintegraría a Boli-
via cuando es impr edecible en-
contrar una manera de integrar
al país. Por la diversidad de r e-
giones y etnias, hay un gran peli-
gr o de que se constituyan feudos
r egionales con un proyecto f ede-
ral.
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Antonio Araníbar, ex jefe nacional del
Movimiento Bolivia Libre, distingue en la
experiencia democrática boliviana dos tipos
de pactos políticos, los sustantivos y los
instrumentales. Ambos habrían sido impor-
tantes para la construcción democrática. Los
sustantivos necesitan ser renovados y los
otros tienden a agotarse. Entre los pactos
sustantivos menciona al pacto implícito que
dio origen a la democracia en el Congreso de
1980. El pacto político del acortamiento
presidencial de Siles Zuazo que se dio en un
escenario de contacto informal y que se ha-
bilita por la intervención de la Iglesia Cató-
lica, ellos fueron los fundantes de la de-
mocracia pactada. También hay pactos
instrumentales que fueron importantes para
la democracia, como los de febrero de 1991
y abril de 1992. “Lo que nos unía, lo que nos
congregaba era la construcción de una de-
mocracia representativa, una democracia con
esas características. Ya no esa cosa demo-
crática a la que muchos desde la izquierda
entramos y que tenía unas perspectivas que
intentaban trascender a la democracia par-
ticipativa”64.

También reconoce una cierta eficiencia
en los pactos que dieron lugar a los gobier-
nos de la coalición Paz Estenssoro-Banzer,
Banzer-Paz Zamora. Critica y pondera este
último: “Ha habido una suerte de degene-
ración del sistema político por la cooptación
que los partidos hacen de todas las institu-
ciones, al servicio no del interés general, sino
al servicio del interés particular”65. Dice tam-
bién que las actuales formas de estos pactos
instrumentales estarían agotándose. Sin
embargo, en su propio análisis reconoce que
en algunos momentos estos pactos instru-
mentales fueron importantes para la demo-
cracia: “Mira que te lo digo yo, que sigo con-
denando el acuerdo ADN-MIR. Desde una
perspectiva ética yo creo que le hizo un pro-
fundo daño a la moral de este país y a toda
una generación, pero desde un punto de vista
funcional de la construcción democrática fue
un paso significativo, un paso que nos puso
en un escalón distinto, que permitió avan-
zar en la democracia política”66. Con estos
antecedentes no estaría agotada la democra-
cia de pacto: “lo que necesitamos más bien
es desarrollar una mayor capacidad para los

acuerdos sustantivos, porque ahora necesita-
mos acuerdos mucho mas profundos y no so-
lamente de carácter político sino de carácter
político-social”67.

Finalmente Araníbar reconoce y auscul-
ta salidas a la crisis. Para empezar, habría en
la percepción de los ciudadanos una suerte
de confusión de las relaciones entre lo eco-
nómico y lo político. Así, ésta incapacidad
de la economía y de los economistas de dar
respuestas a los problemas de la vida cotidia-
na de la gente es percibida como un defecto
y una deuda de la democracia. La crisis eco-
nómica en términos objetivos y subjetivos es
muy fuerte, pero no hay respuestas signifi-
cativas ni hay actores ni hay dirección polí-
tica. No se trata de una crisis post-capitalis-
ta, sino de una crisis que convoca “a un tipo
de solución dentro del capitalismo que sin
embargo pone en cuestión elementos claves
del modelo neoliberal”. En esta lógica, Ara-
níbar relieva la fuerza de los movimientos y
demandas regionales, étnico culturales y de
clase. Coloca como un tema estratégico la
cuestión indígena y reconoce el peso es-
tratégico que tuvo en ella el movimiento
katarista.

Según él, el mundo “adenista, movi-
mientista y mirista son adherentes cien por
ciento de las tesis multiculturales, a pesar del
racismo cotidiano en que vivimos”. Sin em-
bargo, a pesar de todos estos avances y obs-
táculos, el problema central de la política en
Bolivia consistiría en la ausencia de un pro-
yecto histórico que vincule lo político y lo
socio cultural. “Entonces, hoy en día el ele-
mento más fregado, más disgregador de la
crisis es que, en general, los actores políticos
y sociales fundamentales no tienen una no-
ción del país o ninguno está dispuesto a su-
bordinar su acción política, social, reivin-
dicativa o propositiva a un proyecto común.
Todos quieren imponer su punto de vista
particular y nadie está subordinando su pun-
to de vista al del interés general de la nación.
Banzer, Jaime y Goni son desde ese punto de
vista una especie de Triángulo de las Ber-
mudas, en el que se quiere hacer naufragar
lo que el país ha construido en 20 años de
democracia, el intento de cristalización de la
identidad nacional, el intento de construc-
ción de un espacio genuinamente democrá-
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68 Entrevista en profundidad a Alfonso Ferrufino, marzo 2001.
69 Entrevista en profundidad a René Blattman, junio 2001.
70 Idem
71 Idem.
72 Idem.
73 Entrevista en profundidad a Juan Del Granado, mayo 2001.
74 Idem.

tico y de un espacio de viabilidad para un
país, porque sin esto el país no es viable y sin
esto la democracia se va al tacho”.

En la misma dirección y desde una pers-
pectiva de búsqueda de una cultura política
democrática moderna, Alfonso Ferrufino
menciona que en la actualidad no hay pro-
puestas, ni imaginación, ni incentivos en los
partidos políticos, y que ése es el punto crí-
tico de la democracia boliviana. Esto estaría
asociado con varios factores: el deterioro de
la confianza interpartidaria y el predominio
de máquinas electorales, la intolerancia fren-
te al otro, la débil renovación de los lide-
razgos, el intercambio autoritario de los
líderes y los militantes, la debilidad de cir-
culación en la información y la restricción de
la toma de decisiones en los círculos del
poder partidario. Además todo esto crearía
condiciones para la corrupción, ya que lo
que se practica en el partido tiende a expan-
dirse hacia el Estado. “Yo sostengo acá que
la corrupción es un componente orgánico de
la acumulación y del funcionamiento del
Estado, no es un elemento marginal contin-
gente. Tú encuentras corrupción en Cana-
dá, USA y Suecia, si escarbas un poco, pero
no es lo que explica el proceso de acumula-
ción de riqueza así de manera masiva, no es
lo que te explica los grados de ineficiencia de
la gestión pública. Acá yo creo que sí68.

Por su parte, René Blattman, importan-
te jurista e institucionalista, acentúa sus re-
flexiones afirmando que existe una fuerte
crisis de credibilidad en los partidos políti-
cos, y hace una crítica sobre una suerte de
dependencia perversa entre la institucio-
nalidad democrática y la lógica prebendalista
en los partidos. “El ciudadano ya no va a
votar, tiene desconfianza profunda en los
partidos, los partidos son prebendales, co-
rruptos y han conformado un sistema que
bloquea la participación de la ciudadanía”69.
“El estado de derecho debería reposar sobre
una institucionalidad fuerte que no existe en
estos momentos”70. En este marco, el entre-
vistado apela a la idea del referéndum, como
el mecanismo mediante el cual la gente pue-
de participar en la toma de decisiones fun-

damentales de la nación. “El referéndum es
la democracia de los pobres y es un mecanis-
mo para abrir las puertas de esa elite políti-
ca dominante que no deja que la gente par-
ticipe y decida”71.

Por otro lado, Blattman ve una suerte de
desajuste entre lo político y lo económico,
pues no pueden haber avances en el plano
económico si no se resuelve la crisis políti-
ca, que sobretodo sería una crisis de confia-
bilidad. Finalmente, si no se abren los meca-
nismos de participación y se rompe “el club
de amigos que lleva a cabo la política en
nuestro país, nos espera un estallido social de
consecuencias mayores”72.

Juan del Granado y René Joaquino coin-
ciden en varios puntos de las críticas de los
anteriores entrevistados, pero además en-
fatizan en la importancia crucial que pueden
tener los municipios en la transformación
política. Juan del Granado subraya que los
partidos políticos están subordinados a sus
intereses particulares y que están perdiendo
fuerza y no pueden articular un proyecto de
cambio. El mismo sistema de partidos se
habría agotado, pues ellos se alejan cada vez
más de la comunidad. “Ninguno de los líde-
res que pasaron por el Palacio ha hecho po-
sible que la energía de la comunidad esté vin-
culada a la de la recuperación democrática,
vinculada al ejercicio de la función pública
por la vía del voto y de la representación. A
partir de eso, yo creo que empieza a defor-
marse el conjunto del sistema…”73. “El pro-
yecto central del país es un proyecto que
avanza; éste es el fenómeno que no se ha visto
en estos 18 años de vida democrática… Es
demasiado visible la desnudez de la casta y
de la élite política… En 18 años de demo-
cracia no le hemos resuelto el problema a la
gente, entonces el problema está ahí, efecti-
vamente en el tema económico”74. “Yo creo
que el sistema político está exhausto, el sis-
tema político está directamente aparejado
con un absoluto descreimiento y un total
desánimo de la comunidad, que tiene que
ver lo uno con lo otro… No hay iniciativas,
no hay ese instinto animal, físico que siem-
pre tenía el sistema político [para actuar],
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porque no tiene componentes que vengan
desde la propia comunidad, que siempre era
muy activa y muy reactiva”75. En el plano
municipal, rescata tres temas: La gerencia y
la eficiencia, lo local comunitario y las man-
comunidades. Sería fundamental una geren-
cia de los intereses colectivos con participa-
ción de la propia colectividad. “Tenemos que
retomar el concepto de inversión pública y
en segundo lugar tenemos que entregar la
mayor cantidad de inversión pública a la
comunidad”76.

Finalmente, René Joaquino reivindica la
formación de un nuevo tipo de partido y de
un nuevo tipo de liderazgo. Mira al respec-
to la importante experiencia de Gandhi en
la India. “Para mí un partido debería tener
un grupo de pensadores, de artistas, de es-
cultores, capaces de expresar un pensamien-
to. Debe ser un partido a todo nivel, no sim-
plemente para estar en campaña y tomar el
poder. Para mí debería tener sus filósofos, sus
economistas. El partido es una institución
grande y obviamente que tendrá un líder que
pueda empujar a esto, sólo así puede ser
confiable en el país”77.

En el plano municipal, y desde una pers-
pectiva regional, reivindica tres visones: la
construcción de una autoridad legítima aso-
ciada con una cultura del servicio público,
desarrollo humano con participación ciuda-
dana, y desarrollo humano en función de la
gente y los humildes.

2. Orientaciones de los líderes sociales

El Siglo XX para Bolivia está particular-
mente marcado por sus luchas sociales. Si
algo distingue a la nación con respecto a
países vecinos, es la capacidad de generar
actores sociales que han marcado la agenda
política por el transcurso de varias décadas,
constituyéndose las luchas en un sello de la
identidad nacional.

En este concierto de multiplicidad de
actores, que va desde la rebelión de Zarate
Willka hasta movimientos anarquistas urba-
nos, destaca el movimiento minero. Los
mineros jugaron un rol activo en la vida
política en la primera mitad del siglo, for-
mando parte de una cadena económica
afincada sobre todo en tres poderosas fami-

75 Idem.
76 Idem
77 Entrevista en profundidad a René Joaquino, junio 2001.

Orientaciones municipales respecto a la política
De acuerdo al análisis de las entrevistas en profundidad realizadas a diferentes al-

caldes de distintos municipios del país, existirían tres orientaciones, así como puntos con-
vergentes, entre las problemáticas municipales respecto a la política, a saber :

1. Existen experiencias municipales de fuerte vinculación orgánica con los partidos
centrales, los cuales transmiten tensiones y acuerdos a la lógica local.

2. Se ha logrado, en la gestión municipal, un vínculo estrecho entre la dinámica de
la organización tradicional (sindicato, ayllu, etc.) y la administración pública.

3. Actores independientes, que utilizan siglas políticas y poseen un importante pres-
tigio en su comunidad, logran llegar a la administración del municipio.

Entre estas tres tendencias de gestión municipal, existen al menos cuatro lugares co-
munes, que vendrían a ser exigencias generales de los municipios respecto a la política;
ellos son:

i) La necesidad de que el político conozca y viva la verdadera realidad del país.
ii) La búsqueda de nuevos mecanismos de participación para involucrar al ciuda-

dano en la gestión.
iii) La priorización, en la gestión municipal, de lo administrativo/técnico, antes que

lo político/partidario.
iv) La demanda de una renovación generacional que inyecte en la política una gran

dosis de ética y moral.

Fuente: Entrevistas en profundidad con distintos alcaldes. Véase el anexo Metodológico I.

Recuadro 5.4
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lias (Patiño, Aramayo y Hoschild). Pero es a
partir de la Revolución de 1952 y la confor-
mación de la Central Obrera Boliviana que
su participación llevará a la emergencia de
una fuerza social única por su capacidad de
acción política a nivel nacional.

A partir de la Revolución, el juego del
poder y la vida económica, política y social
giran alrededor del Estado, y uno de los po-
los fundamentales de la acción social es el
movimiento minero. Por ello, no se puede
comprender la historia del país sin referir-
se a los sindicatos que desde sus asambleas
y movilizaciones, influyen directamente en
la dinámica social nacional. Las dictaduras
reprimieron a este sector en varias ocasio-
nes y la recuperación democrática no se la
hubiera podido conseguir sin su moviliza-
ción.

La importancia política y social de la
COB entró en crisis a partir de la Nueva Po-

lítica Económica de 1985, que desmovilizó al
sector minero; con ello comenzó el fin de su
protagonismo en la vida política y social.

El horizonte de las luchas campesinas
quechua y aymaras ha sido figurado con re-
lación a un doble código que imprime la
pertenencia ideológica y las acciones campe-
sinas (Rivera, 1986): la memoria corta refe-
rida a la Revolución Nacional de 1952 y la
reforma agraria de 1953, y la memoria larga
referida a las luchas indígenas anticolo-
niales. Mientras la memoria corta ha permi-
tido articulaciones diversas con el Estado, la
memoria larga se esgrime como el impedi-
mento mayor para la legitimidad de esa ar-
ticulación, en tanto, en el imaginario
campesino e indigenista del occidente
contemporáneo, la ocupación colonial no
habría cesado.

Ambas categorías parecen tener sus ex-
presiones regionales: la primera prepon-
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derantemente en los valles y la segunda
preponderantemente en el altiplano. Una
síntesis de las dos categorías, por un lado la
larga tradición de luchas anticoloniales y, por
otra, la riqueza de la experiencia sindical, se
dio en las orientaciones de un movimiento
katarista, representado por una nueva gene-
ración campesina aymara del altiplano, pro-
ducto del 52, que surgió a finales de los 60.
Fue una respuesta a la problemática, que la
economía parcelaria y la dependencia de la
producción campesina respecto de los mer-
cados habían generado, expresada en nuevas
demandas y reivindicaciones campesinas; a
las relaciones clientelistas y cada vez más ver-
ticales entre Estado y sindicatos campesinos
y a la discriminación étnica y cultural que ha
permanecido latente e irresuelta78 .

El katarismo con el que se crea la Con-
federación Nacional de Trabajadores Campe-
sinos de Bolivia (que después, al formar parte
de la COB, pasa a ser la Confederación Úni-
ca de Trabajadores Campesinos de Bolivia) ha
tenido desde los años 70 una significación
fundamental para el movimiento campesino,
logrando integrar las reivindicaciones étnicas
con una acción sindical y política.

Hoy no se puede hablar de un movi-
miento campesino unificado y en su lugar se
encuentran corrientes y orientaciones diver-
gentes e inclusive antagónicas, sin que nin-
guna de ellas, por diversas razones, cuente
con una base social de sustentación genera-
lizada en el propio campesinado. A pesar de
las múltiples divisiones y recomposiciones de
unidad por las que ha atravesado el movi-
miento indígena-campesino hasta el fin de
siglo, se podrían distinguir dos corrientes
principales en torno a las cuales se estruc-
turan las orientaciones de los líderes políticos
y sindicales indígenas y campesinos: Una,
que ya desde el mismo nacimiento del mo-
vimiento katarista se expresa en la constitu-
ción del MITKA, con una orientación más
indigenista y revolucionaria, y de la cual se
desprende posteriormente la agrupación
Ayllus Rojos Kataristas, de Felipe Quispe.
Otra, que en su expresión partidista confor-
ma el MRTKL y que en su versión sindical
tuvo la Secretaría Ejecutiva de la CSUTCB
hasta 1987, con Genaro Flores, y que a par-
tir de 1988 se subdividió en dos fracciones,
liderizadas una por Genaro Flores y la otra

por Víctor Hugo Cárdenas. Sin embargo,
luego de los conflictos de octubre de 2000 y
los de mediados de 2001, el liderazgo de
Felipe Quispe tiende a consolidarse en el
altiplano y, además, todo indica que éste
posee influencia a nivel nacional.

En los valles, especialmente en la región
de Cochabamba, el movimiento campesino
jugó un papel fundamental en la Revolución
de 1952, en la oposición al autoritarismo de
los 70 y en la búsqueda de un movimiento
campesino autónomo y unido en los 80. En
los años 90 se operó una fuerte división y
fraccionalismo a nivel sindical, asociado con
los conflictos y cambios de liderazgo en la
CSUTCB.

Diferente fue la situación del Chapare
tropical, donde el sólido arraigo del sindicato
campesino, identificado como una suerte de
gobierno local, se vio fortalecido por el en-
frentamiento alrededor del cultivo de coca y
el fuerte liderazgo de Evo Morales.

El caso del oriente boliviano es distinto,
pues durante muchos siglos fue un espacio más
bien olvidado del Estado. Sin embargo, en las
últimas décadas, a partir de 1979, se ha cons-
tituido un movimiento indígena aglutinado en
lo que después se denominará la Confe-
deración de Pueblos Indígenas de Bolivia
(CIDOB), que desde entonces ha jugado un
rol central en la canalización de demandas de
territorio y cultura por parte de los pueblos
indígenas de oriente. En 1990, esta organiza-
ción realizó una gran marcha “Por el territo-
rio y la dignidad”, que llegó hasta la ciudad de
La Paz, logrando una serie de réditos para su
sector79 .

En lo que sigue se hace referencia a cin-
co orientaciones de los líderes sociales. Es-
tas orientaciones, al igual que las de los lí-
deres par tidarios, no son absolutas y
son intentos de esquematización de la
opinión de estos líderes sociales. Pueden
existir importantes diferencias entre las
orientaciones de los líderes y las de los acto-
res de base que serán abordadas en capítu-
los posteriores.

2.1. Renovación democrática y cultura indí-
gena

Esta opción está orientada hacia la in-
tegración nacional con autonomía indígena,
y representa aquella perspectiva que permi-

78 Rivera 1986; Dandler 1969.
79 Albó 1999.
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te articular una modernización que de hecho
se plantea excluyente, con un comunita-
rismo de base. Esta propuesta ha sido cons-
truida en un largo proceso de experiencia
sindical del movimiento katarista en Bolivia
y hoy en día se encuentra en proceso de re-
novación.

El MRTKL, partido de extracción ka-
tarista democrática, fue parte de varios pro-
cesos eleccionarios generales, sin lograr nun-
ca votaciones significativas pero logrando
representación parlamentaria. En 1993, en
alianza con el MNR y a través de un pacto –
negociado en torno a la inclusión de varios
puntos por parte de los kataristas en el plan
de gobierno—, este partido asume la Vice-
presidencia de la República a través del
liderazgo de Víctor Hugo Cárdenas.

Con respecto a esta experiencia de ges-
tión gubernamental, Víctor Hugo Cárdenas
afirma que “ha sido una apuesta en base a un
acuerdo básico. A nosotros nos interesaba
una decena de puntos que en su mayoría,
excepto la Ley de Aguas, fueron ejecutados.
Fuimos a cumplir ese acuerdo básico, nego-
ciado, expresado en el Plan de Todos y de
yapa hicimos algunas otras cosas… Pero,
además, la posibilidad de demostrar que se
puede gobernar sin robar, y que un sector
marginalizado históricamente como es el
sector indígena puede, en funciones de go-
bierno, gobernar con seriedad, mantenien-
do autonomía y cuidándose de no ser co-
optados por el sistema. Son aspectos que
están en la parte positiva. Ahora el costo
(personal y político) ha sido muy alto».80

La evaluación de esta experiencia y la
posibilidad de repetirla en el corto e inclu-
sive mediano plazo es pesimista, por las ca-
racterísticas del propio sistema político, cu-
yas prácticas más tradicionales impiden una
posibilidad de integración real, con excep-
ción de sectores (personas) existentes dentro
de los distintos partidos con una vocación
genuinamente democrática, “con los cuales
si ha sido posible trabajar”81 ; pero, en gene-
ral, la experiencia ha sido muy desgastante.
“Eso nos desgastó mucho, en tiempo, ener-
gías, pudiendo haber dedicado más tiempo

a las tareas de gobierno. Hemos tenido que
dedicar tiempo para que no nos hagan pisar
el palito…”82.

Por otra parte, respecto a la evaluación
del propio sistema político, el entrevistado
plantea el agotamiento del sistema de parti-
dos, que éste se ha cerrado, que los partidos
parecen estar buscando su sobreviviencia an-
tes que la profundización de la democracia.
Un sistema político que en un momento, du-
rante los años 80, permitió dar aire y abrir
algunas posibilidades de integración de los
grupos excluidos, ahora se ha cerrado, lo que
hace —en esta línea— muy difícil plantear-
se la posibilidad de integración en el futuro
mediato. En esta perspectiva, se valoran los
cambios democráticos de las últimas déca-
das, que permitieron avances en el prota-
gonismo del liderazgo aymara en la cons-
trucción democrática, pero se considera que
todavía faltan avances en el plano jurídico
y económico.

Las medidas a las que el katarismo con-
tribuyó desde el gobierno se plantearon en
términos más políticos que económicos, y
“no logramos afectar la economía de la gen-
te, su bolsillo, su estómago”83, lo cual es otro
factor fundamental de desarticulación de im-
portantes sectores de campesinos respecto de
la política y de deslegitimación de una op-
ción de integración con autonomía como
ésta.

Con respecto a las protestas del año
2000, éstas serían el resultado de “la ausen-
cia del Estado” y de la decepción de las pro-
mesas de algunos líderes, que no han sabido
ocuparse de la población ni dar respuestas a
las necesidades básicas84.

Esta línea katarista reivindica la demo-
cracia y el pluralismo, apuntando hacia la
construcción de una democracia multiétnica
que sería la combinación de una democra-
cia indígena (que debe “sacrificar varias co-
sas que no son democráticas”) y la democra-
cia liberal (que “no es sinónimo de liberalismo”);
“en un país como Bolivia, por lo menos esas
dos democracias tienen que sumar sus virtu-
des, a eso llamamos democracia multiét-
nica”85.

80 Entrevista a Víctor Hugo Cárdenas, marzo 2001.
81 Idem.
82 Idem.
83 Idem.
84 Idem.
85 Idem.



172

Si bien este liderazgo tiene una serie de
problemas en su propio ámbito socio-cul-
tural, resaltan sus planteamientos de reno-
vación democrática, a partir de las propias
experiencias culturales andinas y aymaras.
Se trata de una vía de integración al desa-
rrollo sin exclusión de identidades cultura-
les ancestrales.

2.2. El comunitarismo político

Una tendencia novedosa en el escenario
político nacional, distinta a las experiencias
más conocidas en el país, se la encuentra en
la Confederación de Pueblos Indígenas de
Bolivia (CIDOB).

En la época colonial, el oriente y sus po-
bladores originarios no fueron debidamente
atendidos por las autoridades. La región ad-
quirió importancia mayor a finales de siglo
XIX por la exportación de la goma, lo que
generó una serie de conflictos con los indíge-
nas, quienes se rebelaron y abandonaron el
lugar “en busca de la loma santa”86. Su relación
con el Estado, desde la colonia hasta los años 70,
fue conflictiva, con una serie de sublevaciones
y enfrentamientos. Asimismo, fue notable su par-
ticipación en la Guerra del Chaco.

Es a final de los años 70 que comienza una
nueva articulación de los distintos pueblos
indígenas de oriente, particularmente alrede-
dor del pueblo guraraní. En 1982 se realiza el
primer Encuentro Indígena, con la presencia
de cuatro pueblos: guaraníes, chiquitanos,
ayoreodes y guarayos, lo que dará como fruto
la fundación de CIDOB, organización reco-
nocida oficialmente en 1990.

En los 90, CIDOB tendrá una partici-
pación central en la vida política de la na-
ción. Entre los momentos más intensos se
puede señalar la Primera Marcha Indígena
por el Territorio y la Dignidad, en 1990. Esta
marcha provocó la simpatía masiva de la
sociedad civil y el apoyo de distintos secto-
res; su llegada a La Paz fue aplaudida por la
población en general, y el movimiento logró
la promulgación de decretos supremos don-
de se otorgaban territorios a los indígenas, se
comprometía apoyo en proyectos de desarro-
llo, y varias otras disposiciones favorables.

CIDOB tiene en su seno el objetivo de
“que nuestras comunidades mejoren su si-
tuación, sus condiciones de vida, esa es nues-
tra lucha, nuestra exigencia que se convier-
te en reclamos políticos”87.

Esta opción valoriza la democracia y las
reformas institucionales que favorecen a los
pueblos indígenas, pero para ella está claro
que el proceso de participación en política
se lo debe hacer con identidad y dentro de
los márgenes democráticos de la República;
Marcial Fabricano afirma que «nosotros que-
remos seguir manteniéndonos como sector
de pueblos indígenas, que se respeten nues-
tras organizaciones y así como tal quisiéra-
mos participar en los escenarios que ofrece
la democracia boliviana»88.

En este sentido, CIDOB es un movi-
miento fuertemente institucionalista, que
busca nuevas leyes estatales que garanticen
el funcionamiento equitativo y legal del Es-
tado para con todos los miembros de la na-
ción. Esto no le quita que, a partir de sus
luchas, pretenda “profundizar la democracia”
con demandas y reformas que implican la
transformación de la Constitución para abrir
las puertas a la participación: “queremos
participar directo, es un derecho soberano
del pueblo”89. De hecho, los conflictos socia-
les del año pasado habrían sido el fruto de
las demandas insatisfechas y la necesidad de
la gente de participar. Se destaca la urgencia
de incorporar cambios constitucionales y la
necesidad de buscar otros “mecanismos para
optimizar el tiempo: ¡imagínense ustedes si
tendrían que pasar 15 años más!”.90

En el plano económico, se concibe de
una manera articulada esta temática con lo
social. Mientras no se considere lo social no
se puede pensar en mejorar la economía; los
problemas económicos sólo se los podrá sal-
dar si se consiguen logros en el plano social.
Para CIDOB hay que tomar muy en cuenta
la pobreza: “Mientras más pobreza haya en
un país, el país va a ser más pobre; en cam-
bio, si esta población pobre es potenciada,
también se constituiría en una fuerza que
contribuya y genere riqueza”. Además, cuan-
to mayor participación de la riqueza exista,

86 Lema 1998; Riester 1976.
87 Entrevista a Marcial Fabricano, marzo 2001.
88 Idem.
89 Idem.
90 Idem.
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también habrán más obligaciones para con
la nación91.

Afirma Fabricano que “el problema de
la economía es un problema de equidad. La
educación y la participación son fundamen-
tales, pero si la infraestructura y la educación
moderna se centralizan en los colegios ma-
yormente privados, lo que va ocurrir es que
nuestros gobernantes van a salir de esos co-
legios, se van a ir al exterior a estudiar y van
a volver a gobernarnos, sin conocer nuestras
culturas ni lo que es el país. Para nosotros lo
más importante es la valoración cultural de
la persona; en la medida que nos aceptemos
y estemos convencidos de que todos somos
importantes para este país, van a mejorar las
condiciones tanto sociales como políticas y
económicas”92.

Existe en CIDOB un particular rela-
cionamiento con el otro, el distinto, el “ca-

ray”. La visión política de estos pueblos no
es buscar un lugar privilegiado frente a los
demás, sino construir “iguales oportunida-
des para todos”. Para ellos es “descabellado”
pensar de manera unilateral en la aprobación
o anulación de una ley (por ejemplo la Ley
INRA); hay que considerar de qué manera
ésta puede afectar a los otros actores en jue-
go. Así, el hecho de ser mayoría o de ejercer
mayores presiones en algunos momentos, no
da derecho sobre los derechos de los demás.
Se oponen al sentido totalitario de la políti-
ca y plantean que cualquier medida que ha-
gan debe ser en beneficio de la sociedad en
su conjunto. Por ello se plantea la necesidad
de participación de distintas instituciones
para resolver sus problemas de una forma
global: «cuándo hacemos una Asamblea, nos
auto convocamos como pueblos indígenas
pero no sólo entre nosotros. ¿Qué hacemos
conversando entre nosotros? Queremos in-

91 Idem.
92 Idem.

Recuadro 5.5.

CIDOB: ciudadanía, política y cultura

Fuente:  Hugo José Suárez 2002.

«Tierra y territorio» son el centro
de las luchas de CIDOB.  La organi-
zación se define a sí misma como defen-
sora de los derechos de los pueblos in-
dígenas. Su perfil institucional propone
la «defensa del territorio, organización,
educación, salud, economía y respeto de
los derechos humanos de los pueblos
indígenas, para convertirlos en sujetos
de derecho de nuestra propia historia y
desarrollo, contribuyendo a la construc-
ción y preservación de nuestra cultura
e identidad como pueblos indígenas».

Por ser el CIDOB uno de los acto-
res sociales más propositivos de las úl-
timas décadas, entre agosto y diciembre
del 2000 se realizó una investigación
sobre él, siguiendo algunos principios
metodológicos de la «intervención socio-

lógica» desar rollada por Alain Tou-
raine.

En los hallazgos de ese trabajo,
se propone que tres son las dimensio-
nes sobre las cuales se apoya el movi-
miento: ciudadanía, en el sentido de
obtener la promulgación de determi-
nadas leyes, ser incluidos en normas
jurídicas, ser r econocidos como ciu-
dadanos fr ente a la nación; una di-
mensión socio-cultural, es decir, r ei-
vindicación de la identidad étnica,
apelación a una demanda ética de
r econocimiento que afecta a su vida
cotidiana, crít ica a la dominación
cultural; y una dimensión polít ica,
la búsqueda del poder y la influen-
cia tanto a nivel local como nacio-
na l .

Es un movimiento de integración
que, según sea la circunstancia, desa-
rrolla más fuertemente uno de sus tres
polos.  En este sentido, su riqueza esta-
ría precisamente en su capacidad de ar-
ticulación de las demandas ciudada-
nas, éticas y políticas a la vez, en su
capacidad de jugar con ellas de acuer-
do a las coyunturas que aparezcan en-
frente.

Es en estas tensiones entre identi-
dad/modernidad, lo local/lo global, Es-
tado/sociedad, que el movimiento indí-
gena deberá jugar sus cartas durante los
próximos años, y sólo una articulación
inteligente y estratégica de las dimen-
siones mencionadas logrará que siga
siendo uno de los movimientos más lú-
cidos de finales de siglo.
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volucrar a otros, que esté el Estado, que es-
tén los políticos, que esté la comunidad
internacional, que esté el que quiera co-
operar»93.

Lo que se pretende, finalmente, es ser
actor dentro de las transformaciones, pero con
dignidad e identidad: “Nosotros estamos en
la cancha para definir la problemática indíge-
na, pero no queremos aparecer llorosos en esa
historia; queremos ser tomados en cuenta,
ejercer la plenitud de nuestros derechos ciu-
dadanos, eso es lo que nosotros buscamos”94.

Analíticamente, da la impresión de que
CIDOB propone una distinta relación con el
Estado y la nación; es una organización que
también busca la integración y la institu-
cionalización, pero manteniendo su identidad
y reivindicación. La lógica subyacente parece-
ría ser que a mayor exclusión, menor la posi-
bilidad de participación política y, por tanto,
menor capacidad de influencia sobre la polí-
tica en miras de lograr reivindicaciones para
su sector. Hay claridad en que la integración
a la nación depende en parte de la capacidad
de generar propuestas y proyectos, además de
conocer ampliamente el funcionamiento po-
lítico y legal del Estado. En CIDOB se en-
cuentra una expresión de comunitarismo
moderno, que intercambia con el Estado sin
perder autonomía. En sus reivindicaciones se
plantea la administración de territorios que,
basándose en las disposiciones legales de la Re-
pública, logren beneficiar directamente a la
cultura y las comunidades indígenas. Final-
mente, uno de los rasgos notables de este mo-
vimiento es su capacidad de acción política, de
sentido de las proporciones del juego político
y de respeto a las reglas y a la institucionalidad
democrática; en este sentido es un movimiento
político-cultural.

2.3. Comunitarismo de base sindical

Cochabamba tiene una larga historia de
lucha sindical campesina anterior a la refor-
ma agraria de 1953. De hecho, la particular
dinámica socioeconómica y cultural de esta
región ya en la época republicana refiere fun-
damentalmente a una estrecha interrelación
de los indígenas con los mestizos, a la instau-

ración de diversas formas de tenencia de la
tierra, a un proceso temprano de diversifica-
ción económica y de relacionamiento con la
política nacional, hechos que confluyeron,
junto al impacto de la participación en la
guerra del Chaco, para que el Valle Alto, y
especialmente la región denominada Ucu-
reña, fueran el centro de la reforma agraria
y en muchos sentidos su inspiración95.

Las limitaciones que planteó la sub-
división de la tierra, junto a la diversifi-
cación de la economía campesina caracte-
rística del valle, determinaron que se
produjera una migración espontánea im-
portante hacia la zona tropical del Cha-
pare (así como ocurrió en otras regiones
del país). Esta tendencia fue corroborada
posteriormente por los programas guber-
namentales de ampliación de la frontera
agrícola hacia zonas de colonización, sien-
do una de las principales zonas de atrac-
ción, precisamente, la del Chapare, a don-
de se dirigieron contingentes del propio
valle cochabambino.

En una amplia bibliografía relativa a este
proceso de colonización se destacan aspec-
tos relativos a la consolidación de la migra-
ción, estrechamente relacionados con ele-
mentos como la producción de la hoja de
coca que permitía a los colonos, desde las
etapas más iniciales de la colonización,
monetarizar su producción y diversificar su
consumo alimenticio en una estructura de
producción familiar fundamentalmente
orientada a la subsistencia. Por otra parte,
otro factor fundamental en la consolidación
de los asentamientos en el Chapare está re-
lacionado con la organización sindical cam-
pesina, que traducida de una amplia expe-
riencia organizativa de la región de los valles,
fue trasladada a las zonas de colonización,
constituyéndose en el fundamental pilar de
soporte social, económico, técnico y hasta
psicológico del campesino colonizador 96. El
sindicato fue un genuino gobierno local.

A partir de 1985, con el cierre de las
minas nacionalizadas, se relocaliza un gran
contingente de trabajadores mineros hacia
zonas de colonización, entre ellas la zona del

93 Idem.
94 Idem.
95 Es en Ucureña donde se funda el primer sindicato campesino agrario y, mediante la decidida participación de los propios

campesinos, el centro más importante de impulso a la educación indigenal. Ucureña es el lugar donde en 1953 se firma el
decreto de Reforma Agraria (Dandler 1983).

96 CERES 1983
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Chapare cochabambino. Los ex-mineros lle-
van a estas nuevas zonas no solamente toda
una larga historia de luchas populares, sino
que transplantan la lógica de la organización
sindical minera a las zonas de colonización.
Al parecer se produce una especie de sínte-
sis entre una organización sindical campe-
sina más centrada en el soporte de los pro-
cesos propios de la colonización, y una
organización sindical minera con una larga
experiencia y asociada a una importante his-
toria de lucha política.

El resultado de esta síntesis se expresa-
ría, en la línea argumentativa de Filemón
Escóbar, en una compleja articulación del
municipio, el sindicato y el partido político,
articulación que, apoyada en un fuerte cen-
tralismo sindical, tendría como norte la
construcción de una fuerza política que per-
mita confrontar el modelo económico y
político neoliberal desde los intereses popu-
lares. “...nosotros cometimos el grave error
(en Siglo XX) de separar el rol del partido del
rol del sindicato, aceptamos el pluralismo...
y el resultado de esta tesis se va al bombo el
85, cuando los mineros votan por Banzer...”,
“...por eso es que nosotros participamos en
las elecciones del 97 y comenzamos a tener
el control de los municipios en el trópico
donde ganamos por mayoría...”, “el alcalde
tiene que recibir a todos los sindicatos para
elaborar el Plan Operativo...y cuando fina-
lice su gestión tendrá que informar si cum-
plió o no cumplió...”; “tardíamente estamos
descubriendo la senda que puede conducir
a los pobres de Bolivia a construir el Estado
que ellos quieren, a construir la nación que
ellos quieren, esta es la gran novedad...»97.

En la perspectiva de Escóbar, existe
una alianza natural entre los grupos ét-
nicos y urbano populares que se funda en
varios factores: en el desarrollo de una
nueva conciencia y la construcción de
nuevos paradigmas producto del rompi-
miento de los paradigmas anteriores, fun-
damentalmente de izquierda; en los pro-
cesos migratorios que determinan que los
aymaras y quechuas estén fuertemente
asentados en los distintos espacios regio-
nales del país, y en una alianza natural con
los grupos indígenas del oriente que su-
fren la exclusión, igual que todos. Desde

esta perspectiva, la construcción de esta
fuerza social no es una utopía, sino que de
hecho se viene dando; así que se la ve
como una real amenaza si no se producen
los cambios esperados.

“...saben que éste es el país más pobre
de América Latina, que hay que construir-
lo, ese es el criterio de la gente: si hay un
gran desarrollo cualitativo, en la concien-
cia de los aymara, de los quechuas y de las
indígenas de las zonas amazónicas, mucho
más fuerte que la conciencia del proletaria-
do de los años 40 o del 52”... “¿Qué es San-
ta Cruz? ¿Quién domina Yapacaní? Puro
quechuas... Mineros es zona quechua, San
Julián es zona quechua, en la zona rural de
Santa Cruz la influencia quechua es bru-
tal... Los indígenas son aliados naturales de
los aymaras y los quechuas... son nuestros
aliados naturales... la novedad es que los
yuracarés del norte de Cochabamba, los
trinitarios, actúan juntamente con los co-
lonos. Hay una alianza entre las etnias en
la zona amazónica y los colonos; éste es el
país que estamos labrando...”, «no es un
movimiento puramente regional, ya que
tiene cordones umbilicales que se van a
expresar en la marcha.98”

Estos cambios, argumenta el entrevis-
tado, en el corto plazo tienen que ver con
reformas a la Constitución que permitan
una participación directa de la gente en el
sistema político, vía nominación de can-
didatos independientes de los partidos po-
líticos. Su crítica a los partidos políticos
en general es radical. Habla de un agota-
miento del sistema de representación y de
pactos y un riesgo de autodestrucción si
este sistema se mantiene por más tiempo.
“...el modelo económico y político que se
desencadenó en 1985 se ha agotado defi-
nitivamente, persistir en lo mismo es
autoeliminarse...”99.

La orientación del cambio, según este
líder, se traduce en la búsqueda del control
estatal de los recursos naturales y su mone-
tización en el mercado, la distribución de los
beneficios de la venta de estos recursos a tra-
vés de regalías que se sumarían a los fondos
de coparticipación municipal, un desarrollo
agrícola fundamentalmente autosuficiente
vía el reconocimiento y la restauración de
modelos ancestrales de control de pisos

97 Entrevista a Filemón Escóbar, marzo 2001.
98 Se refiere a la marcha de la Comunal. Idem.
99 Idem.
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ecológicos, por ejemplo, y en el control so-
cial local de las instancias estatales vía elec-
ciones legítimamente participativas en los
municipios.

Se trata de un movimiento comuni-
tarista renovado desde lo sindical y lo mu-
nicipal. A veces prima lo étnico comuni-
tario, otras veces lo sindical campesino, y
otras lo municipal-institucional. Su peso
como fuerza social y política es regional,
pero tiene un fuerte impacto nacional, y
sus límites y su fuerza están derivados del
cultivo de la coca.

2.4 La Comunal

Cochabamba ha enfrentado proble-
mas con el agua hace ya varias décadas, lo
cual la condujo a concebir grandes pro-
yectos para solucionar este problema; el
caso ejemplar lo representa el megapro-
yecto Misicuni100.

Las deficiencias históricas en el abaste-
cimiento de agua por parte del Servicio
Municipal de Agua Potable y Alcantarillado
(SEMAPA) se han ido resolviendo con me-
didas de corto plazo, como la perforación de
pozos semiprofundos y profundos en las
provincias vecinas. Los problemas y tensio-
nes por el agua se extendieron a los 90, cuan-
do, como producto de la resistencia a las
perforaciones, SEMAPA se vio obligada a
perforar pozos en terreno militar. En 1995
nació la Federación Departamental Co-
chabambina de Regantes (FEDECOR), la
cual se convirtió en el principal polo de pro-
testa en contra de los reiterados intentos de
perforación.

Mientras tanto, Misicuni y otras pro-
puestas como la de Corani, acaparaban con
mayor fuerza los discursos de distintos sec-
tores de la sociedad, hasta que, finalmente,
la seducción del proyecto múltiple Misi-
cuni, respaldada con voluntad política por el
gobierno central, el gobierno municipal y el
comité cívico, logra imponerse, traducién-
dose en un proceso de l ic i tac ión de
SEMAPA- Misicuni, que concluyó en la ad-
judicación de ésta a la única empresa que

mostró interés, el consorcio internacional
Aguas del Tunari100.

En un inicio, la concesión no tuvo opo-
siciones mayores, pero paulatinamente se
generaron varias reacciones con distintas
organizaciones que confluyeron en la confor-
mación de la Coordinadora de la Defensa del
Agua y la Vida. La Coordinadora se consti-
tuyó en una fuerza legítima que articuló la
protesta generalizada, en contraposición a un
comité cívico cuestionado. Una serie de
movilizaciones condujo a la petición masi-
va de anulación del contrato con Aguas del
Tunari y la oposición a la privatización del
agua. De esa forma, el 4 de abril daría ini-
cio a la denominada “batalla final” de la gue-
rra del agua, extendiéndose ésta por una se-
mana, y consiguiendo que el consorcio
abandone Cochabamba y que el Parlamen-
to modifique la Ley 2029.

La fuerza de la Coordinadora se basó en
su capacidad de articular el malestar de la
gente y de reivindicar un trato más humano
en las relaciones con las autoridades. Esto se
tradujo en una gran protesta, involucrando
de esta forma en las movilizaciones a una
gran cantidad de personas de múltiples orí-
genes sociales.

Durante las movilizaciones, el dirigen-
te fabril Óscar Olivera se convirtió en el ros-
tro más visible del movimiento de abril, y en
uno de los ingenieros de la conformación de
la COMUNAL (Coordinadora de Moviliza-
ción Única Nacional).

Olivera observa con mucha desconfian-
za y crítica el paquete económico de 1985,
que fundó un modelo “diseñado desde las
más altas esferas mundiales de otros países
más desarrollados, con el apoyo de grandes
corporaciones, organismos internacionales
como el Banco Mundial, el FMI y otros”102.
El resultado de tales reformas “no solamen-
te pretendía parar una inflación, sino tam-
bién diseñar el modelo económico, de tal
forma que beneficie a los grandes intereses
que están fuera de nuestras fronteras, lo que
trajo además la destrucción de la organiza-
ción de los trabajadores”103.

100 Misicuni fue pensado originalmente hace 50 años, pero comenzó a tomar forma en el gobierno de Barrientos (1966-1969)
(Assies 2000). Este proyecto múltiple está destinado a solucionar los problemas de agua de la ciudad, el riego de los valles y
zonas agrícolas y la generación de energía eléctrica. Misicuni se ha convertido en más que un proyecto de desarrollo regional, se
ha instalado en el imaginario de los cochabambinos como el gran anhelo que pondría fin a los problemas cotidianos producidos
por el agua. Esto mismo ha servido para que Misicuni sea, además, un instrumento para la obtención de mayores réditos
políticos para quienes lo han incorporado en el discurso regional.

101 El consorcio estaba conformado por la International Water Limited (propiedad de Edison SpA de Italia y Bechtel de EE.UU.), con
50%, por Abengoa, de España, con 25%, y por cuatro inversionistas bolivianos 25%.

102 Entrevista a Oscar Olivera, septiembre 2001.
103 Idem.
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En esta perspectiva, la crisis económica
actual se la percibe como el resultado de las
políticas de capitalización, que han dejado
como rédito el empobrecimiento de la po-
blación y la falta de dinero para la atención
de necesidades básicas (salud, educación,
vivienda), además de acarrear consigo un
“gran despojo y robo de su patrimonio, que
era producto del trabajo de generaciones y
generaciones que lo habían construido en
varias décadas”104. La capitalización sería una
venta de empresas nacionales y habría gene-
rado corrupción sin beneficio alguno para la
gente común.

En cuanto a lo político y social, se cons-
tata una pérdida de confianza generalizada
que trasciende las fronteras de la política,
para ubicarse en la vida cotidiana. La gente
siente que su “voto ha sido negociado cua-
tro veces. Esta burocracia que gobierna a
través de los partidos políticos mediante el
pasanaku, a título de gobernabilidad, ha
hecho lo que ha querido, no tiene la capaci-
dad de percibir lo que está pasando en la vida
cotidiana de la población”105.

Ante este horizonte, las protestas, y par-
ticularmente la de Cochabamba, han mos-
trado un malestar con respecto a la democra-
cia tal como aparece hoy en día:

“¿Cuál era el mensaje de la gente –en el
conflicto de abril—? La gente estaba hastia-
da, detrás de la guerra por el agua la gente
estaba buscando una verdadera democracia,
es decir participación, que la dejen opinar,
que la dejen decidir... [Las personas decían]
que están cansadas de los corruptos, que es-
tán cansadas de las imposiciones, que quie-
ren otro país, otra forma de participación”106.

La propuesta es que la gente pueda par-
ticipar directamente en las decisiones a par-
tir de cabildos. “La forma multitud está sien-
do una nueva forma de organización y de
representación de la ciudadanía ante sus
demandas, reemplazando a la forma sindica-
to”. Hoy la población quiere “cambiar las
reglas del juego porque bajo estas reglas no
vamos a mejorar nuestras condiciones de
vida”, y esto se debe hacer a través de una
Asamblea Constituyente: “la gente percibe
esa Asamblea Constituyente no como un

procedimiento que los parlamentarios, no-
tables, o el Ejecutivo definan y convoquen,
sino en el que sea la gente la que, en cabil-
dos, en asambleas de sectores, empiecen a
diseñar qué se requiere para su sector, qué
con respecto a los recursos naturales, el pa-
trimonio del país, y cómo todos estos inte-
reses pueden convivir en nuestra patria”107.

Se trata, en suma, de un movimiento
que se desarrolla sobre la base del derecho al
agua, que articula el malestar de la gente de
la ciudad de Cochabamba y sus alrededores.
Su crítica al neoliberalismo y a la dependen-
cia externa de la clase política está asociada
con demandas de mayor participación ciu-
dadana y transformación institucional. Sus
límites están dados por su excesiva ideo-
logización. Además, sus debilidades para
transformar la protesta en movimientos que
redefinan los campos del conflicto, parecen
estar asociadas en parte con el juego de in-
tereses particularistas en su seno.

2.5. Comunitarismo aymara

En esta tendencia se ubican las élites
campesinas, cuya figura más representativa
hoy es Felipe Quispe, el ”Mallku”. Esta co-
rriente, surgida del movimiento katarista y
que ha transitado por una propuesta indi-
genista radical, primero en torno al Movi-
miento Indio Tupac Katari (MITKA), lue-
go a una organización denominada Ayllus
Rojos Kataristas y finalmente por la lucha ar-
mada junto al EGTK, hoy día se encuentra
a la cabeza de la Confederación Sindical
Única de Trabajadores Campesinos de Boli-
via (CSUTCB), y representa una nueva
orientación en esta organización hacia una
dimensión más bien culturalista.

En las protestas de septiembre del 2000,
la CSUTCB y su máximo dirigente Felipe
Quispe jugaron un rol central, convirtiéndo-
se este líder en el “gran acusador” que pon-
dría en jaque al sistema político y la socie-
dad en general durante intensas semanas108 ,
volviendo a poner en el escenario la cuestión
de la desigualdad, asociada con el problema
de la exclusión y la nación.

Esta tendencia se ubica en una relación
conflictiva de largo aliento con el Estado,
que sería el causante de la exclusión y no sería

104 Idem.
105 Idem.
106 Idem.
107 Idem.
108 Rojas 2001.
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capaz de dar respuestas a la problemática
indígena rural: “desde ese tiempo seguimos
hablando lo mismo porque no hay ningún
cambio verdadero, no hay revolución agra-
ria, no hay esa revolución verde, no hay
tecnificación...”109.

En esa dirección, se ve con mucho rece-
lo las últimas reformas económicas: “El
21060 ha abierto las puertas de par en par
para que entren los productos agropecuarios
de otros países. Estamos viendo cómo los
mercados están siendo saturados con la uva
y la manzana chilena, por ejemplo. La capi-
talización también ha sido otro golpe. Qui-
zás los ideólogos de la oligarquía pensaron
que el país iba a progresar con la capitaliza-
ción, pero yo no veo dónde…”110. Frente a
la apertura de mercados, el sector rural no
tendría la capacidad tecnológica de entrar a
la competencia, lo que provoca una desven-
taja a la hora de la competencia de precios:
“No podemos competir con los productos
que han entrado por el 21060. Nosotros no
hemos avanzado tecnológicamente nada,
seguimos trabajando con la misma tecnolo-
gía que nos han dejado nuestros incas, hasta
estamos utilizando en algunos lugares el ara-
do egipcio que han traído los españoles el
año 1492”111.

Se critica al sistema de partidos, por un
lado, por ser fuente de corrupción y trans-
mitir esas malas artes a los campesinos que
estarían “aprendiendo a robar” y, por el otro,
por ser excluyentes desde el inicio de la his-
toria. “La política que manejan en este país
nunca nos ha tomado en cuenta. Los indí-
genas no somos los actores políticos históri-
camente. Desde que han venido los españo-
les con Francisco Pizarro —cuando lo matan
al inca Atahuallpa—, de ahí hacia adelante,
pasando por Simón Bolívar y llegando al ac-
tual presidente Jorge Quiroga Ramírez, ve-
mos que en esos espacios no hay un indíge-
na que haya estado en el gobierno. Los
autores y actores de la política siempre han
sido nuestros opresores”112.

Una de las propuestas centrales de Quispe
es la reconstitución de la nación aymara:

“Nosotros, a pesar de tantos años, seguimos
teniendo nuestra propia historia, seguimos
teniendo nuestro propio territorio, nuestra
propia filosofía, nuestras propias leyes elec-
torales, nuestras leyes que nos han dejado
nuestros abuelos, seguimos teniendo nues-
tra propia religión. Entonces, tenemos nues-
tros propios hábitos y costumbres. De toda
esa perspectiva vemos a nuestra nación, se-
guimos siendo nación. Últimamente, en to-
dos nuestros lugares, el 6 y 7 de agosto, va-
mos a manejar la wiphala, no la bandera
boliviana. Ya se está tomando conciencia de
que con el tiempo va ir nomás la reconsti-
tución del gran Tiwanacu”113.

Esta reconstrucción de la nación aymara
va más allá de las fronteras, se trata de dia-
logar con los “hermanos indígenas” de Chi-
le y Perú para “abrirnos, no tenemos que
encasillarnos en una comunidad, en un
ayllu”. La propuesta es incluyente con los
distintos grupos sociales, inclusive con los
kh’aras: “Ellos son seres humanos igual que
nosotros, hay que meterlos para que traba-
jen junto con nosotros, que coman del mis-
mo plato con nosotros...”114.

La base ideológica de esta propuesta se-
ría el comunitarismo, como “el trabajo co-
munitario donde nadie obliga a nadie, todo
es recíproco. Esto es lo que ha mantenido a
nuestros antepasados, no es ni socialismo ni
capitalismo” 115. Se apela al desarrollo rural
como opción económica viable, “el futuro de
Bolivia está en el desarrollo agropecuario”,
pero esta opción debe ir acompañada de una
reflexión local “necesitamos una universidad
indígena, una carrera de agronomía, otra de
veterinaria, biología, y quizás de derecho
indígena... Esa universidad debe funcionar en
el campo, de ahí van a salir técnicos, profesiona-
les; ese va a ser nuestro cerebro, nuestra propia he-
rramienta para trabajar en el campo”116.

Se habla de la cultura y la identidad
como el espacio de mayor fortaleza: «No
hay futuro para nuestros hijos... no tenemos
nada... vivimos exiliados... lo único que te-
nemos es nuestra cultura, religión, historia,
nuestro territorio y nuestras leyes y cos-

109 Entrevista a Felipe Quispe, septiembre 2001.
110 Idem.
111 Idem.
112 Idem.
113 Idem.
114 Idem.
115 Idem.
116 Idem.
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117 Entrevista al Mallku en el programa De Cerca 2000

Recuadro 5.6

tumbres”117 . Por ello se hace referencia a las
“dos Bolivias”, por un lado la de los campe-
sinos –“nación indígena”— con su cultura,
formas de organización política y social , y
por otro el mundo urbano.

Analíticamente, parecería que tres ten-
dencias conviven en el seno de este movi-
miento:

i) La primera tendencia presenta ras-
gos culturalistas de regreso a los valores
puros y de reivindicación de la nación

aymara. El riesgo sería que este movi-
miento evolucione hacia formas cada vez
más cerradas y de negación del otro, abso-
lutizando el conflicto y objetivando el
enemigo en personas o instituciones con-
cretas a las cuales hay que destruir. Se es-
taría frente a la posibilidad de la transfor-
mación en un antimovimiento que, en
lugar de ubicarse en una lógica construc-
tiva que dé resultados para su comunidad,
asuma la eliminación del adversario y, por
tanto, su propia destrucción.

Las demandas de la CSUTCB plan-
teadas al gobierno se pueden ordenar se-
gún diferentes tópicos. Así lo hace Gon-
zalo Rojas, por ejemplo:

Demandas de equidad material
Ciudadanía económica
1. Seguro social campesino
2. Modificaciones a Ley Forestal
3. Modificaciones al Código de Mi-
n e r ía
4. Cambios a Ley General de Hidro-
carburos
5. Acceso y control de recursos finan-
cieros (puntos 17, 18 19, 20 y 29);
Inversión (puntos 35 y 26)
6. Entr ega de t ier ras y t i tulación
(36)
Ciudadanía social
7. Servicio militar obligatorio
8. Ley de trabajadoras del hogar
Ciudadanía cultural
9. Junto a la bandera, la wiphala y
la roja obr erista (16). En lugar de
fotos de Bolívar y Sucre, héroes indí-
genas.
10. Universidades agrarias, simila-
res a la de El Alto, laicas.
11. Rechazo a la religión oficial del
Estado (44)

Demandas de la CSUTCB

Fuente: Rojas 2001.

12. Administración de sitios arqueo-
lógicos (42)
13. Devolución de fósiles denuncia-
dos en EE.UU (5)
14. Cambios a la Ley de Org. Judi-
cial, para incluir la justicia comuni-
taria (8)
15. Derecho y jurisdicción comuni-
taria (43)
Ciudadanía política
16. Participación campesina en ins-
tancias estatales (28)
17. Dos vocales indigenas en la CNE
y en las Departamentales (37)
18. Retiro de policías del campo (9)
19. Elección dir ecta de pref ectos y
otras autoridades (7)
Alianzas
20. Reinvindicaciones del magisterio
(21)
21. Demandas del transporte
inter pr ovincial (22 y 15)
22. Demandas gremialistas (23)
23. Prestatarios pequeños (32)
Antipatías ideológicas
24. Derogación de la Ley 1669 de
Capitalización (38)
25. Oposición a la liberalización la-
boral establecida en los DS 21060 y
23381 (12)



180

118 El Informe de Desarrollo Humano de Bolivia 2000 es muy preciso al respecto como también los capítulos que siguen en este
Informe.

ii) Una segunda tendencia esta marca-
da por la reedición de nuevas formas de co-
optación. Así, al estar este movimiento en
una relación directa con el Estado y las lógi-
cas partidarias, es fácil caer en la lógica de “tú
me das y yo te doy” con el Estado y los par-
tidos, sin que eso represente necesariamen-
te el fortalecimiento de su propia reivindi-
cación y organización.

iii) Finalmente, la tercera tendencia se-
rían las demandas de ciudadanía activa y
participativa que están presentes en su dis-
curso. En esta tensión, es posible que se tran-
site hacia la conformación de un movi-
miento político de renovación cultural que
convierta sus demandas de integración en
proyectos que alimenten las lógicas plurales
de la sociedad y por tanto promuevan el
desarrollo.

A modo de conclusión: agotamiento de
un ciclo y momento de inflexión

Los líderes tanto sociales como políticos
coinciden en el reconocimiento de un cier-
to agotamiento del ciclo iniciado en 1982
(“democracia pactada” y economía de mer-
cado). De alguna manera la denominada
“democracia pactada” que dio lugar a un
período importante de estabilidad política
en el país, tendría serios problemas para
reproducirse en el tiempo. Este hecho esta-
ría asociado con una crisis de confianza ge-
neralizada entre partidos y entre éstos y la
sociedad, como también con los magros re-
sultados de las políticas económicas, sobre
todo en el plano social. Existe, pues, una
cierta crisis de consenso acerca de la conti-
nuidad del ciclo político iniciado en 1982.

La cuestión es cómo combinar continui-
dad con renovación: continuidad con los
resultados que favorezca una lógica insti-
tucional de desarrollo, y cambio para satis-
facer las necesidades y desafíos que plantea
la misma sociedad y la economía interna-
cional. En este ámbito, los líderes de los
partidos perciben, desde sus distintos inte-
reses y matices, que es posible una transfor-
mación dentro el “modelo” mientras que por
lo general los líderes sociales sostienen una
crítica irreductible contra el mismo, tanto en
el plano político como económico. Así, pa-
rece que mientras mayor es el radicalismo

de la orientación política, mayor es el cues-
tionamiento del “modelo”; y mientras me-
nor es el radicalismo, más la disposición de
producir cambios en la lógica del mismo
modelo. En este sentido es relativamente
fácil concluir que existe una suerte de bi-
furcación entre las orientaciones de los
líderes políticos y sociales.

También es fácil percibir que existe una
amplia heterogeneidad de orientaciones
sobre la situación y las perspectivas del país.
Las visiones sobre el cambio, la crisis econó-
mica, la confianza y las protestas son bien
variadas, como también lo son las propues-
tas para el futuro político y económico del
país. Por eso, toda salida políticamente sóli-
da requiere acuerdos en función de resulta-
dos concretos y procesos participativos y de
control social amplios, transparentes y pú-
blicos. Resulta absolutamente fundamental
reconstruir las relaciones de confianza entre
los partidos y entre éstos y los líderes socia-
les. Da la impresión, por lo menos desde la
perspectiva del enfoque del desarrollo huma-
no, que éste no es sólo un tema proce-
dimental o institucional, sino que más bien
está asociado con una cultura política de la
igualdad democrática, de la dignidad ciuda-
dana que necesita constituirse en función de
los valores, demandas y prácticas de la pro-
pia vida cotidiana de los bolivianos118 . De
allí que la ampliación de espacios delibe-
rativos es medio y fin, principio de legi-
timidad y proceso de aprendizaje político de-
mocrático.

Por otra parte, y precisando un poco
más, es posible detectar que los tres partidos
mayoritarios coinciden en la posibilidad de
lograr cambios en el sistema de partidos para
resolver la crisis, mientras que los partidos
con menores votaciones tendrían mayor dis-
ponibilidad para lograr una apertura hacia lo
social. Incluso postulan pactos político-so-
ciales de gobernabilidad. En similar direc-
ción actúan los líderes sociales. Los más
radicalizados no ven posibilidades de pactos
socio políticos con los partidos, mientras que
los menos radicalizados si apuntarían en esa
dirección.

A nivel de los partidos en general exis-
te, sin embargo, una suerte de “movimiento
generacional transversal”. Estos líderes plan-
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tean a la vez una renovación democrática en
la estructura de sus mismos partidos y un
cambio hacia una mayor apertura en las re-
laciones partidos y sociedad. No se sabe
cómo van a evolucionar estas tendencias,
tampoco se sabe cómo lograrán modificar las
ecuaciones de poder en sus mismos partidos;
empero, sí se sabe que ya empiezan a afectar
la dinámica política en curso.

En un plano más sectorial, se observa
que entre los partidos políticos, especial-
mente entre los mayoritarios, la preocupa-
ción por la economía y la política económi-
ca es central, mientras que entre los líderes
sociales la preocupación central es lo social.
Es como si existiese una suerte de bloqueo
en la percepción de los líderes que divide lo
económico y lo social. Unos hablan predo-
minantemente de economía y otros pre-
dominantemente de la carga social de las
políticas económicas. En una óptica del
desarrollo humano, parece fundamental no
sólo integrar ambos discursos sino hacer
que el tema de unos penetre en la reflexión
los otros. Claro que teniendo siempre como
telón de fondo la meta final que es el desa-
rrollo de las capacidades de personas, las co-
munidades y las sociedades.

En este contexto, el tema del gas aparece
a la vez como una oportunidad y también
como una amenaza. Oportunidad por la po-
sibilidad de obtener nuevos recursos para
mejorar los resultados de la políticas económi-
cas y sociales, y amenaza por la posibilidad de
que este tema constituya un nuevo respiro de
un modelo excluyente e injusto que sólo favo-
rezca a unos pocos. Además, que siga alimen-
tando una lógica de corrupción.

Finalmente, la cuestión del comunita-
rismo plantea una serie de temas fundamen-
tales para el desarrollo humano. Las orien-
taciones de los líderes sociales son múltiples
y diversas y se explican en el contexto de una
fuerte tradición histórica de oposición y crí-
tica de relaciones de poder en la historia de
Bolivia. Estas orientaciones de una u otra
manera han girado en torno a dos tenden-
cias. Por una parte, a una reproducción
organizacional comunitaria y por otra a
orientaciones comunitaristas radicales119.

Las nuevas orientaciones comunitarias,
presentes en gran medida aunque con distin-
ta intensidad en el conjunto de los líderes,
oscilan entre una defensa de la organización
comunitaria en una sociedad pluralista y una
orientación comunitaria que sobrevaloriza a

119 Wieviorka, 1993. Para una visión general sobre la cuestión.
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la identidad indígena y desvaloriza al distin-
to. Son nuevas porque están asociadas al re-
chazo y/o crítica a las fuerzas económicas y
políticas provenientes de la globalización. En
general varios de los líderes defienden sus in-
tereses legítimos y buscan encontrar un nue-
vo juego en las nuevas condiciones na-cionales
e internacionales, mientras que otros al límite
tienden a encerrarse en un comunitarismo
agresivo y absolutista. En todo caso, de una o
de otra manera constituyen respuestas, aunque
insuficientes, a una modernización que no
incluyó ni en el desarrollo tecnoeconómico, ni
en las decisiones políticas, a ingentes masas in-
dígenas.

El gran peligro es que esto cree condi-
ciones para que estas orientaciones se con-
viertan en un antimovimiento que sobre-
valorice la identidad, rechace al adversario y
lo convierta en enemigo al que irremisible-
mente hay que destruir. Se trataría de una
orientación con valores absolutos que sólo
pertenecen a la comunidad, pero que deben
ser asumidos de manera total por el conjun-

to de la sociedad. Se habla, pues, de una si-
tuación de exclusión etno-cultural y auto
exclusión política que puede evolucionar
hacia la constitución de un movimiento au-
toritario que, sin embargo, pone en eviden-
cia las debilidades del desarrollo y de la de-
mocracia en el país.

Dadas las tensiones y la bifurcación en-
tre los líderes sociales (que apelan a lo so-
cial y cultural) y los políticos (que hablan de
economía), hoy es necesario encontrar una
nueva síntesis entre economía, política y
sociedad, que esté articulada a partir del in-
terés por lo público. Esta nueva sintaxis se
la debe construir desde la política, a partir
de procesos deliberativos donde las distin-
tas orientaciones puedan discutir sus opcio-
nes con equidad en el habla, y cuyo resulta-
do sean pactos y acuerdos que promuevan
el desarrollo humano. En esta dirección, es
central escuchar también la voz de los más
pobres y de la opinión pública, que tienen
una palabra válida en este debate, como se
verá en los capítulos siguientes.
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Introducción
Como se ha mencionado en capítulos

anteriores, el país está atravesando por trans-
formaciones profundas que modifican los
escenarios construidos en las décadas pasa-
das. Si bien los indicadores educativos han
crecido el último período, en términos de
producción y de crecimiento económico, los
sectores más pobres no han mejorado su si-
tuación. En cuanto a la institucionalidad
política, si bien la democracia ha tenido
importantes avances, hoy se siente el agota-
miento de un modo de funcionamiento del
sistema de partidos, y la lógica de pactos res-
tringidos ya no se puede sostener. Paralela-
mente, hay un malestar y deterioro social que
repercute en la fragmentación de las deman-
das sociales. Está claro que estos cambios y
la situación general de desconfianza políti-
ca, económica y social generan límites duros
para el desarrollo humano. A mayor descon-
fianza, menor posibilidad de ciudadanía, y
por tanto mayor dificultad en consolidar
proyectos en la perspectiva del desarrollo
humano.

Ciudadanía, pobreza y política son tres
elementos que van de la mano. Es en la ciu-
dadanía donde se deben sintetizar los impe-
rativos de la democracia y del desarrollo.
Como se ha demostrado en distintos estu-
dios (véase IDH-Bolivia 2000), la pobreza ya
no puede ser leída como un dato estadístico
y tecnocrático, se debe asumir al “pobre”
como inmerso en un complejo sistema de
relaciones culturales y sociales. Pobre, en
quechua, no significa el carente de recursos
económicos, sino el que no posee comuni-
dad. Podríamos decir que pobre, en la Boli-
via democrática, es el que no tiene ciudada-
nía. Pobre es aquel, entonces, a quien sus
derechos le están siendo arrebatados por un

sistema que no le permite ser ciudadano y
le niega la dignidad.

Así, la ciudadanía es, a la vez, un ejerci-
cio político (puede darse en lo local o en lo
nacional) que implica la exigencia de que los
grupos sociales se asuman como ciudadanos
para el ejercicio democrático1. Esto implica
que el sujeto se convierta en actor capaz de
ejercer sus derechos políticos y sociales bus-
cando participación política y equidad. Ciu-
dadanía es equidad.

La ciudadanía, vista desde este enfoque,
abarca tanto elementos políticos, sociales y
económicos, que se convierten en nuevas
demandas de derechos ciudadanos plenos; y
es la instancia democrática que puede garan-
tizar la participación de la gente en la toma
de decisiones colectivas que afectan al con-
junto de la sociedad2. Hoy está claro que para
la consolidación de la democracia los distin-
tos grupos sociales deben asumirse como
ciudadanos.

En este sentido, lo que sigue pretende
precisamente indagar en el sector más pobre
y excluido: cuál es la perspectiva ciudadana
que la gente asume para relacionarse con lo
social y con la política. Se trata de saber
cómo la gente menos politizada y más exclui-
da socialmente, ve el proceso político y so-
cial por el cual está atravesando el país, cuál
es su percepción sobre la pobreza y el desa-
rrollo, cuáles son las perspectivas que propo-
ne. En suma, el objetivo es comprender
cómo perciben la política y las protestas so-
ciales, y cuáles son las salidas que proponen;
es decir, cuál es su capacidad política.

Se ha visto en varias ocasiones que el
desarrollo, si quiere ser humano, tiene que
abarcar la dimensión subjetiva de la gente;
cómo los actores, desde su vida cotidiana,

Los pobres frente a la ciudadanía y la política

1 Calderón, Hopenhayn, Ottone 1996.
2 Calderón 2002.
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perciben los acontecimientos que están su-
cediendo en su sociedad. Ignorar la percep-
ción subjetiva pondría al individuo como un
dato (homo economicus, ser que gira alrede-
dor de la racionalidad económica) y no como
un sujeto (ser dotado de sentidos y símbo-
los), pero sobre todo, conduciría a conclu-
siones parciales y erróneas

En capítulos anteriores se analizó cuan-
titativamente la problemática política y so-
cial. Este procedimiento es acertado pero
debe ser complementado con un acerca-
miento cualitativo al tema, que abra otras
dimensiones analíticas3. El objetivo de este
capítulo será entonces captar la percepción
de los propios pobres sobre las característi-
cas de su condición y sobre los factores
institucionales y sociales que la determinan.
Tal información es crucial si entendemos que
las políticas de reducción de la pobreza re-
quieren de una creciente participación de la
población y una mejor adecuación de los
instrumentos de intervención a realidades
locales altamente heterogéneas. Realidades
en las cuales interactúan diversos factores
políticos, sociales y culturales que pueden
facilitar u obstaculizar los impactos de las
políticas y acciones públicas. Justamente, el
presente capítulo busca explorar tales ele-
mentos cualitativos4.

Con este objetivo, se acudió al método
de los grupos focales que ya fuera utilizado
en el IDH Bolivia 20005. Se realizaron 25
grupos focales a lo largo y ancho del país, con
la participación de 200 personas aproxima-
damente; para ello se viajó hasta las distin-
tas regiones y departamentos. Se privile-
giaron las ferias urbanas y rurales para el
análisis. Como han mostrado varios estu-
dios, los mercados son espacios de comercio
pero sobre todo de sociabilidad; son un lu-
gar de intercambio donde la gente pasa gran
parte de su tiempo. En las ferias se viven
intensos lazos de sociabilidad, por tanto de
producción cultural e ideológica combina-
da con formas de solidaridad y trabajo6. Sin

lugar a dudas es en las ferias donde el inter-
cambio de subjetividades se vive intensa-
mente, y sobre todo a partir de los sectores
más pobres. La política, la sociedad, la cul-
tura, las visiones de mundo son construidas
entre los olores de frutas y verduras.

Los grupos estuvieron compuestos en su
mayoría por mujeres que crecientemente
participan del mercado laboral, económico
y político7. Esta característica de género le da
una visión particular a los grupos focales, que
miran la realidad, la política y la sociedad,
desde una situación de exclusión, marcada
por la pobreza y la dominación sexual. No
es casual que, como se verá adelante, en al-
gún grupo una mujer diga “nosotras somos
los pobres de los pobres”.

Los grupos fueron de tres tipos: sector
urbano de clase baja, vendedores de merca-
dos urbanos, ferias campesinas. Luego del
encuentro se realizó la transcripción sistemá-
tica de los focos (más de 600 páginas), se
procedió al análisis estructural de contenido
(véase el Anexo Metodológico I). Es claro
que hay sectores que no pudieron ser anali-
zados a causa de los límites que son propios
de cualquier estrategia metodológica; por
ello este enfoque debe ser completado con el
del capítulo 7, donde se presentan los resul-
tados de una encuesta cuantitativa que estu-
dia a la opinión pública en general.

Se ha afirmado en capítulos anteriores que
lo que este Informe pretende es analizar las
potencialidades arraigadas en las orientaciones
políticas de la sociedad boliviana para impul-
sar procesos deliberativos que promuevan el
desarrollo humano. En este capítulo se parte
de la idea de que los pobres, desde su subjeti-
vidad, sienten y viven intensamente este pro-
ceso de deterioro político, económico y social,
y reaccionan frente a él de distintas maneras
que van desde el fatalismo o individualismo,
hasta una salida comunitaria. En todo caso,
hay una demanda instalada de ciudadanía
articulada sobre todo alrededor de la búsque-

3 Como ha se ha visto en el IDH de Chile 1998, la paradoja de la modernización chilena será precisamente el tener importantes
índices de crecimiento económico que conviven con una percepción negativa del desarrollo y un sentimiento de inseguridad y
desconfianza elevado.

4 Un estudio internacional de gran escala en este ámbito: Narayan, Chambers, Shah y Petesch 2000.
5 Un interesante trabajo que contribuye a este acercamiento es: «El impacto de la inversión pública y la cooperación internacional

en la erradicación de la pobreza en 12 municipios de Potosí y Chuquisaca”, PNUD 2000.
6 Calderón y Rivera 1994.
7 En aquella ocasión se analizó a los actores empresariales y sus actitudes con respecto al desarrollo. Se encontró que para las

distintas tendencias el problema de la pobreza era central, y se identificó a un sector más proactivo y sensible al desarrollo
humano. De alguna manera, este capítulo es complementario a aquel de los empresarios privados (véase IDH Bolivia 2000,
capítulo 2).
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da de dignidad. La gente hoy, quiere ser res-
petada en su vida cotidiana. La exigencia de
dignidad es una condición de la ciudadanía
y una tarea de la política.

El problema de la pobreza en Bolivia debe
ser visto como una demanda de dignidad, por lo
que su solución no sólo abarca el plano econó-
mico sino también el social y subjetivo. La pro-
puesta del desarrollo humano es que, como re-
sultado de procesos deliberativos, los pobres se
conviertan en actores, sus protestas en propues-
tas, y que tengan la capacidad de acción y nego-
ciación en las instancias respectivas. Fruto de este
proceso se debería llegar a consensos que sean
favorables a este sector. Sólo una ciudadanía ac-
tiva, impulsada por la demanda de dignidad,
permitirá a los sectores excluidos transformarse en
actores centrales del desarrollo humano.

En esta dirección, tanto el Estado como la
sociedad y el mercado deben estar orientados a
lo público, intentando satisfacer las necesidades
de los más pobres e impulsando la recuperación
de su dignidad. Es claro que no habrá desarrollo
y disminución de la pobreza sin un mayor com-
promiso de los propios pobres con el fortaleci-
miento de sus capacidades políticas.

El capítulo ha sido dividido en tres partes:
el clima general, la percepción política y social, y
las orientaciones.

1. Percepciones de crisis y cambio

Se ha visto ampliamente en el capítulo 2
cuál es la situación económica de la población
y cómo hay un desencuentro entre indicadores
sociales y de salud e indicadores económicos.
En el capítulo 4 se han analizado los avances
institucionales que ha generado la democra-
cia, así como sus límites y desafíos.

Este escenario general y estructural con-
trasta con la visión subjetiva de la gente que
analiza su situación social, política y económi-
ca desde una perspectiva propia. La pobreza,
desde los pobres, asume un carácter multidi-
mensional: se la vincula indistintamente con
la falta de ingresos, de empleo estable, con la
poca educación, la alimentación inadecuada,
la migración o el abandono de la comunidad
por parte de sus habitantes, pero también con
características menos corrientes como el abuso
o el engaño por parte de las autoridades, la des-
unión en la comunidad o el desconocimiento
de derechos.

Estos múltiples factores no se presentan
aislados, sino estrechamente vinculados unos
con otros, formando un tejido complejo. Sin
embargo, analíticamente, se separarán dis-
tintos planos de percepción para poder pro-
fundizar el enfoque. No se debe olvidar, en
todo caso, que sólo en la articulación com-
pleja de los diferentes factores es que se com-
prenderá el conjunto.

En todos los grupos focales realizados se
percibe que Bolivia vive una crisis generaliza-
da, expresada en diferentes dimensiones, fun-
damentalmente en la vida cotidiana. Ello tie-
ne que ver, entre otras cosas, con las limitadas
posibilidades de fortalecer los medios materia-
les y culturales de reproducción social.

El deterioro económico, la desilusión
con las reformas estructurales, la desilusión
educativa, el aumento de la inseguridad so-
cial, el deterioro de los lazos de solidaridad,
son algunas formas a través de las cuales la
gente manifiesta el malestar. Sin embargo,
estas formas no necesariamente son comu-
nes en todos los sectores estudiados.

Mujeres Palliris
«Nosotras somos mujeres viudas, tenemos numerosos hijos, solamente tenemos a nuestra

familia. Algunas de nosotras vamos a hacer estudiar a uno o dos hijos, el resto de los hijos
tienen que ser mineros, tienen que trabajar su mina. Hemos acudido a tantas institucio-
nes del gobierno,  a nivel de Comibol para que nos faciliten herramientas de trabajo pero
no hemos recibido nada y lo que hacemos es sobrevivir con lo que trabajamos; trabaja-
mos con nuestras manos, arañando la tierra y muchas veces expuestas al tiempo, al frío,
al sol, al calor, y nos enfermamos al son del trabajo que cumplimos: nos enfermamos con
hemorragias, nos enfermamos con reumatismo y no hay quien nos cure y tampoco pode-
mos acudir al médico, porque no tenemos suficiente dinero. No tenemos presupuesto eco-
nómico, lo que ganamos apenas nos alcanza para alimentar nuestro estómago y cuando
nos enfermamos no hay quién nos socorra, así que nuestra vida es muy difícil; pero sobre-
vivimos con dignidad, nos estamos defendiendo, manteniendo a nuestros hijos».

Fuente: Grupo Focal con mujeres Palliris. Llallagua.

Recuadro 6.1
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1.1. Deterioro económico y social

Existe una alta coincidencia en que la
situación económica y social se ha deterio-
rado. La dimensión ingresos-empleo-pro-
ductividad es mencionada reiteradamente al
referirse a la falta de bienestar.

La gente ligada al comercio urbano no
sólo siente el estancamiento, ve y vive el
aumento de la delincuencia y los “vicios de
la calle”, causados, según la percepción ge-
neral, por las pocas posibilidades de empleo
y por la falta de atención política a estos
problemas8.

Este deterioro se percibe en el ámbito
rural de forma distinta. No solamente se hace
referencia a lo económico, sino que, por lo
general, se asocia a la carencia de servicios
básicos. Un campesino de Tarija decía: “La
gente no tiene adelanto, no tiene luz, no tie-
ne agua, no tiene posta sanitaria, no tiene co-
legio, no tiene caminos, no tiene nada”. Las
actividades agropecuarias, en condiciones muy
precarias (tierras cada vez menos fértiles, par-
celas cada vez más pequeñas y alta dependen-
cia de las condiciones climáticas para el acce-
so a recursos hídricos) se traducen en elevados
niveles de pobreza y de vulnerabilidad de las
familias en estas comunidades: una mala co-
secha o una temporada “seca” generan situa-
ciones de carencia extrema y pérdida de los
pocos activos (animales) que poseía la familia,
al punto de que el tamaño de ésta determina
si pasará hambre o no. Estamos hablando de
condiciones de vida extremadamente frágiles
y difíciles, que se reflejan en expresiones de
fatalismo y pesimismo muy fuertes.

En algunos lugares, como Llallagua, en es-
pecial entre las mujeres palliris, el deterioro eco-
nómico es extremo. Ellas se autocalifican como

“las más pobres entre los pobres”. Depositan sus
esperanzas sólo en la divinidad, y, a veces, ni ello
es suficiente: “estamos largadas de la mano de
Dios”. Detrás de esta afirmación existe una sen-
sación de abandono y desamparo, por un lado, y
de inseguridad respecto al futuro, por otro. Sen-
sación que es compartida por los mineros coope-
rativistas.

El sentimiento de abandono es generado por
diversas circunstancias; las más importantes son
el incumplimiento de las promesas realizadas por
las élites políticas respecto al problema laboral y
el nuevo papel del Estado, que ahora no propor-
ciona las seguridades y respuestas que la gente ne-
cesita y que recibía tiempo atrás. Aún permane-
ce en el imaginario el gran Estado del 52.

La inseguridad hacia el futuro tiene que
ver con el hecho de conocer sólo un oficio y
“no saber hacer otra cosa más”. Muchas de
las mujeres palliris y de los mineros han “des-
pertado directo al mineral”; por tanto, las
perspectivas económicas y en general el fu-
turo se mira desde esta realidad.

1.2. Desilusión respecto a las reformas y re-
clamos por trabajo

Asociado con el deterioro económico y so-
cial, aparecen dos tendencias que también descri-
ben el clima general: la desilusión respecto a las
reformas estructurales y una fuerte demanda por
fuentes de trabajo.

Cuando se indaga sobre los efectos de la ac-
ción del Estado, un grupo valora y reconoce los
esfuerzos de ampliación de la oferta de servicios
sociales realizada en los últimos años, mientras
que otro resalta el carácter excluyente de muchos
de estos esfuerzos. Sin embargo, incluso en los
casos con percepción positiva, hay un fuerte én-

El oficio del mineral
«Ningún político cumple la promesa, estamos totalmente abandonados. Siempre dicen

les vamos a dar trabajo pero no es cierto. No sé qué vamos ha hacer, dónde vamos a ir, no
tenemos otras profesiones tampoco para irnos ciegamente. Hemos despertado directo al
mineral, yo al menos al mineral he despertado a mis trece años, y hasta ahorita estoy tra-
bajando, no tengo ninguna profesión».

Fuente: Grupo Focal con mujeres Palliris. Llallagua.

Recuadro 6.2

8 Esta percepción se refleja en la afirmación de las vendedoras de mercados urbanos de Potosí y Sucre que dicen:   “...no hay
trabajo, hay gente en las calles. En los barrios jóvenes que se están dedicando al vicio del alcoholismo, a la droga, por eso es
importante el trabajo...”. “Aquí tenemos hogares que no llevan un pan a sus casas, la necesidad ha crecido, se encuentra más
delincuencia, cada día vemos en el mercado chiquitos sin comer, gente pidiéndose, gente que está robando... y ¡dígame qué bien
han hecho esos políticos!”.
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fasis en la demanda de acciones que resuelvan los
problemas de carácter productivo y económico
que enfrentan estas familias: hay una crítica al tipo
de proyectos que impulsan las autoridades, los
cuales no corresponderían con las expectativas de
la población.

La desilusión respecto a las reformas
estructurales no es una tendencia generali-
zada; más bien se encuentra focalizada en los
sectores urbanos medios, donde se manifies-
ta descontento por las consecuencias del
21060 y la capitalización de las empresas; en
suma, del modelo neoliberal9. Esto, además,
está asociado a una crítica del funcionamien-
to de la democracia y su eficacia para la re-
solución de problemas. Sin embargo, esta
crítica viene acompañada de una afirmación;
se dice: “democracia sí, pero no así”.

La demanda por trabajo está presente en
los sectores medios urbanos, los cuales bus-
can una situación más estable. También apa-
rece con mucha fuerza en los mercados ur-
banos. Este reclamo por trabajo está relacionado
con dos factores: la desilusión educativa, aso-
ciada en cierta medida con el acaparamien-
to de los puestos de trabajo por gente vin-
culada a la política (tema que se desarrolla
más adelante), y una demanda de industria-
lización.

Se quiere fábricas que, además de gene-
rar empleo, aprovechen de mejor manera la
producción agrícola, de tal forma que se
pueda exportar la producción nacional. Así
lo manifiesta un comerciante cobijeño que
dice: “muy poco dejan las divisas de la ma-
dera, y eso debería aprovecharse para hacer-
se algo acá, hacer una fábrica. Tenemos por
ejemplo mucha fruta, hay mucha manga que
debería enlatarse, no hay una fábrica para esa
fruta, porque en otros países hay mangos
enlatados, y aquí hay bastante y se pierde
porque no hay fábricas para eso”.

En algunos ámbitos del comercio rural
también aparece la demanda de industriali-
zación; sin embargo, ésta no tiene la misma
fuerza que en los sectores del comercio ur-
bano.

En determinados mercados urbanos, y
en especial en lugares de extrema pobreza,

como Llallagua, el trabajo es el alimento del
día a día, vale decir, “si trabajas comes, si no
te mueres de hambre. Día que no trabajas,
día que no comes”.

En síntesis, el reclamo por trabajo se
vincula, en muchos casos, al deterioro eco-
nómico, la frustración por la falta de educa-
ción, y el copamiento del trabajo existente
por gente vinculada a la política.

1.3. Desilusión e ilusión educativa

Ser profesional abre sin duda opciones
para ingresar en mejores condiciones al mer-
cado laboral. Sin embargo, en determinados
sectores, el mito de la educación como ele-
mento primordial para conseguir trabajo se
rompe en el momento en que los profesio-
nales quedan desempleados. Esta opinión es
fuerte, porque muchos de los participantes
de los grupos, al no colmar sus expectativas
en el mercado laboral, se han visto obligados
a incursionar en el comercio. Ello, en algu-
nas ocasiones, deviene en una frustración tan
grande que se asocia la incursión de profe-
sionales en el comercio como degradación:
“Es tan humillante darse cuenta que ella va
a la universidad, ella ya es una profesional y
está vendiendo fruta; yo creo que hasta para
ella, haberse quemado el cerebro tanto y no
ejercer su profesión” (Montero: feria urba-
na).

En los sectores urbanos medios, la des-
ilusión es menor, pues, en cierta medida, su
fuente de trabajo está asegurada.

En el ámbito rural, la desilusión educa-
tiva es mucho menor. Incluso en algunos
sectores, como en La Huachaca y Potosí,
todavía vive la ilusión de que con la educa-
ción se logrará “salir adelante”. La educación
aparece como una posibilidad para los hijos
en el futuro, para que tengan mayores posi-
bilidades de “salir de la pobreza”, de “abrir
los ojos” para no ser explotados o “engaña-
dos”. La educación se la asocia a posibilida-
des de acceso a una mejor calidad de vida.

La formación también se asocia a la ca-
pacidad de gestión: “...aquí no manejaremos
cualquier gente, uno tiene que ser capaz,
puede ser un ingeniero, alguien que tenga la

9 Esta tendencia es expresada por un ciudadano paceño que decía: “El 21060 es un modelo neoliberal, el monopolio de partidos
políticos lo único que hace es encajar el proceso de diferencia. Es decir, hay una disconformidad total con el modelo neoliberal.
Creo que no es necesario estudiar mucho para darse cuenta de ello”.
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experiencia, que sepa algo. Especialmente
dentro de esto, nosotros no podemos ocupar
la Alcaldía, porque nos falta la capacidad,
nos falta la educación” (La Huachaca). En
esta última afirmación, además de valorizar
la profesionalización para la política, se des-
valoriza la situación propia.

2. Desconfianza en las instituciones
2.1. La política vs. lo político

“La política nos gusta, no nos gustan
los politiqueros” (Llallagua: comerciantes).
Esta sentencia es uno de los lugares comu-
nes detectados en la población. Desde Co-
bija hasta Sucre y de La Paz a Santa Cruz,
la gente aprecia la política y sus objetivos,
pero se siente que esta actividad fue malea-
da por un grupo que se aprovecha de ella
para sus propios fines e intereses.

También existe una contradicción entre,
por un lado una fuerte afirmación de la res-
ponsabilidad de votar en elecciones —e in-
cluso placer por poder participar en el siste-
ma político— y, por otro lado, una carencia
total de confianza en el beneficio concreto
del voto. Por ejemplo, dicen en Sucre rural:
“sí, nos gusta participar en elecciones siem-
pre, en cada año lo hacemos”, pero a la vez
hay muy poca fe en el poder de su voto para
influir la realidad, se habla del incumpli-
miento de las promesas de quienes llegan al
poder. Parece que muchas veces el voto se
convierte en una formalidad legal que no
involucra vitalmente al individuo. En algu-
nos casos se acude a la responsabilidad: el
voto es un deber ciudadano o incluso moral
y religioso.

Para los que trabajan en las ferias urba-
nas, el político es el que trabaja por la base,
y el politiquero el que se aprovecha de ella.
Hay una fuerte valoración de la política
como necesidad de participar y ocuparse del
destino de la comunidad, que convive con

una crítica a los personajes que asumen ese
reto concretamente.

2.2. Política es empleo

Para la población, la política está vincu-
lada a una bolsa de trabajo: “Las personas
que no estamos metidas en un partido po-
lítico estamos fuera. No podemos conseguir
trabajo por ningún lado” (Cochabamba: fe-
ria urbana).

Esta perspectiva adquiere distintas for-
mas. Un grupo cree que la responsabilidad
central del gobierno, y por tanto de la polí-
tica, es la creación de fuentes de trabajo. Una
buena gestión sería aquella que promueva
una política de empleo eficaz.

Otro grupo ve la política de forma más
utilitaria, y asocia su participación partida-
ria con el acceso a un trabajo. La participa-
ción en la campaña tendría que dar como
resultado una fuente laboral: “Tengo un tío
que es mirista. Él andó con todos los cabe-
cillas, y llegó el tiempo de que ellos ganaron.
Pero se olvidaron de mi tío y nunca más lo
buscaron” (Cobija urbano).

La gente percibe críticamente el hecho
de que un líder pueda ser cooptado por los
partidos, pues la posición que ocupa le otor-
garía mayores posibilidades para conseguir
un beneficio en sus medios de vida.

Estas expectativas y críticas al sistema
político como forma de empleo aparecen
con fuerza en las ferias urbanas, mucho
menos en la clase media, y muy poco en-
tre los pobres rurales. Esto tiene que ver
con la frustración fuerte y general de los
pobres urbanos que no tienen fuente de
ingresos estable y fija, y dependen entera-
mente del comercio. Se puede explicar por
la situación de incertidumbre laboral en
la que viven.

2.3. El político y su entorno

Se diferencia entre el político, que pue-
de ser muy honesto, y su “entorno”, que lo
puede malear o no dejarle llevar a cabo un

Política vs. politiqueros
 “El niño desde que nace, llora.  Llorando pide a su mamá su leche.  La política es

desde que nacemos.  La politiquería sería cuando forman el partido desde arriba.”

Fuente: Grupo Focal con vendedoras. Llallagua.

Recuadro 6.3
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buen plan de gobierno. Dice un campesino
de Tarija: “No quiero decir que el gobierno
es malo. Yo digo que son los colaboradores
de los gobiernos que son malos. No podemos
decir que el Goni, el Jaime Paz, etc., pero yo
veo que los colaboradores del gobierno están
manejando mal a este país”.

La crítica al “entorno” de los políticos
aparece sobre todo entre los pobres rurales
y la clase media urbana, pero es más fuerte
entre los pobres urbanos, particularmente en
Cobija y en Potosí. Esto se podría explicar
en parte por ser dos lugares donde el lide-
razgo local ha sido exitoso.

2.4. Incapacidad de la política y foco de co-
rrupción

La política es percibida como incapaz de
solucionar los problemas de la gente y de
lograr el desarrollo del país. La crítica se di-
rige tanto al sistema político como directa-
mente a los políticos: “No hay personas ca-
paces de fiscalizar esas obras. Hay políticos
mañudos que ya están acostumbrados. Por
eso Bolivia nunca va adelante” (Cobija: mer-
cado urbano)

Igualmente, se critica a la política como
un sistema conspirativo de lucha interna que
no permite que sus protagonistas se pongan
de acuerdo y busquen una salida para la na-
ción: “Entre políticos aquí se perjudican, y
eso es lo que perjudica el progreso del país”
(Cobija: mercado urbano). Los pocos polí-
ticos que intentan reformar este sistema re-
sultan siendo víctimas de la misma conspi-
ración, como observa otra persona del mercado
urbano de Potosí: “A la gente buena que
quiere gobernar, que quiere hacer bien al
pueblo, la matan. A alguien que quiere lle-
var al pueblo adelante: chau.”

Estas críticas se escuchan en todos los
niveles económicos y en la mayoría de las
regiones. La más dura proviene de los mer-
cados urbanos, donde se califica la política
de forma peyorativa con afirmaciones fuer-
tes, sin discriminación de la región: “Los
políticos no hacen nada bueno. Solamente
sacan dinero del pueblo, son unos mañudos”
(Potosí: mercado urbano).

La política es además vista como co-
rrupta, percepción generalizada en todo el
país y en todos los grupos sociales. No es
necesario abordar más este punto altamente
conocido; basta recordar la frase de una
mujer vendedora de Santa Cruz: “La políti-
ca es el arte de robar sin ser descubierto.”

 Esta desconfianza en la política lleva al
sentimiento de que el poder en sí mismo es
una fuente de corrupción: “Mientras no lle-
guen al poder todos son honestos” (Sucre:
feria urbana). También en otros lugares se
afirma que todos nacen haciendo política
honesta pero terminan como “politiqueros”
cuando asumen el mando. Esta lógica tam-
bién lleva a desconfiar de los líderes sociales,
como se verá adelante.

2.5. Patrimonialismo en la política

En Sucre se afirma que la historia polí-
tica del país se la puede ver a través de la
historia de unas cuantas familias. La crítica
al patrimonialismo cerrado que no deja par-
ticipar a otros actores en la escena política es
central: “Que si entra su abuelo, que si en-
tra su hijo, que si entra su nieto, jamás nos
dan oportunidad a gente nueva” (Sucre:
mercado urbano).

Esta sería una de las causas del subdesa-
rrollo, como afirma un participante en el
foco urbano de La Paz: “Siempre vamos a
seguir a la corriente o a la inercia. No va a
cambiar porque todo es nepotismo.”

Muy relacionada a esta tendencia está la
crítica del hecho de que los políticos no co-
nocen la realidad y la pobreza de la gente:
“Los políticos de nuestro país no están, no
viven la crisis que nosotros vivimos” (La Paz
urbano); en Potosí se afirma que “para go-
bernar hay que conocer”, y eso no es lo que
sucede cotidianamente. Habría una distan-
cia crítica entre dos realidades, la de los po-
líticos (riqueza, respeto, prestigio) y la de los
pobres (sin recursos, siempre humillados). El
político, para la gente, no conoce su reali-
dad.

2.6. Mucho dicho, poco hecho

La política tiene dos velocidades: el
tiempo de campaña y el de la vida cotidia-
na. En campaña se crean grandes expectati-
vas con promesas que nunca son cumplidas.
Se ofrece mucho más de lo que se puede dar
después

La tendencia más fuerte en este aspecto
se da en los mercados urbanos y en el cam-
po. Los mercados urbanos son precisamen-
te espacios de intensas campañas políticas,
donde los candidatos van con frecuencia
para reclutar votos dando ofertas que luego
no se traducen en resultados concretos: “Se
olvidan de lo que prometieron. Prometen
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una y otra cosa mientras que se les dé sus
votos y salen. Pero después se olvidan de
todo” (Sucre: mercado urbano); o como di-
ría un miembro del foco en Cobija urbano:
“Una vez que están en el poder ni se apare-
cen más”.

2.7. Clientelismo: crítica y frustración

Se critica de manera general al cliente-
lismo y, por tanto, el acceso al trabajo y los
beneficios de aquellos que militan en parti-
dos políticos dejando de lado al pueblo. Esta
tendencia aparece sobre todo en las ferias
urbanas.

Mucha gente en mercados y en clase
media urbana instrumentaliza la política y
milita en ella para conseguir un trabajo.
Ahora bien, una vez que el partido gana, se
ven frustrados al no recibir una parte del
pastel (Véase el Recuadro 6.5).

3. Política y vida cotidiana
3.1. La “pequeña política”

“Hasta cómo educamos a nuestros hijos
es política” (Sucre urbano). La política está
en la vida cotidiana, atraviesa desde el hogar

hasta la comunidad, desde la planificación
para el mercado semanal hasta el Plan Ope-
rativo Anual. La política está ahí, como la
vida misma, sin pedir permiso ni anunciar
su presencia, y la gente lo sabe.

Incluso los más excluidos hablan de ella
sin nombrarla explícitamente. Ante la pre-
gunta de por qué participa en las reuniones
de la comunidad, un campesino de Pando
afirma que sabe que su presencia puede co-
laborar a los demás. Se valora la política
cotidiana pero se distancia de la política
formal. Existe un peligroso divorcio entre
la institucionalidad y la acción política dia-
ria; entre la política como “profesión” y la
del día a día.

Dentro de la política institucionalizada,
es en el municipio donde la gente se siente
más involucrada. Muchos ignoran comple-
tamente qué tipo de movilizaciones o blo-
queos se vivió el año 2000 y cuáles fueron
sus protagonistas; con dificultad identifican
la diferencia entre un ministro y un senador,
pero todos saben quién es el presidente de su
OTB. No se conoce la Estrategia de Lucha
contra la Pobreza y sus implicaciones, pero

Las dos velocidades de la política
“Cuando está el tiempo de la campaña, todo es bueno, todo se ve que es una mara-

villa, es como en tiempo del invierno.  Cuando comienza el invierno la lluvia cae.  Cuando
el verano viene, las cosas se van secando.  Así es la política.”
Fuente: Grupo Focal Cobija rural.

“No cumplen en nada, en vano caminan, los políticos vienen a nuestra comunidad,
hasta nuestras casas llegan ´te voy a dar esto esta otra cosa´ nos dicen, ´les ayudaré en lo
que sea´ dicen, y no cumplen nada. Así siempre pasa y Bolivia sigue yendo atrás.  En
Bolivia a la pobreza no más nos estamos cayendo”
Fuente: Grupo Focal Sucre rural

“Los políticos vienen a nosotros: ´voten, voten´nos dicen, con arroz, fideos vienen, a
los campesinos engañan nomás. Después de votar por ellos, a nosotros mal pago nos ha-
cen”.
Fuente: Grupo Focal Sucre rural.

Recuadro 6.4

El clientelismo
“En las elecciones municipales, el que va a regalar un balde o un bañador, tiene más

votos, o sea, son comprados.  Y el que dice la verdad y no va con nada, entonces no vota
la gente.  O sea, los bolivianos tenemos mente tan frágil, nos olvidamos las cosas que nos
pasan”.

Fuente: Grupo Focal Sucre, mercado urbano.

Recuadro 6.5
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se sabe que la escuela del pueblo fue cons-
truida con la ayuda de la comunidad (y no
del Estado), con su tiempo y su sudor.

La diferencia entre la política nacional
y la local es notable. Se habla del municipio
con mucha mayor propiedad y conocimien-
to que de la nación. En Tarija rural, por
ejemplo, tienen conciencia de que sus auto-
ridades “están trabajando”, y desde el grupo
focal se gestan sugerencias y críticas muy
concretas a la gestión. Se conoce al político,
sus obras, aportes y debilidades. De hecho se
identifica sobre todo a la alcaldía como la
directa encargada de ofrecer colaboración a
la comunidad: “Sirve el municipio, nos co-
labora, podemos hacer avances; es importan-
te que la alcaldía nos apoye con semillas, con
materiales” (La Huachaca).

La cercanía de lo municipal no priva la
visión crítica. Se asume que la corrupción
local es grande, que los políticos “compran”
a la gente y que en algunos casos la engañan.
El municipio no es una tasa de leche, pero
lo conocen.

Así se critique a los políticos en lo lo-
cal, se quiere participar en el control de lo
público, y sólo se lo puede hacer desde la
participación de la comunidad. La gente
desea estar en el ojo de la tormenta, quiere
saber qué sucede con el dinero, a dónde va,
cómo se administra lo público, cómo se
puede colaborar para mejorar las cosas.
Pero quiere tener certeza de que lo que ha
de hacer tendrá beneficios y estará directa-
mente vinculado con sus necesidades.

Esta demanda abarca dos sentidos. Por
un lado, se propone una estrecha relación de
control de la gestión de los recursos, es de-
cir que la comunidad pueda participar en la
toma de decisiones y pedir cuentas a las au-

toridades para que atiendan los requerimien-
tos comunitarios (Tarija rural). Por otra par-
te, se propone que sea algún miembro de la
comunidad quien esté en las máximas esfe-
ras de decisión; deberían existir “diputados
del campo que trabajen cultivando”, así se
podría confiar en ellos:

 “La comunidad es la que tiene que le-
vantarse para buscar un Presidente. En re-
uniones se debe educar a una persona que
tiene que ser el que llegue ahí. La comuni-
dad es la que tiene que mandar con todos los
campesinos unidos” (Potosí rural) Ver Re-
cuadro 6.6.

Esta demanda pretende acortar la dis-
tancia entre la política y la gente, pero mu-
chas veces esta opción es coartada por la élite
política que monopoliza la participación.
Pero esta nueva cercanía no está exenta de
problemas y desconfianza. Como se verá más
adelante, los líderes locales se pueden co-
rromper y olvidarse de la comunidad:

“Algunos dirigentes del campo hasta di-
putados llegan pero igual por la plata se olvi-
dan... El mismo campesino engaña a su gen-
te, se aprovecha pues del campesino. Hay
algún dirigente en la comunidad que llega a
diputado y dice voy a venir a hacer todo esto,
todo promete, pero a él le deben dar plata y él
mismo engaña a su gente. Todo es con la pla-
ta, a la gente pobre le hacen creer no más,
siempre engaños hay.” (Potosí rural)

La corrupción entró en la propia gente.
Una vendedora de Sucre comenta cómo en
los 20 años que trabaja en el mercado ha vis-
to que sus líderes sindicales son siempre las
mismas, y que se aprovechan de su posición
para obtener mayores beneficios; y se pregun-
ta “imagínese si en medio de dónde nosotros
trabajamos hay ese tipo de cochinada, ¿qué

Control desde la comunidad
«Se puede solucionar tal vez, sacando (líderes políticos) de los campesinos. Uno sólo

sacar y así ver y no dejarlo. Así, para que no se acerque a la parte de los ricos y que esté de
parte de los campesinos.  Desde las bases tiene que ser un hombre conocido, recto, (elegi-
do) en eventos, seminarios o Congresos, que haya compromiso firmado para que no vaya
a ningún lado, amarrado como si fuera nuestro animal para verlo, juntos con él estar.

Porque a veces así elegimos, se van y se pierden. Donde quieran se van a otros lados,
se desvían y después traicionan a las bases. Tiene que salir de cada Subcentral, Provin-
cial, departamentos, de todos los departamentos, de los nueve departamentos y así estar
bien, trabajar bien».

Fuente: Grupo Focal Sucre rural.

Recuadro 6.6
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podemos esperar de los gobernantes?” (Mer-
cado urbano, Sucre); también una vendedo-
ra de El Alto afirma: “Los dirigentes tienen
más posibilidades inclusive de tener un pues-
to, dos puestos, o tres puestos, por el mismo
hecho de que ellos están dentro de esa políti-
ca”. Pero, por otro lado, también se percibe un
cierto sentimiento de culpa por creer que la
propia gente es corrupta cuando acepta los be-
neficios inmediatos de la campaña política
(arroz, fideo, harina, poleras). «La corrupción
está en nosotros», dice una mujer potosina an-
gustiada, somos nosotros quienes contribui-
mos a que eso suceda. La gente sería así un
eslabón más de la gran cadena de corrupción
que involucra de la misma manera tanto al
ministro como al ciudadano de la calle.

En el apartado siguiente se profundiza-
rá sobre cómo se han deteriorado los lazos
sociales. Aquí sólo cabe recordar que en las
propias comunidades, donde los sistemas de
ayuda mutua habían funcionado exitosa-
mente, hoy la gente se vuelve en contra de
la gente. Por ejemplo, el “sentaje” en La
Cancha de Cochabamba hoy se convierte en
una manera de extraer dinero a vendedoras
que, aunque no hayan tenido rédito, igual
deben pagar: “Ganes o no ganes, del puesto
tienes que pagar lo mismo no más siempre.
Esos del sentaje son unos malditos, a veces
les dices no tengo, te daré 50 centavos por-
que no tienes más, y se lo levantan todo. Son
unos abusivos” (Cochabamba: La Pampa).

Así, la “pequeña política” tiene sus be-
moles. Cercanía, crítica y autocrítica convi-
ven en la política cotidiana.

3.2. Género, política y dignidad

La percepción de la política, desde el en-
foque de género, asume un rostro particular.

Un rasgo de los asistentes a los grupos
focales es que la mayoría de mujeres son
padre y madre a la vez y las responsables, en
su mayoría exclusivas, de la crianza, la ali-
mentación y la formación de las nuevas ge-
neraciones. Estas responsabilidades femeni-
nas se han ido acrecentando en los últimos
años, pero a su vez se convirtieron en tareas
cada vez más difíciles de cumplir.

Sin embargo, tal responsabilidad central
en la reproducción social no tiene correla-
ción con la posibilidad de la mujer para in-
fluir en los espacios donde se toman decisio-
nes que afectan de manera directa a su vida.

Las mujeres sienten que son las exclui-
das de los excluidos.

La responsabilidad social que recae so-
bre la mujer es muy grande. En Llallagua las
pailliris se quejan de no tener apoyo ni del
Estado, ni del sindicato o la familia. Ellas son
jefe de hogar, responsables de la educación,
salud y vida de sus hijos: “Nosotras somos
viudas, somos padre y madre, no sabemos de
dónde traer para mantener a nuestros hijos.
Yo tengo hijos, dos estudian en la nocturna
y dos en el día, son cuatro los que están es-
tudiando, a veces no alcanzan a comer, y
pijchando coca se quedan. Una pena sufri-
mos nosotras, no hay nadie quien se acuer-
de de nosotras, trabajamos arañando la tie-
rra. De nuestro trabajo nosotras sacamos de
donde no hay para nuestros hijos”.

Una mujer de edad y con deficiencias
físicas por enfermedad en Tarija afirma con
orgullo que fue ella quien “sacó adelante a
los hijos”, que hoy “todos son profesionales”,
sin importar el costo personal de esa hazaña.

Así, la mujer es la responsable de la
política económica familiar. De ella depen-
de que el poco ingreso que percibe sirva
para la salud y la educación; es ella quien
debe conseguir dinero como se pueda para
que el núcleo familiar subsista: “Yo antes a
mis hijos les daba 50 centavos para su recreo
y ellos compraban dulces, y al llegar a mi casa
parecían sapos amarillos porque tenían ane-
mia y no comían. Yo tomé la decisión de
mandarles algo de comida, hacer de comer
para ellos, les preparo un huevo y con lo
poco que me vendo, les mando comida para
que puedan comer y ya no tengan anemia”
(Mercado Montero). Sin embargo, este sa-
crificio que recae sobre las espaldas de las
mujeres tiene un límite, cuando la madre
agota sus posibilidades de conseguir recur-
sos. En ese momento, la descomposición
familiar puede ser patética, llegando a extre-
mos en los cuales las propias madres serían
las impulsoras de que los hijos salgan a ro-
bar o a conseguir dinero “sin importar los va-
lores”. Una vendedora de El Alto cuenta con
indignación “cómo han pescado a una mu-
jer dándole a su hijo alcohol en el biberón,
para que duerma y no moleste y la deje tra-
bajar». Es precisamente a las mujeres a quie-
nes les toca lidiar con estos límites duros, y
cuya frontera no siempre está muy bien de-
limitada.

Los grupos focales indican que se cono-
ce bien cuál es la responsabilidad de la mu-
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jer. Al no haber ni Estado ni marido que la
ayude, y al encontrarse sola frente a la vida,
asume el reto de trabajar en lo que puede,
por lo general con costos muy altos para su
propia vida: “Yo tengo 26 años y tengo toda
la responsabilidad; a mis 26 años mi vida ya
no vale, lo único que aspiro es que mis hijos
sean algo, sólo por eso lucho y me sacrifico
todos los días”.

Situaciones económicas y sociales tan
dramáticas como éstas son vistas por las
mujeres como el producto de la situación
global del país, pero, por otro lado, como un
proceso de discriminación de género. Es sig-
nificativo aquel diálogo en Montero donde
una mujer se queja de su esposo porque es
camba y no trabaja, mientras que ella es co-
lla muy trabajadora; pero, a su vez, una
mujer camba reacciona diciendo que su es-
poso es colla y es él quien no trabaja. La
conclusión de la discusión es que el proble-
ma no es ser camba o colla sino esposa, en la
que el hombre deposita la responsabilidad
cotidiana. “Yo tengo que darle de comer, yo
tengo que trabajar, él es borracho y flojo”.

Siendo ellas un eje central de la vida
económica, social y política, perciben un
desfase entre su responsabilidad en la repro-
ducción básica de la sociedad y su represen-
tación política pública. Ni en el sindicato
ni en el parlamento las mujeres participan
con la misma intensidad que los varones. El
puente entre la política en la vida cotidia-
na y la vida pública está, por decir lo me-
nos, fracturado.

Esto no quiere decir que las mujeres no
participen en política, lo hacen y de manera
muy activa, pero no en las esferas de deci-
sión, si no en la calle y la casa. Cuenta una
mujer cómo participó intensamente en la
«guerra del agua»: “Todo el mundo se ha
levantado, todo el pueblo estaba enojado, no
había agua. Ahí habían más mujeres que
hombres, hemos dormido ahí, con gases
lacrimógenos nos han largado y más rabia
daba. Una señora con su panza estaba, las
guaguas llorando también estaban. La gen-
te nos daba agua en bañadores, sacaban de
sus casas, con eso nos hemos lavado. Con sus
gases atentaron contra nuestra dignidad por-
que las mujeres sufrimos bastante, el gobier-
no no siente, ignora nuestra humanidad»
(Quillacollo).

Ante la pregunta sobre si la mujer debe
participar en política, una mujer de Quilla-

collo afirma que “sí, porque la mujer sien-
te y piensa con más realidad. En un hogar,
cuando el hombre no asume la dirección de
la familia, lo hacen las mujeres. Si esa mu-
jer ocupa el lugar del hombre, ¡cómo no le
van a dar el lugar que le corresponde en la
política si está ocupando en la familia el lu-
gar del hombre!” (Quillacollo).

El reclamo de dignidad es también una
demanda de equidad. Si se asumen respon-
sabilidades mayores en el hogar (dirección,
organización y conseguir el dinero), también
se deben tener los mismos derechos en la
política.

4. Debilitamiento de la confianza social
Confianza y desconfianza. En esta pareja

se mueve la población en un vaivén constan-
te. Ese intercambio subjetivo entre dos per-
sonas que han creado un campo de relacio-
nes estables parece estar muy debilitado en
los últimos tiempos. O, en todo caso, asu-
me distintas formas. Se confía en el movi-
miento pero no en el líder, en la política pero
no en lo político.

En cuanto a los movimientos y las gran-
des movilizaciones sociales se refiere, en ge-
neral se cree que las demandas son justas,
aunque se critican los medios y se desconfía
de los líderes. En sectores rurales como La
Huachaca, La Pampa y otros, se refuerza la
idea de la necesidad de la protesta por aspec-
tos valederos; en Llallagua, los mineros y las
mujeres palliris piensan que los movimien-
tos han sido muy favorables; de hecho, la
gente afirma haber participado activamente
en los bloqueos. Esta valoración positiva
convive con una fuerte crítica al líder por-
que sólo reclama beneficios para su sector
“olvidándose” de las demás regiones que no
son consideradas.

Contraponiéndose a estas opiniones, en
sectores rurales más alejados, como Cobija,
hay un desconocimiento total de cualquier
tipo de movilización nacional.

En las ferias urbanas se habla de que las
movilizaciones son positivas porque reclaman
mayor justicia para los campesinos: “son necesa-
rias las movilizaciones porque los campesinos vi-
ven con hambre, miseria, desocupación...” (Po-
tosí: mercado urbano). Sin embargo, esto convive,
en el caso de la feria de El Alto, con un desprecio
grande hacia el sector rural. Asimismo, son los co-
merciantes quienes más critican las protestas, pues
los paros y bloqueos afectan directamente sus
ventas.
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Como se ha dicho, aunque se vea con
ojos favorables a los movimientos, los líde-
res sociales no inspiran confianza en la po-
blación; por el contrario, se siente que
“también ellos son políticos” y tienen sus
propios intereses. Frente a la pregunta de si
un líder social es igual que un político, la
respuesta es: “lo mismo nomás son”. El fan-
tasma de la política, la corrupción, los inte-
reses personales, acecha a cualquier líder
político o social. Los comerciantes urbanos
y la gente del campo, especialmente, pien-
san que el dirigente usa la movilización como
un “trampolín” para subir en popularidad y
ubicarse mejor políticamente.

Los líderes ya no son garantía ni inspi-
ran confianza a la gente (“no existe un líder
en quien confiar” —Llallagua: mineros—;
“Ya no podemos confiar ni en la camisa” —
Sucre: rural—). Se critica duramente el he-
cho de que un dirigente atienda las deman-
das de un sólo sector consiguiendo resultados
y beneficios para los suyos y sin considerar
la situación de otros: “Yo creo que los líde-
res tienen su sector. Nosotros no podemos
confiar en el Mallku, porque es una persona
que cualquier ayuda que consigue es para los
campesinos, y para nosotros que somos mi-
neros, nada” (Llallagua: mineros).

Esto lleva a considerar que “estamos
solos”, sin líder ni organización, «sólo tene-
mos nuestro trabajo», lo que lleva a una si-
tuación dramática: “Parecería que ya estamos
muertos en vida, parece que ya ha llegado el
fin del mundo para nosotros” (Llallagua:
mineros).

Paralelamente, los últimos años se vive
un proceso de deterioro de los lazos de soli-
daridad, sobre todo en el ámbito popular
urbano. Un comerciante de la Feria 16 de Julio

de El Alto se queja de que la competencia ha
llegado a su lado, con productos más baratos
que lo ponen en una situación económica
conflictiva. La envidia ingresa en escena, la
competitividad afecta las relaciones humanas,
sobre todo si éstas no son reconstruidas en
otras esferas: “Yo pienso que la gente anda
estresada, cada hogar hace su mundo, no sa-
bemos cuál es su situación, cómo estarán vi-
viendo los demás. Por eso mismo la gente anda
con los nervios de punta, ya no sabe si va a
pelear con el vecino de al lado o con el otro”.
(El Alto: feria urbana).

La descomposición de la vida social se la
ve en el barrio y en la familia. La falta de
trabajo traería como resultado el alcoholis-
mo, la destrucción familiar, la falta de con-
fianza. Crece el miedo, la inseguridad ciuda-
dana está instalada: “hay más ladrones”, “más
robos”, “por una chamarra nomás te matan”.
La calle se convierte en un espacio de vulne-
rabilidad, y la familia se descompone paula-
tinamente. Una vendedora de Llallagua llo-
ra porque un niño de 7 años le quiso robar
unos dulces. No llora por ella, sino por él.
«¿Dónde están sus padres? ¿Dónde su cole-
gio?», se pregunta la señora angustiada, sa-
biendo que la suerte de ese niño es la misma
de cientos de niños que en el país viven y
sobreviven en la calle, sin familia, sin escue-
la. La precariedad económica trae consigo la
precariedad social, especialmente en los po-
bres urbanos.

En este clima en el que demandas socia-
les justas conviven con la crítica a las formas
de lucha, y se deterioran los lazos de solida-
ridad y la confianza sobre los líderes, en el
ámbito rural la confianza en la comunidad
todavía es central. En La Huachaca se apela
a la unidad de las comunidades: “debemos
estar unidos en la base, así se puede avanzar”,

El Estado y los campesinos
«Desde que se ha creado la República siempre hemos sometido a los campesinos indí-

genas, les hemos quitado sus tierras les hemos hecho pagar tributo.  Llega la Reforma Agra-
ria y vuelta el Estado ha engañado a los campesinos, porque les ha dado un pedazo de
tierra sin crédito, sin tecnología...  Si una madre al hijo nunca lo ha criado bien ¿por
qué puede decirle madre? Por eso los campesinos están en su pleno derecho de decir : seño-
res, nosotros no somos bolivianos, somos originarios, somos aymaras o somos quechuas,
porque Bolivia nunca ha hecho nada por los campesinos, más bien los ha torturado y diez-
mado...».

Fuente: Grupo Focal Potosí, mercado urbano.

Recuadro 6.7
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y se respeta a las autoridades tradicionales:
“la máxima autoridad es el sindicato, los
jilacatas, los mallkus y el secretario general.
Las cuatro personas son respetables dentro
de la comunidad” (La Huachaca). De la
misma manera, en Sucre se aboga por que
existan personas de la comunidad que se
comprometan a “no traicionar a su clase” y
cuya relación sea directamente con ella: “es
la base la que tiene que analizar de cerca, tie-
ne que preguntar al dirigente qué está ha-
ciendo, si está cumpliendo la tarea que le ha
dado las bases”. (Sucre: rural).

En el sector minero, se vive un proceso de
descomposición de las estructuras que sostu-
vieron a los trabajadores. El sindicato ya no
existe en su forma anterior, y en su lugar sur-
gen las cooperativas, a las cuales los mineros
se adhieren (también con cautela, especial-
mente en el caso de las mujeres palliris) espe-
rando que ellas puedan resolver sus problemas.
El dilema de este sector es que se confía en las
cooperativas, pero éstas son totalmente ins-
trumentales y no tienen peso político en el
ámbito nacional, por lo que su capacidad de
canalizar las demandas es muy limitada.

5. La política como búsqueda de digni-
dad

Un grupo de trabajadores en Tijuana,
México se manifiesta frente a su compañía
cargando un cartel que dice: “Señor gober-
nador: le hemos dado respeto. Exigimos nos
respete”. Como se ha afirmado a lo largo del
capítulo, la política hoy tiene como deman-
da central la dignidad, la gente quiere ser
respetada, quiere ser tratada de la misma
manera que ella trata a los gobernantes. Tres
son los ejes que organizan esta demanda: el
respeto, la equidad y la profesionalidad de la
gestión pública.

5.1. Demanda de trato igualitario

“El pobre, el campesino, siempre va a
estar humillado, siempre va a estar engaña-
do” (Sucre rural). El sentimiento de falta de
respeto en la vida cotidiana por parte del
mundo político, es una realidad percibida
por todos. La sensación de traición es muy
grande, por eso se pide que los líderes
emerjan directamente de la comunidad.

La demanda de dignidad proviene sobre
todo de los sectores rurales más pobres (uná-

nimemente y en todo el país), aunque tam-
bién se presenta en las ferias urbanas. Alre-
dedor del grito “somos escalera para que
otros suban”, se critica el uso que hacen los
políticos a la gente para llegar al poder y lue-
go no atender a quienes los colaboraron:
“Nosotros los campesinos sólo servimos
como escalera para ellos, para los grandotes,
ellos suben y se sientan y se olvidan del cam-
pesino y ya no le ayudan” (Cobija rural).

Esto viene acompañado, en lo rural, de
un sentimiento de “burla” por parte de los
políticos hacia los campesinos: “ellos atentan
contra nuestra dignidad, ignoran nuestra
humanidad” (Potosí rural). En el sector mi-
nero, se habla sobre todo de que “el gobier-
no responda” a las exigencias sociales.

Los abusos por parte de las autoridades
políticas hacia los pobres llegan a extremos
que van, por ejemplo, desde el no atender a
la gente cuando solicita una audiencia con
el alcalde10, hasta casos de abuso autoritario
de poder en contra de personajes concretos
de la población.

Como ya se mencionó, este trato, en
muchos casos abusivo, contrasta con la ama-
bilidad del político en tiempo de elección.

La dignidad es una demanda instalada
en la gente, especialmente en los más pobres,
que quiere un buen trato de sus autoridades.

5.2. Demanda de equidad

Bien diría Rigoberta Menchú que “no
habrá paz si no hay justicia, no habrá justi-
cia si no hay equidad, no habrá equidad si
no hay desarrollo, no habrá desarrollo si no
hay democracia, no habrá democracia si no
hay respeto por la identidad y la dignidad de
los pueblos y las culturas”. Equidad, justicia
y desarrollo son un trío que van de la mano,
y así lo percibe la gente pobre en Bolivia.

En la población prima una demanda de
redistribución de los recursos que favorezca
a los más pobres: “El gobierno debería qui-
tar a los que tienen más y dar a los campesi-
nos para que trabajen” (Cobija urbano). Esta
exigencia proviene sobre todo de sectores
medios urbanos. En las ferias la crítica es
sobre todo por el hecho de que los políticos
tengan recursos “millonarios” y los pobres
nada; se pide al gobierno que “den más a los
pobres” (Sucre: mercado urbano).

10 “En la elección de alcaldía, el candidato va a las casas a visitarles; pero, después, cuando la gente quiere hacerle una consulta
o algo, los bota, «nos dice: ́ que vengan a esta hora´, pero en realidad a esa hora el alcalde ya no está...” ( Potosí rural).
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En Cobija rural se habla de la desigual-
dad e injusticia:

“Para que cambie todo, no tendría que
haber diferencias entre nadie, todos debería-
mos amarnos, servirnos, ayudarnos mutua-
mente sin distinción alguna, porque si vamos
a seguir así, con esa desigualdad, no se va a
poder cambiar nunca. Tenemos que ser to-
dos iguales, amarnos como humanos, servir-
nos como humanos, entonces ahí termina
todo, porque no hay diferencia alguna”

5.3. Demanda de profesionalización de la ad-
ministración pública y la política

Se percibe ineficacia en la política y se
la atribuye a la falta de profesionalidad. Las
ferias urbanas en distintos lugares del país
son las que con mayor insistencia reclaman
que quienes administren las esferas públicas
sea “gente capaz”. En algunos casos se habla
de que se consiga el puesto a través de “exa-
men de grado y no por contactos políticos”
(Potosí: mercado urbano). Se critica con in-
sistencia el hecho de que las personas que
tienen un puesto público son incapaces, en
los distintos niveles, desde las autoridades
nacionales, hasta las secretarias locales. Hay
que tomar en cuenta que los miembros de
ferias urbanas tienen una situación laboral
inestable, por lo que la crítica también es
porque ellos no pudieron acceder a esos
puestos. Nuevamente lo laboral se conjuga
con lo político.

En el grupo medio urbano potosino
surge con mucha fuerza la propuesta de una
tecnocracia para el gobierno. En esta pers-
pectiva es “el mejor profesional de su área”
quien debe acudir al ministerio; se debería
conformar un grupo técnicamente muy ca-
paz que conduzca la nación: “En el país de-
berían gobernar los profesionales que estén
capacitados” (Potosí urbano).

6. Salidas y tendencias
Frente al panorama anteriormente des-

crito, la población reacciona buscando dis-
tintas salidas que van desde el fatalismo hasta
ciertos grados de optimismo.

6.1. Opción sin actores sociales: no hay ac-
ción posible vs. la responsabilidad es del
Estado

Una primera tendencia es aquella que
no ve ninguna salida (“fatalismo”) o sólo
contempla la intervención divina (“religión
como salida”). Esta perspectiva se opone a

otra orientación que deposita la esperanza en
el Estado, sea en su nostálgica participación
activa en la resolución de problemas (“esta-
tismo”), o en una nueva visión técnica y jo-
ven que encuentre soluciones (“nueva gene-
ración”).

6.1.1. Fatalismo

En uno de los grupos focales, ante la
insistente pregunta de los investigadores so-
bre el futuro, una mujer pobre de la ciudad
respondió: “señor, ¡ya le he dicho que mi hijo
no tiene ningún chance!” (Cochabamba:
feria urbana).

Esta tendencia no encuentra ninguna
salida : “no hay esperanza, en el país” (Santa
Cruz: feria urbana), siente que la situación
está cada vez peor: “el país se está yendo aba-
jo” (El Alto: feria urbana), y que no hay
opciones:

“Viendo la realidad, ya no vemos nin-
guna salida porque la situación es demasia-
do crítica y ya no hay solución. Uno pierde
las esperanzas cada año que pasa, la plata
desaparece nomás” (Cobija rural)

“Ya no tenemos esperanza de que mejo-
ren las cosas para los de la tercera edad. Qué
será de nuestros retoños, de nuestros hijos,
nietos, ¡qué vida más llevarán! Ya no hay para
nosotros esperanza. Ya me he cansado de ver
tanta política por aquí y por allá sin conse-
guir nada” (Potosí: feria urbana)

Parte de la responsabilidad de esta situa-
ción sin salida estaría en el sector político,
que ha perdido capacidad de dar respuestas:
“Está muy difícil para que Bolivia salga de
la pobreza, porque cada gobierno que tene-
mos en vez de adelantar, va para atrás. Creo
que Bolivia nunca va a ir adelante, todos los
que van sólo sirven para llenarse los bolsillos
y dejar a Bolivia pobre” (Cobija rural); lo que
se complementa con la percepción desde las
minas: “Yo creo que entre quien entre nada
va a cambiar, el pobre más rezagado, más
pobre y el rico más rico. El gobierno nunca
va a solucionar los problemas, en vano se
dice que va a haber alivio a la pobreza, todo
eso es propaganda política” (mineros de
Llallagua)

En esta visión dramáticamente pesimis-
ta el campesino “no puede hacer nada” (Co-
bija rural) más que seguir trabajando sin nin-
guna esperanza o, eventualmente, migrar. El
futuro es de incertidumbre. No faltará quien
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explique esta situación por la “forma de ser
de los bolivianos” (Sucre urbano), pues “los
bolivianos yo creo que somos unos tontos”
(El Alto).

6.1.2. La religión como salida: “todo depen-
de de Dios”

Dios no ha dejado el escenario político.
Ni la secularización, ni la racionalidad, ni la
modernidad lograron exiliar a la religión; su
presencia para encontrar soluciones sigue
siendo constante en la gente. La fe va más
allá de la Iglesia, la eucaristía, la ch’alla, la
fiesta. Dios también interviene en la políti-
ca.

Ante la falta de opciones y el malestar
generalizado, se propone que sea Dios quien
ilumine a las autoridades. Si se pregunta
“¿podrá mejorar Bolivia?”, la respuesta es:

“Puede mejorar, porque podemos cla-
mar a Dios. Dios quiere bendecir a Bolivia,
todo está en sus manos, hasta las autorida-
des. Todo, todo, todo. Las autoridades tam-
bién son puestas por Dios” (Quillacollo: fe-
ria rural).

Se recuerda pasajes bíblicos sobre Salo-
món que debía gobernar y recibe sabiduría
de Dios, lo que le permite llevar a cabo
exitosamente su tarea. Igualmente, “el pre-
sidente que entre tiene que pedir ayuda a
Dios para gobernar mejor a Bolivia” (Qui-
llacollo). Si la clase política leyera la Biblia
y se acercara a Dios, “tendríamos una espe-
ranza”:

“Que los políticos cambien su modo de
pensar. Si ellos tienen a Dios no van a robar,
pero si no tienen a Dios van a seguir sacan-
do beneficios. Si todo el mundo se arrodillara
al Señor, si pidieran perdón, yo digo que otra
clase sería la realidad” (Montero: mercado
urbano).

Así, la decisión de salir de la crisis no está
en manos de los hombres y sus acciones, sino
en la voluntad divina: “nadie puede juzgar
si va a ser o no va a ser; por ahí cambia, de-
pende mucho de Dios” (La Pampa).

En esta perspectiva, los males y enferme-
dades son el resultado de la falta de contac-
to con Dios: “El que no conoce a Dios, está
caminando como en tinieblas, el que ya co-
noce su palabra tiene los ojos abiertos” (Qui-
llacollo). Los políticos y líderes de movi-
mientos sociales no lo conocen, por eso
tienen problemas (se hace referencia a la

enfermedad del ex presidente Hugo Bánzer).
Puesto que “todo depende del Señor”, se
debe rezar y pedirle que salve a la nación,
“Dios perdona todo, y para El nada es im-
posible” (Quillacollo).

Es interesante hacer notar que si bien
esta tendencia atribuye la salida a la volun-
tad divina, la misma debe expresarse en la
tierra, a través de una injerencia directa en
la política. Ésta, por un lado, asume la for-
ma de “sabiduría para el gobernante” y por
el otro como un mandamiento para partici-
par políticamente: “el deber cristiano es vo-
tar, por cualquier partido pero votar, ese es
el mensaje de Dios, Dios lo ha elegido” (San-
ta Cruz: feria urbana).

6.1.3. La salida estatista

En Llallagua, la COMIBOL todavía está
viva, pero como fantasmas y escombros de
hierro oxidado. En sus calles algunos mine-
ros recorren el centro que ahora es lugar de
comercio y de paseo para la juventud univer-
sitaria. En Huanuni, de los barrios de mine-
ros no queda más que adobe con formas de
casa. Cuentan que cuando el 21060 llegó a
las minas, durante varias semanas familias
enteras salían de la población en camiones,
cargando en ellas todo lo que podían: col-
chones, anafres, frazadas, pero sobre todo se
llevaban el Estado que había dado vida a la
población durante más de tres décadas. Car-
gaban la Revolución del 52 en las espaldas,
para irla a regar por los campos y las ciuda-
des, pero como polvo de estaño que ya no
vale nada.

El sector minero sigue mirando al Esta-
do para que solucione sus problemas, pero
esta administración burocrática ya no existe
como ellos la conocieron. La esperanza sigue
viva, así como la exigencia: “yo quisiera que
nos ayude y coopere el gobierno” (Llallagua:
mujeres palliris). Es el gobierno el encarga-
do de solucionar los conflictos y el que tie-
ne la capacidad para hacerlo, por eso la “solu-
ción sería que oiga las demandas de nuestras
cooperativas” (Llallagua: mujeres palliris). El
Estado debería ser como “un padre de fami-
lia” que escuche los pedidos de los trabaja-
dores.

Si es el gobierno el que debe dar solu-
ciones, sólo lo hará en la medida en que las
presiones sean lo suficientemente exigentes:
“Los movimientos sociales son medidas de
presión al gobierno para que atienda nues-
tras necesidades, porque si no vamos a ha-
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cer ninguna protesta, ninguna manifestación,
imposible que el gobierno o los politiqueros nos
respondan” (Llallagua: mineros). En esta
lógica, la movilización es la única salida para
recibir ayuda, debido a lo cual “hay que or-
ganizarse para que nos escuchen”. Así, ésta
es una lucha de nunca acabar, y el camino no
lleva a ninguna parte: “mientras tanto pasa
el primero, el segundo, el tercero, el cuarto
año de gobierno, y no hay nada, y el estóma-
go del obrero sigue exigiendo...” (Llallagua:
mujeres palliris).

Aunque en menor medida, esta perspec-
tiva también aparece en algunos sectores
rurales y ferias urbanas:

“Yo creo que la solución viene desde
arriba, desde el gobierno. Los campesinos no
piden mucha cosa, si el gobierno da solucio-
nes, el conflicto se acaba. Esa sería la solu-
ción” (El Alto: feria urbana).

El dilema de esta opción es que se diri-
ge a una entidad que ya no es capaz de res-
ponder a las demandas de toda clase de or-
ganizaciones, desde cooperativas sindicales
hasta organizaciones que no tienen ninguna
presencia política y que viven de un legado
histórico que se diluyó en el aire.

6.1.4. Una nueva generación

“El ganado pequeño –dice un miembro
del grupo focal en La Huachaca— con el
tiempo va creciendo y se va volviendo mal-
criado. Cuando es grande cornea y ya no
puede olvidarse, así siempre va a ser. En esa
misma forma también son los gobiernos.
Cuando uno es pequeño, bien criado, enton-
ces puede aprender. No siempre hemos na-
cido así”.

La nueva generación es percibida con
mucha esperanza. Es ella la que podría traer
oxígeno a la nación. En el ámbito rural, la
gente nueva está vinculada a la exigencia de
su fidelidad y eficacia para con las deman-
das comunitarias: “Tendríamos que elegir un
dirigente nuevo para que primero haga mar-
char a la organización sindical, para rescatar
los pedidos que tienen los comunarios”
(Sucre: rural).

La voz que demanda gente joven en la
administración estatal viene de todos los rin-
cones del país, y con mayor acento en los
estratos medios y en las ferias urbanas, aun-
que también se habla del tema en algunos
sectores rurales.

“Para mí, la política también ya debe-
ría renovarse. Debería ser de otra forma,
con gente nueva, gente profesional que con-
duzca el país. A la gente joven hay que dar-
le esa opción” (Cobija: mercado urbano).

“Lo que queremos como ciudadanos es
que hayan cambios, con gente nueva” (Po-
tosí: mercado urbano).

La juventud trae consigo la idea del des-
plazamiento de la vieja generación política
que hoy gobierna, y se trata de un reempla-
zo vital: “Yo pienso que los políticos debe-
rían ya dejar sus cargos, y que otra gente
nueva trabaje” (Sucre: mercado urbano). “Yo
creo que sería bueno dar la oportunidad a
una persona joven, que sea capaz de dar todo
y sacar Bolivia adelante” (Cochabamba: fe-
ria urbana)

El relevo tiene una carga moral muy
grande. Si se opta por los jóvenes es porque
ellos podrían traer nuevos valores como el
amor al trabajo, la honestidad, la entrega, la
capacidad: “Los que ya saben cómo funcio-
na la política es imposible que puedan cam-
biar, pero una persona que empieza de cero
sí puede ser que cambie” (Potosí rural). En
esta dirección, también se piensa que la nue-
va gente que debiera estar en la administra-
ción pública, tendría que estar técnicamen-
te muy capacitada para ello.

Así, esta apuesta envía la solución al
futuro, a un grupo que siendo bien educa-
do desde la escuela y la familia, pueda dar
resultados efectivos y sacar al país adelante;
se apela a un Estado joven y capaz.

6.2. Volcar las energías hacia uno mismo: re-
traimiento comunitario o salida individua-
lista

Una segunda orientación es aquella que
frente a la incertidumbre propone: volver a
la comunidad (retraimiento comunitario) o
acudir al individuo para buscar su propia
sobreviviencia (individualismo).

6.2.1. Retraimiento comunitario

Un joven campesino en La Huachaca,
con abarcas, gorra y chamarra, cuenta que
hace algunos años había ido a la ciudad a
buscar trabajo. La vida urbana lo devolvió
rápidamente a su lugar de origen, Chu-
quiago no era como creía. Vuelve a la comu-
nidad, con su experiencia a cuestas, y con
ganas de quedarse en ella.

Una de las respuestas a la política por
parte de algunos sectores campesinos es el
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retraimiento comunitario. Luego de haber
sentido experiencias agresivas afuera, y al
constatar que la política no respondió a sus
necesidades básicas, vuelven a las comunida-
des fortaleciendo nuevamente el lazo comu-
nitario como el único espacio de confianza.

Después de haber vivido durante 5 años
en La Paz, un comunario dice: “no hay tra-
bajo, por ese motivo nosotros nos hemos
vuelto a nuestro lugar no más, donde he-
mos nacido”. Al preguntarles en quién con-
fían, la respuesta es: “en nosotros nomás,
pues, en nadie más”.

6.2.2. Individualismo

Cuando ya no se puede confiar en el ve-
cino, cuando la competencia ha invadido to-
dos los rincones y el otro dejó de ser un apo-
yo y se convirtió en un obstáculo para mi
bienestar, entonces la única salida es volver
al individuo, buscar las soluciones persona-
les. Es el grito de “sálvese quien pueda”, y
para hacerlo hay que acudir a uno mismo.

Así, frente a la incertidumbre y el deterioro
de la situación económica y social, un sector (que
proviene sobre todo de las ferias urbanas), pro-
pone que la salida debe ser individual, capacitán-
dose más de manera de poder hacer frente a la
vida: “Yo diría que la única esperanza para mí es
estudiar para superarnos un poco más. Si es ne-
cesario hay que ir a conseguir dinero aunque
vendiendo piedras para seguir estudiando. Yo
pienso que ésa es la solución (...). La única for-
ma para salir de la pobreza sería superarse uno
mismo, ser algo en la vida, ser profesional” (El
Alto).

En parte, si la política no da soluciones,
es “uno solo el que tiene que salir, porque en
ningún momento me acuerdo haber recibi-
do apoyo de verdad” (Santa Cruz: feria ur-
bana). Sólo se puede confiar en uno mismo
y en su trabajo: “Si uno trabaja, obtiene lo

que quiere, si uno no trabaja ¿quién le va a
dar?” (Cochabamba: feria urbana).

Es bastante comprensible el hecho de que
esta tendencia venga sobre todo de las ferias ur-
banas más grandes, pues es el sector que tiene
menor protección estatal, con lazos comunitarios
no muy estables, inseguridad ciudadana y que sólo
poseen su trabajo y, eventualmente, la educación,
para sobrevivir.

6.3. Perspectivas y límites de participación:
excluidos de la política vs. intención de
participación

Una tercera orientación es aquella que agru-
pa, por un lado, a quienes se sienten excluidos de
la política vs. aquellos que desean participar in-
tensamente en ella.

6.3.1. Excluidos de la política

“No me importa”; o más bien “me importa
pero no me dejan participar”. Esa parece ser otra
orientación política de un grupo que, al sentirse
excluido del circuito de la política, prefiere darle
la espalda: “La política son todas mentiras, todas
promesas. Estamos olvidados. ¿Hasta cuándo el
gobierno no va a atender a las comunidades?” (Po-
tosí rural).

Se trata de un sector que en realidad
participa en la política pero de forma mar-
ginal, no es indiferente al acontecer políti-
co, pero no se siente tomado en cuenta. En
Llallagua, por ejemplo, los mineros afirman
que “la política para nosotros no existe, es-
tamos totalmente aislados... La política no
nos ayuda a nosotros en nada, nosotros es-
tamos afuera de la política. Mayormente no
participamos en política”. Las mujeres co-
merciantes llallagüeñas también reaccionan
en la misma dirección: “No sé nada de polí-
tica, sólo sé que hay muchos partidos, que
los que están arriba reciben, los de abajo
nada, los que son del partido político o los
de la cabeza tienen más opción de tener

Los mineros y la política
«Nosotros, los cooperativistas, estamos un poco alejados de la política.  Nosotros más

nos abocamos al trabajo que tenemos en interior mina, la política queda ya como en un
segundo o tercer plano porque nosotros vivimos de nuestro trabajo.  Cuando hay eleccio-
nes en nuestro país, uno tiene que votar por su alcalde o por su diputado; cualquier cosa
elegimos, pero la verdad es que no se respeta.  Los políticos entre ellos se eligen una y otra
vez, y eso es reprochable».

Fuente: Grupo Focal Llallagua con mineros.

Recuadro 6.8
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todo”. En esta afirmación vemos claramen-
te que se critica a la política por no partici-
par de ella. En esta tendencia se tiene en el
fondo deseo de pertenecer, pero el actor está
estructuralmente excluido.

Dentro de esta orientación, también te-
nemos un sector de gente que definitivamen-
te no participa de circuitos políticos, siente que
no tiene un saber válido en ese ámbito, por lo
que se repliega. La política no le dice nada:
“Casi de política no entiendo eso... Así que la
política no nos interesa tampoco” (Cobija ru-
ral). Si bien este sentimiento aparece con más
fuerza en los sectores rurales, también está
presente en mercados de urbanos, donde se
afirma que: “Yo ignoro sobre la política” (Santa
Cruz), “La política solamente para mí no es
nada” (La Paz). Quizás una de las mejores for-
mas de expresar esta realidad es la afirmación
de una señora en el grupo de comerciantes
tarijeñas: “Para mí, la política es como hablar
de Marte”.

6.3.2. La salida participativa

Una última tendencia es aquella que se
podría denominar la salida participativa. Des-
de algún campesino de Cobija, hasta la clase
media potosina, atravesando por distintas re-
giones y sectores sociales, se presenta una
orientación según la cual, para que primen los
intereses de la nación, se debe buscar la coope-
ración entre autoridades y población mediante
el diálogo y los compromisos.

Para tener éxito, esta perspectiva necesita
de varios componentes. Primero, un gobier-
no eficaz y no corrupto que se acerque a la po-
blación con el objetivo de solucionar las de-
mandas, y que cumpla con los acuerdos a los

cuales llegó. Por parte de la población,
una participación activa en la organización
de base para buscar un control del gasto pú-
blico: “Yo creo que lo que se debería hacer es
organizarse, ir y reclamar directo a las autori-
dades para ver si les dan el apoyo.Yo creo que
organizándose bien y reclamando derechos
para que ellos cumplan con su deber y ayuden
a estas comunidades, podemos salir adelante”
(Cobija rural). En este sentido, debe haber “un
cambio de mentalidad” que lleve a la colabo-
ración: “Como ciudadanos del pueblo de Bo-
livia, nosotros también debemos ayudar. De-
pende de la gente también para que un gobierno
marche bien” (Potosí: mercado urbano).

Esto implica un acercamiento de autori-
dades y población en búsqueda del desarrollo:

“[Para que Bolivia se desarrolle] tendría
que haber muchas correcciones, un diálogo
especial entre las autoridades y los campesinos,
contarles lo que uno siente, porque si ellos no
vienen a conversar, tampoco nosotros pode-
mos ir porque no tenemos recursos. Si eso
sucediera, yo tendría que ir primero a avisar a
mis vecinos, decirles que va a venir una auto-
ridad que quiere dialogar con nosotros, enton-
ces yo sería el primero en charlar, conversamos,
y que nos indique el trabajo que ellos quieren
hacer, que nos pregunten directamente. Esa
sería la manera de que nos entendamos, que
reciban de nosotros y nosotros de ellos. El fru-
to sería que sean hechos y no palabras” (Co-
bija rural).

Este encuentro debería realizarse en el
marco de “un espacio para que los escuchen y
los dejan actuar, un espacio donde las leyes
sean para todos, un espacio diferente” (La Paz
urbano).

Equidad, igualdad y deliberación
«La culpa de que hayan conflictos no es sólo del gobierno: el pueblo tampoco tiene

que llegar a extremos de violencia. La solución a todos estos conflictos es nivelar un poco
los salarios; hay gente que gana mucho, veamos el caso de los diputados y senadores, ¡cuántas
veces más ganan que el salario básico!  No se puede hablar de una equidad y justicia si no
se empieza por bajar esos sueldos para tratar de nivelarlos a lo que son las necesidades
básicas que tiene el pueblo.  Por su parte, el pueblo tiene que entender que el gobierno no
puede satisfacer las demandas en un abrir y un cerrar de ojos, es imposible, se necesita
cambiar estructuras, se necesita hacer planes y proyectos. Tiene que haber un diálogo,
necesariamente tiene que haber una negociación pero una buena negociación, no que cada
uno vaya con sus peticiones y diga o me dan las cien peticiones o me dan las cien, y el
gobierno responda: no, no les damos nada. Debemos llegar a un acuerdo en que todos
salgamos beneficiados y que Bolivia sea un país que diga ‘podemos ir adelante’»

Fuente: Grupo Focal Potosí, urbano.

Recuadro 6.9
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En esta perspectiva, sólo un diálogo de los
diferentes actores, en igualdad de derechos y
deberes, y que dé resultados concretos contro-
lados por la comunidad, podría ser la salida
para el desarrollo humano.

A modo de conclusión: la deliberación
restituye la dignidad

La intención inicial del capítulo era in-
dagar cuál es la percepción de los sectores
más pobres respecto a la política y la socie-
dad. Se partió de la idea de que la gente,
desde su subjetividad, percibe el proceso de
deterioro económico, político y social y re-
acciona frente a él proponiendo distintas
opciones. La búsqueda central era estable-
cer la demanda instalada de ciudadanía de
la población, que está vinculada sobre todo
a una búsqueda de dignidad como condi-
ción de la ciudadanía. La ciudadanía acti-
va tiene una dimensión política central.

Como se ha dicho, la pobreza debe ser
analizada desde un enfoque multidimen-
sional, si se quiere dar cuenta de la comple-
jidad del tema. Detrás del indicador frío de
«pobres» hay que pensar en por lo menos tres
elementos que ayuden a su comprensión:
Primero hay que señalar que los pobres se en-
cuentran dentro de una matriz de relaciones
sociales, de estrategias particulares que dibu-
jan el mapa interactivo de este sector dentro
de la sociedad. Un segundo elemento que se
debe destacar es que hay distintas maneras
de ser «pobre»: las condiciones objetivas y
subjetivas de la probreza que resulta de la
agresividad urbana y la falta de fuentes de
trabajo es distinta a la pobreza que resulta,
por ejemplo, del empobrecimiento rural. Fi-
nalmente, en el caso boliviano, como se ha
visto, la pobreza está directamente asociada
al lazo social, a la comunidad de pertenen-
cia y generadora de identidad.

Luego del exhaustivo análisis de los re-
sultados de los grupos focales, se puede se-
ñalar la existencia de cuatro orientaciones:

—La opción estatista: Incapacidad de
acción social y alta necesidad de que el Es-
tado resuelva los problemas. En esta orien-
tación se ubica lo que se ha denominado la
salida estatista, que desea que el Estado so-
lucione los problemas, y la nueva generación
tecnocrática, que apuesta a que un grupo
joven altamente capacitado traerá las solu-
ciones a la nación.

—La opción fatalista: Incapacidad de
acción colectiva y no intervención del Esta-
do. En esta opción se encuentra la resigna-
ción de tipo religioso y la ausencia de visión
de futuro. Sentimiento de ajenidad radical
frente a la política.

—La opción individualista: Se trata de
una alternativa que busca poca intervención
del Estado y alta capacidad de acción indi-
vidual. La solución recae sobre la acción del
sujeto mismo, sin importar los demás.

—La opción comunitaria, que tiene dos
orientaciones: por un lado la del retraimien-
to comunitario que se refugia en la comuni-
dad y por otro lado la que desde la comuni-
dad se relaciona con el Estado y la política,
incrementando su capacidad de acción.

La fragmentación de orientaciones muestra
la poca cohesión en la sociedad boliviana y
particularmente en los más pobres. Cabal-
mente, una lógica deliberativa constituye un
importante recurso para potenciar un pro-
ceso de cohesión que respete las diferencias.
En ese sentido, sólo una salida deliberativa
que construya un espacio público en el que
los derechos ciudadanos sean igualitarios
para los distintos miembros de la comuni-
dad política (es decir, donde la palabra de
cada actor tenga el mismo valor y el otro sea
considerado como igual), permitirá un in-
tercambio libre, propositivo, en el que se dé
un ejercicio pleno de la ciudadanía por par-
te de los distintos actores. En esta tarea, el
Estado social juega un rol central, pues debe
ser una de las instancias que promuevan la
participación de los sectores sociales, lo-
grando acuerdos que den como resultado
mayor desarrollo humano.

Se ha visto que la población, y sobre
todo los pobres, hoy demandan dignidad.
Ésta puede restituirse expandiendo los es-
pacios deliberativos y el ejercicio ciudada-
no pleno. Como se ha afirmado en otros
capítulos, es la democracia deliberativa la
que permite un espacio colectivo para de-
sarrollar las capacidades de decisión políti-
ca de los ciudadanos.

La tarea de la democracia, hoy, es con-
tribuir a la construcción de esta ciudadanía,
especialmente de los sectores más pobres y
excluidos, a partir de espacios deliberativos
donde lo público sea sometido a debate y,
por tanto, se convierta en una representación
de los intereses de distintos actores sociales.
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Recuadro 6.10

Los dos papeles de la libertad

Fuente: Sen 1999, págs. 34 y 35.

Son especialmente impor tantes
la igualdad compleja y la l iber tad
política para que las personas puedan
conseguir y ejercer la plena ciudada-
n ía .

Al respecto, son esenciales las li-
bertades fundamentales por dos mo-
tivos distintos: el primero r elaciona-
do con la evaluación y el segundo con
la ef icacia.

Por una parte, «el éxito de una
sociedad ha de evaluarse, desde este
punto de vista, principalmente en
función de las liber tades fundamen-
tales de que disfrutan sus miembros.
Tener más l iber tad para hacer las
cosas que tenemos razones para valo-
rar, es importante, por un lado, por
el der echo pr opio para la l iber tad
total de la persona y,  por otro, para
aumentar las oportunidades de la
persona para obtener r esultados va-
liosos. Ambas cosas son importantes
para evaluar las l iber tades de los
miembros de la sociedad y, por lo

tanto, fundamentales para evaluar el
desar rollo de la sociedad».

Por otra parte, las l iber tades
fundamentales se constituyen en un
«importante determinante de la ini-
ciativa individual y de la ef icacia
social .  El aumento de la l iber tad
mejora la capacidad de los individuos
para ayudarse a sí mismos, así como
para influir en el mundo, y estos te-
mas son fundamentales para el pro-
ceso de desarrollo». Lo que está detrás
de esto se relaciona con el «aspecto de
agencia» del individuo. Vale decir,
agencia entendida como «la persona
que actúa y provoca cambios y cuyos
logr os pueden juzgarse en función de
sus propios valor es y objetivos, inde-
pendientemente de que los evaluemos
o no también en función de algunos
criterios externos. Especialmente, el
papel de agencia se refier e al indivi-
duo como miembro del público y
como participante en actividades eco-
nómicas, sociales y políticas».
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Introducción
Como se ha venido argumentando en

los anteriores capítulos de este Informe, la
difícil coyuntura por la que atraviesa el país,
tanto en el plano económico como en el
político y en el social, parece ser el síntoma
de cambios más profundos en las tendencias
estructurales de la democracia y la economía
que comenzaron en la década de los 80.

La pérdida de legitimidad de los partidos
políticos, la crisis y el relativo agotamiento de
las políticas económicas, el malestar, la protesta
y una desconfianza generalizada en las insti-
tuciones y las personas por parte del conjunto
de la opinión pública boliviana, evidencian un
cierto panorama desalentador en la situación
y las perspectivas del país1. La cuestión consiste
en evaluar, en función de las capacidades po-
líticas de la sociedad, las posibilidades de una
salida óptima de la crisis desde el punto de vista
del desarrollo humano.

Las capacidades políticas de una socie-
dad están asociadas a la relación entre insti-
tuciones, actores y cultura política o, dicho
de otro modo, a las relaciones entre reglas,
ciudadanos y cultura política. Según sea esa
relación es posible definir la capacidad de
acción política de una sociedad.

Desde la perspectiva del desarrollo hu-
mano, el tema central es cómo lograr un
equilibrio entre lo institucional y lo ciuda-
dano. En Bolivia se ha avanzado en el plano
institucional (como se plantea en el capítu-
lo 3), existen problemas de bifurcación en-
tre las orientaciones de los líderes sociales y
partidarios (como se discute en el capítulo 5).
Sin embargo, el análisis de las capacidades
políticas para el desarrollo humano no esta-
ría completo si no contemplara los valores,

las creencias y las actitudes que guían la ac-
ción de las personas en el espacio público,
factores fundamentales en el análisis de la
capacidad de acción política de una sociedad.

Como ya se ha mencionado, el desarro-
llo se define como el incremento de capaci-
dades de las personas para lograr el tipo de
vida que ellas prefieran. Una de las capaci-
dades más importantes es su “habilidad para
participar en actividades colectivas y lograr
ciertos objetivos en las mismas”2. En este sen-
tido, en términos generales, se puede definir
capacidades políticas como el conjunto de
habilidades y oportunidades que pueden
traducirse en acciones colectivas orientadas
a la búsqueda de objetivos públicos, es de-
cir, acciones de beneficio colectivo. Tales
habilidades y oportunidades se refieren tan-
to a los recursos institucionales y orga-
nizacionales, como a las ideas y valores co-
lectivos disponibles en una sociedad para una
efectiva acción política3. El desarrollo, en esta
óptica, constituye el bien común.

¿Cuáles son las capacidades en la opi-
nión pública boliviana para una acción po-
lítica colectiva orientada al desarrollo de to-
dos? ¿Cuáles son las ideas y valores colectivos
disponibles, en función de los objetivos po-
líticos del desarrollo humano? ¿Cómo se es-
tructura el mapa de capacidades políticas
para el desarrollo, en términos de grupos
poblacionales y factores socioculturales?
¿Cuáles son las potencialidades y las limita-
ciones? En definitiva, ¿cuáles son las capaci-
dades políticas ciudadanas que hacen posi-
ble pensar la integración y cohesión social,
la deliberación política y, en general, el de-
sarrollo humano?

En este capítulo se discute la capacidad
de acción política de la opinión pública bo-

Capacidades y potencialidades políticas de la gente

1 Respecto del clima político del país, véase el Anexo II, en la parte dedicada a la Introducción.
2 Bohman, 2000, pag. 343. Traducción propia.
3 Whitehead y Gray-Molina. 2000.
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liviana en base a tres grandes temas: el com-
promiso con el país, el capital social y la
deliberación. Asimismo, se particulariza el
análisis en distintos estratos socioeconómi-
cos, culturales, regionales, generacionales y
de género.

 El estudio se basa en información reco-
gida en una encuesta nacional diseñada es-

pecialmente para este fin4, que mide las per-
cepciones subjetivas, los valores, las creencias
y las actitudes de las personas respecto a las
capacidades mencionadas. Los temas abor-
dados en la encuesta fueron:

— El grado de compromiso con el país: la
percepción respecto a la posibilidad de
incidir en la marcha del país y de sentir-

4 La encuesta de Capacidades Políticas 2001 se llevó a cabo en los meses de julio y agosto.  Se trata de una encuesta encargada
por el PNUD de manera específica para la elaboración de este Informe de Desarrollo Humano. Su representación es nacional,
departamental, urbana y rural. La información que se presenta en este capítulo está expandida al conjunto de la opinión pública
boliviana. Una explicación metodológica detallada de la encuesta se encuentra en el Anexo I.

Recuadro 7.1

La opinión pública

Fuente: Sartori Giovanni 1998.

La noción de opinión pública se
refiere a opiniones generalizadas que
cor responden al público así como a lo
público en el sentido de «la cosa pú-
blica» r elativa a los intereses o pro-
blemas generales y colectivos o el bien
común. Se trata de una opinión en
tanto es un «par ecer» subjetivo que
no r equier e comprobación (Sartori ,
1998).

¿Cómo se forma la opinión pú-
blica? ¿Cuál es su importancia para
una democracia de lo público? De-
mocracia quier e decir l i teralmente
poder del pueblo soberanía y mando
del «demos». Sin embar go, ¿cuánto
esa soberanía puede ser sustentada
por un demos potenciado? ¿Cómo se
potencia ese demos? ¿Puede los son-
deos de opinión contribuir a poten-
ciarlo?

Con la aparición y el dominio de
la televisión sobre otros medios como
la radio o los periódicos, es posible
pensar que los equilibrios relativos a
los estados de opinión se rompen, los
l íder es de opinión intermedios son
desplazados así como se arrasa con la
multiplic idad de «autoridades cog-
nitivas». ¿En quién cr eer? ¿En qué
criterio confiar?. Con la televisión la
autoridad pasa a ser la imagen. A-
quello en lo que se cr ee es cada vez
más aquello que se ve y sin embargo
la imagen puede ser falsa si es el pro-

ducto de un montaje o está descon-
textualizada. La imagen no habla
por sí misma sino que depende de su
inter pr etación (Sartori, 1998).

Los sondeos de opinión indican
en porcentajes lo que piensa la gen-
te, consisten por lo general en r es-
puestas que se dan a pr eguntas for-
muladas por el entr evistador. Por
tanto las r espuestas dependerán am-
pliamente del modo en que en que se
formulan las preguntas y por supues-
to también de quién las formula. Por
otra parte, quienes r esponden mu-
chas veces se sentirán forzado a dar
una r espuesta improvisada al no te-
ner suficientes conocimientos sobr e el
tema en cuestión. Por el lo la mayo-
ría de las opiniones recogidas por los
sondeos es débil, no expresa opinio-
nes sentidas profundamente, es volá-
ti l  en el sentido que puede cambiar
con mucha facilidad, es inventada en
ese momento para decir algo y sobre
todo puede estar expresando un efecto
de r ebote de lo que la gente escucha
y ve fundamentalmente a través de la
televisión. Sin embargo la sondeo-de-
pendencia, espacialmente de los po-
líticos, es hoy día prácticamente ab-
soluta (Sartori, 1998).

Al igual que las imágenes,  las
e s tad í s t i ca s  pueden  s e r  f a l sa s .  Se
en t i enden  po r  f a l sa s  e s tad í s t i ca s ,
r e su l tados  e s tad í s t i c o s  que  d epen -

den de la inter pr e tac ión que se  l e s
da. Con cuadr os y porcentajes todo
puede  s e r  c ondensado  en  po ca s  i -
mágene s ,  imágene s  que  par e c en  de
una  ob j e t i v idad  ind i s cu t ib l e .  Las
estadísticas, igual que las imágenes
par e c en  t en e r  una  ob j e t i v idad  y
verac idad incues t i onabl e s .  Las  e s -
tad í s t i ca s  hablan  a  t ra v é s  d e  l a s
matemát i cas  y  las  matemát i cas  no
es tán su j e tas  a «habladurías» ,  s in
embar go,  s i  b ien puede ser  que las
matemát i cas  no mientan,  la  in t e r -
pr e ta c ión de  unos  r e su l tados  e s ta -
d í s t i c o s  puede  s e r  que  s í .  S i  t ene -
mos una d i s t r ibuc ión anómala ,  no
s i gn i f i ca  que  t engamos  también la
causa, ésta queda pendiente de una
compr obac i ón  (Sar t o r i ,  1998) .

Una en cue s ta  d e  op in i ón  pú -
bl i ca  po r  tan to,  para  s e r  l eg í t ima
y  c r e íb l e  e s tá  su j e ta  a  mucho s  y
d e l i cado s  f a c t o r e s,  su s  r e su l tado s
no  pueden  s e r  t omados  por  v e rda -
des  abso lutas,  a lo  sumo muestran
in t e r pr e ta c i one s  que  en  s í  mi smas
só lo son l eg í t imas en la medida en
que  l o  s ea  la  bas e  c o gn i t i va  sobr e
la  que  s e  apoya su in t e r pr e tac ión .
Fina lmen t e  su s  r e su l tado s  d e p en -
d en  d e l  pode r  o  l a  d eb i l i dad  d e l
demo-saber ,  va l e  de c i r  de l  poder  y
e l  sabe r  d e  un  públ i c o  par t i c i -
pat i vo,  in t e r e sado e  in formado so -
br e  « la  cosa públ i ca» .
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se parte de lo que pasa en el ámbito po-
lítico.

— El capital social: la presencia de normas
de reciprocidad e involucramiento cívi-
co, así como de niveles de confianza
interpersonal y de participación en orga-
nizaciones sociales.

— La confianza institucional: la confianza
en las reglas y normas existentes.

— El fatalismo: las actitudes respecto a las
posibilidades de generar cambios.

— La disposición a la deliberación: la dis-
posición subjetiva de las personas para es-
cuchar al otro distinto u opuesto, y su
percepción respecto a la capacidad cons-
tructiva del acuerdo y la concer-tación
pública.

Se parte de la idea de que, en su conjun-
to, tales capacidades políticas representan
una fuerza dinamizadora del desarrollo hu-
mano.

Pareciera que, en Bolivia, por la hete-
rogeneidad socioeconómica y sociocultural,
las capacidades políticas para el desarrollo
humano responden a una geometría varia-
ble, es decir, están diferencialmente distri-
buidas entre grupos socioeconómicos y
socioculturales, entre áreas y regiones y
entre generaciones. En ese sentido, se pue-
de plantear que aunque en el país la capa-
cidad de acción colectiva de la ciudadanía
se encuentra fragmentada y desarticulada,
si se lograra establecer una nueva sintaxis
política, tal capacidad tendría importantes
potencialidades.

Sobre la base de la aplicación de mode-
los estadísticos y análisis multivariados, se
han construido cinco índices que dan cuen-
ta de cada uno de los temas mencionados
más arriba. Ellos son: el Índice de Capital
Social (ICS), el Índice de Confianza Insti-
tucional (ICI), el Índice de Fatalismo (IF),
el Índice de Compromiso País (ICP) y el
Índice de Disposición a la Deliberación
(IDD)5.

El capítulo se divide en tres acápites. El
primero aborda el compromiso con el país,
a partir de la idea de que existe un divorcio
entre las élites socioeconómicas, por la per-
cepción de la crisis general y de su prosperi-

dad individual, y las clases más desfavore-
cidas, que creen en el país a pesar de su si-
tuación adversa.

El segundo acápite toca el tema del ca-
pital social. Se argumenta que aunque éste
se relaciona con la capacidad política, los
atributos que lo caracterizan son indepen-
dientes del uso que las personas hagan de él
y, consecuentemente, su transformación en
capacidad política depende de su interacción
con otras capacidades, en función de los
objetivos públicos. Asimismo, las capacida-
des políticas referidas a la confianza insti-
tucional o a la disposición a la deliberación,
por ejemplo, se hacen efectivas en la medi-
da que se asocian a atributos del capital so-
cial, como participación, reciprocidad e
involucramiento cívico y confianza inter-
personal.

El tercer acápite se centra en la delibe-
ración, definiéndose la deliberación política
como el proceso que lleva a la toma de deci-
siones que comprometen el bien común. Se
argumenta que la participación de la ciuda-
danía en el proceso político de toma de de-
cisiones es fundamental en todos los niveles,
tanto de gobierno central como local, o de
las propias organizaciones de la sociedad ci-
vil y, en ese sentido, que la disposición de la
gente, su actitud fatalista o positiva, así como
su confianza o desconfianza de las normas y
reglas institucionales existentes, es determi-
nante en los procesos políticos deliberativos.
Sin embargo, ellas no son precondiciones
para la deliberación, e incluso pueden ser
pensadas también como sus resultados. Fi-
nalmente, se dibuja un mapa de las capaci-
dades políticas deliberativas en el momento
de crisis e inflexión que atraviesa el país.

1. Compromiso con el país
Aquí se presentan dos índices: uno de

satisfacción con la situación del país y otro
de satisfacción con la situación personal. El
primero recoge el sentir ciudadano tanto
sobre la situación general del país como so-
bre la situación económica actual6. El segun-
do, por su parte, se refiere al grado de satis-
facción de los encuestados con relación a la
educación, la salud y el ingreso que perciben,
definiendo como “satisfecho” a alguien que
se autocalifica como “muy satisfecho” en al
menos dos de estos aspectos. Definida la

5 En el Anexo Metodológico II se encuentra una explicación detallada de la construcción metológica de estos índices.
6 Dada la coyuntura especialmente difícil que atraviesa Bolivia, se decidió asumir como a un individuo “satisfecho” a aquel que se

considera al menos “poco satisfecho” con la situación general y que percibe la situación económica al menos como “regular”.
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satisfacción en estos términos, los resultados
de la Encuesta de Capacidades Políticas-
2001 (ECP-01), permiten inferir que mien-
tras el 33% de la población boliviana se sien-
te satisfecha con su situación personal, sólo
el 23% se siente satisfecho con la situación
del país.

Ahora bien, si se analiza por separado cada
uno de los cinco grupos socioeconómicos
(donde el grupo A representa el nivel so-
cioeconómico más alto y el grupo E el nivel
más bajo)7, se observa que mientras el primer
índice está correlacionado negativamente con
el nivel socioeconómico, el segundo índice lo
está positivamente. Por lo mismo se deduce
que a mayor nivel socioeconómico mayor es
el grado de satisfacción con la situación per-
sonal y mayor el grado de insatisfacción con
la situación del país (Gráfico 7.1).

Un resultado semejante puede ser inter-
pretado al menos de dos maneras diferentes.
Por un lado, se podría plantear que el nivel
de estudios de las personas y su grado de
información acerca de los acontecimientos
políticos está correlacionado positivamente
con su nivel socioeconómico, por lo que en
medio de una coyuntura particularmente
difícil, los grupos medios y altos tienden a
ser mucho más críticos con la situación del
país. Por el otro, dicho resultado podría vin-
cularse con un mayor sentimiento de com-
promiso con la situación general del país: en
los grupos más pobres (D y E) la relación
entre el porcentaje de personas satisfechas
con la situación del país y el porcentaje de
personas satisfechas con su situación perso-
nal es de 1 a 1, mientras en los grupos me-
dios y altos esta relación oscila entre 1 y 2
(grupo B) y 1 y 4 (Grupo A). Por lo mismo,
los primeros tenderían a creer que su pro-
pia situación depende críticamente de la si-
tuación del país, mientras los segundos ten-
derían a percibir que su situación personal
es independiente de la situación general.

Si bien la primera interpretación tiende
a ser validada por la correlación positiva
entre nivel socioeconómico y nivel de estu-
dios, por un lado, y nivel socioeconómico y
grado de información política8, por el otro,

el gráfico que sigue da más consistencia
empírica a la segunda hipótesis. El eje verti-
cal mide el porcentaje de personas dentro de
cada grupo que cree que puede hacer “mu-
cho” por mejorar su propia situación. El eje
horizontal mide el porcentaje de personas
dentro de cada grupo que cree que puede
incidir en la marcha del país. En este eje se
registra: i) si el individuo siente que su opi-
nión y su voluntad son importantes para
cambiar la marcha del país, ii) si siente que
su opinión es tomada en cuenta, y, finalmen-
te, iii) si se siente parte de lo que pasa en el
ámbito político en el país. Se considera que
un individuo siente que puede hacer algo por
cambiar la marcha del país si responde posi-
tivamente al menos a dos de las tres pregun-
tas. En términos promedio, la ECP-01 mues-
tra que mientras el 58% de los encuestados
piensa que puede hacer mucho por mejorar
su situación personal, tan sólo la mitad pien-
sa que puede hacer algo por incidir en la
marcha del país.

Como se observa en el gráfico 7.2, los
resultados son ciertamente sorprendentes
cuando se analiza de forma aislada cada uno
de los cinco grupos socioeconómicos iden-
tificados. En efecto, consultada sobre su ca-
pacidad individual de acción para mejorar su
situación personal, la élite socioeconómica
del país responde positivamente de forma
abrumadora, mientras que al mismo tiempo
piensa que su capacidad de incidir en la
marcha del país es mínima. Al contrario, los
grupos más pobres relativamente creen más
en su capacidad de mejorar la situación del
país que en su capacidad para mejorar su
posición individual.

Finalmente, esta hipótesis parece confir-
marse cuando se analiza el amplio grupo de
personas que considera que no fue afectado
por las reformas y por los cambios económi-
cos y políticos más importantes de los últi-
mos quince años. Como lo demuestra el grá-
fico 7.3, salvo en el caso de la capitalización,
la pertenencia a este grupo está sistemática
y positivamente correlacionada con el nivel
socioeconómico del individuo: a mayor ni-
vel socioeconómico, mayor es el sentimien-

7 El nivel socioeconómico de un individuo se define a partir de los bienes materiales que posee y la calidad de los materiales y los
servicios con que cuenta en su vivienda.

8 Esta última variable se construye a partir de 5 preguntas sobre el nombre de los presidentes de Estados Unidos, Rusia y Argen-
tina, sobre el número de diputados en el Congreso Nacional  y, finalmente, sobre el nombre del diputado de la circunscripción
correspondiente. Preguntas gi1 a gi5 de la Encuesta sobre Valores Democráticos USAID Bolivia 2001 (datos inéditos). USAID ha
autorizado gentilmente la utilización de esta información inédita. Sin embargo, los análisis y conclusiones presentados en este
y sucesivos cuadros y gráficos a partir de esta información no representan necesariamente el punto de vista de USAID.
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to de indiferencia respecto a las reformas que
configuraron la Bolivia contemporánea.

Todos los gráficos esbozan, por lo tan-
to, un panorama relativamente claro de las
orientaciones de la población boliviana, las
mismas que se hacen particularmente pa-
tentes en este período de crisis: al escaso
compromiso de las élites socioeconómicas
con la situación del país, al divorcio entre
su prosperidad individual y la crisis gene-
ral, se opone el compromiso de las clases
más desfavorecidas que tienden a vincular
directamente su futuro con el futuro del país
y que, por lo mismo y a pesar de todas las
adversidades que enfrentan, aún creen en él.

En síntesis, parece que existe una apre-
ciación desigual sobre el país, lo que se tra-
duce en la existencia de sólidas barreras para
promover la idea de un desarrollo nacional
compartido. Da la impresión que cualquier
política que persiga la integración nacional
y la cohesión social tendrá que buscar an-
tes que nada encuentros entre los que tie-
nen diferentes apreciaciones y construir en
dialogo la idea de una Bolivia posible.

2. Capital social
El capital social se “refiere al conjunto

de normas, redes y organizaciones a través de
las cuales la gente logra el acceso a poder y
recursos que pueden serviles para la toma de
decisiones y la formulación de políticas”9.
Este capital social tiene potenciales efectos

positivos en el crecimiento económico y en
el buen funcionamiento de la democracia;
sin embargo, según sea su relación con la
economía y las instituciones puede también
tener efectos negativos, por ejemplo, siendo
el sustento de prácticas de exclusión de per-
sonas que no pertenecen a un determinado
grupo o clase social, o siendo la base de ac-
ciones que buscan favorecer solamente los
intereses de grupos particulares. Las caracte-
rísticas del capital social y su tipo de vincu-
lación con las estructuras institucionales for-
males determinarán en gran medida sus
posibilidades como factor de promoción del
desarrollo humano.

El capital social tiene entonces cierta
vinculación con la idea de capacidades polí-
ticas, pero se diferencia de la misma debido
a que los atributos o rasgos que lo caracteri-
zan son independientes del uso que la per-
sona haga de los mismos. En cambio, las
capacidades políticas se refieren necesaria-
mente a habilidades o rasgos sociales utiliza-
dos para el logro de ciertos objetivos públi-
cos o de “bien común”. En resumen, el
capital social puede considerarse como una
suerte de capacidad política potencial, de-
pendiendo su transformación en capacidad
efectiva de su vinculación con determinadas
orientaciones y objetivos políticos, y de su
articulación con otros recursos políticos,
como el marco legal y las libertades políti-
cas existentes, o el funcionamiento de la
institucionalidad estatal.

9 Serageldin y Grootaert, 2000.
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El Índice de Capital Social se constru-
yó a partir de una definición del mismo que
lo identifica fundamentalmente con: i) la
presencia de ciertas normas de reciprocidad
e involucramiento cívico, ii) los niveles de
confianza interpersonal prevalecientes en la
sociedad, y iii) la participación en organi-
zaciones sociales “horizontales”, y basadas en
relaciones “cara a cara” (juntas escolares, gru-
pos barriales y religiosos, etc.)10.

En lo que sigue se analizarán las carac-
terísticas del capital social en Bolivia enten-
diéndolo como una suerte de “capacidad
política” potencial para el desarrollo huma-
no.

2.1. Componentes del capital social

Para explorar las características del capi-
tal social boliviano se construyó un Indice de
Capital Social a partir de información reco-
lectada en una encuesta de cobertura nacio-
nal. Este índice comprende tres dimensio-
nes11:

— El involucramiento de las personas en la
vida asociativa, evaluado a partir de la fre-
cuencia con que la persona participa en
diferentes tipos de organizaciones de la
comunidad o del barrio. Esta variable
podía asumir dos valores: alto y bajo
involucramiento asociativo.

— El involucramiento cívico de las personas
en su comunidad/barrio, evaluado a par-
tir de preguntas sobre las características
de tal involucramiento para resolver pro-
blemas de la comunidad donde viven.
Esta variable podía asumir dos valores:
alto y bajo involucramiento cívico.

— La confianza que la gente tiene en otras
personas. Esta variable podía asumir dos
valores: alta y baja confianza interper-
sonal.

El Índice permite clasificar el grado de
capital social de una persona en tres niveles
(el criterio de construcción del Índice, a
partir de las dimensiones mencionadas, es
aditivo): alto (una persona que tiene un ni-

vel calificado de alto en 3 ó 2 dimensiones),
medio (una persona que tiene un nivel alto
en una sola dimensión), y bajo (una perso-
na que tiene un nivel calificado de bajo en
las 3 dimensiones).

a) Participación en asociaciones y orga-
nizaciones sociales

Según la Encuesta USAID 2001, un
50% de los encuestados afirma asistir “fre-
cuentemente” a reuniones de algún tipo de
organización social. Como referencia, en la
Encuesta de Aspiraciones y Desarrollo Huma-
no 1999 (ENAPDH), el 57% de los en-
cuestados decía “pertenecer a algún tipo de
organización”. La ligera diferencia entre es-
tos dos valores puede atribuirse a que la pri-
mera plantea un nivel menor de compromi-
so y un vínculo menos formal con relación
a la formulación de la ENAPDH12.

— El cuadro 7.1 muestra niveles de parti-
cipación en organizaciones sociales en
Bolivia superiores a los que se dan en paí-
ses vecinos como Chile. Este nivel de
involucramiento puede ampliarse aún
más si se consideran situaciones de par-
ticipación más informales y con menor
compromiso (Opción 2: “asiste frecuen-
temente” y “de vez en cuando” a reunio-
nes), caso en el que el 85% de la pobla-
ción tendría algún tipo de participación
en organizaciones sociales. Se debe resal-
tar el aumento significativo del porcen-
taje que se observa cuando se utiliza una
definición de participación menos for-
mal y exigente. Esto quizás estaría indi-
cando la presencia en Bolivia de prácti-
cas participativas menos estructuradas,
pero no por eso menos importantes. Sin
embargo, en este estudio se trabaja con
la Opción 1 para mantener una coheren-
cia con anteriores resultados13.

— En el gráfico 7.4 se observan dos tenden-
cias: i) un mayor porcentaje de personas
en zonas urbanas con relación a las rura-
les que participa en 1 ó 2 organizaciones,
y ii) un porcentaje elevado de poblado-
res rurales (20% contra 12% en las ciu-

10 Existen definiciones de capital social que incluyen en el concepto a las organizaciones y redes “verticales y jerárquicas”, como
las empresas o las federaciones sindicales (visión del capital social desde el punto de vista de J. Coleman (1988), o incluso al
conjunto de instituciones, normas y leyes formales (visión “institucionalista” de Olson o North –1990— por ejemplo). En este
estudio utilizaremos la definición más limitada de Putnam (1993) que se focaliza en las normas y organizaciones sociales de
relación “cara a cara”, “comunitarias” u “horizontales”.

11 Para más detalles, ver Anexo Metodológico II.
12 Las preguntas son, en la Encuesta sobre Valores Democráticos, USAID, 2001: “ De la lista de grupos y organizaciones, dígame si

asiste Ud. a reuniones frecuentemente, de vez en cuando, casi nunca o nunca”; en la Encuesta Nacional de Aspiraciones y
Potencialidades de Desarrollo Humano, PNUD 1999: “¿Participa (asiste a reuniones, aporta dinero o realiza actividades) en
alguna de las siguientes organizaciones?”.

13 ENAPDH, PNUD 1999.
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dades) que participa en más de 3 orga-
nizaciones. En síntesis, si bien parece
existir un involucramiento asociativo si-
milar entre las zonas urbanas y rurales,
se observa una mayor intensidad de
participación en las últimas (gráficos 7.4
y 7.5).

— En cuanto al perfil de la participación se-
gún tipo de organización: en primer lugar
de importancia se ubican las organizacio-
nes religiosas y aquellas vinculadas a la
educación (asociaciones de padres de fami-
lia y juntas escolares) y, ligeramente detrás,
las asociaciones y organizaciones con ob-
jetivos de mejoramiento comunal o barrial
(asociaciones de obras públicas, juntas

vecinales, etc.). El resto de las organizacio-
nes aparecen con porcentajes menos im-
portantes, con la sola excepción de las or-
ganizaciones de productores o gremiales,
y las OTB en el caso de las áreas rurales
(gráfico 7.5).

— Existen perfiles de participación dife-
rentes según el área de residencia (urba-
no o rural): i) por lo general, los niveles
de participación en zonas rurales son
más elevados en la mayoría de los casos,
ii) el peso de las organizaciones dedica-
das al mejoramiento comunitario es
significativamente más importante en
las áreas rurales, al igual que las instan-
cias de participación institucionalizadas
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como las OTB, iii) la participación en
zonas urbanas parece concentrarse fun-
damentalmente en asociaciones de ín-
dole religioso o ligadas a la educación de
los hijos, y en menor medida en aque-
llas dedicadas al mejoramiento barrial.

perativa, en función de los intereses de la
comunidad. Muchas de estas prácticas pue-
den realizarse fuera o en escasa vinculación
con algunos de los marcos organizativos o
institucionales evaluados anteriormente. Se
puede asumir de manera general que esta

14 Construido adicionando las cuatro preguntas del gráfico 7.6.

Si se analiza el indicador de asocia-
tividad (cuadro 7.2), se observa que no hay
sensibles diferencias por género y por área de
residencia, y que los jóvenes y las personas
de nivel socioeconómico bajo y medio apa-
recen con un menor nivel de participación.
Por el contrario, las personas entre 26 y 55
años, y las que tienen mayor nivel socioeco-
nómico (Grupo A) aparecen con relativa-
mente mayor nivel de participación. Estos
resultados pueden relativizarse en la medida
que posiblemente los jóvenes y las personas
de menor nivel socioeconómico sean las que
tengan perfiles de participación más “infor-
males” y menos estructurados en marcos
institucionales tradicionales. Más adelante se
verán algunos indicios que van en ese senti-
do.

b) Comportamientos y prácticas cívicas

En esta sección se analiza el tipo de
involucramiento de la gente en la resolución
de problemas de su comunidad; en particu-
lar se exploran ciertos comportamientos que
indican la presencia de prácticas de recipro-
cidad y de compromiso cívico, es decir de
búsqueda o disposición para la acción coo-

variable es una suerte de indicador (proxi) del
componente “informal” del capital social.

El 42% de los encuestados afirma haber
trabajado en, o buscado resolver un proble-
ma de su comunidad (cuadro 7.3). En esta
variable Bolivia tiene niveles similares al pro-
medio sudamericano de respuestas positivas y
sensiblemente superiores a los valores calcula-
dos para Chile. Particularmente, el porcenta-
je afirmativo (49%) de las zonas rurales boli-
vianas es significativamente mayor al existente
en el resto del país y en otros países.

La última tendencia se ratifica en el grá-
fico 7.6, donde se observa que es en las zonas
rurales donde los niveles de involucramiento
en trabajos comunitarios son los más elevados:
el 94% de las personas que participan en tra-
bajos comunales ha dado su propio trabajo, y
el 93% ha asistido a reuniones. Estos datos
contrastan con el nivel relativamente similar
de asociatividad o participación “formal” en
organizaciones encontrado anteriormente en
las zonas urbanas y rurales.

En cuanto al indicador “compromiso
cívico”14 (cuadro 7.2), los resultados han
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sido: i) sumamente elevado en las zonas ru-
rales, ii) significativamente más fuerte entre
los hombres, muy bajo entre los jóvenes, ele-
vado entre las personas mayores de 65 años
y ligeramente más elevado en el nivel socio-
económico más alto (NSE A).

En el caso de las áreas rurales, los ante-
riores resultados son buenos indicios de la
importancia y fuerza en estas regiones de
mecanismos menos estructurados de parti-
cipación, y de cooperación.

c) Confianza interpersonal

El último componente del Índice de
Capital Social es la “confianza interper-
sonal”. La confianza social es un factor
crucial para la acción cooperativa: es muy
difícil que una persona que desconfía pro-
fundamente de sus conciudadanos tenga dis-

posición a trabajar colectivamente o a comu-
nicarse para resolver algún problema común.

Comparativamente15, los niveles de des-
confianza son relativamente más bajos en
Bolivia que el promedio latinoamericano
(gráfico 7.7).

Se puede observar que la desconfianza va
aumentando a medida que el tipo de víncu-
lo social se va haciendo más lejano. Los nive-
les de confianza son elevados en el ámbito de
las relaciones familiares, de amistad y en algu-
na medida a nivel del barrio o de la comuni-
dad. Más allá de estos espacios, la desconfian-
za es muy fuerte.

Si se analizan estos niveles de confianza
en función de algunas características socio-
demográficas (cuadro 7.216) se ve que si bien
hay diferencias, ellas no son muy grandes.

15 El dato de comparación internacional del gráfico 7.7 fue obtenido del Latinobarometro 1998 (www.latinobarometro.com).
16 El nivel de confianza está definido a partir de una respuesta positiva a la pregunta de la ECP-01: “¿Se puede confiar en los

demás porque la gente, por lo general, todavía es honesta?”.
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Apenas se puede afirmar que en las zonas
rurales, las personas entre 36 y 55 años y las
de nivel socioeconómico más alto (NSEA)
tienen niveles de confianza interpersonal
relativamente más altos.

2.2. Características del capital social en Bolivia

A continuación se analizan las caracte-
rísticas del capital social en Bolivia a partir
de un indicador agregado de las tres dimen-
siones anteriormente reseñadas.

En el gráfico 7.8 se observan los porcen-
tajes de población en cada uno de los ran-
gos del Índice de Capital Social. El mayor
porcentaje se ubica en el nivel medio. En
general se puede hablar de tres tercios (33,3%
con un bajo nivel de capital social, 37,5%
con un nivel medio, y 29,3 % con un nivel
alto); sin embargo, se percibe claramente
que los niveles de capital social son sensi-
blemente superiores en las áreas rurales
bolivianas.

En el cuadro 7.4 se puede analizar con
mayor detalle las características del capital
social en función de algunos otros rasgos
socioeconómicos:

— No existen sensibles diferencias con re-
lación a la variable de género y, en lo que
se refiere a la edad, la única variación im-
portante es el relativo menor porcentaje
de jóvenes (18-25 años) con alto capital
social.

— Si se considera la diferenciación so-
cioeconómica, los NSE A y E presentan
los niveles de capital social más elevados
(78% y 71% de los encuestados en esas
categorías, respectivamente) con relación
al resto de los grupos. Por tanto, no exis-
tiría una correlación clara entre nivel
socioeconómico y capital social, por lo
menos en el ámbito nacional. Sin embar-
go, si se aísla la muestra urbana de la
encuesta (gráfico 7.9), se evidencia una
correlación entre mayor capital social y
mayor nivel socioeconómico, es decir
que existiría una distribución de carác-
ter regresivo del capital social en las
zonas urbanas.

En síntesis, se han evidenciado diferen-
cias importantes en el stock de capital social
entre las zonas urbanas y rurales, y éstas úl-
timas aparecen con una mayor dotación de
capital social.

Otra variable importante es el nivel
socioeconómico: si bien no se ha detectado
ningún tipo de correlación significativa en el
ámbito nacional entre nivel socio económi-
co y capital social, es en las áreas urbanas
donde se ha identificado una distribución
regresiva del capital social. Esto significa que
en las ciudades, las personas con mayor in-
greso podrían tener oportunidades sociales
más amplias y mayores niveles de confian-
za que personas con menor ingreso debido
a su mayor educación, acceso a ciertas re-
des sociales, trabajo estable y mayor segu-
ridad. Al contrario, los grupos con peores
condiciones socioeconómicas no sólo acu-
mularían carencias materiales, sino también
crecientes carencias sociales, deterioro de la
confianza social y rupturas de vínculos so-
ciales. Esta tendencia es similar a la detec-
tada en otros países más urbanizados y de
mayor desarrollo17. La particularidad boli-
viana que limita estas tendencias es la pre-
sencia de relativamente elevados niveles de
capital social en las áreas rurales.

2.3. Capital social y capacidades políticas:
participación popular y confianza insti-
tucional

Analizar el capital social desde la óptica
de las capacidades políticas implica explorar
su papel en la toma de ciertas decisiones
políticas y su articulación con el marco
institucional formal.

En relación con lo primero, se evalúa el
rol del capital social como factor determi-
nante del nivel de involucramiento de la
persona en los espacios públicos de partici-
pación promovidos por la Ley de Participa-
ción Popular (LPP). La pregunta que se in-
tenta responder es si existe una correlación
entre la participación de los ciudadanos en
los mecanismos establecidos por la LPP y el
nivel de su capital social. Si existe esta rela-
ción, se puede sostener la hipótesis de que
el capital social sería una de las capacida-
des políticas importantes para la implemen-
tación del proceso de descentralización y
participación popular municipal en Bolivia.

En relación con lo segundo, se analiza
la relación entre capital social y confianza
institucional, para evaluar particularmente la
potencialidad del capital social como capa-
cidad política para actuar en espacios públi-

17 Ver Informe de Desarrollo Humano de Chile 2000.
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cos formales, en el entendido de que si los
niveles de confianza institucional son diver-
gentes de los niveles de capital social, no se
podrá aprovechar plenamente este recurso
como capacidad política.

Para realizar esta evaluación se constru-
yó, además del Índice de Capital Social, un
Índice de Involucramiento Municipal (valor
calculado a partir de cuatro preguntas que
miden el grado de involucramiento de la
persona en tareas municipales: si participó en
un POA, si hizo reclamos a la Alcaldía, si
participó en reuniones con la Alcaldía y si
llevó quejas al Comité de Vigilancia) y un
Índice de Confianza Institucional (calcula-
do a partir de los puntajes promedios de
confianza en 17 instituciones).

En cuanto a la relación entre los niveles
de capital social y ciertas percepciones de las
personas sobre su capacidad de incidencia en
la política, de manera general se aprecia que

el grupo con mayor capital social tiene una
opinión relativamente más favorable sobre
sus posibilidades de intervenir en la políti-
ca, de hacerse escuchar y de sentirse parte
de las tomas de decisión públicas (gráfico
7.10).

El gráfico 7.11 muestra que el grupo de
población con mayor capital social es el que
presenta mayores niveles de involucra-
miento municipal y confianza social. Exis-
ten entonces elementos que permiten vincu-
lar, en el caso de Bolivia, elevados niveles de
capital social con un mayor potencial de
acción política, ya sea por una mejor percep-
ción de las personas sobre sus posibilidades
de influir en la política, o por su mayor con-
fianza en las instituciones formales. Igual-
mente, es patente la fuerte relación entre
capital social y participación en el munici-
pio.

Si se analiza la relación entre capital so-
cial y confianza institucional (gráfico 7.12)
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se percibe una relación positiva más fuerte
entre estas dos variables; es decir, a mayor
capital social, mayor confianza institucional
(solamente el dato de Oruro rural parece
salirse excesivamente de la tendencia). Se
pueden identificar además tres grupos de
regiones:

— Un grupo donde claramente hay una fuer-
te asociación entre alto capital social y alta
confianza institucional (zonas rurales del
Oriente y Tarija), donde posiblemente
existan mejores condiciones para una ac-
ción política favorable de desarrollo huma-
no. Es llamativo que estas regiones presen-
ten además niveles relativamente elevados
de involucramiento municipal.

— Un grupo con niveles relativamente me-
dios de capital social pero con bajos ni-
veles de confianza institucional (zonas
rurales de Occidente, y algunas ciudades
como La Paz y Oruro). En este caso, el
problema estratégico parece radicar en
la dificultad de vincular el capital social
existente con la institu-cionalidad for-
mal debido a profundas desconfianzas.
Es interesante el alto nivel de involu-
cramiento municipal existente en algu-
nas regiones de este grupo (La Paz, Po-
tosí y Oruro rural), lo cual puede indicar
un inicio de articulación con la insti-
tucionalidad formal en los niveles loca-
les, aspecto que debería aprovecharse.

— Un grupo con niveles relativamente ba-
jos de capital social y de confianza insti-
tucional. En este lugar se ubican funda-
mentalmente ciudades como Oruro,
Cochabamba, Santa Cruz y Sucre. En
estas áreas se estarían acumulando pro-
blemas de diverso tipo que se traducen
en un debilitamiento de los vínculos so-
ciales, y en una agudización de la percep-
ción negativa sobre el marco institu-
cional formal. Ésta es la zona de mayor
alerta pues tendría condiciones que no
favorecen al desarrollo ni a la resolución
política concertada de sus problemas y
conflictos.

En conclusión, parece que el capital so-
cial puede convertirse en una importante
fuerza que impulse el desarrollo humano,
sobre todo si su desarrollo se vincula con la
evolución de la confianza institucional. Tal
situación parecería estar asociada a las forta-
lezas y debilidades de los distintos conglome-
rados sociales. Así, en el mundo rural es
importante el capital social, pero relativa-
mente débiles los niveles de confianza insti-
tucional. El oriente boliviano y sus zonas
rurales son los que mejor integran la ecua-
ción, mientras que las ciudades son poten-
cialmente muy problemáticas, ya que sus
niveles de capital social y de confianza insti-
tucional tienden a disminuir.

Da la impresión de que cualquier polí-
tica que busque una articulación entre estos
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factores tendrá que ser diversa y colocar én-
fasis según las debilidades y fortalezas en
cada conglomerado particular. Consiguien-
temente, toda política tendrá que ser local y
especifica, pero su ingeniería tendrá necesa-
riamente que ser diseñada a nivel nacional.
Una vez más, el todo no es igual a la suma
de las partes.

3. Capacidad deliberativa

El Informe de Desarrollo Humano en
Bolivia 2000 tiene como corolario la delibe-
ración, entendida como la conversación de-
mocrática y eficaz que traduce las aspiracio-
nes de la gente en acuerdos sustantivos
orientados al bien común.

El IDH 2000 encontró que la sociedad
boliviana cuenta con un importante poten-
cial simbólico deliberativo que se expresa en
la disposición al diálogo y en una fuerte so-
cialización, las cuales pueden ser capita-
lizadas en aras de una consolidación ins-
titucional propia de la democracia. Los
bolivianos desean dialogar y deliberar y
transformar tales ejercicios en opciones y
resultados. Son conscientes de que sólo a
través de estos procesos pueden hacerse car-
go de sus aspiraciones diferenciadas y con-
tribuir al desarrollo del país. Por otro lado,
esta predisposición coexiste con limitaciones
que impiden que en Bolivia exista mayor
diálogo para la solución de los problemas.
Estas limitaciones fueron identificadas en

términos de: i) una débil relación entre Es-
tado y sociedad que se expresa en la fra-
gilidad de las instituciones para sostener pro-
cesos deliberativos y relacionarse con la
sociedad, ii) la exclusión y discriminación
social, que se traduce en ausencia de opor-
tunidades para la mayoría de la población y
en un débil sentido de respeto de la digni-
dad del otro, (aspecto que es puesto de ma-
nifiesto como demanda central de los pobres
en el capítulo 7 del presente Informe), y iii)
la debilidad de los actores políticos y socia-
les para construir consensos y proyectos
compartidos de futuro. Esta sección profun-
diza los hallazgos del IDH 2000, al tiempo
que centra su atención en la deliberación
como una crucial capacidad política.

La deliberación es política cuando lleva
a la toma de decisiones que comprometen el
bien común. En ese sentido, se puede decir
que el momento clave de la toma de decisión
política no es tanto aquel en que la decisión
ha sido tomada, sino el proceso a través del
cual se llega a esa decisión. En la delibera-
ción no se trata de sobreponer intenciones
o voluntades previamente establecidas a las
intenciones o voluntades de los demás; se
trata de que esas intenciones y voluntades
(que derivan en decisiones políticas) se cons-
truyan progresivamente en el curso mismo
de la deliberación18; sólo de esa manera es
posible pensar que una decisión política está
verdaderamente representando el bien co-

18 Manin, 1987.

Recuadro 7.2

Capital social y cultura política: La tesis de Norbert Lechner
Para Norbert Lechner, el papel de la cultura política en la formulación del capital so-

cial es fundamental.  Según la tesis que desarrolla en su artículo El Capital Social: Un Desafío
Cultural, que se trata de un análisis de la teoría del capital social aplicado al caso chileno,
procesos acelerados de globalización e individualización tienen un enorme impacto negativo
en el ámbito social, porque debilitan lazos de solidaridad y diluyen hábitos de acción colec-
tiva.  Para enfrentar esta situación, es necesario fortalecer una cultura política de democra-
cia y valorizar elementos existentes de la misma, por el papel que juega en “la configuración
de los imaginarios colectivos”, que son, para Lechner, la base del capital social.  Pero aquí es
importante concebir la democracia no solamente como un sistema auto-referido y una par-
ticipación electoral.  Mucho más importante es el papel que juega la democracia en construir
la convivencia de una “comunidad de ciudadanos”.  En esta comunidad, según Lechner, los
ciudadanos “se sienten parte de los valores, procedimientos y objetivos que orientan la vida
en común. Es dicho ejercicio de ciudadanía la experiencia que hace de la democracia una
producción colectiva del ‘sentido de orden’ que integra a la pluralidad de individualidades.
Sin la construcción y reproducción de tal ‘mundo común’ no hay capital social”.

Fuente: Lechner 2000.
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mún. Un desarrollo renovado y legítimo
puede darse mediante la deliberación. Ella
constituye un recurso para crear opciones
para la gente, opciones que los partidos
podrían promover y aplicar (y ya no como
el resultado de una voluntad general inven-
tada, o de la luminosidad de un líder).

Como menciona Manin, esta visión di-
fiere de la idea tradicional o convencional de
pluralismo político, por la que éste es enten-
dido como un mero producto de la compe-
tencia entre partidos para ganar la preferen-
cia de un público que, emulando un ejercicio
instrumental de la democracia, termina por
constituirse en una especie de oligarquía en
el sentido de Mitchels19. Al actuar las perso-
nas como clientes frente a las ofertas políti-
cas, es probable que tiendan a elegir las op-
ciones que en su opinión afectan de manera
más positiva sus intereses particulares, mien-
tras que aquellas opciones que sean evalua-
das como menos favorables tenderán a ser
puestas abajo en el ranking de prioridades
para elegir a un candidato, independiente-
mente de las consecuencias que esas opcio-
nes tengan para la sociedad en su conjunto20.

Esto no debe ser interpretado como que
los que están mal son los partidos políticos;
en realidad, es posible pensar, con Manin,
que el rol que ellos juegan en la arena políti-
ca es fundamental. Por ejemplo, son los par-
tidos los que permiten que una gran diver-
sidad de demandas que la sociedad expresa
por lo general de manera caótica, sean tra-
ducidas en un número limitado de propues-
tas, susceptibles de ser llevadas a discusión y
votación. En la deliberación no es posible de-
liberar todo o todas las posibles soluciones a
los problemas; en la arena política es nece-
sario que exista un reducido pluralismo de
propuestas. Cuando se alcanza este nivel de
pluralismo político, problemas concretos son
planteados para la deliberación, y entonces
la influencia de la gente en la toma de deci-
siones puede ser mucho más real y efectiva.
Claro que tampoco es posible pensar que la
gente delibere sobre una sola opción; es im-
portante que existan genuinas opciones en-
tre diferentes alternativas, las cuales deben
ser posibles de modo realista21.

Si bien en la actualidad, como se discu-
te en el capítulo 5, el rol que asumen los

19 Para Robert Michels (1876-1936), la tendencia hacia la oligarquía es un proceso común a todas las organizaciones importantes,
incluyendo los partidos políticos. Lo que Michels denomina “la ley de hierro de las oligarquías” no sólo descansa en la tendencia
de los jefes a perpetuar y reforzar su autoridad, sino también en la división del trabajo que se verifica dentro de los partidos.
Surgen los especialistas no sólo de la política sino de la propia administración partidaria, y una estratificación inevitable en
términos de conocimientos, habilidad y objetivos se establece entre los líderes de los partidos y sus miembros comunes (Cavarozzi
y Garretón, 1989).

20 Manin, 1987.
21 Idem.

La ley de hierro de las oligarquías
Una de las mayores contribuciones de Robert Michels a la sociología política es la deno-

minada “Ley de hierro de las oligarquías”. En este planteamiento Michels sostiene que existe
una tendencia intrínseca en los partidos políticos que los llevan a constituirse en estructuras
oligárquicas, fuertemente jerarquizadas.

Así, cuando el partido alcanza un grado determinado de complejidad reclama la exis-
tencia de un cierto número de personas que puedan dedicar todo su tiempo y esfuerzo al tra-
bajo partidario. Ello implica un aumento en la burocracia que conlleva a la concentración
del poder en la cumbre y a su vez en la pérdida de influencia de los miembros de base. De
esta forma, los líderes poseen variados recursos que les significan ventaja insuperable sobre los
otros miembros que intentan cambiar las políticas. Entre estos recursos pueden considerarse
los conocimientos superiores de los líderes, el control que éstos tienen sobre los medios forma-
les de comunicación y la pericia en el arte de la política.

En este marco, los líderes de las masas son en sí mismos parte de la elite de poder. Ellos
plantean fines y desarrollan intereses derivados de su posición elitaria. Es por ello que mu-
chas de las iniciativas de la organización de masas reflejan la voluntad y los intereses de los
líderes, y no la voluntad ni los intereses de las masas. El objetivo de los líderes de masas, es
reemplazar el poder de la minoría por el de otra minoría, a decir de Michels, la de ellos mismos.

Fuente: Michels 1915.

Recuadro 7.3
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medios de comunicación masiva en la arena
política determina que las ofertas políticas
sean cada vez más personalizadas, en reali-
dad los puntos de vista concernientes al bien
público que los candidatos expresan, así
como las propuestas y programas que los
partidos ofrecen, constituyen elementos
cruciales de la deliberación. Esto es así en
tanto la legitimidad de una opción política,
como ya se planteó, no proviene solamente
del voto sino del proceso deliberativo que lo
precedió. De hecho, como se vio anterior-
mente, el 62% de la opinión pública en
Bolivia piensa que la política estaría mejor si
los partidos contaran con planes y programas
de mediano y largo plazo (ECP-01).

El voto es un momento sin lugar a du-
das crucial de la deliberación, es el momen-
to de la deliberación en el que el proceso de
construcción de la voluntad finaliza, al
menos electoralmente. Mediante el voto se
obtiene la aprobación y el acuerdo de la
mayoría de los votantes; el voto de hecho
legitima. Sin embargo, en una democracia de
tipo deliberativo, la legitimidad de la mayo-
ría no confiere por sí misma prerrogativas.
Hay una minoría que entre dos elecciones
tiene que aceptar algo con lo que no está de
acuerdo. Consecuentemente, tan importante
como el momento de la votación es aquel en
el que la mayoría, después de la elección,
busca los medios para que la minoría pueda
expresar su opinión y ser parte del proceso
democrático.

En la deliberación, tener la mayoría no
implica soberanía porque no implica tampo-
co unanimidad; consiguientemente, no se jus-
tifica que, por ejemplo, se excluya a alguien de
su derecho de votar o de participar en la deli-
beración, con el pretexto de que está en des-
acuerdo con la mayoría. Por el contrario, ne-
cesariamente se reconoce, en la deliberación,
el pluralismo de fuerzas y el conflicto entre
ellas, como un crucial recurso para el ejerci-
cio de una verdadera libertad social22.

Todo este proceso de deliberación polí-
tica implica una importante participación de
la gente en el proceso político de toma de
decisiones, en cualquier nivel que se trate,
tanto en el gobierno central como en el go-
bierno local o en las organizaciones de la

sociedad civil. En todos estos casos, en la
medida en que la gente esté comprometida
con la búsqueda del bien común, se interese
por los procesos políticos, crea en la legiti-
midad de las reglas del juego, crea en la legi-
timidad de las razones de los demás y en la
capacidad constructiva del acuerdo público,
los procesos deliberativos serán más posibles
y eficientes. Sin embargo, esto no implica
que estas capacidades sean precondiciones de
la deliberación, sino que también es posible
pensar que son resultado de ella.

En ese sentido, cabe preguntarse cuán-
to la opinión pública en Bolivia cree y con-
fía en la institucionalidad (y ya no solamen-
te en determinadas instituciones, puesto que,
como varias encuestas han demostrado a lo
largo de más de diez años, la confianza en
ellas es baja en el país, y mucho más cuando
se trata de las instituciones centrales del Es-
tado). ¿Cuán comprometida se siente la gen-
te con la búsqueda del cambio para el desa-
rrollo, y cuánta disposición se puede
encontrar para la deliberación entre distin-
tos? En otras palabras, ¿cuál es la capacidad
política deliberativa que se puede encontrar
en el país en un momento de crisis e in-
flexión como el actual?

La idea que estructura este acápite es
que el incremento de las capacidades polí-
ticas de la sociedad depende de la interre-
lación entre valorización institucional,
proactividad respecto del futuro y disposi-
ción a deliberar.

En lo que sigue se tratará de dar respues-
ta a estos interrogantes, según los datos ob-
tenidos de la Encuesta de Capacidades Polí-
ticas (ECP01) para tres indicadores: la confianza
en la institucionalidad, el fatalismo y la dis-
posición a la deliberación.

a) Confianza institucional: El Índice de
Confianza Institucional (ICI)

La confianza institucional es un factor
crucial del desarrollo. En Bolivia la gente cree
en la democracia y la apoya pero no cree ni
confía en las instituciones23.

El Índice de Confianza en la Institucio-
nalidad muestra que la mayor parte de la opinión
pública en Bolivia (66%) desconfía de la institu-
cionalidad existente. (gráfico 7.13).

22 Idem.
23 Encuestas y Estudios, 1990; Encuestas y Estudios, 1999; Rojas y Verdesoto, 1997; Seligson, 1999 y 2000, y otras.
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Este Índice es un promedio de la con-
fianza relativa a distintos tipos de institucio-
nes: del Estado, las «intermedias»24 y las de
la sociedad civil; por tanto, considera el con-
junto de las instituciones. En este sentido, el
ICI expresa el grado de confianza respecto a
la institucionalidad en su conjunto. «Con-
fianza en la institucionalidad» hace referen-
cia a quienes se ubican por encima del pro-
medio (4) en una escala del 1 al 7, y la
categoría «desconfianza en la institucio-
nalidad» se aplica a quienes presentan un
grado menor de confianza respecto a ese
promedio.

La confianza institucional está relacio-
nada con un factor de preponderante impor-
tancia referido a las condiciones para la de-
liberación. Habrá condiciones para la
deliberación en la medida en que existan ins-
tituciones y normas legítimas y confiables,
así como una cultura democrática que pue-
da garantizar los procesos deliberativos y sus
resultados.

En Bolivia, a la desconfianza respecto a
las instituciones se suma la desconfianza que
la gente expresa respecto a la posibilidad de
que se puedan llegar a acuerdos entre distin-
tas instituciones y grupos sociales.

La gente cree más posible llegar a acuer-
dos en las relaciones más cercanas que se

establecen en el vecindario o la comunidad;
cree que se puede llegar a acuerdos entre
gente de un mismo municipio; inclusive ve
como posible que se puedan establecer a-
cuerdos entre el gobierno central y los mu-
nicipios. Se podría colegir entonces que son
estos los espacios donde las personas ven me-
jores condiciones institucionales para la de-
liberación; es decir, aquellos espacios donde
de una u otra manera la gente siente que, en
las condiciones actuales, puede ser protago-
nista.

La confianza en la posibilidad de llegar
a acuerdos empieza a decrecer en relación
con instituciones y grupos sociales menos
cercanos, que están marcados por una histo-
ria de mutua exclusión o por una cultura de
confrontación. Por ejemplo, relaciones de
pugnas entre regiones o entre el centralismo
gubernamental y las demandas de autono-
mía regionales, entre gente de distintos es-
tratos sociales y entre gente perteneciente a
distintos grupos étnicos. En este mismo sen-
tido, las instituciones en las cuales la opinión
pública confía menos en tanto ámbitos que
garanticen condiciones para la deliberación
son los partidos políticos, mucho más si és-
tos se relacionan entre sí en funciones de
gobierno y oposición (Gráfico 7.14).

Es interesante, sin embargo, notar las
siguientes relaciones (cuadro 7.5): niveles ba-

24 Para los fines del ICI, se denomina «intermedias» a instituciones como la Iglesia, los medios de comunicación o las ONG, que no
son estatales pero tampoco pertenecen de manera directa a la sociedad civil.
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jos de confianza institucional aparecen en los
encuestados con:

i) niveles socioeconómicos bajos y medios
más educados.

ii) niveles socioeconómicos principalmente
altos.

Por el contrario, los niveles de confian-
za institucional al parecer son mayores en-
tre personas de nivel socioeconómico medio
y bajo con menores niveles educativos.

La ECP-01 permite sostener asimismo
que es la población joven (menor de 36 años)
la que presenta niveles de confianza insti-
tucional superiores al promedio, mientras
que, al parecer, a mayor edad mayores son los
niveles de desconfianza en las instituciones.

Cabe hacer notar que es en el altiplano
que se presentan los menores niveles de con-
fianza respecto al promedio, principalmen-
te en sus áreas rurales.

En conclusión, parece ser que los lími-
tes al desarrollo de las capacidades políti-
cas institucionales provienen de dos frentes.
Por un lado, la construcción institucional de
políticas nacionales parece ser poco legíti-
ma, a lo que se agrega una baja confianza
en las instituciones en el occidente. Por otro
lado, la legitimidad de las instituciones a

nivel local es alta. La cuestión es cómo se
integra una lógica local legitima con otra
nacional que no lo es. Probablemente éste
constituya un tema político importante de
debatir en el momento de presentar opcio-
nes electorales al país.

b) El Índice de Fatalismo (IF)

La capacidad de «agencia» individual es
considerada una fuerza vital y uno de los
principales medios para el desarrollo huma-
no. En relación con ello, Amartya Sen dis-
tingue entre «el paciente», entendido como
receptor pasivo de las prestaciones de inge-
niosos programas de desarrollo, y «el agen-
te», entendido como la persona que, con
suficientes oportunidades sociales y políticas,
puede configurar su propio destino en una
relación de mutua colaboración con los de-
más. Así, se comprende «agencia» como la
capacidad que tienen las personas para ayu-
darse a sí mismas y para influir en su mun-
do en beneficio común; en ese sentido, la
capacidad de agencia individual, desde la
perspectiva del desarrollo humano, es con-
cebida como un compromiso social. La po-
lítica social y económica está estrechamente
relacionada con la capacidad de agencia pre-
sente en una sociedad donde los individuos
se sienten parte del público y participan en
actividades económicas, sociales y políticas25.

25 Sen, 2000.
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El fatalismo es una actitud individual

negativa que, al estar presente en segmentos
sociales amplios de una sociedad, puede
constituirse en una enorme barrera para el
desarrollo. De hecho el fatalismo conlleva
resignación y conformismo y generalmente
está asociado con altos niveles de frustración
y bajas condiciones y oportunidades para
superarlos.

El Índice de Fatalismo está construido
para lograr una aproximación a la visión y
valores de vida. Según este Índice, las per-
sonas más fatalistas serán más proclives a
una aceptación del mundo tal cual les ha
tocado vivir, y a una aceptación de la auto-
ridad como un hecho dado. Los no fatalis-
tas, por el contrario, se apegan a valores más
modernos, privilegiando el cambio y la ra-
cionalidad, la secularización y la libertad de
elección26.

El Índice de Fatalismo se construye so-
bre la base de cuatro proposiciones: “no con-
viene hacer planes para el futuro porque
nunca se cumplen”, “lo mejor en la vida es
dejar que el futuro se arregle solo”, “el secre-

to para ser feliz es contentarse con lo que la
vida nos da” y “el destino de una persona está
escrito desde que nace y por eso es mejor
conformarse con él”. El puntaje para cada
caso fue (1) «muy de acuerdo», (2) «algo de
acuerdo» y (3) «nada de acuerdo». Consi-
guientemente, a menor puntaje correspon-
den mayores rasgos fatalistas. Calculando el
puntaje total como suma de los puntajes
obtenidos en cada caso, se estableció un ran-
go de 4 a 6 para «alto fatalismo», 7 a 9 para
«fatalismo medio» y 10 a 12 para «bajo
fatalismo»27.

De acuerdo con el Índice de Fatalismo,
la opinión pública en Bolivia se divide en-
tre quienes creen en la legitimidad y efica-
cia de construir planes de futuro y están con-
vencidos de que es posible actuar sobre los
procesos (51,9%) y quienes, por el contra-
rio, piensan que hacer planes para el futuro
es vano porque estos nunca se cumplen, o
que las cosas van a tomar su rumbo por sí
mismas y por tanto no creen ni tienen la
convicción necesaria para actuar sobre los
procesos, conformándose con lo que tienen
o resignándose a su suerte (48.1%).

Recuadro 7.4

26 ILDIS-PNUD, 1996.
27 Para una explicación más detallada de la construcción de los diferentes índices, ver el Anexo Metodológico II.

Cuentos juveniles de ciencia ficción: Entre el fatalismo y el mesianismo.

Fuente: Archondo 2002, Págs. 4-5.

Con la motivación de auscultar las
aspiraciones y las formas en que los jó-
venes ven el futuro, el PNUD con el
apoyo del Grupo Santillana, convocó a
un concurso juvenil de cuentos. En dos-
cientos cincuenta relatos, jóvenes de di-
ferentes lugares del país expresaron sus
distintas visiones sobre Bolivia y su fu-
turo a través del fascinante género de la
Ciencia Ficción.

El análisis de contenido de gran
parte de estos cuentos muestra que
“nuestros jóvenes escritores cuelgan de
un péndulo acelerado. Ora piensan que
el país está condenado a disolverse, ya
sea por su propia incompetencia o dado

el poder desmesurado de las demás na-
ciones, ora especulan sobre una monu-
mental y vertiginosa transformación de
Bolivia en una superpotencia mundial.
O todo o nada”.

De esta forma, las reflexiones de los
jóvenes parecen estar divididas. “Por un
lado impera un fatalismo apocalíptico,
el cual podría resumirse en la frase: ‘No
somos nadie’. Del otro lado, se muestra
un optimismo mesiánico, de salvación,
que transforma la frase anterior en:
‘Seremos todo’.”

En las narraciones fatalistas, el
pesimismo es el que domina en la ma-
yor parte de las acciones. Es notorio a

su vez, que los jóvenes “se muestran
dolidos por el visible atraso de su lugar
de origen. De esta sensación pasan con
rapidez a la resignación o a la rabia
más sublevada.”

No es una anécdota la visión fata-
lista de los jóvenes expresada en sus re-
latos. Algunos datos estadísticos que se
presentan en este informe refuerzan esta
visión, o más bien podría decirse, que
los propios datos son los que toman
mayor fuerza en estas narraciones ju-
veniles. Los jóvenes no son indiferentes
con lo que sucede en Bolivia, viven lo
que pasa, lo sienten y por supuesto, lo
escriben.
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En Bolivia, los mayores niveles de fata-
lismo se encuentran entre las personas con
bajos niveles educativos, en las áreas rurales
y en grupos de población que superan los 55
años. En general, a partir de estos datos es
posible pensar además que son las mujeres
quienes presentan mayores niveles de fata-
lismo respecto a los varones, especialmente
en grupos de mayor edad (cuadro 7.5).

Consiguientemente, la proactividad
social o la agencia social boliviana muestra
dos importantes tendencias. Por una par-
te, existe un grupo importante de gente pa-
siva frente al cambio que es por lo general
la que tiene menor nivel de educación y re-
side en el campo, mientras que los grupos
más dinámicos para participar y adaptarse
al cambio son los más educados y urbanos.
Desde la perspectiva del desarrollo huma-
no, resulta crucial dotar de capacidades de
acción a los grupos más pobres y excluidos.
En este sentido, códigos de modernidad
como el acceso a una educación moderna
que acompañen los cambios en el mundo
rural (en el sentido ya trabajado en el Ca-
pítulo 3), podrían constituir importantes
parámetros de referencia para una gestión
progresiva del cambio28.

c) La disposición a la deliberación: el
Índice de Disposición a la Deliberación
(IDD)

La disposición a la deliberación está aso-
ciada a varios factores interrelacionados. El
fatalismo, así como la disponibilidad para
participar, ser activo en la búsqueda de la
superación de las condiciones adversas, ex-
presarse y hacerse parte de los procesos po-
líticos (factores estrechamente vinculados al
fatalismo), son sin duda fundamentales com-
ponentes de la disposición para la delibera-
ción. Sin embargo, posiblemente uno de los
factores más importantes para la deliberación
sea el respeto de la dignidad del otro y la
consecuente legitimidad que se otorga a las
razones de los otros para hacer posible una
conversación en igualdad de condiciones
entre distintos. En Bolivia, la exclusión so-
cial y una cultura de negación del otro29, el
racismo y los prejuicios regionales, pero tam-
bién las desigualdades en las oportunidades
educativas y de acceso a los códigos de la
modernidad, impiden la igualdad de opor-

tunidades y limitan las condiciones para la
deliberación.

Si no existe un reconocimiento del otro,
de la legitimidad de sus razones, de su dig-
nidad como persona, reinará también la des-
confianza interpersonal, cuya consecuencia
adicional es la dificultad de creer que el
acuerdo público sobre objetivos de bien co-
mún tenga alguna validez o utilidad.

Por ello es pertinente preguntarse sobre
la disposición a la deliberación (concebida
como reconocimiento y respeto de la digni-
dad del otro), así como acerca de las condi-
ciones socioculturales que la estarían deter-
minando.

Según el Índice de Disposición a la
Deliberación, una persona tendrá disposi-
ción a deliberar en la medida en que exprese
disposición a escuchar al otro distinto u
opuesto, en la medida en que esté dispuesto
a cambiar sus propias razones a partir de las
razones de los demás, y en la medida en que
crea en la capacidad constructiva del acuer-
do público. Por el contrario, una persona no
tiene disposición a la deliberación cuando no
expresa una disposición a escuchar a los
otros, no está dispuesto a cambiar sus razo-
nes a partir de las razones de los demás (lo
que implícitamente puede ser interpretado
como que no cree que las razones de los otros
sean legítimas), no cree en la capacidad cons-
tructiva del acuerdo público y, adicional-
mente, es desconfiada en sus relaciones
interpersonales.

El Índice se construye sobre la base de
dos preguntas: “Cuando se trata de resolver
un conflicto, ¿qué es más importante: con-
vencer a los demás que están equivocados o
escuchar sus razones?” (gráfico 7.16), y “¿Es
mejor que una de las partes se imponga cuan-
to antes o es mejor buscar a toda costa el
acuerdo entre partes, aunque esto demande
algún tiempo?” (gráfico 7.17). Para entrar
dentro de la categoría de «disposición a la de-
liberación» los entrevistados tuvieron que
responder a estas dos preguntas de manera
que su inclinación se manifestara (en ambas)
proclive a escuchar y comprender las razones
de los demás y buscar el acuerdo público a
toda costa. Adicionalmente, se contrastaron
estas dos preguntas con el nivel de confian-
za interpersonal en un nivel muy cercano de

28 Para una visión sobre los códigos de modernidad y una educación moderna, ver PNUD-Bolivia, 1998.
29 Calderón, Hoppenhayn y Ottone, 1996.
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relación interpersonal: los amigos. Una per-
sona que expresa desconfianza respecto a un
nivel de relación interpersonal tan cercano
como éste, se muestra mucho más descon-
fiado en otros niveles de interrelación per-
sonal menos cercanos.

Se puede decir que la disposición a la
deliberación es relativamente alta en Bolivia,
dadas las condiciones de desigualdad y exclu-
sión presentes. 47,1% de la opinión pública
se manifiesta proclive a respetar al otro, a
confiar en los demás y a buscar el acuerdo
público, frente a un 52,9% que no expresa
esa misma disposición.

El nivel educativo es una variable que
tiene una correlación positiva con la dispo-
sición a la deliberación, independientemente
del nivel socioeconómico de la persona. En
general, en los valles y en el altiplano urba-
nos se puede encontrar una mayor disposi-
ción relativa a la deliberación que en los lla-
nos. Las áreas rurales son menos proclives a
la deliberación entre distintos, aunque en las
culturas y tradiciones organizativas la deli-
beración entre iguales es una práctica funda-
mental. Finalmente, son los jóvenes, princi-
palmente varones, los que se muestran más
dispuestos a deliberar; en el caso de las mu-
jeres esta disposición se presenta positiva en
edades más bien adultas. Una explicación a
esta relación inversa puede estar relacionada
con el carácter de la lucha feminista, que
determina que las mujeres busquen el acuer-
do sólo cuando éste se establezca sobre una
relación de igualdad y equidad de condicio-
nes, de modo que se trate de una disposición
condicionada por eso. De hecho, según la
ECP-01, 28% de las mujeres frente a 22%
de los varones en edades entre los 18 y los
35 años piensan que más importante que
comprender las razones de los demás es con-
vencerlos de que están equivocados (cuadro
7.5).

A partir de estos datos es posible plan-
tear que, a diferencia de otras potenciales
capacidades políticas como son el capital
social y el grado de compromiso que la gen-
te exprese con su país y su gente, la capaci-
dad política deliberativa está directamente
relacionada con las oportunidades de las
personas en educación, acceso a los benefi-
cios de la modernización en cuanto a servi-
cios, mejoramiento de la calidad de vida y

desarrollo personal. Al parecer, una condi-
ción para que la deliberación se constituya
en una capacidad política es la equidad. En
ese sentido, es posible pensar que mientras
las personas se sientan discriminadas, exclui-
das o víctimas de la inequidad social y eco-
nómica, su capacidad deliberativa será me-
nor. Factores de exclusión sociocultural,
socioeconómica, generacional o genérica, así
como una falta de credibilidad de la gente en
las instituciones en tanto genuinos garantes
de la equidad en los procesos deli-berativos,
constituyen enormes barreras para la delibe-
ración como potencial de transformación
política. Esto lleva a plantear la importan-
cia de una institucionalidad fuerte, legíti-
ma y fundada en valores de equidad, para
la promoción de procesos deliberativos, en
el entendido de que los procesos delibe-
rativos pueden tender puentes y contribuir
a construir relaciones justas y equitativas y
ampliar las capacidades deliberativas de los
bolivianos.

En este marco, cobran especial impor-
tancia los conceptos de “igualdad comple-
ja” y de “libertades políticas”30. En la com-
plejidad de las sociedades modernas el
único espacio posible de igualdad, argu-
menta Walzer, es el político, el de los dere-
chos ciudadanos. Se tiene que dotar a las
personas, sostiene por su parte Sen, de li-
bertades para que sea posible el desarrollo:
“Libertad de actuar y de tomar decisiones,
oportunidades que la gente posee, dadas sus
circunstancias sociales y personales”31.

4. Capacidades políticas y desarrollo: una
gramática difícil

A partir de la información de la ECP-
01, se analizaron cinco tipos de capacidades
políticas identificadas como factores míni-
mos y necesarios para poder hablar de la
existencia de capacidad de acción colectiva
en la sociedad boliviana en función del de-
sarrollo humano.

Se analizó el capital social para estable-
cer la capacidad de participación y aso-
ciatividad, el lazo social basado en la confian-
za interpersonal y los valores de solidaridad
y reciprocidad presentes. Desde otra perspec-
tiva, se analizó el compromiso con el país
expresado en el involucramiento de las per-
sonas con los procesos sociales y políticos
que vive el país. Se analizó también la capa-

30 Walzer 1993; Sen 1999.
31 Sen 1999, pág. 17.
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cidad deliberativa en el entendido, como se
ha venido argumentando a lo largo de los
capítulos precedentes, de que, dada la com-
plejidad sociocultural y el creciente grado de
complejización social y política del país, la
deliberación entre distintos es la mejor for-
ma posible y la más eficiente de lograr acuer-
dos que permitan fortalecer el tejido social
y político en favor del desarrollo humano del
país en el tiempo de la globalización. La ca-
pacidad política deliberativa fue analizada a
través de tres indicadores: la confianza insti-
tucional, el grado de fatalismo y la disposi-
ción a la deliberación.

4.1. En Bolivia existe un importante poten-
cial de capacidad política

En Bolivia existen distintas capacidades
políticas que, orientadas hacia un objetivo
de bien común, pueden sustentar el desa-
rrollo humano: existe capital social, existe
compromiso con el país, existe una relati-
va confianza institucional, se puede encon-
trar una importante proporción de gente
que tiene una actitud comprometida con el
cambio e inclusive una importante propor-
ción de personas con una básica disposición
a la deliberación.

Evaluando en su conjunto estas capaci-
dades políticas, solamente un 5,6% de los
bolivianos no tiene ninguna capacidad po-
lítica. La mayoría (80,1%) tiene entre una y
tres de estas capacidades, mientras que
14,2% reúne entre cuatro y el total de ellas
(grafico 7.18).

4.2. Las capacidades políticas en Bolivia se
encuentran fragmentadas y desarticula-
das entre distintos grupos sociales.

El problema en el caso boliviano es que
estas capacidades políticas se encuentran dis-
persas y desarticuladas entre distintos grupos
socioeconómicos, socioculturales, regionales
y generacionales. Es más, las capacidades que
constituyen el mayor potencial para un gru-
po son, al mismo tiempo, las mayores barre-
ras para otro.

Mientras el capital social y el compro-
miso con el país parecen ser capacidades que
se encuentran en las áreas rurales, el bajo
fatalismo y la disposición a la deliberación
parecen ser capacidades fundamentalmente
de las áreas más urbanizadas y de mayor con-
centración poblacional, con mayores opor-
tunidades de acceso a factores básicos de de-
sarrollo, como son la educación y la salud, y
más expuestas también a factores de moder-
nización como la comunicación y la infor-
mación (gráficos 7.19 y 7.20).

4.3. Las capacidades que constituyen el ma-
yor potencial para un grupo son al mis-
mo tiempo las mayores limitaciones polí-
ticas para otro.

Como se puede observar en el cuadro
7.6. no existe ningún sector de la opinión
pública que capitalice todas estas capacida-
des y pueda constituirse en el actor dina-
mizador del desarrollo humano.

Las distintas capacidades para cada gru-
po están asímétricamente distribuidas.
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Mientras que en grupos de nivel socioeco-
nómico alto se puede encontrar un alto ni-
vel de capital social respecto a la media, una
capacidad de emprendimiento mucho ma-
yor que el promedio (expresada en su bajo
nivel de fatalismo) y un grado de disposición
a la deliberación alto, en este mismo grupo
el compromiso con el país, así como la con-
fianza institucional son considerablemente
más bajas que el promedio, lo que puede lle-
var a pensar que su orientación tiende más
hacia un emprendimiento de carácter indi-
vidualista y, consiguientemente, menos
orientado al bien común.

El grupo de nivel socioeconómico medio
con alto nivel educativo muestra una tenden-
cia similar a la anterior: un bajo fatalismo y una
alta disposición a la deliberación, aunque el
capital social es bajo y se puede apreciar una
relativa mayor confianza institucional. En este
caso, el nivel educativo parece ser un factor que
define el grado de fatalismo y la confianza
institucional: cuando el nivel educativo es
mayor, menor es el fatalismo, mientras que
cuando el nivel educativo es menor, la confian-
za institucional aumenta. El capital social y el
compromiso con el país son mayores cuanto
menor es el nivel educativo. En cambio, el
nivel educativo es al parecer un importante
factor de la disposición a la deliberación, lo que
se puede apreciar también en el grupo de ni-
vel socioeconómico bajo. Sin embargo, en los
pobres con menores niveles de educación, si
bien no se encuentran capacidades políticas
como la disposición a la deliberación, si se

encuentra otras como un relativo capital so-
cial y, de manera fundamental, un alto grado
de compromiso con el país, capacidad esta úl-
tima que no se encuentra en ninguno de los
otros grupos.

Una vez más se reafirma la idea de que
el capital social como tal representa un po-
tencial que sin embargo no necesariamente
se plasma en capacidad política si no está
relacionado con otras capacidades. Puede
existir un alto grado de participación y
asociatividad, pero sin un compromiso con
el país ésta es una capacidad de carácter más
individual que colectiva y no necesariamen-
te está orientada al bien común, y por lo tan-
to tampoco es política.

Del mismo modo se puede decir que un
alto grado de compromiso con el país es de
alguna manera estéril si no se asocia con la
capacidad de las personas para ser agentes de
cambio y su disposición a escuchar a los otros
y dialogar democráticamente.

El capital social en Bolivia tiene su ma-
yor potencial en las áreas rurales y principal-
mente en la región de los llanos, donde los
niveles de asociatividad y sobre todo de com-
promiso cívico están muy por encima de la
media del país.

El compromiso con el país, como capa-
cidad política, también está presente de
manera fundamental en las áreas rurales,
mientras que un menor fatalismo y una
mayor disposición a la deliberación son ca-
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racterísticas principalmente urbanas. Mien-
tras el capital social tiene una tendencia más
fuerte en el altiplano, abarcando inclusive el
área urbana, el compromiso con el país y en
alguna medida también la confianza insti-
tucional representan tendencias más fuertes
en los llanos, abarcando de manera relativa
también los ámbitos urbanos.

En términos generacionales, el capital
social aumenta con la edad, esto quiere de-
cir que los jóvenes tanto hombres como
mujeres menores de 35 años tienen un défi-
cit evidente en cuanto a participación en
redes sociales y compromiso cívico. En cam-
bio, es en este rango de edad donde es posi-
ble encontrar un mayor grado, en relación a
la media de compromiso con el país.

Es principalmente en el grupo de 36 a
55 años y en el de varones de 56 y más, don-
de se puede encontrar un mayor compromi-
so con el país. Se trata, en el primer caso, de
la generación de los años 60 y 70, que vivió
con intensidad el período de dictaduras y a
la que le tocó protagonizar la recuperación
de la democracia. Esto, sin duda, con su car-
ga de entrega, mística, y también de sacrifi-
cio personal para lograr una sociedad más
justa y democrática, puede explicar el ima-
ginario simbólico con el que muchos se sien-
ten comprometidos. Del mismo modo, a la
generación anterior, a los hombres de 56
años y más, les tocó vivir períodos históri-
cos muy intensos relacionados con la Gue-
rra del Chaco y la Revolución del 52, aunque
se muestran más fatalistas que la generación
de los 60 y 70.

La disposición a la deliberación como
capacidad política, definida básicamente
como la predisposición de escuchar al otro,
aceptar la legitimidad de sus razones y creer
en la capacidad constructiva del acuerdo
público, es una capacidad directamente re-
lacionada con el nivel educativo y caracteri-
za más a las zonas urbanas y al parecer tam-
bién más a los valles que a otras regiones del
país.

Si bien los jóvenes no tienen como prin-
cipal capacidad política la asociatividad y la
participación en espacios públicos, en cam-
bio sí se puede encontrar en este grupo una
mayor disposición a la deliberación que en
el resto de las edades.

Destaca en este análisis una marcada
asimetría entre compromiso con el país y

disposición a la deliberación. Donde existe
compromiso con el país en general no exis-
te disposición a la deliberación y viceversa.
Y en los casos en que ésta no es una relación
completamente inversa, es de todas maneras
inversa en su intensidad. En Bolivia, quie-
nes mayor compromiso con el país mues-
tran, tienen al mismo tiempo una menor
disposición a la deliberación y ésta es una
tendencia que cruza a distintos grupos
socioeconómicos, niveles educativos, regio-
nes, áreas, generaciones y también géneros.

Esto lleva a pensar que el compromiso
con el país puede estar referido a un compro-
miso de tipo más local que abarcador y, del
mismo modo, la disposición a la deliberación
puede estar más relacionada con una delibe-
ración en espacios horizontales y entre igua-
les que en espacios de conflicto entre distin-
tos.

En términos de género, existen diferen-
cias marcadas entre las capacidades políticas
de las mujeres y las de los hombres, aunque
estas diferencias están al parecer fuertemen-
te asociadas con la edad. Existen diferencias
entre hombres y mujeres en capacidades
políticas relacionadas al fatalismo. Las mu-
jeres entre 36 a 55 años son más fatalistas que
los hombres. En relación al compromiso con
el país, las mujeres jóvenes tienen un muy
bajo compromiso con el país en relación a la
media. Sin embargo, la diferencia que cruza
todos los grupos de edad está referida a la
disposición a la deliberación. Las mujeres
presentan una menor disposición a la deli-
beración que los hombres, en los grupos de
entre 18 y 35 y de entre 36 y 55 años. Esta
relación se invierte entre los hombres y mu-
jeres más adultos.

Estas diferencias pueden ser explicadas,
por una parte, por el hecho de que las mu-
jeres, al ser las más excluidas en términos
económicos y sociales, son también las más
fatalistas, especialmente en los tramos de
edad más productivos. Pero es también in-
teresante que una menor disposición a la
deliberación se dé en mujeres de grupos de
edad más jóvenes e intermedios, las que, al
estar seguramente más influenciadas por los
movimientos de mujeres, sean las menos
dispuestas a deliberar bajo condiciones de
inequidad y discriminación.

Otro análisis cruzado permite establecer
que el capital social es la capacidad política
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potencial más fuerte en Bolivia, en la medi-
da en que es común a más grupos, áreas y
regiones del país que el resto de las capaci-
dades consideradas, contrariamente a la con-
fianza institucional, que aparece como la
capacidad política más débil, al encontrarse
asociada al menor número de grupos socia-
les, áreas y regiones.

La evidencia empírica presentada permi-
te también inferir que en términos de capa-
cidades políticas el nivel socioeconómico de
las personas no es tan importante como su
nivel educativo; tampoco lo son las regiones,
puesto que las diferencias entre éstas se
relativizan frente a las asimetrías entre áreas
urbanas y rurales, que en todos los casos
parecen tener más peso como criterios de
diferenciación.

De la misma manera que es difícil for-
talecer las capacidades de acción política
colectiva —en función del desarrollo huma-
no— sin oportunidades económicas y socia-
les (especialmente para los más excluidos),
tampoco es posible pensar que las oportuni-
dades automáticamente derivarán en capa-
cidades políticas orientadas al bien común.
Al parecer, las oportunidades concentradas
en grupos reducidos de la sociedad contri-
buyen más a fragmentar a la sociedad que a
crear condiciones para el desarrollo.

Por otra parte, se ha visto también que
así como un rico capital social y un alto com-
promiso con el país pueden no ser más que
una potencial capacidad política, si no están
ligados a la reflexividad y la acción efectiva
y concreta para lograr objetivos de bien co-
mún, del mismo modo la disposición a la
deliberación puede no constituir más que
una capacidad potencial que no alcanza con-
cretarse en actos efectivos de comunicación
democrática, si las condiciones y los canales
para su concreción no logran establecerse.

A modo de conclusión: La deliberación
como salida

¿Cómo se perfila la dinámica de estas
fuerzas, si todo sigue el mismo rumbo? Es
posible pensar que el capital social hasta
ahora existente irá debilitándose con los re-
cambios generacionales y los procesos acele-
rados de urbanización. Dada la relación in-
versa encontrada entre el nivel de oportunidades
y el compromiso con el país, por lo menos
en lo que respecta a las élites, es posible tam-
bién pensar que a mayor distancia entre po-
bres y ricos las oportunidades se concentra-

rán cada vez más en menos personas y por
tanto habrá menos “contexto” para la reali-
zación de las aspiraciones de muchos, lo que
fortalecerá las fuerzas centrífugas y desin-
tegradoras.

Es posible también prever que a mayor
debilidad de los actores sociales, mayor será la
debilidad y la falta de credibilidad institucional
y también mayor el fatalismo con su carga de
conformismo. Finalmente, la disposición a la
deliberación ahora existente, al no encontrar
condiciones ni canales para su realización en
actos deliberativos democráticos concretos,
tenderá a mantenerse o a debilitarse, sin que
ello signifique ningún cambio efectivo en la
dinámica de integración social que el país ur-
gentemente necesita.

En un país complejo y heterogéneo con
capacidades tan equidistantes entre grupos
sociales, áreas y regiones, y que enfrenta un
momento de crisis e inflexión como el actual,
la deliberación aparece como recurso posi-
ble, efectivo y eficaz para una salida de de-
sarrollo humano. En este sentido, el análisis
efectuado en este capítulo aporta una prue-
ba empírica fehaciente en favor de la delibe-
ración pública como el mejor camino posi-
ble para articular una nueva cartografía de
capacidades y para fortalecer la acción colec-
tiva orientada al logro del desarrollo huma-
no, aunque las condiciones y la disposición
para deliberar entre distintos en el país se
presenten débiles y fragmentadas.

Sobre la base del sustento empírico que
proporciona la Encuesta de Capacidades
Políticas (ECP01), se puede plantear que
cualquier proyecto político que tenga como
horizonte el desarrollo humano enfrenta el
reto de articular estas diversas capacidades en
función de un objetivo que haga posible un
país capaz de brindar iguales oportunidades
para la realización de las libertades de todos.
En el centro de este proyecto político está la
democracia deliberativa.

Resulta fundamental pensar en una nue-
va sintaxis del desarrollo, una sintaxis que
articule las potencialidades de las personas y
las comunidades y que expanda las capaci-
dades de la gente, para que desde sus valores
y aspiraciones enfrenten mejor los cambios
y los riesgos de un mundo que cada vez fun-
ciona más globalmente. En este contexto, se
deben imaginar nuevos proyectos y opciones
de desarrollo para que la gente y los políti-
cos, en deliberación, opten por el camino
que les gustaría seguir.
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El enfoque de este Informe trata no sólo
de comprender de manera integrada la situa-
ción del país, si no también de detectar los
escenarios o tendencias que de allí emergen,
con el objetivo de incidir en la búsqueda de
políticas de desarrollo. Es en esta perspecti-
va que se presenta una serie de escenarios
prospectivos de mediano plazo que sinteti-
zan los hallazgos empíricos de la investiga-
ción.

Si bien estos escenarios son esquemas
artificiales de la realidad y no suponen apues-
tas visionarias sobre el futuro de Bolivia, sir-
ven para auscultar en el presente las orien-
taciones de la acción futura, y son un recurso
para que los diferentes actores del desarro-
llo puedan hacer un balance de las conse-
cuencias de sus acciones.

Además, este ejercicio puede constituir
un instrumento para el debate y la reflexión
sobre los contenidos y propuestas del desa-
rrollo, al menos por cuatro motivos: en pri-
mer lugar, porque el ejercicio implica iden-
tificar los puntos de bifurcación de una
situación, distinguir los acontecimientos y
los cambios que producen determinadas ac-
ciones de los actores. En segundo lugar, por-
que un momento de “inflexión” puede en-
tenderse también como un momento
privilegiado para tomar decisiones. Como
señala Godet (1997), “lo que pasará en el
futuro es menos el resultado de las tenden-
cias duras que se imponen fatalmente a los
hombres, como de las políticas impulsadas
por los hombres frente a estas tendencias”.
En tercer lugar, porque es en el análisis

prospectivo donde se puede plasmar con
mayor fuerza la tensión entre continuidad y
cambio que subyace a la encrucijada actual,
y que estuvo muy presente en la dinámica de
investigación del Informe. Finalmente, en
cuarto lugar, porque este ejercicio se justifi-
ca en la medida en que sirve para involucrar
a los lectores en un esfuerzo de reflexión y
crítica colectiva sobre los hallazgos empíri-
cos del Informe y los desafíos estratégicos del
presente.

El contexto en el que se dan los escena-
rios está dado por los procesos de globa-
lización a escala internacional y su impacto
en Bolivia. Tales procesos se caracterizan por
el cambio, el riesgo y la incertidumbre. En
los escenarios se ha hecho énfasis solamente
en algunos rasgos de la globalización en
Bolivia1.

Si bien los escenarios han sido construi-
dos sobre la base de tendencias empíricas,
sólo son “situaciones tipo” que no correspon-
den a la realidad futura del país. Sin embar-
go, sí son portadores de tendencias, en la
medida en que muestran las pautas de com-
portamiento de los diferentes actores y pro-
cesos. En ese sentido, estos escenarios son
posibles como también lo son sus distintas
combinaciones.

1. Aspectos metodológicos

En la construcción de escenarios se dis-
tingue las siguientes fases:

— Una fase que consiste en identificar los
temas o variables críticas para la evolu-

E s c e n a r i o s

1 Los temas de la globalización que afectan directamente a Bolivia serían los siguientes: La creciente transnacionalización de la
economía boliviana y su directa vinculación con estructuras financieras globales. El tipo de relacionamiento pasivo con casi
todas las nuevas tecnologías. La expansión de la sociedad vía red internet. La creciente vinculación de empresarios nacionales y
locales con la globalización. La internacionalización cultural de diversos tipos. Las migraciones transnacionales. El narcotráfico y
las redes globales de delincuencia. El mercado y la industria culutural. Los movimientos de globalización y su vinculación con
movimientos locales. Para un análisis preliminar de estos temas ver Calderón y Szmukler, 2001; Calderón y Araníbar 2001.
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ción futura de una situación, y los facto-
res que no varían en los diferentes esce-
narios prospectivos. En el caso de este
Informe, esta información fue obtenida
a partir de los capítulos donde se analiza
el perfil de desarrollo humano, la rela-
ción entre crecimiento económico y
pobreza, y la evaluación de las refor-
mas político-institucionales (capítulos
1, 2 y 3).

— Una segunda fase en la que se analizan las
diferentes combinaciones de las variables
críticas identificadas, considerando ade-
más las tendencias estructurales. De esta
combinación se obtiene un juego de es-
cenarios.

— Finalmente, una vez construidos los es-
cenarios se intenta evaluar el tipo de ca-
pacidades políticas asociadas a los mis-
mos.

Este trabajo fue realizado por el equipo
del Informe en varios talleres internos, y

posteriormente fue reajustado y testeado en
cuatro paneles con expertos de los partidos
políticos.

Las dos variables críticas que estuvieron
en la base de los escenarios son: i) El tipo de
desarrollo socioeconómico, y ii) el grado de
reforma y modernización de la vida política
(desarrollo político). Estas dos variables pue-
den tender hacia una mayor inclusión y par-
ticipación de los ciudadanos en la vida polí-
tica, social y económica, o hacia una mayor
exclusión de grandes grupos en esas dimen-
siones de la ciudadanía. A continuación, se
esquematiza los cuatro escenarios del Infor-
me.

Cada uno de los escenarios esta com-
puesto entonces de una combinación de dos
elementos:

— La descripción del tipo de desarrollo
socioeconómico que caracteriza el esce-
nario, que llamaremos “panorama socio-
económico”.

Recuadro 8.1

Metodología de los escenarios

* Roubelat 1996.
** Por ejemplo proyectos en Colombia, Guatemala y Sud Africa (Proyecto Mont Fleur). Estos son ejercicios que hacen más énfasis en el aspecto normativo de la prospectiva
(¿cómo debería ser el futuro?), más que en el análisis prospectivo (¿cómo el futuro podría ser, dadas ciertas condiciones empíricas del pasado y el presente?).

Fuente: Elaboración propia.

De manera general, la prospec-
tiva suele ser entendida como una
reflexión sobr e el futuro en el marco
de un análisis de los procesos de de-
cisión y de acción de las sociedades.
Para la pr ospectiva el futur o no es
pr edecible, es un objeto de construc-
ción, es múltiple, indeterminado y
abier to a una gran variedad de fu-
turos posibles. En esta perspectiva,
cualquier forma de predicción es una
impostura. Como decía el sociólogo
Daniel Bell , “la prospectiva es una
ciencia del presente, cuyo objetivo no
es predecir el futuro, si no explicitar
las estructuras de la cosiedad a fin de
definir problemas, poner en evidencia
limitaciones y opciones, de las cuales no

sabemos cuál será la elegida*”.
Para r ealizar estos trabajos se

han uti l izado di versas combinacio-
nes de métodos cuantitati vos y cua-
l itati vos, algunos han uti l izado
clusters de expertos, otros han hecho
énfasis en procesos partic ipativos y
otros han formalizado modelos que
especif icaban grados de cr edibilidad
en probabil idades matemáticas. En
los últimos años, se han generado
importantes procesos de generación
de escenarios para países con fuerte
énfasis participativo**. En estas ex-
periencias se intenta impulsar deba-
tes sobr e visiones de futur o de país
con actor es r elevantes, acompañados
de procesos de difusión y discusión de

los resultados del ejer cicio.
Se trata, en resumen, de utilizar

metodologías más o menos rígidas
para r ealizar una inventariación de
las posibilidades de futuro posibles y
un análisis de los factor es que esta-
rían determinando cada una de esas
posibilidades. El método de los esce-
narios responde a estas necesidades de
inves t i gac ión .

Los escenarios son descripciones
de una situación futura y de las tra-
yectorias de eventos que permiten
pasar de una situación de origen a
una situación futura. No es cual-
quier juego de hipótesis; éstas debe-
rían ser per tinentes, coherentes, cr eí-
bles, importantes y transpar entes.
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— La descripción del grado de desarrollo
político, entendiéndolo como el tipo de
reforma política y el grado de profun-
dización democrática. Operativamente
se describe el tipo de práctica política, el
tipo de reforma del Estado y el tipo de
relación Estado-sociedad que prevalecen
en el escenario.

Cada uno de los escenarios es vincula-
do a un conjunto de capacidades políticas
que le serían funcionales. Estas capacidades
se refieren a: i) el tipo de liderazgos políti-
cos y sociales, ii) la vinculación entre líderes
políticos y sociales, iii) las capacidades polí-
ticas de los pobres, y iv) las capacidades po-
líticas de la sociedad. Para este trabajo se
utilizaron las tendencias y orientaciones
identificadas en los capítulos 5, 6 y 7 del
Informe.

Finalmente, se discute con brevedad al-
gunos factores críticos para la estabilidad y
los riesgos asociados a cada escenario.

En todos los escenarios hay dos elemen-
tos que no varían y que consideramos como
estructurales:

— Se plantea la hipótesis de que Bolivia re-
cibirá en las próximas décadas importan-
tes inversiones en el sector de hidrocar-
buros (gas), y que esto afectará al país
sobre todo por el aumento de los ingre-
sos fiscales del Estado.

— Se plantea que, en todos los casos, como
resultado de la crisis actual y de las de-
mandas sociales, el papel del Estado en
el desarrollo será importante en el futu-
ro. No se sabe sin embargo bajo qué mo-
dalidades se producirá esta situación.

Finalmente, hay que recalcar que los
escenarios, para reflexionar sobre el futuro,
enfatizan en los factores político-institu-
cionales. Esta es una limitación pues impli-
ca que no se ha introducido elementos im-
portantes como por ejemplo el papel de
Bolivia en la globalización o los cambios en
el contexto económico regional. Estos son
los límites de este ejercicio.

2. Descripción de los escenarios

Escenario 0: Bolivia 2001

Bolivia goza desde 1985 de una sólida
estabilidad macroeconómica y ha recupera-
do niveles de crecimiento económico posi-
tivos desde finales de la década de los 80. Ha

impulsado además un conjunto de reformas
que han liberalizado gran parte de la econo-
mía. Sin embargo, este crecimiento ha teni-
do escasa capacidad de generar mayores
oportunidades de empleo y mejoras signifi-
cativas de los ingresos de los más pobres. Esto
se refleja en la persistencia de elevados nive-
les de pobreza monetaria: 47% de su pobla-
ción es pobre en las zonas urbanas, y 81,7%
en las zonas rurales.

Pese a la diversificación de la oferta
exportadora boliviana acontecida en la déca-
da de los 90, Bolivia continúa exportando
esencialmente productos de bajo valor agre-
gado y su balanza comercial ha sido defi-
citaria durante todo el período. Desde fina-
les de la década de los 90, importantes
actores económicos externos (grupos finan-
cieros, de servicios, y de explotación minera
y de hidrocarburos) han aumentado su peso
e influencia en la economía boliviana. La
construcción del gasoducto al Brasil en
1998, el descubrimiento de grandes reservas
de gas en el sur del país en 1999-2000, y la
crisis energética en potenciales mercados
para este recurso (2000-2001) están confi-
gurando escenarios en los que el gas tendría
cada vez un papel más importante en la fu-
tura marcha de la economía boliviana. El
impacto de esta expansión se reflejará segu-
ramente en el incremento de las exportacio-
nes bolivianas, y sobre todo en el aumento
significativo de los recursos fiscales produc-
to de esta actividad.

El Informe muestra también que en los
últimos 50 años se han realizado grandes
avances sociales y se ha reducido fuertemente
ciertas brechas sociales en relación a los pro-
medios de la región (por ejemplo, en lo que
se refiere al analfabetismo). Igualmente, en
los últimos 20 años se han realizado grandes
esfuerzos para mejorar los servicios de edu-
cación (reforma educativa), y para impulsar
una distribución territorialmente más equi-
tativa de los recursos públicos (Participación
Popular).

Sin embargo, a inicios de la primera
década del siglo XXI las tareas pendientes
continúan siendo grandes: Bolivia presenta
aún rezagos sociales importantes en relación
a los niveles de calidad de vida existentes en
la mayor parte de los países de Sudamérica.
Así, la tasa de mortalidad infantil es de 67
por mil nacidos vivos cuando en Chile este
indicador es de 11. Las sensibles diferencias
e inequidades sociales existentes entre regio-
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nes, grupos étnicos, entre hombres y muje-
res, son otro aspecto central del perfil de
desarrollo humano de Bolivia. Resolver es-
tos problemas exige en el futuro una mayor
convergencia y articulación de las políticas
económicas y sociales, pues la incoherencia
entre éstas resalta como la mayor deficien-
cia en las políticas públicas implementadas
desde 1985.

En el campo político, Bolivia ha experi-
mentado una relativa estabilidad política des-
de 1982: se han sucedido cinco gobiernos
democráticamente electos, y se han impulsa-
do importantes reformas político-institu-
cionales tendientes a modernizar el Estado y
mejorar el sistema de representación política.
Estas transformaciones han sido posibles por
la concretización desde 1985 de diferentes
pactos político-partidarios que han permitido
una gestión compartida del gobierno y que
han garantizado un sólido apoyo parlamenta-
rio a los diferentes gobiernos del periodo.

Si bien estos pactos han permitido un
período de casi 15 años de estabilidad, hay
crecientes evidencias de sus limitaciones para
acompañar el desarrollo democrático bolivia-
no, por lo menos en la modalidad y con las
prácticas que los caracterizaron hasta el mo-
mento. En particular, el Informe llama la aten-
ción sobre la persistencia de prácticas clien-
telares y patrimonialistas en la política y la
gestión del Estado, pese a las reformas moder-
nizadoras, el desempeño de las cuales sería
afectado gravemente por esta situación. Des-
pués de 15 años de reformas, el Estado boli-
viano tendría entonces características contras-
tadas: avances desiguales en su modernización
y racionalización, y persistencia de prácticas
propias de un Estado patrimonial-corporati-
vo. Situación que es además profunda y cre-
cientemente cuestionada por la ciudadanía, y
que está en el origen de una suerte de “fatiga
reformista” de la opinión pública, que impo-
ne barreras difíciles de superar para conseguir
acuerdos de cambio que incluyan a un mayor
número de actores sociales.

Se ha evidenciado, además, que existen
importantes capacidades de acción política en
la sociedad boliviana (capital social, confian-
za institucional, disposición para deliberar y
compromiso con el destino del país), pero
cuyas consecuencias positivas se ven restringi-
das por una distribución asimétrica de dichas
capacidades, es decir, por un desencuentro
entre las capacidades y las orientaciones para
la acción colectiva de los diferentes componen-

tes de la sociedad boliviana. Son entonces las
condiciones cada vez más difíciles para la co-
operación y el acuerdo entre líderes políticos,
entre éstos y los líderes sociales, entre diferen-
tes grupos sociales, entre la sociedad y sus lí-
deres, etc.

El conjunto de factores reseñado anterior-
mente contribuyó a una coyuntura 2000-
2001 caracterizada por una profunda crisis
económica, y un creciente cuestionamiento a
los resultados de la democracia boliviana. El
Informe ha detectado síntomas de fragmenta-
ción y altos niveles de desconfianza política y
social. Todo lo cual se refleja en la creciente
conflictividad social que tiene en los eventos
de abril y septiembre del 2000 sus mejores
ejemplos, en la aparición de formas nuevas de
violencia social, y en la ruptura de ciertos con-
sensos políticos básicos que sostuvieron las re-
formas en la década de los 80-90.

Escenario1: Inercia y Renovación del Estado
Patrimonial-Corporativo

Panorama socioeconómico: A media-
dos de la segunda década del siglo XXI, Bo-
livia está consolidando una economía basa-
da esencialmente en el dinamismo del sector
exportador de hidrocarburos y de materias
primas (agroindustriales y mineras). Este
dinamismo afecta positivamente al desarro-
llo del sector financiero y de provisión de
ciertos servicios. Sectores como la pequeña
agropecuaria, la industria pequeña y media-
na, y una gran parte del sector informal sub-
sisten precariamente pero no muestran sig-
nos de expansión o de crecimiento dinámico.
El crecimiento económico boliviano se ex-
plica en gran parte por el dinamismo del sec-
tor exportador moderno, en el que la indus-
tria gasífera tiene un papel central. Se tiende
a mantener la estabilidad macroeconómica
aunque existen fuertes presiones para su
flexibilización.

La renta del gas es utilizada para reem-
plazar parte de los recursos de la cooperación
externa que habían estado financiando el
esfuerzo social de Bolivia hasta mediados del
período 2000-2010; otra parte es destinada
a financiar nuevos programas de mitigación
y alivio de la pobreza focalizados en los gru-
pos más vulnerables y las zonas más pobres
del país. Finalmente, se ha establecido cier-
tos esquemas de apoyo estatal a algunos sec-
tores productivos que tienen una elevada
fuerza de negociación y presión corporativa.



237

Los indicadores sociales continúan me-
jorando aunque a un ritmo menos sosteni-
do que en el período 1980-2000, debido
esencialmente al mantenimiento de los ni-
veles de inversión social focalizada en la edu-
cación primaria y los servicios básicos de
salud, y a la mayor urbanización del país. La
pobreza disminuye lentamente pese a perío-
dos con elevados niveles de crecimiento eco-
nómico; los niveles de desigualdad se incre-
mentan como efecto del aumento de los
ingresos de los grupos con mayor educación,
la profundización de los problemas de sub-
desarrollo en las zonas rurales y el escaso
dinamismo de los sectores intensivos en
mano de obra.

En la política: El sistema de partidos no
resuelve sus problemas de legitimidad y se
fortalecen y renuevan prácticas clientelares
al interior de los mismos. Pese a soportar un
período de alta conflictividad, la mayor hol-
gura financiera del Estado boliviano y la re-
lativa recuperación económica han per-
mitido que se fortalezca políticamente un
esquema de pactos y acuerdos políticos res-
tringidos basados en la gestión de los nue-
vos recursos fiscales.

Se mantiene e incluso tiende a pro-
fundizarse una dualidad en el ejercicio ciu-
dadano: una buena parte de la población más
pobre continúa teniendo barreras para ejer-
cer algunos de sus derechos ciudadanos bá-
sicos (políticos y sociales), como el derecho
al voto, o el derecho a acceder a servicios
sociales, etc.

En el Estado: La existencia de mayores
recursos fiscales, la renovación de las prácti-
cas clientelares en buena parte de los parti-
dos y grupos políticos, y la demanda de una
mayor intervención estatal, resultantes de la
crisis económica de 1999-2002, han confi-
gurado un Estado con mayor peso en la vida
económica y política del país, pero cuyos
conductores muestran marcados rasgos y
conductas patrimoniales, por ejemplo en el
manejo de ciertos programas asistenciales
o de apoyo a sectores productivos, y una
enorme dificultad para reformarse en el sen-
tido de una mayor transparencia y eficiencia.

Se postergan los intentos de reforma
política y de profundización de la moderni-
zación del Estado. Se consolida una fuerte
asimetría en el sistema institucional formal:
ciertas instituciones (por ejemplo el Banco
Central o o el sistema de regulación) se con-

solidan y ganan legitimidad, mientras otras
no inician siquiera su reforma. En particu-
lar, las instituciones del sector social, de se-
guridad ciudadana y de justicia muestran un
rezago considerable en su modernización.

La lógica estatal de manejo del conflic-
to consiste en ejercer con mayor eficacia los
mecanismos de mantenimiento del orden
público, y en utilizar los recursos y el gasto
público para atenuar puntualmente los con-
flictos.

En la sociedad: Grupos sociales con ma-
yor educación o con capacidad de negociar
eficientemente su acceso a los recursos pú-
blicos se benefician de esta coyuntura. En ese
sentido, al igual que en el Estado, se renue-
va la relación clientelar de muchos grupos
sociales con los poderes públicos. Los con-
flictos continúan siendo numerosos (muchos
de ellos motivados por demandas de parti-
cipación en la repartición de recursos públi-
cos), puntuales, sectorializados, menos in-
tensos, y con grandes posibilidades de ser
controlados. Se posterga la resolución de la
mayoría de los problemas estructurales ex-
presados en las demandas sociales.

¿Cuáles son los tipos de capacidades
políticas que prevalecen en este escenario?

—Hay una fuerte presencia de líderes
partidarios carismáticos asociados a veces con
grupos de técnicos y profesionales que depen-
den de este liderazgo. Hay una irregular reno-
vación del liderazgo partidario que conserva
cierta capacidad de influencia a nivel nacional.
Los liderazgos sociales son también fuertemen-
te carismáticos, en proceso de renovación pero
con escasas posibilidades de agregar demandas
que vayan más allá de los intereses particula-
res que defienden.

—Se logra una recomposición limitada
de la relación entre líderes políticos y socia-
les, en función de pactos y acuerdos basados
casi exclusivamente en la repartición de los
nuevos recursos fiscales con los que cuenta
el Estado. Hay ciertos grupos y líderes socia-
les y políticos que no participan de estos
acuerdos.

—Coexiste una fuerte demanda de so-
luciones solicitadas al Estado por los grupos
de población más vulnerables y con mayo-
res carencias, y actitudes individualistas (por
ejemplo, para aprovechar los beneficios de
algunos programas sociales), de retorno a la
comunidad y de fatalismo ante la inexisten-
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cia de oportunidades económicas y sociales
suficientes para la mayoría. El acceso de los
más pobres a las oportunidades económicas
y sociales cada vez está más asociado a rela-
ciones de tipo clientelar, lo que reduce y
debilita las capacidades de acción política de
estos grupos. En resumen, la informalidad
económica y política caracteriza la situación
de los ciudadanos más pobres del país.

—Las capacidades políticas continúan
fragmentándose, en particular aquellas que
implican lógicas de participación y de invo-
lucramiento cívico en la vida pública. La
acción colectiva enfrenta múltiples bloqueos.
Se fortalecen las capacidades políticas fun-
cionales al Estado patrimonial-corporativo:
por ejemplo una confianza limitada en las
instituciones que distribuyen recursos y po-
der, o un capital social utilizado como ins-
trumento para maximizar la capacidad de
apropiación de rentas estatales por parte del
grupo.

Condiciones de estabilidad de este es-
cenario: Este escenario es muy sensible a la
posibilidad que tenga el Estado de repartir
recursos públicos; el esquema puede entrar
en riesgo en una situación de crisis económi-
ca, de disminución de los ingresos estatales
disponibles. Por tanto, es un escenario que
sólo es viable en la medida en que la renta
del gas sea importante y pueda ser adminis-
trada discrecionalmente.

Por otra parte, la viabilidad del escena-
rio está muy vinculada a la existencia de un
mínimo de lógica cooperativa entre ciertos
liderazgos o grupos políticos sobre un esque-
ma político de redistribución de las rentas
estatales. En la ausencia de estos consensos
básicos, este escenario puede orientarse fá-
cilmente hacia la fragmentación y el conflic-
to.

Escenario 2: Fragmentacion y Conflicto, ¿Ca-
mino al caos?

Panorama socioeconómico: Se consoli-
da una economía basada exclusivamente en
la explotación de hidrocarburos y de algunos
escasos recursos no renovables. A diferencia
del anterior escenario, estas transformacio-
nes se realizan en un contexto de alta ines-
tabilidad política y social que contribuyen a
minar las posibilidades de que el dinamismo
del sector moderno puedan afectar incluso
mínimamente al resto de la economía. Los
niveles de informalización de la economía se

aceleran, los sectores más vulnerables se de-
terioran rápidamente, y hasta el sector ex-
portador moderno debe buscar opciones
informales para garantizar la seguridad de sus
operaciones. En un caso extremo, se tiende
a lógicas de explotación bajo la forma de
enclaves protegidos, o incluso a una invia-
bilización de estas actividades.

Las presiones sociales y corporativas
tienden a debilitar o dañar gravemente la
estabilidad macroeconómica del país.

En medio de la inestabilidad, los servi-
cios sociales públicos tienen a deteriorarse y/
o dejan de funcionar en algunos casos. La
pobreza y la desigualdad de ingresos se
incrementan, y los indicadores sociales se
deterioran o cesan su progresión.

En la política: Los partidos y agrupacio-
nes políticos se fragmentan, se impone la de-
fensa o la representación de intereses parti-
culares (regionales, de grupo o de sector), y
su capacidad para agregar demandas y repre-
sentar a la nación se reduce significati-
vamente. La participación política y el ejer-
cicio ciudadano sufren un retroceso, formas
extremas de populismo, autoritarismo o re-
gionalismo político se desarrollan activamen-
te. La inestabilidad política tiende a ser ex-
trema.

En este contexto, cualquier tipo de
acuerdo o pacto político o partidario se hace
imposible, la acción política se fragmenta.
Los diferentes grupos políticos, sociales y/o
regionales compiten agresivamente por el
control de los recursos públicos y de partes
del Estado. Al término, la misma insti-
tucionalidad democrática tiende a debilitar-
se y es cada vez más frecuentemente cues-
tionada.

En el Estado: Se llega a una situación
extrema de fragmentación institucional y
pérdida de capacidad política en el Estado.
Las reglas y normas institucionales son cada
vez menos legítimas y menos reconocidas
como válidas por la sociedad. Cada grupo
tiende a definir normas y reglas por su cuenta
y de acuerdo a sus intereses: las acciones de
justicia “por propia mano”, la inseguridad
jurídica o la definición de normas por gru-
pos particulares tienden a generalizarse.

La cohesión del Estado nacional se pone
en entredicho y es limitada por múltiples
actores políticos y grupos sociales. No hay
instrumentos para una gestión estatal del
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conflicto, las posibilidades del gobierno para
actuar dependen de coaliciones o alianzas
circunstanciales, mientras desde diferentes
espacios se cuestiona el poder del gobierno
central y se obtiene delegaciones de poder.
En ciertos ámbitos territoriales y en el mis-
mo seno del gobierno se multiplican estruc-
turas de poder autónomas.

En la sociedad: La desestructuración so-
cial se acelera y los conflictos se fragmentan.
Los niveles de la desconfianza que siente la
sociedad respecto de sus líderes y un grupo
respecto de otro, son fuertes. Se acentúan las
tendencias particularistas o de cerrazón
comunitarista en varios grupos sociales.
Cada grupo busca esencialmente lograr sus
objetivos particulares y la idea de bien pú-
blico se debilita. El malestar es generalizado.

¿Cuáles son los tipos de capacidades
políticas que prevalecen en este escenario?

— Aparecen liderazgos carismáticos con es-
casa capacidad de agregación de deman-
das e intereses, muy poco propensos a la
negociación y con escasas capacidades de
gestión del Estado. Los líderes sociales
representan sobre todo intereses corpo-
rativos o particulares. Hay un predomi-
nio de comportamientos facciosos tanto
en la dirigencia política como en la so-
cial. No hay una diferenciación clara en
los papeles que asume la dirigencia: se
defiende indistintamente intereses polí-
ticos, corporativos o económicos.

— Se llega a una ruptura y desconfianza ex-
trema en la dirigencia nacional. Ya nadie
confía en nadie y no cede en nada. Inclu-
so consensos mínimos como el sosteni-
miento del sistema democrático o la co-
hesión nacional son cuestionados.

— En los pobres se exacerban los rasgos
individualistas (“sálvese quien pueda”),
fatalistas (“no hay ninguna salida”), o
ultraco-munitaristas. Hay una creciente
ruptura de los lazos sociales en las gran-
des ciudades a causa de una mayor inse-
guridad en la vida cotidiana, y en otras
regiones se fortalecen tendencias comu-
nitarias cerradas y escasamente democrá-
ticas. Las posibilidades de una acción
colectiva son muy reducidas, se tiende a
un conflicto incluso entre los mismos
pobres.

— La acción colectiva se diluye y no en-
cuentra cauce, las capacidades políticas
se fragmentan enormemente: La con-

fianza en las instituciones se derrumba,
el compromiso con el país se reduce fuer-
temente, el capital social se orienta a for-
talecer tendencias ultracomunitaristas
cerradas que defienden sólo sus propios
intereses, existen muy pocas posibilida-
des de deliberación y de logro de acuer-
do.

Condiciones de estabilidad de este es-
cenario: Este escenario es inestable por na-
turaleza. Se tiende a una situación de caos y
hacia una dislocación social y política. Pue-
den obviamente existir escenarios interme-
dios, desde aquel en el que los desequilibrios
sociales y políticos perpetúan por largo tiem-
po una situación de debilidad del gobierno
central, de violencia política y social, pero sin
que se produzca una ruptura con el Estado e
incluso haya ciertos “islotes de estabilidad”
en el país, hasta una situación en la que toda
la estructura del Estado colapsa.

Escenario 3: Estabilidad, Instituciones y Re-
forma Parcial

Panorama socioeconómico: Una pru-
dente gestión económica y la expansión de
un sector moderno de exportación (en el que
la industria de hidrocarburos es central) im-
pulsan un nuevo periodo de crecimiento
económico. Se limita el “dualismo” de la es-
tructura económica favoreciendo la apari-
ción de algunas actividades económicas in-
tensivas en mano de obra: nuevos sectores
exportadores (textiles y forestales), la cons-
trucción de infraestructuras públicas y algu-
nos tipos de servicios. El sector privado boli-
viano logra aprovechar el acceso a nuevos
mercados logrado por una acción eficiente del
Estado y por políticas de promoción adecua-
das. Sin embargo, el peso de la exportación de
gas y recursos no renovables continúa siendo
crucial para la economía boliviana.

Se refuerzan las políticas y programas
sociales existentes, y se avanza en ciertas ac-
ciones graduales de distribución de activos.
Se enfatizan acciones y reformas tendientes
a mejorar los niveles de eficiencia y eficacia
en la gestión de la política social.

Varios indicadores sociales continúan
mejorando, y se logra resolver algunos reza-
gos y brechas sociales. La pobreza moneta-
ria disminuye a un menor ritmo que otros
indicadores sociales: a mediados de la déca-
da 2010-2020, los niveles de pobreza llegan
a ser sensiblemente menores a los existentes
en 2000. Sin embargo, los niveles de des-
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igualdad de ingresos no se reducen en la
misma proporción, o se mantienen estables.

En la política: El sistema de partidos se
subordina a las decisiones de un liderazgo re-
formador fuerte y del grupo tecnocrático que
lo sostiene. Sin embargo, las reformas que
impulsa este grupo logran reducir las prác-
ticas patrimonialistas prevalecientes en el
sistema político. Las estructuras políticas son
más pequeñas que en el pasado y están orien-
tadas sobre todo a influir en la opinión pú-
blica a través de un buen manejo mediático.

Hay una mayor capacidad del gobierno
y de las elites políticas para dar respuesta a
las demandas sociales. Hay un notorio des-
balance entre las mejoras introducidas en el
sistema institucional formal y los avances en
los mecanismos que facilitan la participación
ciudadana. Apenas se promueve la participa-
ción de algunos sectores sociales en los go-
biernos locales o en la gestión de servicios
sociales. Se avanza de manera limitada en
una reforma de la política, esencialmente a
nivel local, y en la institucionalización y
mayor transparencia en la gestión en ciertas
entidades del Estado.

En resumen, son mayores los logros en
la ampliación de la ciudadanía económica y
social de los más pobres en relación al me-
joramiento de las posibilidades de participa-
ción e involucramiento político de estos gru-
pos en las decisiones que les afectan.

En el Estado: La reforma del Estado
continúa fundamentalmente en el sentido de
mejorar su eficacia y transparencia, pero
menos en su apertura a una mayor partici-
pación ciudadana. Se aumenta la calidad de
la gestión gubernamental, y la eficiencia del
sistema institucional formal. Las áreas del
Estado donde las prácticas patrimoniales
persisten son menores aunque siguen exis-
tiendo.

En la sociedad: La estabilidad, la relati-
va buena gestión gubernamental, y el creci-
miento económico favorecen a algunos gru-
pos sociales. Sin embargo, los beneficios no
llegan a todos, muchas regiones y grupos no
resuelven sus problemas, particularmente
aquellos que tienen menor visibilidad y voz
en la política. En general, se acentúan las
desigualdades entre por ejemplo las zonas
urbanas o agrícolas modernas favorecidas por
el cambio, y otras zonas rurales o urbano
marginales que continúan su lento declive
productivo y su desagregación social.

Los conflictos persisten con diversos
grados de intensidad pese a que se consoli-
dan espacios de participación social a escala
local. Se combina un “buen gobierno”, ma-
yor ejercicio de autoridad, y prácticas patri-
monialistas para controlar estos conflictos.
En algunos casos, se resuelven demandas
sociales de fondo, en otros se actúa para ali-
viarlas coyunturalmente sin resolverlas.

¿Cuáles son los tipos de capacidades
políticas que prevalecen en este escenario?

—Existen líderes modernizadores muy
influyentes que basan su legitimidad en una
gestión eficiente del Estado, que se susten-
tan en grupos tecnocráticos sólidos, en es-
tructuras partidarias pequeñas y un buen
manejo mediático. No hay grandes lideraz-
gos sociales que aglutinen demandas, existen
líderes sociales importantes a nivel local y
sectorial. Estos nuevos tipos de liderazgo
político y social conviven en sus esferas co-
rrespondientes con los tradicionales lideraz-
gos corporativos y patrimonialistas.

—En este contexto, las élites políticas lo-
gran articularse y ponerse de acuerdo sobre
ciertos consensos mínimos. Algunos líderes
sociales son asociados a estos acuerdos.

—Ciertos grupos de pobres pueden me-
jorar su situación gracias a su empuje perso-
nal para aprovechar el mayor dinamismo
económico, se fortalecen las orientaciones
individualistas asociadas a procesos de mo-
vilidad social. Otros grupos de pobres con-
tinúan siendo sujeto de políticas compensa-
torias y de asistencia social, a veces eficientes
coyunturalmente pero insuficientes para re-
solver sus problemas de fondo. En algunas
regiones del país se continúan profundizan-
do los problemas de exclusión social, insegu-
ridad y deterioro de los vínculos sociales de
buena parte de la población. Hay grandes
diferencias en el acceso a las oportunidades
entre los grupos de pobres.

—Las capacidades políticas más impor-
tantes y funcionales a este escenario son: el
aumento del compromiso con el país por
parte de las élites, que es un aspecto crítico
para la viabilidad de este escenario, y el lo-
gro de mayores niveles de confianza insti-
tucional basados en los resultados de una
acción gubernamental eficiente y en un
mayor crecimiento económico.

Condiciones de estabilidad de este es-
cenario: Este escenario tiene tres fuentes de
inestabilidad: i) En la ausencia de una refor-
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ma política que amplíe los espacios de acuer-
do social, el modelo es extremadamente de-
pendiente de la existencia de un liderazgo
modernizador fuerte con capacidad de con-
certación. ii) La posibilidad de que las élites
políticas y económicas acuerden una refor-
ma del Estado. iii) La estabilidad social es
una función de la capacidad de la economía
para incluir a un mayor número de personas
en su dinámica y para sostener políticas
asistencialistas más intensas para los grupos
excluidos. iv) La posibilidad del grupo mo-
dernizador para conseguir apoyo político
suficiente para una reforma del Estado que
tienda a limitar las prácticas patrimonialistas en
la gestión pública.

Escenario 4: Reforma Ampliada, Equidad y De-
mocracia

Panorama socioeconómico: Bolivia lo-
gra tasas de crecimiento económico elevadas
impulsada por un sector exportador moder-
no, pero también en cierta medida por el
renovado dinamismo de ciertas actividades
agrícolas, y de la pequeña y mediana empre-
sa. Se trata de un crecimiento más rico en
empleos y mejoramiento de ingresos de los
más pobres.

Además de una prudente gestión econó-
mica, se impulsan agresivos procesos de
redistribución de activos productivos (tierra,
crédito, educación, etc), y se aplica una es-
trategia integral de desarrollo y crecimiento
económico. La acción estatal se articula y
complementa con la iniciativa privada y el
desarrollo de mercados más eficientes y ac-
cesibles. Se avanza en programas que vincu-
lan la política social con la económica. Los
recursos fiscales que produce la exportación
de gas sirven para apoyar estos esfuerzos, y
son objeto de un acuerdo político-social que
establece las reglas y lineamientos para su
buena utilización.

Bolivia logra acelerar la disminución de
la pobreza y disminuir fuertemente los nive-
les de inequidad y las brechas sociales inter-
nas. Se mejora gradualmente los niveles de
desigualdad de ingresos.

En la política: Los partidos y grupos po-
líticos recuperan niveles de legitimidad y
confianza. Hay una apertura y moderniza-
ción parcial de los partidos, mejora su capa-
cidad de representación. Se impulsa además
una agresiva reforma política que promueve
una mayor participación de los ciudadanos,

estableciéndose nuevos espacios e instru-
mentos para ella.

Se logran ciertos acuerdos mínimos en-
tre la dirigencia política y social sobre un
conjunto de políticas y metas nacionales.

La reforma implica ampliaciones sensi-
bles de los mecanismos de ejercicio de la ciu-
dadanía política, sobre todo de los grupos
más vulnerables. Se experimenta por ejem-
plo con pactos político-sociales y espacios de
control social sobre diversos temas y en di-
ferentes escalas (regionales, sectoriales, etc).

En síntesis, se actúa simultáneamente
sobre los problemas de consolidación del
sistema institucional (normas y reglas) y en
el mejoramiento de los sistemas de represen-
tación política y de promoción de la parti-
cipación ciudadana. Se intenta actuar sobre
aspectos críticos de la cultura política pa-
trimonialista existente en el país; las refor-
mas políticas e institucionales introducen en
su diseño esta preocupación.

Por supuesto, no se elimina el conflicto
en la sociedad pero son reforzadas las capa-
cidades de gestión del mismo por parte del
gobierno y de la sociedad.

En el Estado: El Estado se moderniza,
mejora su calidad de gestión, pero sobre todo
aumenta sus capacidades para vincularse con
la sociedad y otros actores. Se mejora signifi-
cativamente la eficiencia y funcionamiento
del sistema institucional, en particular en lo
que se refiere a la justicia y los servicios (de
salud, educación y seguridad) que brinda el
Estado a los ciudadanos.

El Estado asume un papel más prota-
gónico en algunos aspectos del desarrollo,
pero la acción estatal busca una articulación
y complementariedad con el mercado y la
acción de la propia sociedad, y no una sus-
titución de éstos. La reforma del Estado se
orienta fundamentalmente a cambiar el tipo
de relación entre la administración pública
y el público, enfatizando la idea del servicio
público y del respeto a la dignidad de todos
los ciudadanos.

En la sociedad: Si bien los resultados de
esta reforma en la calidad de vida de la gente
no son inmediatos y por tanto los conflictos
persisten, se avanza en una acción cooperati-
va entre sociedad y Estado, en diferentes cam-
pos. Se busca además que sea la misma socie-
dad la que tome iniciativas a partir de sus
propias capacidades políticas, y que los dife-
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rentes grupos sociales puedan llegar a acuer-
dos sobre algunos objetivos de desarrollo.

¿Cuáles son los tipos de capacidades
políticas que prevalecen en este escenario?

—El liderazgo político se subordina a la
lógica institucional de los partidos y agrupa-
ciones políticas que representan. Se limitan
los rasgos caudillistas de los líderes políticos,
la legislación electoral considera incentivos
y normas que buscan generar mayores opor-
tunidades para la renovación dirigencial en
los partidos. Los líderes y la dirigencia social
se fortalece, aumenta su capacidad para agre-
gar demandas y para representar intereses
sociales. La legitimidad de estos líderes se
basa, entre otras cosas, en su capacidad para
asumir papeles diferenciados: algunos son
representantes de intereses sociales o de gru-
pos económicos, y otros actúan esencialmen-
te en la esfera estatal. Además esta legitimi-
dad es el resultado de su capacidad para
promover procesos de deliberación en sus
organizaciones, es decir, de generar debates
sobre las opciones de acción colectiva más
adecuadas para resolver sus problemas o de-
mandas.

—En este contexto, se facilita la articu-
lación y la promoción de una lógica coope-
rativa entre líderes políticos y sociales, pu-
diendo lograrse ciertos acuerdos y consensos
mínimos. Por supuesto, esto no excluye el
conflicto, pero éste es gestionado en función
de objetivos comunes, y de procesos de de-
liberación. Para esto es necesaria una amplia
reforma de la política, de manera que se ge-
neren condiciones institucionales y políticas
que faciliten la cooperación y permitan cons-
truir niveles mínimos de confianza mutua.

—Los pobres empiezan a fortalecer sus
capacidades de acción, participación y deli-
beración. Por tanto, pueden transformar más
fácilmente sus necesidades en demandas que
puedan ser escuchadas y atendidas en el sis-
tema institucional. Para esto se debe gene-
rar prioritariamente marcos institucionales
adecuados para su involucramiento en las
decisiones públicas, particularmente en las
que conciernen directamente. En otras pa-
labras, se intenta articular el capital social de
los pobres con redes institucionales más
amplias. Tales acciones deben estar acompa-
ñadas o ligadas a políticas agresivas de dis-
tribución de activos productivos como el
crédito o la educación.

—En síntesis, en este escenario se debe-
ría promover una mejor articulación de las

capacidades políticas de la sociedad, princi-
palmente el capital social entendido como la
capacidad de cooperación con otros grupos,
el compromiso con el país y la deliberación
como instrumento para la resolución de pro-
blemas.

Conclusiones y reflexiones finales
El escenario 4 es seguramente el que más

se acerca a los objetivos de la propuestas del
desarrollo humano en Bolivia. ¿Qué se pue-
de entonces agregar sobre las posibilidades
y condiciones de este escenario? A continua-
ción se propone, a manera de conclusión, al-
gunos temas que son relevantes para esta
reflexión y que estuvieron presentes a lo lar-
go de la investigación.

Como se dijo, una tesis del Informe es
que la política necesita renovarse para cons-
tituirse en un eje del desarrollo, y que para
esto se precisan nuevas cartas de navegación
y mapas de conocimiento que orienten la
acción política. Para esto se debería tomar en
cuenta los siguientes puntos:

1. Desde el punto de vista de la democracia,
una política deliberativa debe profundizar
y articular mejor la construcción ins-
titucional, los procesos de representación
y la participación ciudadana.

2. No hay actores hegemónicos en la cons-
trucción de una democracia deliberativa
con desarrollo humano, sino un sistema
de actores que deliberando llegan a a-
cuerdos y producen resultados de desa-
rrollo, los cuales además les permiten
navegar mejor en la globalización. Esto
supone el fortalecimiento de liderazgos
que promuevan la deliberación y los pac-
tos en los distintos aspectos de la vida
económica y social del país, en distintos
sectores y en distintos espacios territoria-
les.

3. Lo anterior supone un fortalecimiento de
lo público como espacio deliberativo y
orientador, tanto de la dinámica econó-
mica como de una nueva dinámica esta-
tal. El Estado empieza a tener un papel
estratégico en la globalización y se nece-
sita construir un Estado en función de lo
público que pueda articular lo económi-
co con lo social y lo interno con lo ex-
terno.

4. En este contexto, resulta fundamental un
Estado que promueva tanto una coordi-
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nación con las transnacionales y los sec-
tores empresariales más dinámicos, como
una modernización incluyente de secto-
res socialmente estratégicos del mundo
rural y urbano.

5. La política necesita construir una nueva
gramática de conflicto y cooperación en-
tre líderes políticos y líderes sociales, en
función del desarrollo humano. Esto im-
plica, por ejemplo, que los retos y oportu-
nidades que representa el gas para Bolivia
deberían ser objeto de amplios consensos
sociales, para lo cual se precisa introducir
la visión política en esta discusión.

6. Respecto a las capacidades políticas de la
sociedad boliviana, resulta fundamental
una nueva sintaxis que articule las fortale-
zas de algunos grupos con las fortalezas y
debilidades de otros, a fin de potenciar las
capacidades políticas de todos como el
principal recurso de la sociedad para el
desarrollo humano.

En síntesis, ¿cuál será la fisonomía de
Bolivia en las primeras décadas del siglo
XXI? ¿Estará más cerca del “infierno” que
describe el escenario 2 o del “paraíso” que se
anima a esquematizar el escenario 4? Segu-

ramente ninguno de los cuatro escenarios
propuestos podrán siquiera acercarse a la rea-
lidad de la Bolivia del 2015. Como se dijo
anteriormente la prospectiva es más un es-
pejo de nuestros temores y esperanzas sobre
el presente que una predicción arriesgada del
futuro. En tal sentido, lo más probable es que
el país transitará en las siguientes décadas por
múltiples y complejos “purgatorios” en los
que los escenarios del Informe coexistirán y
se combinarán simultáneamente.

Se trata, en resumen, de que las tensio-
nes, amenazas y posibilidades de los escena-
rios sean elementos para una reflexión sobre
el momento en que vive el país, pero espe-
cialmente de que sirvan para una evaluación
sobre el sentido de las decisiones y acciones
que los ciudadanos bolivianos están llama-
dos a asumir en los próximos años. Como
decía Milan Kundera: “Todas las previsiones
se equivocan, es una de las escasas certezas
de que disponemos los seres humanos. Pero
si se equivocan en lo que al porvenir se re-
fiere, dicen la verdad acerca de quienes las
enuncian, son la mejor clave para compren-
der cómo viven su tiempo presente” (La ig-
norancia).
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A n e x o  I :  M e t o d o l ó g i c o

 Visión general del informe
Los informes de desarrollo humano

tanto mundiales como nacionales tienen el
objetivo de  provocar un debate público
acerca de las múltiples dimensiones de la
pobreza  humana, la desigualdad, los dere-
chos humanos, la libertad política y las
consecuencias de la mundialización. Los in-
formes de desarrollo humano cumplen la
función de servir como instrumentos de
control social sobre indicadores clave de
pobreza, inequi-dad de género, educación
y dignidad social, al ser utilizados por gru-
pos de la sociedad civil, los medios de co-
municación, investigadores académicos y
dirigentes políticos y han inspirado muchas
iniciativas normativas y de políticas públi-
cas en muchos países.

Los informes sobre desarrollo humano
nacionales son preparados por equipos na-
cionales y tienen la finalidad de contribuir
al debate nacional sobre el desarrollo huma-
no a través del desarrollo de indicadores y
recomendaciones, así como a través de pro-
cesos amplios de consulta, recopilación de
datos  y producción de informes sobre te-
mas de primera relevancia para los países.

El PNUD - Bolivia viene realizando
desde 1998 informes bianuales sobre el es-
tado y las perspectivas del desarrollo huma-
no de Bolivia, con el propósito de brindar
a la sociedad boliviana elementos de análi-
sis y propuestas que contribuyan a una
amplia discusión pública acerca de los re-
tos que enfrenta el país para generar mejo-
res condiciones de vida para sus ciudadanos.

El desarrollo humano gira en torno a
las capacidades de la sociedad y de las per-
sonas, propone una aproximación integral
a los problemas de desarrollo, enfatiza la ne-
cesidad de articular sinérgicamente acciones
y políticas de integración social, reducción

de la pobreza, fortalecimiento de la
competitivi-dad económica, construcción
de instituciones democráticas sólidas y le-
gitimas y capacidades políticas democráti-
cas.

En el Informe de 1998 se identificaron
los avances y limitaciones de Bolivia en las
tres dimensiones claves mencionadas ante-
riormente. Este Informe llamaba la aten-
ción sobre las dificultades nacionales para
sostener una dinámica económica que se
traduzca en mayor integración social, y so-
bre las limitaciones políticas e
institucionales para lograr consensos socia-
les amplios y consolidar mecanismos de
gestión pública más eficientes.

En el Informe del 2000 se exploraron
los valores y aspiraciones de la sociedad bo-
liviana, se demostró la disposición de los
bolivianos para deliberar y lograr consensos,
y se identificó una demanda ciudadana por
mayor participación en la toma de decisio-
nes públicas. Sin embargo, este Informe
también evidenció la existencia de una ele-
vada desconfianza en las instituciones, de
barreras que dificultan la participación ciu-
dadana, y  la persistencia de una cultura y
práctica política clientelar que ponen en
riesgo las posibilidades de desarrollo del
país.

Las principales conclusiones y reco-
mendaciones de los anteriores informes se
refieren a la dificultad de la política bolivia-
na para ampliar los espacios de participa-
ción ciudadana y sobre todo a sus limitacio-
nes para construir una visión acordada
sobre el futuro del país que le dé
sostenibilidad política y social a los esfuer-
zos nacionales de desarrollo humano.

El IDH 2002 se concentra en un
análisis de la política y de sus vincula-
ciones con los procesos de desarrollo,
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particularmente con los desafíos del país en térmi-
nos de lograr una mayor integración social y por
tanto una más rápida disminución de la pobreza.
En este sentido y considerando que el tema econó-
mico aparece como central en el caso boliviano, el
informe hace énfasis en la vinculación de la políti-
ca con esta dimensión del desarrollo humano.

Por otra parte, el informe profundiza
en la evaluación de las capacidades po-
líticas de los actores sociales y políticos
de los procesos de desarrollo. Particular-
mente se evalúa la existencia en la sociedad de las
capacidades políticas que impulsan procesos de de-
liberación y de construcción de visiones comunes de
desarrollo, en el entendido de que son este tipo de
potencialidades las que mejor responden al propó-
sito de combinar democracia y desarrollo.

Para lograr sus objetivos, el Informe se
basa en:

– Un balance del desarrollo humano de
Bolivia entre 1982-2001.

– Un balance de la relación entre crecimien-
to económico y pobreza 1985-2000.

– Un balance sobre el Estado y la ca-
pacidad institucional.

– Un análisis sobre los medios de comu-
nicación masiva y su relación con la política.

– Una exploración sobre las capacida-
des políticas de los principales actores so-
ciales y políticos: Lideres políticos y socia-
les, los sectores pobres y la opinión pública.

– Un análisis prospectivo centrado en
la discusión de los escenarios socio-políti-
cos posibles y deseables de mediano plazo
para el país.

El contenido del Informe se sustenta
en un extenso cuerpo de información pri-
maria recabada por el propio Informe du-
rante un año de investigación en colabora-
ción con instancias especializadas e
información secundaria producida, de ma-

Capacidades políticas y cultura política
Las capacidades políticas deliberativas no son solamente instrumentales en el sentido que se

podría pensar un diálogo, una negociación o un acuerdo, por el contrario, estas se inscriben en el
trasfondo de estructuras de sentido.

Consecuentemente la visión del IDH 2002 sobre las capacidades políticas no es solamente
institucionalista y no está  preocupada solamente por explorar cómo los actores sociales ven a las
instituciones desde las exigencias de la legalidad y el funcionamiento institucional. Se preocupa tam-
bién por el modo de hacer institución, vale decir por las formas efectivas de valoración, de convivencia
y de decisión.

El IDH 2002 se interesa por las cuestiones político culturales, en el entendido que la noción
de cultura política aborda una pluralidad enorme y compleja de fenómenos y que el estudio de ellos
demanda igualmente diversas aproximaciones, diferentes  confluencias interdisciplinarias y enfoques
metodológicos en los que confluyen la sociología, la ciencia política e inclusive la comunicación en su
relación con la política y con la cultura.

Fuentes:  Lechner 1987; Almond y Berba1972; Cruces y Diaz de Rada 1995; Adler 1994; López 1997.

Herramientas metodológicas cualitativas y
cuantitativas del Informe

– Entrevistas en profundidad con actores políticos y sociales.
– Grupos de discusión con los sectores más pobres urbanos y rurales.
– Talleres temáticos  con actores estratégicos nacionales y municipales.
– Una encuesta nacional de opinión pública.
– Grupos de reflexión con el movimiento de mujeres, grupos de empresarios, movi-

miento indígena del oriente y grupos de jóvenes.

Recuadro I.1

Recuadro I.2
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nera fundamental, por el Instituto Nacional
de Estadística así como por centros espe-
cializados en análisis sociales y económicos.

El procesamiento y análisis de esta
información, así como la construcción
de indicadores en base a información

Cuadro I.1
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secundaria, estuvo bajo la responsabi-
lidad de la Oficina del Informe de De-
sarrollo Humano.

La información de base primaria  pro-
viene del despliegue de una gama de herra-
mientas  metodológicas cualitativas y cuan-
titativas.

Destacan en este Informe con especial
énfasis la amplitud del trabajo de campo
realizado y de la información cuantitativa y
particularmente cualitativa recabada, lo que
singificó un contacto directo del equipo del
Informe con una extensa gama de actores,
que va desde los líderes políticos situados
en las esferas más altas del sistema de toma
de decisiones hasta la población más pobre

y excluida en los rincones geográficos más
apartados, lo que brinda una invalorable vi-
sión de conjunto de la realidad del país.

El Informe contó con el patrocinio de
un Comite interinstitucional presidido por
la Vicepresidencia de la República y confor-
mado por las instituciones estatales, acadé-
micas y privadas más representativas del
ámbito nacional.

El Informe se nutrió asimismo de di-
versas instancias  y momentos de consulta,
seguimiento y apoyo técnico por parte de
destacadas personalidades y estudiosos del
ámbito académico y político internacional
y nacional.

Finalmente, acompaña a la elaboración
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del Informe una selección de estudios de
caso sobre temas y actores relevantes para
la investigación.

Entrevistas en profundidad
Se eligió la  entrevista en profundidad

como la técnica más apropiada de aproxi-
mación a los sistemas de representación, de
valores y de normas de una élite política par-
tidaria y socio-cultural en cuyas manos se
encuentran decisiones centrales relativas a
la dinámica política presente y futura.

El interés fue el individuo: una com-
prensión rica y matizada de sus esquemas
culturales, de su forma de ver su entorno,
sus intenciones y sus creencias sobre la rea-
lidad en la que vive y sobre la que actúa
para, a través de estas percepciones, acer-
carse a la realidad objeto de ese discurso y
a la comprensión del hecho colectivo. En
ese sentido, el individuo fue interrogado en
tanto representante de un grupo social, en
este caso, una élite política.

La entrevista en profundidad permitió
establecer una relación verbal directa (cara
a cara) entre los investigadores y el entre-
vistado, a través de la cual fue posible enri-
quecer y profundizar la información orien-
tándola hacia los fines específicos de la
investigación, al tiempo que se
redireccionaba las preguntas en función de
la riqueza de las respuestas y los temas pro-
puestos por los propios entrevistados.

En efecto, se trató de entrevistas semi-
estructuradas. En base a una pauta general,
se permitió que los entrevistados
estructuren y expresen libremente su pen-
samiento sobre los temas propuestos, al

mismo tiempo que se orientó las entrevis-
tas hacia los objetivos y las hipótesis de la
investigación, buscando profundidad y evi-
tando la dispersión.

El diseño respondió a tres principios:
flexibilidad, interactividad y continuidad;
estos tres principios hacen referencia a la
adaptabilidad a permanentes cambios du-
rante el proceso de la entrevista. Las pre-
guntas iniciales se mantuvieron como ob-
jetivo general, las preguntas específicas
fueron adaptándose a las características y
«competencias» de los entrevistados , al
avance de la investigación y a las circunstan-
cias de contexto en las que las entrevistas se
desarrollaban.

La selección de las personas entrevis-
tadas estuvo en función de los objetivos del
estudio teniendo sin embargo como premi-
sa la necesidad de una representación rele-
vante y diversificada. En este sentido, la
elección de los entrevistados no respondió
a un criterio cuantitativo de
representatividad, sino, por el contrario, a
su carácter ejemplar o de particularidad en
función de variables estratégicas ligadas al
tema específico del estudio: crisis, inflexión
y cambio y la renovación de la política.

Se seleccionaron a personas en función
del lugar que ocupan en la estructura par-
tidaria u organizativa:

Dada la importancia que tienen en la
vida política, se entrevistó también a la jerar-
quía eclesíastica y a los dueños, directivos y
algunos periodistas de los principales medios
de comunicación y a la Defensora del Pue-
blo.

Pauta general
– El sistema político y las reformas del Estado
– Caracterización de la crisis
– Las protestas sociales del 2000
– La economía
– La problemática regional
– Factores de renovación de la política
– Las salidas en tanto orientaciones de cambio

Recuadro I.3

Selección de entrevistados
– Jefes de los principales partidos y

corrientes políticas,
– Líderes de las principales organizaciones

sociales y culturales y de las principales y
más recientes protestas populares.

– Líderes de movimientos y protestas
autonómicas regionales

– Líderes intermedios en los principales
partidos y corrientes políticas.

– Principales autoridades locales y directivos
de asociaciones de productores

– Principales miembros de la jerarquía de la
Iglesia Católica

– Dueños, directivos y algunos periodistas de
los principales medios de comunicación

– Defensora del Pueblo
– Informantes claves

Recuadro I.4
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Cuadro I.2
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Informantes claves fueron entrevista-
dos en su calidad de estudiosos y expertos
en los temas y las instituciones de este es-
tudio.

La clara ausencia de una equidad de
género en la selección de entrevistados, pese
al interés explícito de que este tipo de equi-
dad prime en todos los ámbitos de la inves-
tigación, se debe a una patética realidad:
Pese a la relevancia de la participación de
las mujeres en la vida política, los princi-
pales líderes políticos en todas y cada una
de las instancias estudiadas, con excepción
del la Defensoría del Pueblo, siguen sien-
do varones.

La selección inicial de entrevistados fue
ampliada y enriquecida durante el proceso
de recolección de información en función
de la necesidad de ampliar la información
sobre nuevos tópicos, testear la informa-
ción recogida y complementarla desde
otros ángulos.

La receptividad, amplitud e interés por
parte de los entrevistados fue un factor pre-
ponderante para el éxito de la investigación.
En uno solo de los casos la entrevista no lo-
gró ser concertada y solo en uno, no se per-
mitió obtener una grabación.

Las entrevistas fueron realizadas entre
los meses de  marzo y octubre de 2001. Se
realizaron 90 entrevistas, con una dura-

Cuadro I.3
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ción per cápita promedio de 3 horas, lo
que representa más de 200 horas de gra-
bación. La riqueza e importancia de esta
información motivó la iniciativa de su pu-
blicación, para a la cual fueron selecciona-
das las dieciocho mejores entrevistas.

Grupos focales
Como lo han dicho varios autores1 , el

objetivo de la investigación cualitativa será
comprender y explicar los fenómenos socia-
les a partir de técnicas que permitan ingre-
sar a la lógica misma del actor social.  Se
pretende lograr reconstruir el sistema de
sentido simbólico que sostiene la acción del
sujeto.  Si bien el sistema de percepciones
que está instalado en la cabeza de la gente
no se puede observar directamente, sí en su
manifestaciones diversas, que van desde ac-
titudes, hasta discursos o discusiones
grupales.  Es a través de métodos analíticos
que se puede desmenuzar un sistema de
sentido y hacerlo inteligible al investigador.

El grupo focal precisamente cumple la
función de hacer emerger, en la propia di-
námica del grupo, estas estructuras subya-
centes y los lugares comunes de una pobla-
ción dada, y de acuerdo a los intereses
particulares de la investigación.

El grupo focal fue un recurso central
en la investigación para las capacidades po-
líticas de los grupos más pobres.  El objeti-
vo fue conocer las capacidades políticas de
la población más pobre, buscando profun-
dizar en  las disposiciones de esta población
y captar su percepción sobre la política, la
economía y la sociedad.

La técnica de grupo focal ha sido apli-
cada en su sentido de «grupo de discusión»

La técnica del grupo de discusión1

1. En esta primera aproximación, la téc-
nica sirve al conocimiento de los tópicos o
lugares comunes, que son el consenso bá-
sico de los conjuntos sociales como grupos
o comunidades de discurso.

2. El grupo de discusión propicia una
conversación auto-organizada entre unos
participantes que no constituyen grupo pre-
vio ni, por lo general, después de la instan-

cia de investigación. Su grupalidad resulta de
su conversar y se reduce a ella. Esto permi-
te el desarrollo de una conversación: se debe
hablar para producir el grupo, pero al mis-
mo tiempo se puede sólo hablar en la medi-
da que la conversación tiene como único
horizonte el entendimiento. En este caso es
una escena que puede evocar la tradición
que Habermas subraya de las mesas de con-
versación y en general la acción orientada al
entendimiento.

La cuestión técnica es paradójica, pues
define el rol del investigador en términos
negativos. Su papel consiste en mostrar el es-
pacio vacío donde puede haber grupo. Su si-
lencio provoca el habla que concita el gru-
po.

3. La técnica opera con el principio de
la representación estructural, y no
distributiva o estadística y por saturación o
redundancia.

3.l. La muestra se mide en diversidad y
no en número, de modo que los participan-
tes de un grupo y del conjunto de grupos,
representa al todo social investigado, es de-
cir, debe reproducir la estructura o las di-
ferentes posiciones de éste.

3.2. El incremento en cantidad o en re-
peticiones de los grupos no es un medidor de
la representatividad de un estudio cualitati-
vo. La muestra lo es según la homología en-
tre su estructura y la del colectivo estudiado,
y sobre todo, porque señala lo que entre ellos
se repite y no varía. Así el estudio reproduce
sólo la forma de las conversaciones, no pre-
tende agotar la variedad infinita de interpre-
taciones de esa forma, ni tampoco busca co-
nocer la distribución de algunas de sus
terminaciones.

El grupo de discusión representa así a
un colectivo social, pero sólo como la re-
producción de la estructura de la conver-
sación que lo recorre, su discurso típico y
propio.

Los grupos de discusión en la investi-
gación del IDH 2002

Se realizaron 25 grupos focales en
todo el país con la participación 205 per-
sonas.  Ya que el mercado es el lugar de cir-
culación tanto de capitales como de imagi-

1. «Grupo de discusión» es una técnica de investigación social cualitativa, que permite reproducir las conversaciones socia-
les (la opinión pública, la discusión social o como quiera llamársele a la elaboración continua del entendimiento o
sentido común.)
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narios, y es un espacio de intensa sociabili-
dad, se buscó sobre todo trabajar con per-
sonas que están directamente vinculadas a
la vida comercial en las ferias tanto rurales
como urbanas. Se conformaron tres tipos de
grupos: centralmente, grupos de comercian-
tes de los mercados urbanos más importan-
tes en las princi-pales ciudades y vendedo-
res de ferias rurales en los distintas regiones.
Dado que la modalidad de feria rural es pro-
pia principalmente de la región occidental,
en el caso del oriente se trabajó con una
comunidad indígena de la región de la
Chiquitanía que se caracteriza por comer-
cializar su artesanía en instrumentos musi-
cales y tejido de amacas. En el departamen-
to de Santa Cruz además del mercado de la
ciudad de Santa Cruz, se realizó un grupo
focal con vendedoras del mercado de la ciu-
dad intermedia de Mon-tero. En Llallagua,
además del encuentro con vendedores de
feria urbana, se realizaron grupos focales
con mineros y con palliris.  Para la compo-
sición del grupo se buscó a personas que no

tuvieran militancia política ni social, en la
perspectiva de que el contenido no res-
pondiera a intereses par-ticulares sino que
más bien representara estructuralmente el
sentir de la población en su conjunto. La
mayoría de los participantes fueron muje-
res.

Una vez definido el perfil de las perso-
nas a ser entrevistadas, se encargó la orga-
nización de los grupos a la empresa Encues-
tas y Estudios en los casos de La Paz,
Cocha-bamba y Santa Cruz, al Centro Jua-
na Azur-duy en Sucre,  a Radio Pio XII en
el caso de  Llallagua y consultores locales
en Pando y la Chiquitanía. La ejecución y
la moderación de los grupos focales estu-
vo a cargo del equipo del IDH 2002 que se
desplazó hasta las distintas regiones. Los en-
cuentros tuvieron una duración promedio
de dos horas por grupo.

El contendido del foco estuvo marca-
do por ejes analíticos construidos por el
equipo IDH con preguntas semi –
estructuradas que giraban alrededor de las

Cuadro I.4

Cuadro I.5
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percepciones sobre la política, la sociedad,
las protestas, los líderes políticos y sociales,
la visión del Estado, las salidas y la visión
de futuro. Se grabaron íntegramente las
sesiones para luego transcribirlas, lo que dio
como resultado un corpus documental de
unas 750 páginas que fueron analizadas por
el equipo con métodos de análisis estructu-
ral y a la luz de la matriz teórica elaborada
con anterioridad.

El material documental producido en
su integridad se encuentra disponible para
consulta en la Oficina del Informe de De-
sarrollo Humano. Así mismo, editada, for-
ma parte de una publicación.

Encuesta de Opinion Pública ECP-01.
La Oficina del Informe de Desarrollo

Humano contrató a la empresa Encuestas y
Estudios para el diseño de la muestra y el ope-
rativo de campo de la Encuesta de Capaci-
dades Políticas ECP-01. La encuesta formó
parte de un omnibus (encuesta colectiva)
efectuada de manera conjunta con USAID y
Encuestas y Estudios.  Los temas de interés
de cada una fueron básicamente similares, de
esta manera se logró contar con una encues-
ta general compacta, coherente y fluida en su
aplicación.

El diseño de la boleta fue elaborado por
el equipo de la Oficina del Informe de De-
sarrollo Humano del PNUD-Bolivia con la
participación de consultores externos.

El marco muestral de esta encuesta sir-
vió de base para varias encuestas anteriores,
entre ellas la Encuesta de Cultura Política de
la Democracia en Bolivia, 1998, 1999 y 2000
de la Universidad de Pittsburgh, que en su
cuarta versión también forma parte de la en-
cuesta colectiva, en esta oportunidad.

Diseño de la Muestra
El estudio partió de la necesidad de te-

ner representación nacional, es decir una
muestra que represente los valores y per-
cepciones de todos los ciudadanos y ciuda-
danas.

Cualquier estudio que busque repre-
sentación nacional en Bolivia enfrenta dos
problemas de diseño de la muestra: 1) la
gran dispersión de la población y 2) una po-
blación heterogénea y multilingüe.

Bolivia tiene una población pequeña
viviendo en un extenso territorio. Desde la
perspectiva de un diseño muestral estadís-
tico, esto crea complejidades que se
incremen-tan con el hecho de que la pobla-

Ficha técnica
Las 10 principales características de la Encuesta:

– Se entrevistó un total de 3.285 personas
– La muestra fue diseñada para representar a todo el País, a nivel urbano y rural
– La muestra fue multiestratificada
– Las entrevistas se realizaron en los 9 departamentos, en 67 de 108 provincias y 110 de

312  municipios
– Se visitaron 165 áreas o unidades primarias de muestreo. Se realizaron aproximadamente

20 entrevistas por área y una entrevista por hogar
– Criterios de probabilidad fueron usados en cada etapa de selección hasta llegar a la casa o

vivienda
– El individuo entrevistado dentro de la casa fue seleccionado utilizando los criterios de cuo-

tas, tanto por género como por edad
– Con la finalidad de garantizar una representatividad tanto urbana como rural la muestra

fue estratificada por tamaño de población en cuatro grupos:  1) Ciudades con más de 20.000
habitantes, 2) Ciudades y pueblos  de 2.000 a 20.000 habitantes; 3)  Zonas rurales «com-
pactas» con plobaciones entre 500 y 1.999 habitantes y 4) Zonas rurales «dispersas» de
menos de 500 habitantes

– El error muestral total es de + 2%
– El trabajo de campo fue realizado por Encuestas y Estudios entre el 5 de Julio y el 15 de

Agosto de 2001

Recuadro I.5

2 Estos datos corresponden al Censo de 1992, debido a que en el momento del diseño muestral el Censo 2001 no se había
llevado a cabo aun.
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ción boliviana está distribuida de una for-
ma muy dispareja. Por ejemplo, La Paz tie-
ne una densidad de población de cerca de
17 personas por kilómetro cuadrado, mien-
tras que el departamento de Pando tiene
menos de 0.5 habitantes por Km2.

En cuanto al idioma, de acuerdo al
censo de 19922  en Bolivia un 8.1% de la
población mayor de 6 años era monolingüe
quechua y un 3.2% de la población era mo-
nolingüe aymara. Estos porcentajes han ido
disminuyendo, el INE estimaba para 1997
que sólo el 4.4% era monolingüe quechua
y el 2% monolingüe aymará. Sin embargo,
con la finalidad de no excluir a estos gru-
pos, el cuestionario fue preparado en espa-
ñol y además en aymará y quechua y en el
equipo de encuestadores se incluyó perso-
nas bilingües que conocieran dichos idio-
mas

Adicionalmente, los departamentos de
Bolivia no solamente varían en términos de
cantidad de población y en tamaño territo-
rial, sino que cada uno de ellos tiene sus pro-
pios perfiles sociales y políticos, por lo cual
un estudio que pretenda ser representativo
del país necesita asegurarse de incluir a to-
dos los departamentos. Para cumplir con
este objetivo, se diseñó una muestra repre-
sentativa de todos los departamentos de
Bolivia que también sirviera para hablar con
confianza acerca de la población del país en
su conjunto.

USAID, co-partícipe en este esfuerzo,
tenía adicionalmente otras motivaciones.
Fundamentalmente le interesaba considerar
como una unidad muestral importante a las
mancomunidades formadas por los muni-
cipios. En este sentido, la muestra tomó y
consideró también esta variable.

Con la finalidad de explicar mejor la
metodología del diseño de la muestra, es
posible hacer una analogía con una rifa. Por
ejemplo, si se asume que hay nueve escue-
las secundarias en un distrito escolar y que
se ha decidido hacer una rifa para conseguir
fondos, aquellos que están organizando la
rifa, querrán asegurarse de que por lo me-
nos haya un ganador en cada una de las 9
escuelas. Si los números se seleccionan al
azar, es probable que una de las escuelas se
quede sin ganador; para lograr el objetivo
de incluir a todas, en lugar de poner todos
los números en una sola urna lo que se hace

es distribuir los números en 9 urnas distin-
tas y seleccionar un número de cada una de
ellas.

En Bolivia, si se quiere asegurar que los
ciudadanos de los nueve departamentos
sean entrevistados, debe dividirse la mues-
tra en nueve «urnas», denominándose a cada
una de ellas «estratos». Al estratificar la
muestra se garantiza la distribución en to-
dos y cada uno de los 9 departamentos del
país.

Volviendo a la analogía de la rifa, ¿qué
sucedería si es que queremos asegurarnos
que habrá un premio por grado en cada es-
cuela? Tendría que seguirse el mismo pro-
cedimiento y utilizar una urna por cada gra-
do dentro de cada escuela y sacar un
número en cada una de ellas. Por supuesto
que tendría que aumentarse  el número de
urnas.

En Bolivia es importante subdividir los
departamentos en ciudades, pueblos y co-
munidades de diverso tamaño. Nuevamen-
te, si es que se colocaran todos los nombres
de las personas de un departamento en una
urna, los pobladores de las ciudades grandes
tendrían más chance de salir seleccionados.
Para evitar que la mayor parte de la muestra
provenga de las áreas urbanas más pobladas,
es necesario estratificar cada departamento
de acuerdo al tamaño de su población. Es co-
mún en Bolivia dividir la población en cua-
tro grupos: 1) las ciudades mayores de 20.000
habitantes, 2) poblados entre 2.000 y 20.000;
3) las zonas rurales compactas o con pobla-
ciones entre 500 y 1999 habitantes y, final-
mente, 4) zonas rurales dispersas de menos
de 500 habitantes. En esta muestra cada de-
partamento ha sido estratificado de esta for-
ma.

A fin de satisfacer de forma paralela los
requerimientos específicos de USAID, se ha
hecho un tercer nivel de estratificación que
tiene que ver con la pertenencia o no del
municipio a una determinada mancomuni-
dad; es decir que la muestra contempla a su
vez: 1) municipios con mancomunidad y 2)
municipios sin mancomunidad.

Dado que la muestra ha sido estratifica-
da en varios niveles, se tiene lo que se lla-
ma «diseño muestral multiestratificado».

El problema siguiente es qué tan gran-
de debe ser la muestra y cómo debe divi-
dirse entre los distintos estratos. Es una



259

práctica común distribuir la muestra en pro-
porción directa al tamaño de la población de
cada estrato; sin embargo, dicho procedi-
miento no funciona cuando los estratos tie-
nen tamaños muy distintos de población
entre ellos. Por ejemplo, departamentos pe-
queños como Pando que tienen el 0.6% de
la población nacional terminaría teniendo
menos de 20 entrevistas si la muestra acep-
tada fue de 3.000 entrevistados en total.

Para superar este problema se decidió
obtener una muestra de 300 casos por depar-
tamento, lo cual significa que un 95% de las
veces, esta muestra no estaría más allá de
+5.8% de una perspectiva real del departa-
mento para una pregunta dada. Este nivel de
+ 5.8% se calcula usando fórmulas estándares
para errores muestrales. Así, en el peor de los
casos (cuando las opiniones están divididas
por igual 50% a 50%) a nivel departamental,
la encuesta podría representar razonablemen-
te la opinión de los ciudadanos errando no
más del +5.8% (95% de las veces) de los re-
sultados obtenidos si se hubiera entrevistado
a todos los adultos residentes. Bajo condicio-
nes más favorables (cuando el 90% de la opi-
nión es positiva y sólo el 10% es negativa),
los resultados podrían ser tan exactos como
un + 3.5% a nivel de departamento.

Ya que los tres principales departamentos
(La Paz, Cochabamba y Santa Cruz) son impor-
tantes por su peso político, concentración eco-
nómica y social, se decidió incrementar la mues-
tra entrevistando 100 personas adicionales,
alcanzando en cada uno de ellos un total de 400
entrevistas. En estos tres departamentos el ni-
vel de confianza es de + 5.0% lo que equivale a
cerca al 1% más de precisión que en los otros
casos

Hay una necesidad adicional, para poder
contar con muestras que sean representativas de
las mancomunidades en estudio (que no existen
en todos los municipios ni en todos los departa-
mentos) se aumentó el tamaño de la muestra de
tal manera que por lo menos y en el peor de los
casos se pueda tener un intervalo de confianza
de + 8% en las 6 mancomunidades selecciona-
das y que tienen asistencia del programa de
USAID (Chiquitanía, Gran Centro, Norte,
Patacamaya, Piraí y Valle Alto) y al menos  +10%
en otras 10 mancomunidades seleccionadas pero
sin asistencia del proyecto de USAID (Azanaque,
Cono Sur, Cordillera, Guadalquivir, Madre de
Dios, Manu-ripi, Chaco(Gran Chaco y Chaco
Chuquisa-queño), Nor Occidente, Tahuamanu y

Vedespeo).

Mancomunidad: Número de entrevistas

Haber tenido que considerar una muestra
por mancomunidad según las condiciones espe-
cificadas, obligó a aumentar las muestras depar-
tamentales, habiendo quedado definidas de la
siguiente manera (Cuadro I.6)

Departamento: Número de entrevistas

La muestra por departamento como
aquella por mancomunidad fue diseñada
para producir intervalos de confianza simi-
lares. Pero una vez que se intenta generali-
zar más allá de esos niveles, por ejemplo, a
un nivel nacional, es vital ajustar el tamaño
de la muestra para que refleje con precisión
el tamaño relativo de población de cada de-
partamento. Por ejemplo, y hablando nue-
vamente de Pando comparado con La Paz,
es necesario disminuir el peso relativo de
Pando en la muestra nacional e incremen-
tar el peso relativo de La Paz de manera tal
que se tenga una visión cabal de la opinión
en Bolivia. Para hacer esto se asignaron fac-
tores de ponderación a tiempo de hacer los
procesos de modo tal que cada departamen-
to reflejara correctamente su contribución
a la población nacional total (Cuadro I.7).

Como las muestras se segmentaron
adicionalmente teniendo en cuenta el tama-
ño de la población y se trató de hacer una
distribución de tal manera que las poblacio-
nes tuvieran el mismo peso con el que con-
tribuyen departamentalmente, fue impres-
cindible también establecer pesos ad hoc para
garantizar que esto suceda.

Para los 3.285 casos encuestados, técnica-
mente el error de muestreo es de + 1.5%, es
decir que si se sacaran repetidas muestras de ese
tamaño en Bolivia, 95% de estas reflejarían las
opiniones de la población con una imprecisión
no mayor a + 1.5%. Por supuesto, otros facto-
res, además del error del muestreo pueden re-
ducir la precisión de los resultados, incluyendo
casos de no respuesta, errores en la selección del
entrevistado, problemas de comprensión de las
preguntas, etc. Pero en términos estadísticos, un
intervalo de confianza  de + 1.5% es muy bue-
no.

Estos estimados de la precisión muestral
podrían mantenerse si fuera posible llevar a cabo
lo que es conocido como un «muestreo simple
al azar» de cada estrato en este estudio. Esto sig-

Cuadro I.6

Cuadro I.7
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nificaría que la muestra sería distribuida al azar
entre los 9 departamentos; pero hacerlo impli-
caría costos de muestreo que serían
astronómicamente muy altos por la gran disper-
sión poblacional. En casi todos los estudios lo
que se hace para reducir costos es hacer un
muestreo por grupos, es decir juntando entre-
vistas en un área relativamente compacta (en este
caso grupos continuos de casas donde de todas
formas la selección de los hogares se hace
aleatoriamente).

Aún así, el agrupar normalmente incre-
menta el intervalo de confianza porque de-
pende del grado de homogeneidad de una ca-
racterística dada entre los residentes de la
zona seleccionada respecto del resto de zo-
nas que no han sido seleccionadas para ser
muestreadas. Por ejemplo, si todos los resi-
dentes dentro de un mismo sector perciben
un salario similar,  el impacto de agrupar por
salario sería más grande que agrupar por edad
que presumi-blemente variaría más. Con la
finalidad de tener una varianza menor, la
muestra  fue agrupada tomando en cuen-
tas zonas que pretendieran representar a
poblaciones con condiciones económi-
cas, sociales y culturales similares. Según
nuestra experiencia, este sistema de muestreo
añade aproximadamente un porcentaje de
error de + 0.5 % desde el nivel de + 1.5%
mencionado anteriormente. En este sentido
el error muestral total es asumido como +
2.0%.

Debe tenerse en cuenta que los criterios
de probabilidad fueron usados en cada etapa
de selección hasta que se llegó a la casa o vi-
vienda. El individuo entrevistado dentro de
la casa se seleccionó utilizando criterios de
cuotas, tanto por género como por edad. La
utilización de cuotas en los hogares es una
forma económicamente eficiente de superar
el problema de tener muchas mujeres o mu-

chos entrevistados jóvenes o ancianos en la
muestra, que son los que más permanecen en
el hogar durante el día.

El trabajo de campo fue realizado por
Encuestas y Estudios entre el 5 de julio y
el 15 de agosto de 2001. Fue Encuestas y
Estudios la responsable de implementar la
muestra indicada anteriormente, adecuar,
compatibilizar y ajustar el cuestionario in-
dividual y general, hacer las traducciones a
quechua y aymara, hacer las pruebas pilo-
to, introducir la información a la base de
datos, limpiar la información, y hacer pro-
cesos iniciales que permitan garantizar la
calidad de la muestra. El contenido de la
boleta fue elaborado por el Equipo Técni-
co del Informe.

Las entrevistas fueron hechas «cara a
cara», es decir, de forma directa y personal en
las viviendas de las personas seleccionadas. En
los casos en que el entrevistado seleccionado
no se encontraba en su casa, se regresó al me-
nos una vez más. Cuando no se logró la en-
trevista con quien había sido seleccionado, se
usó un substituto de la misma unidad muestral.

Cada entrevista duró un promedio de 56
minutos. Para realizar las entrevistas se uso
una verdadera flota de buses y jeeps, una
avioneta en las zonas del Beni y barcazas en
Pando.

La ponderación de la muestra

Como se señaló anteriormente, para que
la muestra refleje adecuadamente la distribu-
ción de la población en Bolivia es necesario
ponderar la muestra. Esto implica el cálculo
de los factores de ponderación. Los cálculos
se muestran en el cuadro I.8. En la segunda
columna pueden observarse las proyecciones
de población a diciembre de 2000, según el
INE. El porcentaje de población en cada de-
partamento se observa en la tercera colum-
na. Por ejemplo, en la Paz se ubicó el 29,21%

Cuadro I.8
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de la población nacional. En la cuarta colum-
na se observa el tamaño de la muestra por
cada departamento. En la quinta columna se
observa el porcentaje del total de la muestra
nacional que se incluye en cada departamen-
to. En la penúltima columna se expresa el
factor de ponderación departamental, el cual
resulta de dividir el porcentaje de la pobla-
ción por el porcentaje de la muestra. Final-
mente al multiplicar el tamaño de la mues-
tra por el factor de la ponderación
obtenemos el tamaño de la muestra ponde-
rada.

En la muestra ponderada se observa el

fuerte impacto de la variación de tamaño de
la población en los nueve departamentos.

Por otro lado, cuando se quiere obser-
var un departamento en particular, se tiene
que tener una correcta distribución según
el tamaño de las distintas poblaciones como
una forma de restituir el equilibrio entre lo
urbano y lo rural. La segunda columna ex-
presa los porcentajes que se registraron se-
gún el Instituto Nacional de Estadística de
la participación porcentual que se tiene por
departamento según tamaño de población.
La tercera columna nos da el tamaño de la
muestra para cada porción. La tercera co-
lumna señala el porcentaje de la muestra por

Cuadro I.9
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La distribución de la muestra
En general las 3285 entrevistas fueron

realizadas en 9 departamentos, con un total
de 75 provincias incluidas. En total en Boli-
via hay 108 provincias, lo que significa una
cobertura por provincia equivalente a un
69%. En esas 75 provincias, las entrevistas
fueron realizadas en un total de 110 munici-
pios; en Bolivia hay un total de 312 munici-
pios, lo que significa una cobertura de un
35% del total de municipios. Esta es una
cobertura poco usual para la muestra de una
encuesta, lo que reafirma que los resultados
que se obtengan reflejan la perspectiva nacio-
nal real.

Las entrevistas se distribuyeron en 165
áreas distintas, las que se denominan «uni-
dades primarias de muestreo». En cada unidad
primaria se realizaron aproximadamente 20
entrevistas (sólo se pudo hacer una entre-
vista por hogar). Esto significa que los equi-
pos de encuestadores visitaron 165 agrupa-
ciones en las 67 provincias de los 110
municipios.

Talleres temáticos
La información recogida a través de ta-

lleres con analistas políticos, parlamentarios
y los relativos a las Reformas del Poder Ju-
dicial sirvieron para alimentar específica-
mente el capítulo 3 relativo a capacidades
institucionales y políticas.

Talleres con actores locales
Seminario Taller con Actores Municipa-
les y de la Sociedad Civil Local:
La Deliberación y el Diálogo Nacional
2000

Dada la importancia de los actores mu-
nicipales en el desarrollo humano, se vio la
necesidad de consultar con ellos sobre las
prácticas de concertación en los municipios
y sobre el Diálogo Nacional 2000.  Con esta
finalidad se organizó dos seminario talleres:
uno con 29 alcaldes, presidentes de comité
de vigilancia y delegadas de base que parti-
ciparon en las tres mesas del Diálogo Na-
cional 2000, y otro con 22 miembros de la
sociedad civil que participaron en las me-
sas departamentales y en la mesa nacional
del Diálogo.  Con el fin de tener una mues-
tra representativa, los participantes fueron

departamento. Las dos últimas columnas
expresan el factor de ponderación que se
debe usar y la muestra ponderada.

Esta tabla permite tomar en cuenta
dentro de cada departamento una distribu-
ción proporcional de la población según las
concentraciones poblacionales que existen
de modo que poblados grandes y pequeños
estén adecuadamente representados.

Taller con parlamentarios
Objetivo: Lograr un balance de los es-

fuerzos de reforma y moderni-
zación del Congreso Nacional

Fecha: 22 de marzo de 2001
Coordinador : Eduardo Gamarra
Participantes: Victor Hugo Cárdenas

Armando De La Parra
Alfonso Ferrufino
Roberto Moscoso
Eduardo Paz

Recuadro I.7

Taller con analistas políticos
Objetivo: Realizar un balance de la evo-

lución político institucio-nal en-
tre 1982 y 2002.

Fecha: 21 de marzo de 2001
Coordinador : Eduardo Gamarra
Participantes: Ximena Costa

Jorge Lazarte
Fernando Mayorga
Herbert Muller
Luis Tapia
Carlos Toranzo
Gonzalo Rojas

Recuadro I.6

Recuadro I.8

Taller sobre el Poder Jurídico
Objetivo: Analizar las reformas del Sis-

tema Judicial y su impacto en el
sistema político.

Fecha: 23 de marzo de 2001
Coordinador: Eduardo Gamarra
Participantes: René Blattman (abogado y po-

lítico)
Katya Saucedo (Defensor del
Pueblo)
Sacha Llorenti  (Asamblea de
Derechos Humanos)
Horst Schoenbohm (Asesor
Principal del Proyecto Reforma
Procesal Penal)
Nardi Suxo (Defensor del Pue-
blo)

(expertos que
han participado
de la reforma
del poder
judicial en
Bolivia)
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elegidos sobre la base de la misma estruc-
tura del Diálogo Nacional 2000.

El objetivo de los talleres fue evaluar
participativamente los siguientes tema: 1) el
estado actual y posibilidades futuras de
concertación entre las alcaldías y la socie-
dad civil, 2) la relación que existe entre las
alcaldías y los partidos políticos y 3) una
evaluación del Diálogo en cuanto a su or-
ganización, su desarrollo y sus resultados.
Con la finalidad de  complementar la eva-
luación del Diálogo 2000, se realizó un ta-
ller con representantes de la sociedad civil
que participaron en las mesas departamen-
tales y nacional del Diálogo.

Estos actores provenientes de todos los
departamentos del país se reunieron en la
ciudad de La Paz, durante dos días para dar
sus opiniones y sugerencias sobre la delibe-
ración, el Diálogo y el papel de los actores
locales en esta instancia de consulta públi-
ca. Los talleres se realizaron el 14 y 15 de
noviembre, el primero, y  el 3 y 4 de diciem-
bre, el segundo. Miembros elegidos como
representates de los dos talleres presentaron
las conclusiones de estos dos eventos al go-
bierno central y  a la cooperación interna-
cional, en un tercer taller de clausura que
se realizó el 14 de diciembre. La finalidad
de esta última presentación fue sugerir por
parte de los actores directos del Diálogo
mecanismos que permitan mejorar futuros
diálogos públicos sobre los temas de inte-
rés común de la nación.

Conclusiones principales por grupos
Grupo: Actores Municipales

Importancia de la deliberación en el
ámbito local.- Los actores municipales afir-
maron la importancia de consultas en los
municipios sobre políticas públicas de de-
sarrollo y que el Diálgo ha sido un ejemplo
importante de la posibilidad de llevar ade-
lante este tipo de proceso. Argumentaron
que son ellos los que están más cerca de los
pobres del país y por eso son los más ade-
cuados para dar un diagnóstico e insumos
concretos para políticas de lucha contra la
pobreza. Muchos alcaldes describieron una
relación estrecha con la sociedad civil local.
Algunos de ellos antes de ser alcaldes habián
sido dirigentes sindicales o líderes de otras
organizaciones de base y desde esa expe-
riencia vieron como positivo el hecho que

se tiendan puentes entre el Estado y la so-
ciedad.

Heterogeneidad de los actores loca-
les y de sus capacidades.-Los actores des-
cribieron una gran heterogeneidad y dispa-
ridad de capacidades entre los participantes
en el Diálogo en cuanto a sus perfiles y ac-
titudes y señalaron la necesidad de fortale-
cer las capacidades de los actores de los fu-
turos diálogos. Divisiones grandes se
notaron entre los alcaldes y los miembros
de la sociedad civil. Sobre todo las delega-
das de base fueron muy críticas respecto a
la corrupción en las
alcaldías.Específicamente destacaron obstá-
culos de carencia de habilidades lingüís-
ticas, educación formal, e igualdad de gé-
nero.  Plantearon una demanda de
capacitación en los municipios para prepa-
rarse ante futuros Diálogos.

Injerencia de los partidos políticos.-
Los actores se quejaron de la injerencia de
los partidos políticos en el ámbito local, tan-
to en los gobiernos municipales como en las
organizaciones de la sociedad civil local. In-
tereses partidarios expresados en relaciones
clientelares obstaculizan la gestión local y
dificultan la relación entre los alcaldes y
concejales por un lado y la sociedad civil
local por el otro. Los alcaldes lograron en su
criterio resistir la influencia de los partidos
en el momento del Diálogo y priorizaron los
intereses de sus municipios. Empero, esta
experiencia parece ser más una excepción
que una norma. Aquí también los actores lo-
cales reconocen la necesidad de foralecer
sus propias capacidades políticas para po-
der defenderse mejor contra la injerencia de
los partidos.

Grupo:  Actores de la Sociedad Civil
Valorización de la participación .-

Los representantes de la sociedad civil tam-
bién valorizaron los elementos
participativos del Diálogo, a pesar de seña-
lar muchos problemas con el proceso.
Manifestaron la necesidad de la participa-
ción de los actores que no estuvieron en el
Diálogo, aunque por voluntad propia, como
la COB y la CSUTCB.

Fragmentación.-Se puso de manifies-
to una fragmentación entre instancias de  la
sociedad civil que fue resultado, por lo me-
nos en parte, del propio proceso del Diálo-
go. Representantes de la sociedad civil fun-
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cional protestaron por la participación de
representantes directos del Foro Jubileo
2000, mientras que los del Foro criticaron
que el gobierno hubiera creado un ambiente
de conflicto entre los actores municipales
y los de la sociedad civil con el fin de “di-
vidir para reinar”. Pero por lo general los
actores de la sociedad civil reconocieron la
importancia de la participación de los acto-
res municipales.

Falta de confianza y reclamo de
cumplimiento.- Un sentimiento de des-
confianza hacia el gobierno prevalace en la
sociedad civil y esto ha tenido una gran in-
fluencia en su lectura y evaluación del Diá-
logo. Los actores reclaman una falta de
cumplimiento por parte del Gobierno de
las conclusiones emergentes del Diálogo y
también una falta de sincera voluntad para
cumplirlas.  Este sentimiento se dirigió tan-
to al gobierno central como a los partidos
políticos en general, reflejado en una críti-
ca de la injeren-cia de éstos en los procesos
del Diálogo.

Talleres de reflexión  (Intervención so-
ciológica)

Con el objetivo de promover la reflexión de
actores y movimientos identificados como cla-
ves  y contribuir a potenciar en estos actores un

compromiso con el desarrollo humano, la Ofi-
cina del Informe de Desarrollo Humano llevó
a cabo durante el segundo semestre del año
2000, talleres con cuatro movimientos o grupos
sociales:

– Empresarios fundamentalmente del oriente

– Mujeres pertenecientes al movimiento de
mujeres  en Bolivia

– Líderes indígenas pertenecientes a la Confe-
deración de pueblos Indígenas de Bolivia
(CIDOB)

- Un grupo de jóvenes de las laderas de
la ciudad de La Paz.

Metodológicamente estos talleres se
orientaron a motivar  el autoanálisis  y la
reflexión a través de la deliberación. Se uti-
lizó la agenda de futuro del IDH 2000
como base para un ejercicio reflexivo y
auto-interpretativo. Se pusieron en prácti-
ca técnicas de la intervención sociológica.

El método de la intervención socioló-
gica a diferencia de otros métodos tales
como las encuestas, entrevistas e incluso los
focus groups, busca elaborar el sentido de
las prácticas sociales. Por tanto es un mé-
todo apropiado cuando se trata de trabajar
sobre las orientaciones  colectivas para el
control y apropiación de patrones cultura-
les por medio de los cuales una colectivi-
dad construye de manera normativa sus re-
laciones con el medio 3 .

La intervención sociológica se basa en dos
principios:

1) El autoanálisis.- Es imposible separar el sen-

tido de una acción de la conciencia del actor.

2) La intervención propiamente dicha.- El aná-
lisis del autoanálisis, es decir, la interpretación
sociológica sobre el significado de la acción
y su devolución al grupo como hipótesis para
la autointerpretación y la acción de futuro.

La intervención no es tanto el estudio de
una situación o de un grupos social, ni siquiera
el estudio de sus respuestas a una situación de-
terminada. La intervención sociológica va más
allá contribuyendo a que el actor logre so-

3 Touraine (s/r)

Gráfico I.1
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De la Introducción

Anexo II: Estadísticas, índices y modelos

Gráfico II.2

Muy Alto

Gráfico II.1
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no Mundial 2000 (PNUD, 2000, página
159). A continuación se detalla los compo-
nentes de estos índices:

Se ha establecido valores mínimos y
máximos fijos respecto de cada uno de estos
indicadores (Cuadro II.3).

Cuadro II.1

Gráfico II.3 Gráfico II.4

Del Capítulo 1
Índices de Desarrollo Humano

Indice de Desarrollo Humano nacional
para el periodo 1975-1999. Para el cálculo
de este índice se utilizó la metodología de-
tallada en el Informe de Desarrollo Huma-

Cuadro II.2
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Respecto de cualquier componente del
IDH es posible computar índices individua-
les aplicando la formula siguiente:

En el caso del Indice del ingreso per
cápita hay una variación. Los detalles de la
explicación y justificación de la variación son
expuestos en el Informe de Desarrollo Hu-
mano Mundial 2000 (PNUD, 2000, pag.
159):

Previamente se calcula un Indice de ni-
vel educacional:

Finalmente los dos índices son calcula-
dos de la siguiente manera:

Cálculo del Indice de progreso (avance)
social.

La base para la elaboración de este ín-
dice son los índices individuales estimados
para cada una de las variables sociales que
componen el IDH.

Calculo del Indicador de insatisfacción
de carencias no monetarias

Este indicador fue calculado con la me-
todología utilizada para calcular el índice de
necesidades básicas insatisfechas (NBI) del
Mapa de Pobreza de Bolivia. El detalle de la
estimación de cada una de las dimensiones
de carencias que componen este indicador
puede ser consultado en el anexo metodo-
lógico de este documento (UDAPE-INE,
1995). Contrariamente al índice de NBI,
este indicador sólo consideró tres dimensio-
nes de carencias:

– La dimensión educativa evaluada en fun-
ción de los años aprobados, la asistencia
escolar y la condición de alfabetismo de los
miembros del hogar.

– La dimensión servicios básicos en la vivien-
da del hogar evaluada en función del tipo
de abastecimiento y procedencia del agua,
y el tipo de sanitario.

– La dimensión calidad  de la vivienda del
hogar en función del tipo de materiales
con los cuales esta construido el piso, el te-
cho, y el muro de la vivienda.

Este indicador fue calculado en base a
los datos MECOVI 1999. Igualmente fue en
base a esta información que se realizaron las
estimaciones de pobreza monetaria (por lí-
nea de pobreza) utilizadas en el cruce entre
carencias monetarias y no monetarias de este
capítulo. Para ver el detalles de la metodo-
logía de estimación de los niveles de pobre-
za monetaria se recomienda ver el anexo
metodológico de Araníbar (2000). Se debe
resaltar que estas estimaciones no son ofi-
ciales, fueron realizadas específicamente para
el IDH 2002 en base a los datos MECOVI
1999, y sirvieron exclusivamente para explo-
rar las relaciones entre carencias monetarias
y no monetarias en Bolivia.

Cuadro II.3
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En otras partes del capítulo se específi-
can los valores oficiales de pobreza moneta-
ria calculados por organismos gubernamen-
tales (UDAPE, INE), estos son los valores
que deben ser utilizados para comparacio-
nes internacionales e informes oficiales más
generales.

Del capítulo 2
Modelos Lineales de Matrices de Con-

tabilidad Social

¿Qué es una Matriz de Contabilidad So-
cial?

Una Matriz de Contabilidad Social
(MCS) es una base de datos que representa
en formato matricial  y de un modo consis-
tente todos los flujos de bienes, servicios y
renta entre todos los agentes de una econo-
mía en un periodo de referencia1.

Estas matrices surgen a mediados de los
años 70’ como respuesta a la necesidad de
contar con un “sistema de información ade-
cuado para analizar los aspectos relativos a
las oportunidades de empleo y a la distribu-
ción de la renta”, como señalan Pyatt y
Thorbecke (1976), estos mismos autores
han desafiado el énfasis puesto por la macro-
economía en el crecimiento económico per
se. En este sentido, la particularidad primera
de una MCS radica en la definición de un
conjunto exhaustivo y mutuamente exclu-
yente de grupos socioeconómicos vincula-
dos con la esfera productiva tanto por el lado
del ingreso como por el lado del gasto. De
esta forma, el crecimiento de las diferentes
ramas de actividad se traduce en ingresos
para los distintos hogares en función a su
dotación de factores productivos y a su vez,
el gasto en consumo de estos hogares se tra-
duce en una demanda de bienes dirigida a
los distintos sectores productivos de la eco-
nomía.

Por supuesto, la base de datos conside-

ra igualmente los ingresos y gastos de otros
sectores institucionales (el gobierno, las
empresas y el resto del mundo) y por lo tan-
to complementa el ingreso primario de los
hogares con los distintos mecanismos redis-
tributivos existentes en la economía. Por lo
mismo, los modelos basados en MCS no sólo
permiten evaluar el impacto de políticas eco-
nómicas sobre la producción sectorial sino
incluso predecir sus efectos sociales en tér-
minos de distribución de la renta o del bien-
estar.

¿Qué características tiene la MCS uti-
lizada en el IDH 2002?

La MCS de Bolivia utilizada en el Infor-
me distingue 70 cuentas, tiene como año
base 1996 y utiliza información provenien-
te de las Cuentas Nacionales, las Matrices
Insumo-Producto y la Encuesta Nacional de
Empleo de 1996 además de la Encuesta
Continua de Hogares (MECOVI) de 1999.
En ella se distinguen 13 actividades, 13 bie-
nes nacionales y 7 importados, 12 factores
de producción, 3 empresas, 11 hogares y 8
necesidades básicas, además de las cuentas de
gobierno (equilibrio fiscal), capital (equili-
brio ahorro-inversión) y resto del mundo
(equilibrio externo)2 .

Por su importancia para la evaluación de
las distintas simulaciones, es importante
destacar que la desagregación de la cuenta de
hogares en la MCS-Bolivia identifica grupos
de hogares (i) relevantes desde el punto de
vista del análisis de la pobreza y (ii) relativa-
mente homogéneos en relación con sus fuen-
tes de ingreso y su patrón de consumo. La
tipología se define por lo tanto en base a
características socioeconómicas que determi-
nan una mayor o menor incidencia e inten-
sidad de pobreza en los distintos grupos de
hogares, como se observa en el cuadro II.43 :

Modelo de Multiplicadores Contables-

1 La presentación en formato matricial de las transacciones económicas implica necesariamente el cumplimiento
de tres condiciones: (i) Todas las filas y las columnas que componen la matriz son definidas de forma simétrica,
i.e. cada cuenta, definida por una fila y una columna de la matriz, registra las transacciones de un determinado
agente; (ii) Cada transacción se registra en una sola celda (tij) de la matriz, utilizando el concepto contable de
partida doble y mostrando que el gasto de un agente (j) representa el ingreso de otro agente (i), y (iii) Para cada
una de las cuentas de la matriz se debe cumplir que la suma por filas (ingresos) sea igual a la suma por colum-
nas (gastos). La matriz es por lo tanto cuadrada, consistente y por convención se contabilizan los ingresos de un
agente en la fila y sus egresos en la columna correspondiente.

2 Para una explicación detallada, ver Aranibar, 2000.
3 La MCS Bolivia-1996 utiliza los macro-agregados del Cuadro Económico de Conjunto-1996 y los desagrega

respetando el ingreso y el consumo anuales per cápita por grupo de hogar, y por lo tanto los niveles de pobreza
e indigencia, calculados a partir de la base de datos de la Encuesta de Hogares MECOVI-99.
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MCS:

La riqueza estadística de la MCS, y las
propias relaciones contables que se derivan
de la misma, permiten profundizar, sin ne-
cesidad de una modelización complicada, en
las consecuencias que una variación en cual-
quiera de las cuentas tiene en la producción,
en el uso de los factores y en la distribución
de la renta, de forma análoga al análisis
input-output preconizado por Leontief  (1963).

A fin de transformar las identidades
contables de una MCS en un modelo eco-
nómico, es preciso clasificar las distintas
cuentas en endógenas (o dependientes) y
exógenas (o independientes), definiendo de
esta manera el cierre del modelo. Esta clasi-
ficación está abierta a la decisión del inves-
tigador y tiene consecuencias importantes
sobre los multiplicadores de demanda del
modelo. Siguiendo la metodología conven-
cional, en el presente estudio se distinguen
como exógenas las cuentas de bienes impor-
tados, de capital, de gobierno y de resto del
mundo, pero en cada caso se comprueba la
consistencia y la robustez de los resultados
obtenidos al cierre elegido. La formulación
final que se obtiene para estos modelos linea-
les es la siguiente:

Donde Y
n
 es un vector columna que

recoge las rentas totales de las cuentas endó-

genas; A
n
 la matriz de propensiones medias

al gasto de las cuentas endógenas (se obtie-
ne al dividir cada celda de las cuentas endó-
genas de la MCS por el total de la columna
correspondiente); y x un vector que recoge
las inyecciones totales de renta que recibe
cada cuenta endógena del conjunto de cuen-
tas exógenas. De esta forma, los efectos to-
tales, directos e indirectos, que provoca so-
bre el conjunto de la economía una variación
exógena en la demanda final (inversión, gas-
to público o exportaciones) dirigida a una
cuenta específica de la MCS, se obtienen de
la matriz de multiplicadores M. Cada ele-
mento {mij} de esta matriz representa la va-
riación en el ingreso del sector i provocado
por un aumento exógeno en la demanda
dirigida al sector j4  y su magnitud refleja la
importancia de los vínculos intersectoriales
en la economía.

Esta interpretación está sin embargo
sujeta a las limitaciones convencionales de
este tipo de modelos: (i) se considera que la
estructura de las transacciones en la econo-
mía no se modifica5 ; y (ii) los ajustes en el
modelo se realizan exclusivamente vía can-
tidades, lo que implica que no existen restric-
ciones de oferta en la economía y por lo tan-
to ninguna presión inflacionista. Ambas
hipótesis permiten caracterizar el modelo
como un modelo keynesiano de demanda,
aunque es preciso señalar que estas son rela-
jadas en el marco de los modelos de equili-
brio general6 .

4 Por ej., el incremento en el ingreso del hogar de tipo 1 derivado de un incremento de las exportaciones de gas
al Brasil.

5 Por ej., que un hogar que recibe un incremento en su ingreso no modifica la proporción del mismo que consagra
al ahorro.

6 Estos al contrario consideran, en su versión neoclásica más extrema, que los precios son completamente flexi-
bles en la economía y que por lo tanto, cualquier política de demanda no se salda con un incremento de la
producción, sino simplemente genera mayor inflación.

Cuadro II.4

Yn = (I – An)
-1 x = M x
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Del capítulo 7

Cuadro II.5
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Cuadro II.5

Cuadro II.6
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